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mm 
LAS EMPRESAS PÚBLICAS: SU SIGNIFICACIÓN A C T U A L Y POTENCIAL EN E L 

PROCESO DE DESARROLLO* 

I . CARACTERÍSTICAS GENERALES 

1. El planteamiento 

Cuando se estudia el problema de la moviliza-
ción de recursos internos suelen examinarse, 
junto con el papel del sector privado y las re-
percusiones del sector externo, las funciones más 
tradicionales del sector público, es decir, las 
vinculadas con los gastos e ingresos. Es así como 
las discusiones del tema entran a analizar las 
cuestiones clásicas de política fiscal (naturaleza 
de los ingresos públicos, composición del gasto, 
etc.) , pero suelen relegar a segundo plano o sim-
plemente omitir la función que cumplen las em-
presas públicas. Probablemente ello se deba a 
que en el tratamiento habitual del tema se les 
asigna un papel de constructores de la infraes-
tructura o bien de proveedores o auxiliares de la 
producción de otras empresas; y a las situacio-
nes en que generan utilidades se les atribuye 
cierto carácter excepcional o anómalo. Aun en 
los planteamientos globales de planificación es 
común que no se considere al sector de las em-
presas públicas de manera explícita; por ejem-
plo, los planes generales de mediano plazo ela-
borados en los países latinoamericanos sólo se 
refieren a las inversiones del gobierno central, 
pero no se desagregan las empresas públicas con 
el detalle necesario. Este criterio no se sostiene 
si se examinan las cifras que muestran la mag-
nitud de estas empresas, indicada por su capital, 
volumen de ventas y ocupación y su influencia 
en la acumulación de recursos, medida en parte 
por la inversión f i ja que realizan; y, sobre todo, 
si se consideran no sólo los datos cuantitativos, 
sino su gravitación en sectores decisivos en el 
proceso económico. Además, su importancia se 
acrecienta si se tiene en cuenta la capacidad po-
tencial de estas empresas como agentes de una 
política de desarrollo; es decir, su aptitud para 
acumular recursos invertibles, su vinculación coli 

* Este ensayo es el segundo de una serie de estudios 
sobre la movilización de recursos internos que {prepa-
ra la Comisión. El primero, que versaba sobre "La\mp-
vilización de recursos internos" se publicó 6n el número 
anterior de este Boletín (Vol. XV, No. 2)'. \ T 

la tecnología y las industrias de bienes de capi-
tal y, por último, la posibilidad de que actúen 
coordinadamente en función de una política eco-
nómica global. 

Estos son en general los aspectos sobresalien-
tes de las empresas públicas que se intentará 
abordar en este trabajo, que constituye una pri-
mera aproximación al tema. Se continúa así con 
la serie de estudios acerca del sector público y 
de la movilización de recursos internos empren-
didos desde tiempo atrás.^ El propósito expuesto, 
en cierto modo ambicioso, tropieza con la limi-
tación —hasta ahora insalvable— de la escasez 
de datos y de la falta de comparabilidad de mu-
chos de los disponibles; por ello y ante la impo-
sibilidad práctica de incluir todas, sólo se han 
considerado las principales empresas de algunos 
países. Sin embargo, estas deficiencias en la in-
formación no invalidan el estudio realizado, ya 
que no se ha procurado presentar un panorama 
completo y detallado de las empresas públicas, 
sino más bien ofrecer algunos indicadores de su 
significación y funciones, junto con plantear 
ciertos problemas e interrogantes. E n particular, 
no se pretende f i j ar posiciones teóricas o formu-
lar recomendaciones prácticas, sino contribuir al 
mejor conocimiento de este sector de la econo-
mía. Además se trata de un primer ensayo sobre 
el tema, que se espera ampliar y profundizar 
en el futuro. 

2. Origen de las empresas públicas 

Si lo sucedido en la realidad se a justara a un 
proceso lógico, las empresas del Estado se selec-

1 Véase CEPAL, Estudio Económico de América La-' 
tina, 1955 págs. 111 a 177, en donde se analizaíi , los 
ingresos y gastos del gobierno en el período 1947-1954; 
además, en el Estudio Económico de América Latina, 

,1967 figura un capilulo sobre el financiamiento tribu-
tario (págs. 107 a 127) y en el correspondiente a 1968 

' se c&nsidera en particular la actuación del secto.' pú-
blico (págs. 108 a 117). Asimismo, se presentó al 
Décimótéircer Período de Sesiones (Lima, Perú, abril 

' (Je 196^^' un documento sobre la movilización de re-
• cilrsos^titernos (E/CN.12/827). 
O ' * . - / 
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clonarían de acuerdo con las orientaciones fun-
damentales de política económica y funcionarían 
coherentemente. En teoría, el Estado incorpora-
ría a su patrimonio y a su administración deter-
minadas actividades, cuidadosamente elegidas, 
en el entendimiento de que la gestión privada 
no garantiza — o , en casos extremos, contradi-
ce— el interés general o la ejecución de deter-
minadas políticas; ello aseguraría una coinci-
dencia de propósitos y una orientación común, 
en actividades directamente vinculadas al interés 
público. De tal modo, la creación de una empre-
sa pública o el paso de una privada al Estado 
sería la consecuencia de un proceso ordenado y 
sistemático e implicaría la existencia de algunas 
condiciones básicas. Pero en la realidad no ha 
sucedido así, ya que, por lo general, no han sido 
autoridades estatales las que han determinado 
a priori y en función de las necesidades econó-
micas qué empresas —existentes o por crearse— 
debían pertenecer al Estado; por el contrario 
éstas ofrecen una amplia gama en lo que res-
pecta a artículos y servicios producidos, calidad, 
tamaño, antigüedad y procedencia. Como esta 
heterogeneidad explica en gran parte su falta 
de coordinación, es útil examinar cómo se han 
incorporado las empresas públicas al patrimonio 
estatal. Cabe examinar primero las formas y des-
pués la función que han desempeñado en las di-
ferentes etapas del desarrollo latinoamericano. 

a) El primer caso es el constituido por las 
empresas a cargo de servicios públicos que tra-
dicionalmente han sido prestados ba jo la tutela 
o por la acción directa del Estado, en especial 
las relacionadas con el transporte y la energía. En 
ciertos casos, el Estado ha cumplido dichas tareas 
desde su iniciación y en otros ha suplantado a 
la actividad privada después de cierto tiempo. En 
el caso de los ferrocarriles argentinos, por ejem-
plo, el primero, que comenzó a funcionar en 
1857 —el Ferrocarril del Oeste— fue en su co-
mienzo de propiedad de empresarios privados ar-
gentinos; después, en 1862 pasó a ser propiedad 
de la Provincia de Buenos Aires ; y en 1890 fue 
comprado por capitales británicos; por último, 
se nacionalizó en 1948, junto con los demás fe-
rrocarriles. Otro ejemplo es el de los servicios 
eléctricos que eran prestados en Chile por una 
compañía privada, Chilectra -—nacionalizada en 
1970— y otra pública, E N D E S A , que en 1968 
generaban respectivamente el 4 1 % y el 5 8 % del 
total nacional. Un tercer caso lo constituye el 
sistema brasileño de telecomunicaciones, que 
adolecía de obsolescencia de equipos y de un 
déficit del orden de un millón de terminales; 
frente a esa situación, el Estado, en 1966, adqui-
rió la compañía Brazilian Traction, que pasó a 
constituir la Compañía Telefónica Brasileira, y 

creó Embratel, como empresa pública encargada 
de las redes troncales interestaduales de tele-
comunicaciones.^ 

Actualmente, como se analiza con mayor de-
talle más adelante, la casi totalidad de los servi-
cios ferroviarios y la mayor parte de la energía 
eléctrica proceden de empresas estatales. 

b) Otras actividades han pasado al patrimo-
nio público o han sido creadas por el Estado pa-
ra coadyuvar a la ejecución de políticas o pla-
nes económicos, que requerían la gestión pública 
de determinadas actividades estratégicas. 

En este aspecto se han presentado dos situa-
ciones diferentes. L a primera es aquella en que 
se trata de orientar una actividad determinada 
de acuerdo con pautas diferentes a las que dic-
taría la empresa privada, o bien de captar con 
destino público los recursos invertibles allí ge-
nerados. Tal fue, por ejemplo, el caso de la na-
cionalización de las empresas de estaño en Boli-
via, en cuya fundamentación se suman la aspi-
ración a una mayor independencia nacional y 
la necesidad de aprovechar los recursos allí ge-
nerados. En este aspecto un reciente documento 
del Gobierno de Bolivia recuerda el caso ocurri-
do durante la segunda guerra mundial, en que 
—debido a esa dependencia— se aceptó la con-
gelación del precio del estaño determinado uni-
lateralmente desde el exterior; "naturalmente 
—continúa ese informe— ello no afectó a las 
empresas mineras, las cuales tuvieron poder po-
lítico suficiente como para extraer los beneficios 
resultantes de sus actividades con el fin de fi-
nanciar proyectos en el exterior y, asimismo, tu-
vieron amplio poder interno como para evitar 
la imposición de una tributación que recuperara 
para el país parte de los excedentes producidos".® 

Es interesante señalar cómo, después de la na-
cionalización, se canalizaron esos recursos a tra-
vés de la obligación impuesta a la Corporación 
Minera de Bolivia ( C O M I B O L ) de vender al 
Banco Central, a ba jo precio, las divisas genera-
das por la exportación de estaño, con el fin de 
mantener en un nivel relativamente bajo los pre-
cios de las importaciones esenciales y capitalizar 
otros sectores, públicos y privados, de la eco-
nomía. 

L a segunda situación se refiere a la creación 
de empresas hasta ese momento inexistentes; una 
vez establecida esa actividad, el Estado la mantu-
vo en su patrimonio, creó una sociedad mixta, 
o bien la vendió a capitales privados. El criterio 

2 Véase Ministerio do Planejamento e Coordinasao 
Geral, Programa estratégico de desenvolvimiento. Area 
estratégica III: Infraestructura, III Comunicagoes, ver-
sión preliminar, 1968, págs. 4 y ss. 

3 República de Bolivia, Ministerio de Planificación 
y Coordinación, Estrategia socio-económica del des-
arrollo nacional, 1971-1991, tomo I, pág. 38. 



elegido dependió de la f inalidad deseada al crear 
la empresa estatal y a la orientación de política 
económica predominante en ese momento en el 
gobierno. 

Un ejemplo típico de este modo de actuar lo 
ofrece la Corporación de Fomento de la Produc-
ción (CORFO) de Chile, que fue creada como 
entidad estatal en 1939 con el propósito de 
formular un plan general de desarrollo para la 
economía chilena. En una primera etapa se optó 
por formular planes sectoriales en función de 
ciertas prioridades evidentes. De tal modo, se 
realizaron los estudios necesarios para determi-
nar las potencialidades y deficiencias de cada 
sector; pero además, se adoptaron medidas prác-
cas destinadas a provocar su desarrollo. A tal 
efecto, la CORFO organizó empresas en las que 
tuvo participación mayoritaria o minoritaria ; 
ejemp o de ello son la empresa eléctrica (ENDE-
SA, 1944-1945), la de acero (CAP, 1946) , la de 
petróleo (ENAP, 1950) , la productora de azúcar 
de remolacha ( lANSA, 1952) el Consorcio Hote-
lero y HONS A (1944 y 1955) , la red de frigorí-
ficos (a partir de 1948) , las telecomunicaciones 
( E N T E L , 1964) y la pesquería. En el caso de la 
industria, suscribió acciones y suministró ayuda 
técnica a empresas metalúrgicas, pesqueras, de 
celulosa y papel, electrónicas, químicas, petro-
químicas y metalmecánicas. Asimismo, creó or-
ganismos de apoyo, tales como el Instituto de 
Investigación de Recursos Naturales ( I R E N ) , el 
Instituto Tecnológico de Chile, el Instituto Na-
cional de Capacitación Profesional ( I N A C A P ) , 
la Empresa de Servicios de Computación, el Ins-
tituto de Costos y el Servicio de Cooperación 
Técnica. Además, cumpliendo con la actividad 
básica para la que fue creada, la CORFO elabo-
ró el Programa Nacional de Desarrollo Económi-
co, 1961-1970. Con anterioridad, había formula-
do las políticas de fomento industrial, agrícola y 
comercial. Así, en la industria, a partir de 1944 
otorgó financiamiento y avaló operaciones de 
empresas privadas, además de la referida parti-
cipación directa; en la agricultura, realizó cuan-
tiosas inversiones en obras de riego, drenaje, me-
joramiento de la ganadería, etc.; en la actividad 
comercial, en oportunidades críticas ha interve-
nido en la regulación del mercado y normalmen-
te ha participado en el abastecimiento de pro-
ductos lecheros y de la pesca. En suma, la 
CORFO, participa actualmente en el capital de 
más de 80 empresas o institutos de la más diver-
sa índole (véase más adelante el cuadro 9 ) . 

c) En un tercer rubro f iguran aquellas activi-
dades que se incorporaron al Estado como con-
secuencia de una confiscación. Fue el caso de 
bienes de empresas o ciudadanos de países en 
guerra, nacionalizados temporal o definitiva-

mente (como en el cascJ de la propiedad alemana 
durante la segunda guerra mundial) y de bienes 
de personas o empresas que el gobierno decidió 
expropiar por diversos motivos. 

Un ejemplo es la creación de la Corporación 
Dominicana de Empresas Estatales ( C O R D E ) de 
la República Dominicana; en 1961 estas empre-
sas pasaron a pertenecer a la Corporación de 
Fomento Industrial, que en julio de 1966 se con-
virtió en la C O R D E ; además, se crearon la Cor-
poración Hotelera y la Corporación Azucarera 
Dominicana, que reunió a los ingenios azucare-
ros estatizados y que después se transformó en 
el Consejo Estatal del Azúcar. Con anterioridad 
a 1962 se había incorporado al sector público la 
Corporación Dominicana de Electricidad, com-
prada en 1955. L a C O R D E es propietaria o par-
ticipa en el capital de 48 empresas ; en el sector 
industrial es propietaria de ocho empresas, tiene 
participación mayoritaria en trece y minorita-
ria en nueve; es propietaria de una empresa 
agr ícola ; en la minería es propietaria de una 
y participa minoritariamente en otra ; por últi-
mo, en la actividad comercial participa en ma-
yoría en nueve empresas y en minoría en seis. 
De estas empresas, nueve actúan como monopo-
lio, dos como duopolio y el resto compite con el 
sector privado (véase el cuadro F del anexo) . 

En este caso, se produce una situación dis-
tinta a la de la CORFO, ya que básicamente se 
trata de administrar un grupo de empresas que 
se incorporaron al Estado en virtud de una con-
fiscación y cuya naturaleza no fue elegida pre-
viamente. 

d) Por último, se presentan casos de "nacio-
nalizaciones sa lvavidas" en las que el Estado 
compra empresas que ya no son rentables para 
la actividad privada. En algunos de estos casos, 
se ha procurado la continuidad de ciertos servi-
cios o la provisión de insumos necesarios a la 
comunidad y en otros se ha protegido a las em-
presas, socializando las pérdidas o tomando par-
ticipación en su capital. El caso más notorio es 
el de la nacionalización de ferrocarriles en países 
en que comenzaron a producirse déficit de ex-
plotación. 

3. Las etapas del desarrollo y las empresas 
públicas 

Tales fueron los principales modos de incorpo-
ración de diversos tipos de empresas al patrimo-
nio estatal. Para completar este panorama es 
ilustrativo señalar qué forma de transferencia 
al sector público predominó en cada etapa del 
proceso industrial latinoamericano. Cabe adver-
tir que dentro de las sucesivas etapas que se 
esbozarán a continuación, el surgimiento de una 



nueva fase no supone la' desaparición de la an-
terior, sino el desplazamiento de la modalidad 
dominante. 

En una primera etapa, cuando el factor diná-
mico esencial del crecimiento económico se cen-
traba en las exportaciones, en general la acción 
de las empresas estatales fue mínima. En esa 
época, la operación de la infraestructura estaba 
ligada al comercio internacional y era sumamen-
te rentable, tanto por la explotación en sí, como 
;or las ventajas que otorgaban los gobiernos (en 

especial, ganancias garantizadas y créditos) . 
De tal modo, los principales rubros de la infra-
estructura necesarios para extraer y transpor-
tar los principales productos de exportación, es-
taban en general directamente a cargo de em-
presas extranjeras, como era el caso habitual de 
los ferrocarriles, los puertos y la electricidad. L a 
actividad estatal se refería al control de esos y 
otros servicios públicos, a una labor de fomento 
en actividades o regiones donde la iniciativa 
privada no obtenía suficiente rentabilidad y a la 
prestación de algunos servicios públicos de me-
nor importancia no vinculados a la exportación 
(agua potable, transportes urbanos, etc . ) . Como 
excepción, cabe citar la explotación estatal del 
petróleo en algunos países. 

En la etapa siguiente de crecimiento indus-
trial, la situación cambió radicalmente. Ante to-
do, el proceso mismo de industrialización no 
hubiera sido viable sin la protección estatal (tan-
to en el plano aduanero como crediticio) . Y la 
operación de la infraestructura que existía para 
una conformación, espacio y actividad determi-
nados, perdió atractivo económico para el capi-
tal privado. A estas circunstancias, se superpuso 
un movimiento, acrecentado en la posguerra, 
que hizo una bandera política de la nacionali-
zación de los servicios y riquezas básicas. Así, 
en varios países se nacionalizaron los servicios 
de transporte (en especial los ferrocarri les) , de 
electricidad y comunicaciones. En muchos casos 
hubo aceptación de los antiguos propietarios pri-
vados, por diversos factores, como la falta de 
rentabilidad de las empresas, dificultades para 
remesar utilidades, vencimiento de concesiones o 
exenciones impositivas, etc., que coincidió con 
un principio político de afirmación nacionalista. 
En las otras situaciones, de nacionalización de 
empresas productoras de bienes para la expor-
tación —cuyos casos más destacados fueron el 
petróleo de México y el estaño de Bol ivia— la 
causa fue predominantemente política, ya que 
constituyeron reivindicaciones de procesos revo-
lucionarios. 

Sólo en una etapa más avanzada de la indus-
trialización, el Estado participó plenamente co-
mo empresario y productor de bienes de toda 

índole. Esta fase industrial se singulariza por 
varios rasgos típicos. En primer término, coin-
cide con la aceptación de un criterio en que el 
control, la nacionalización o la creación de em-
presas se concibe como un instrumento para ob-
tener ciertos fines. Por otra parte, en los países 
en los que el proceso de industrialización está 
más avanzado, predominan las grandes unidades 
productivas, cuya magnitud suele excluirlas de 
as posibilidades reales de los empresarios na-

cionales y, en consecuencia, dependen en parte 
considerable del capital estatal o extranjero. En 
la primera etapa se trataba de alimentos, textiles 
y bienes mecánicos sencillos, al alcance de los 
capitales y la tecnología nacionales; en cambio, 
los bienes de capital, los automotores, la quími-
ca pesada, la electrónica e incluso la línea de 
artículos duraderos de consumo para el hogar, 
cuya producción es el eje de la nueva etapa de 
industrialización, por sus costos, escala y tecno-
logía, en América Latina sólo eran accesibles, 
salvo excepciones, al capital extranjero y al Es-
tado. La nómina de las treinta mayores empresas 
no financieras de la Argentina y el Brasil, que 
f igura más adelante en los cuadros 2 y 3, mues-
tra con evidencia esta circunstancia. En este ca-
so, el carácter y la magnitud de la participación 
estatal está l igada a la orientación básica del 
proceso, ya que puede introducir criterios de in-
versión, de producción y de precios diferentes 
al propósito de llevar al máximo la ganancia 
empresarial . En otras palabras, la acción empre-
saria del Estado es susceptible de guiarse por 
pautas de beneficio social que no pueden pedirse 
al capital privado. Veamos a continuación tres 
casos típicos en que se advierte la vinculación 
de la empresa pública con las orientaciones bá-
sicas de política. 

En primer término, está el caso de países que 
mantienen el criterio de que las empresas públi-
cas sólo deben actuar supletoriamente respecto 
a la empresa privada y, en especial, darle apoyo 
en cuanto a la infraestructura y al suministro de 
insumos y servicios adecuados; en estas situa-
ciones, se amolda la acción de las empresas pú-
blicas a un contexto de liberalismo económico. 
Como ejemplo de esta situación está el caso ar-
gentino, en cuyas "políticas nacionales" ^ se pre-
cisa la función de las empresas públicas. Se dis-
pone allí que las actividades empresariales que 
desarrolla el Estado " p a r a atender necesidades 
esenciales, en especial las de orden social" , "ten-
drán carácter transitorio o se trasladarán al sec-
tor privado, no bien cumplido el f in perseguido' ; 
además, se establece que el Estado realizará ac-

4 Decreto No. 46, del 17 de junio de 1970. Véase po-
h'tica nacional No. 124, referente a las actividades a 
cargo del Estado. 



tividades necesarias para el bienestar de la co-
munidad o vinculadas a las industrias básicas 
que no interesan a la iniciativa privada. En el 
caso especial de actividades de índole estratégica 
y de la explotación de recursos naturales, el Es-
tado participará cuando se requiera su acción 
por razones de interés nacional; además, "el 
Estado mantendrá a su cargo la producción de 
aquellos elementos y efectos que correspondan 
directamente a las necesidades militares y que, 
por su naturaleza, no convenga sean fabrica-
dos por la industria pr ivada" . 

Un segundo caso es el del Perú, en donde se 
ha procurado mediante la ley general de indus-
trias (decreto ley No. 18350, promulgado el 27 
de julio de 1970), asegurar " la función rectora 
del Estado en el proceso de industrialización", 
mediante "el control estatal de la industria bá-
sica".® En esa ley se reservan las industrias bá-
sicas para el sector público, el que además "par-
ticipará, sólo o asociado, en las demás industrias, 
cuando convenga al desarrollo industrial perma-
nente y autosostenido" (art. 7 ) . Por excepción, 
el sector privado •—incluidas las cooperativas— 
podrá participar en las industrias básicas, siem-
pre que se precisen mediante contrato " l a s con-
diciones y plazos en que la propiedad de esas 
empresas revertirá al Estado, previo justiprecio 
y pago" (art. 8o . ) . Se consideran industrias bá-
sicas las que producen insumes fundamentales 
para las actividades productivas; se incluyen en 
este rubro la siderurgia, la metalurgia no ferro-
sa, la química básica, los fertilizantes, el cemen-
to y el papel (art. 4 y parte quinta del decreto 
ley) . 

El tercer caso es el de las empresas que fun-
cionan en un régimen socialista. Por ejemplo, en 
el caso cubano el Estado es el propietario de las 
empresas industriales y de servicios y de la ma-
yor parte de las agrícolas. De tal modo, el cri-
terio que guía la gestión de las empresas con-
siste en su adecuación al plan; consecuentemente, 
el beneficio empresarial ya no constituye el 
motor de la producción y ni siquiera se conserva 
como una pauta de la eficiencia; además, el 
manejo de los precios permite transferir ingre-
sos al Estado en el orden de magnitud estableci-
do en el plan. 

Esta rápida reseña de la función que se asigna 
a las empresas públicas en tres casos diferentes, 
muestra con bastante claridad sus posibilidades 
y sus limitaciones como instrumentos de política. 
Ante todo se advierte que el hecho de que el Es-
tado desarrolle una actividad empresarial no 
tiene en sí un significado preciso como indica-

5 Mensaje del Presidente de la República, General 
Juan Velasco Alvarado, publicado en El Peruano, Diario 
Oficial, 30 de julio de 1970. 

dor de la ideología o de los propósitos de ese Es-
tado. Una empresa pública tanto puede servir 
de apoyo a la iniciativa privada como ser el ins-
trumento de acción de un régimen socialista; así, 
puede ser subvencionadora de la empresa pri-
vada —por la vía de la provisión de insumos y 
servicios baratos— o bien puede constituir una 
importante fuente autónoma de capitalización. 
Todo depende del contexto en el que se inserte 
y actúe. 

Sin embargo, el desplazamiento del centro de 
gravedad de la economía al sector de las grandes 
empresas propias de las etapas más desarrolladas 
de la industrialización, les otorga un nuevo va-
lor e importancia. En efecto, como se señaló an-
teriormente, ese núcleo dinámico en general sólo 
está al alcance del capital extranjero o de la em-
presa estatal. Esta circunstancia lleva a varias 
soluciones posibles: la primera, consiste en la 
propiedad estatal de la empresa ; la segunda, en 
el traslado de recursos al empresario privado 
nacional ; la tercera, en la constitución de una 
sociedad mixta entre el Estado y los empresarios 
nacionales; la cuarta, en sociedades mixtas, en 
las que los empresarios extranjeros se asocian 
con el Estado o con los empresarios nacionales; 
y la quinta en la propiedad extranjera de la em-
presa. Pero de todos modos, sea por acción o 
por omisión, la política respecto a las empresas 
públicas está marcando una de las orientaciones 
fundamentales de la política económica. Si se 
pretende cambiar el carácter de ese sector diná-
mico e influir así en las modalidades básicas del 
desarrollo, la empresa pública puede ser uno de 
los instrumentos de política más directos y efi-
caces. Para inducir al sector privado mediante 
diferencias de rentabilidad, puede ser apta una 
amplia variedad de incentivos; pero si se trata 
de provocar un cambio cualitativo en la natura-
leza de la producción, la acción de las empresas 
públicas es decisiva e inmediata. 

4. Las empresas que se consideran 

Este estudio no se refiere a todas las empresas 
en cuyo capital participa el Estado, sino a 
aquellas que tienen la forma jurídica de empre-
sas y que, además, interesan por su participación 
en el proceso de ahorro e inversión. L a primera 
condición expresada excluye a los organismos 
que forman parte de la administración pública 
central, aunque realicen actividades análogas a 
las que, en otros casos, tienen a su cargo empre-
sas estatales; por ejemplo, según la forma de 
organización que revistan, en algunos países se 
consideran, y en otros se omiten, los organismos 
que proveen de agua potable, realizan transpor-



Cuadro 14 

A M É R I C A L A T I N A : I N V E R S I Ó N B R U T A F I J A E N R E L A C I Ó N C O N E L P R O D U C T O I N T E R N O B R U T O 
Y P A R T I C I P A C I Ó N D E L S E C T O R P Ú B L I C O 

País Año 

Coeficiente 
de inversión 
bruta jija en 

Participación porcentual del sector 
público en la inversión jija total 

relación con 
el producto 

interno bruto 
Sector 
público 

Gobierno 
general 

Empresas 
públicas 

Argentina 1966 17.9 32.6 16.4 16.2 Argentina 
1969 21.7 37.1 23.1 14.0 

Bolivia 1960 14.2 43.2 12.1 31.1 
1968 20.8 50.7 11.6 39.1 

Brasil 1960 16.9 40.0 27.2 11.6» 
1965 14.7 46.4 29.9 16.5« 
1968 17.7 39.0 24.8 14.2 

Colombia 1960 18.1 16.7 
1968 17.4 28.0 8.7" 

Costa Rica 1960 19.0 16.2 11.2 5.0 
1968 17.6 17,8 10.5 7.3 

Chüe 1961 17.2 41.0 30.5 10.5° 
1964 16.2 45.4 33.7 11.7° 
1968 15.9 54.2 39.0 15.2° 

Ecuador 1960 13.4 48.0 
1969 13.0 40.5 ... ... 

México 1955 16.7 34.8 
1960 16.9 
1967 20.3 35.6 ... ... 

Panamá 1960 14.8 19.7 14.8 4.9 
1968 20.9 19.1 8.7 10.4 

Paraguay 1962 12.0 19.6 
1969 14.6 34.9 ... 

Perú 1960 16.8 13.0 7.9 5.1 
1966 21.4 37.5 27.3 10.2 
1968 16.5 14.2 

República Dominicana 1960 10.5a 47.4 República Dominicana 
1969 18.7<' 34.3 

Uruguay 1960 15.1 15.7 Uruguay 
1967 12.5 18.4 ... ... 

Venezuela 1960 18.0 
1968 18.7 • . . 15.3 

FUENTE: C E P A L a base de información oficial de los países. 
Comprende una gran parte de las empresas del Gobierno Federal. 
Incluye sólo una parte de las empresas públicas. 
Información parcial que comprende las empresas públicas más importantes. La inversión pública total no con-
sidera lo que realizan directamente las empresas que faltan. 
Se refiere al gobierno general; excluye la inversión de las empresas públicas. 



te urbano, administran puertos, almacenan exis-
tencias, etc. Además, no se consideran los bancos 
y las entidades financieras y de seguros, por su 
diferente naturaleza y porque su importancia 
justifica un tratamiento por separado; en parti-
cular, algunos aspectos se examinarán, con otro 
enfoque, en un artículo sobre la intermediación 
financiera que aparecerá en un próximo número 
de este Boletín. 

La segunda condición es que el Estado sea pro-
pietario de la totalidad del capital de esas em-
presas o de una parte que le asegure un control 
directo de su política o de su gestión; en otras 
palabras, que realice actos de decisión, tales co-
mo f i jar el volumen y destino de la producción, 
determinar tarifas y precios, o decidir las op-
ciones tecnológicas. Cuando se trata de socieda-
des mixtas, habrá que establecer en cada caso si 
la posesión de una minoría de acciones otorga o 
no la capacidad de decisión requerida; hay ca-
sos en que la integración de acciones por parte 
del Estado significa sólo una forma de garanti-
zar un crédito, mientras que en otros indica una 
participación real en el manejo de la empresa. 

Para determinar cuándo se da uno u otro caso, 
habría que analizar las características de la em-
presa, ya que en el fondo se trataría de una cues-
tión de hecho; por ejemplo, el grado de disper-
sión o concentración del resto de las acciones, la 
composición del directorio, etc. 

Cabe señalar una restricción fundamental de 
hecho, que ha limitado el número de empresas 
consideradas y que es la falta de información 
acerca de muchas de ellas; esta circunstancia ha 
impedido, por ejemplo, la inclusión de las em-
presas estaduales o provinciales y municipales, 
que en algunos países tienen bastante importan-
cia. Por ello, no se ha registrado el verdadero 
tamaño de este sector, sino que más bien se han 
dado algunos indicadores de su orden de mag-
nitud. 

5. Importancia de las empresas públicas 

Para efectuar una primera evaluación de la im-
portancia de las empresas públicas es útil deter-
minar mediante algunos indicadores, su impor-

Cuadro 2 

ARGENTINA: LAS TREINTA MAYORES EMPRESAS INDUSTRIALES Y DE SERVICIOS PÚBLICOS, 
MEDIDAS POR EL VOLUMEN DE VENTAS EN 1969 

(Millones de pesos) 

Empresas Sector Ventas Propiedcd 

1. Yacimientos Petrolí feros F i s ca le s Petróleo . 214 137 P ú b l i c a 
2. Fiat Automotriz 82 184 Extranjera 
3. Shell Petróleo — 81614 Extranjera 
4. Empresa Ferrocarrilera del Estado Argentino Transporte = 80 630 Pública 
5. Esso Petróleo — 75 098 Extranjera 
6. Servicios Eléctricos del Gran Buenos Aires Electricidad 69 741 Pública 
7. Sociedad Mixta Siderúrgica Argentina Siderurgia / 66 525 Pública 
8. Ford Automotriz / 57 751 Extranjera 
9. Gas del Estado Petróleo 53 598 Pública 

10. General Motors Automotriz <• 50066 Extranjera 
11. Swift Alimentación 48 942 Extranjera 
12. IKA-Renault Automotriz / 48 067 Extranjera 
13. Empresa Nacional de Telecomunicaciones Comunicaciones " 4S067 Pública 
14. Nobleza Tabaco ' ' 45 935 Privada nacional 
15. Molinos Río de la Plata Alimentación / 40 897 Privada nacional 
16. Agua y Energía Eléctrica Electricidad 38 260 Pública 
17. Corporación Argentina de Productores de Carne Alimentación'' 36 568 Privada nacional 
18. Chrysler Automotriz 32 243 Extranjera 
19. Sociedad Anónima Franco-Argentina Automotores Automotriz y 27 524 Extranjera 
20. Industria Argentina de Aceros Siderurgia 27 108 Privada nacional 
21. Aerolíneas Argentinas Transporte „ 24 019 Pública 
22. Good Year Neumáticos / 24 000 Extranjera 
23. Alpargatas Textil ^ 23 544 Privada nacional 
24. Empresa Líneas Marítimas Argentinas Transporte ^ 22 177 Pública 
25. Celulosa Papel 21819 Privada nacional 
26. Ducilo Química • 19 500 Extranjera 
27. Loma Negra Cemento y 19 438 Privada nacional 
28. Firestone Neumáticos / 18 000 Extranjera 
29. Pirelli Caucho y 17 791 Extranjera 
30. Mercedes Benz Automotriz J 17 780 Extranjera 

'UF.MTF.: r a r a las empresas e s ta ta le s : L . J IFAL, a nase de datos o i ic ia lcs ; para las ei: 
les y extranjeras: revista MERCADO, Buenos Aires, 23 de julio de 1970, pág. 45. 

naciona-



Cuadro 15 

B R A S I L : L A S T R E I N T A M A Y O R E S S O C I E D A D E S A N Ó N I M A S S E G Ú N S U P A T R I M O N I O L Í Q U I D O , 1969 

(Miles de nuevos cruceros) 

Empresas Sector patrimonio 
líquido Propiedad 

1. Centráis Elétricas de Sao Paulo 
2. Petróleo Brasileiro-PETROBRAS 
3. Light-Servigos de Eletricidade 
4. Companhia Telefónica Brasileira 
5. Companhia Siderúrgica Nacional 
6. Central Elétrica de Furnas 
7. Companhia Vale do Rio Doce 
8. S.k. Industrias Reunidas F. Matarazzo 
9. Centráis Elétricas de Minas Gerais 

10. Companhia de Cigarros Souza Cruz 
11. Companhia Hidro Elétrica do Sao Francisco 
12. Companhia Paulista de FCrga e Luz 
13. Volkswagen do Brasil 
14. Rhodia-Indústrias Químicas e Téxteis 
15. Companhia Estadual de Energía Elétrica 
16. Usinas Siderúrgicas de Minas Gerais 
17. Pirelli S.A. Companhia Industrial Brasileira 
18. Companhia Geral de Motores do Brasil 
19. S. A. Indústrias Votorantim 
20. Mercedes-Benz do Brasil 
21. Companhia Paranaense de Energía Elétrica 
22. Companhia Cervejaria Brahma 
23. Companhia Siderúrgica Belgo-Mineira 
24. Companhia Agos Especiáis Itabira (Acesita) 
25. General Electric S.A. 
26. Esso Brasileira de Petróleo 
27. Centráis Elétricas de Goiás 
28. ConstruQÓnes e Com. Camarge Correa 

29. Companhia Antarctica Paulista 
30. Refinería e Explotacáo de Petróleo Uniáo 

Electricidad 3 530 845 Pública 
Petróleo 2 692 649 Pública 
Electricidad 1954263 Extranjera 
Comunicaciones 1040 954 Pública 
Siderurgia 742 094 Pública 
Electricidad 680 549 Pública 
Minería 679 826 Pública 
Industria 635161 Privada nacional 
Electricidad 500 284 Pública 
Tabaco 495 992 Extranjera 
Electricidad 484 909 Pública 
Electricidad 457128 Pública 
Automotriz 454 368 Extranjera 
Química y textil 444 100 Extranjera 
Electricidad 408 470 Pública 
Siderurgia 383 650 Pública 
Caucho 335 782 Extranjera 
Automotriz 328 825 Extranjera 
Industria 328 764 Privada nacional 
Automotriz 288 791 Extranjera 
Electricidad 283 753 Pública 
Bebidas 252 644 Privada nacional 
Siderurgia 235 217 Extranjera 
Siderurgia 233 337 Mixta 
Productos eléctricos 226 330 Extranjera 
Petróleo 217 575 Extranjera 
Electricidad 204 023 Pública 
Construcción 201658 Privada nacional 

y extranjera 
Bebidas 201123 Privada nacional 
Petróleo 192 693 Extranjera 

F O E N T E : Conjuntura Económica, vol. 24, No. 9, 1970, págs. 64-65. 

tancia relativa. A tal efecto, se examinarán, para 
los países de que se dispone de información, la 
tasa de inversión global respecto al producto y 
la proporción de la inversión pública y la de las 
empresas públicas con relación a la formación 
bruta de capital f i jo . (Véase el cuadro 1.) 

Además , se considerará el lugar que ocupan 
las empresas públicas dentro de las treinta ma-
yores empresas de dos países, atendiendo a su 
dimensión o tamaño económico. (Véanse los 
cuadros 2 y 3 . ) 

a) Su aporte a la jormación de capital 

El cuadro 1 muestra, para algunos países, el 
coeficiente de inversión con respecto al producto 
y la participación de las empresas públicas y del 
gobierno general en la formación de capital fi jo. 
De las ci fras resulta una diversidad de situacio-
nes que obedece a la situación particular de cada 
país y que impide generalizaciones. Así, en Co-
lombia, Chile y el Perú, entre el comienzo y el 

1047 
final del período considerado aumenta conside-
rablemente la proporción de la inversión pública 
con respecto a la total, mientras disminuye el 
coeficiente de inversión con respecto al produc-
to; pero paralelamente, en la Argentina, Bolivia, 
México y el Paraguay aumentan ambas relacio-
nes; en el Ecuador disminuye; y en el Brasil y 
Panamá disminuye la inversión pública y crece 
la inversión totál. S i se considera en particular la 
inversión pública, se advierte que llega al máxi-
mo en Bolivia, el Brasil , Chile y el Ecuador; y 
en el Paraguay se produjo un aumento sustancial 
entre 1962 y 1968. Como tendencia general pue-
de señalarse un aumento de la participación re-
lativa de la inversión pública en todos los países 
excepto el Ecuador, y en mucho menor grado, 
en Panamá. 

Con respecto a la inversión realizada por las 
empresas públicas entre los países considerados 
sobresale el caso de Bolivia, en que llega a casi 
el 4 0 % de la inversión total; a su vez, en la Ar-
gentina, el Brasil, Chile y Venezuela oscila entre 



el 14 y 1 6 % , en tanto en Colombia, Costa Rica, 
Panamá y el Perú varía entre el 6 y el 1 0 % . 
Estas cifras , en general, reflejan la existencia o 
ausencia de grandes empresas mineras, petrole-
ras, de energía o comunicaciones y de extensos 
ferrocarriles estatales, que son, precisamente, los 
que realizan las mayores inversiones. 

b) Sa magnitud relativa entre las mayores 
empresas 

Desde el punto de vista de su tamaño, las gran-
des empresas públicas f iguran entre las de más 
altas ventas y capital de cada país. En particu-
lar, en el caso de la Argentina y el Brasil, se ad-
vierte que entre las treinta mayores empresas 
predominan las públicas y las extranjeras. En 
los cuadros 2 y 3 se aprecia que del total de 
ventas de las 30 mayores empresas industriales 
y de servicios públicos de la Argentina, el 4 3 % 
era de empresas públicas, el 4 2 % de empresas 
extianjeras y el 1 5 % de empresas privadas na-
cionales. En el caso del Brasil, se advierte, con-
siderando el patrimonio líquido de las treinta 
mayores sociedades anónimas, que el 6 5 % per-
tenecía a empresas públicas, el 2 8 % a empresas 
extranjeras y el 7 % a empresas privadas nacio-
nales. En la Argentina, las actividades a que se 
dedican las mayores empresas públicas (9 de las 
30 consideradas) son petróleo y gas ( 4 3 % de 
las ventas) , transporte ( 2 0 % ) , electricidad 
( 1 8 % ) , siderurgia ( 1 1 % ) y comunicaciones 
( 8 % ) ; en cambio, en el Brasil las empresas pú-
blicas de mayor patrimonio líquido (13 de las 
30 incluidas) son las de electricidad ( 5 4 % ) , pe-
tróleo ( 2 2 % ) , siderurgia y comunicaciones 

( 9 % cada una) y minería ( 6 % ) . Para valorar 
estas diferencias entre la Argentina y el Brasil, 
debe tenerse en cuenta que, por la naturaleza de 
la información disponible, se han considerado 
diversos indicadores (monto de las ventas en un 
caso y patrimonio líquido en el otro) . 

c) Principales sectores en que actúan 

Si se examina el tipo de empresas públicas que 
existe en cada país, se advierten dos situacio-
nes típicas. (Véase el cuadro 4 . ) En un grupo, 
que podrían ejemplificar la Argentina y Colom-
bia, las empresas públicas son importantes en 
determinados sectores vinculados con la infraes-
tructura (transporte, comunicaciones y energía 
eléctrica) y el abastecimiento de insumos (pe-
tróleo en ambos casos y acero en la Argentina) ; 
cerca de la mitad de las ventas de las empresas 
consideradas •—que excluyen las de acero— co-
rresponde a las petroleras. En cambio, son muy 
pocas las empresas estatales dedicadas a la in-
dustria manufacturera; así en el total de las em-
presas consideradas, en la Argentina sólo llegan 
al 3 .8% de las ventas y en Colombia al 2 . 2%. En 
cambio, en otros países —entre los que figuran 
México y la República Dominicana— existe un 
importante grupo de empresas industriales, ade-
más de las que suministran servicios públicos y 
proveen insumos básicos, que en el caso de la 
República Dominicana llega al 3 0 % de las ven-
tas y en el de México al 2 8 % del capital de las 
empresas públicas analizadas. La nómina deta-
llada de las empresas de que se trata f igura en 
el Anexo, cuadros A a G. 

TI. LAS EMPRESAS PÚBLICAS COMO AGENTES DE POLÍTICA DE DESARROLLO 

Se acaban de dar algunos índices respecto a la 
importancia, en el caso latinoamericano, del sec-
tor de empresas públicas. Ahora interesa valo-
rar su función como agente de una política de 
desarrollo, para lo cual se pasará revista a al-
gunos problemas económicos y de gestión. 

1. Aspectos económicos 

a) Su radio de influencia en relación con otros 
agentes 

L a elaboración y aplicación de una política 
económica implica la utilización de instrumentos 
aptos para ejecutarla. Pero desde el punto de 
vista del Estado no basta con determinar en abs-

tracto la idoneidad de tales medios, sino que 
también debe establecerse la posibilidad real 
que tienen de operar. En otras palabras, por una 
parte se trata de los principios que inspiran la 
acción de los sectores público y privado, y por 
la otra, de la posibilidad práctica que tiene el 
Estado de hacer prevalecer sus decisiones. 

Ante todo, puede existir divergencia de inte-
reses entre el sector público y una parte o la to-
talidad de los empresarios privados (un claro 
ejemplo de esta situación lo da el control de pre-
c ios) . En cambio, el sector público, por defini-
ción, se ajusta a las directivas del gobierno; y 
si en oportunidades no ejecuta cabalmente su 
política ello no se debe a oposición de intereses 
o diferencias de objetivos, sino a circunstancias 

q 



Cuadro 
AMÉRICA L A T I N A : INVENTARIO 

Unidad Petróleo Siderurgia 
Industrias 

manufac-
tureras 

Elec-
trici-

dad 

Transpone 
marí-
timo 

Argentina (1969) 
No. de empresas Empresa 2 1 4 3 3 
Ocupación Personas 43 025 ... 13 713" 12 688 
Capital Millones de 232 ISOi! ... • • • 

Ventas pesos 267 735.0 19 585.4 38 260.0" 35 205.4 
% de ventas sobre el total 51.6 3.8 7.4 6.8 

Brasils (1965) 
No. de empresas Empresa 
Ventas Millones de 2t> 5 3 6 9¡ 

% de ventas sobre el total nuevos cruceros 1 877.7 415.1 54.3 122.6 345.3 % de ventas sobre el total 
61.4 13.6 1.8 4.0 11.3 

Colombia (1968) 
No. de empresas Empresa 1 0 3 1 2 
Ocupación j Personas 3 601 285" 112 3 5691 
Ventas Millones de pesos 1 306.4 56.8 1.3 359.5 

% de ventas sobre el total 50.4 2.2 0.1 13.9 

Chile (1968) 
No. de empresas Empresa 1 1 4 1 2 
Ocupación Personas 4140 7 078 . . » 7 070 
Capital Millones de 1600 79.3'- . . . 800 
Ventas ® escudos 828.0 103.5'- 318.8' 276.8 Í43.0 

% de ventas sobre el total 22.0 25.2 8.5 7.4 3.8 

México 
No. de empresas Empresa 2 2 26 3 0 
Ocupación Personas 
Capital Millones de pesos 250.0^ 700.0 1 2Ó2.7«' 1 ÓÓÓ.65'' 

Perú. (1966) 
No. de empresas Empresa 1 1 5 0 2 
Ocupación Personas 1208 1451 7 4251 

República 
Dominicana (1967) 

No. de empresas Empresa 1 0 27 1 0 
Ocupación Personas , . , . . . 3157' 
Capital ES Miles de pesos 3 000.0 • . . 52 612.4 37 ÓÓO.O 
Ventas ' ' dominicanos • . • 47 0,56.9" 20 198.7 

% de ventas sobre el total 29.9 12.8 

Venezuela (1968) 
No. de empresas Em jresa 1 1 6 2 3 
Capital Mili ones de 483.6""» 1 647.8 12 017-" 1 314.0 72.8^® 
Ventas bolívares 179.1 418.1 185.19 272.3 102.2»=' 

% de ventas sobre el total 10.7 25.0 11.1 16.3 6.1 

FUENTE: Las mismas de los cuadros A a G del Anexo; para el Perú: Instituto Nacional de Planificación, Plan 

Sólo 3 empresas. 
Sólo Agua y Energía Eléctrica. 
Incluye sólo el subterráneo de Buenos Aires. 
Sólo 14 empresas. 
Sólo el capital de YPF. 
Sólo 16 empresas. 
Incluye sólo algunas empresas del Gobierno Federal, 
Incluye petróleo y química. 
Incluye todas las ramas del transporte. 
Corresponde a 1970. 
Sólo Empresa Colombiana de Productos Veterinarios. 
Sólo Empresa de Puertos de Colombia. 
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Corresponde a 1969. 
" Sólo 11 empresas. 
" Excepto Corporación Autónoma Regional del Quindío. 
P Sólo 13 empresas. 
" Sólo 4 empresas. 
•• Millones de dólares. 
® Ventas más rentas de inversiones. 
' Excepto Petroquímica. 
" Sólo ECA. 

Sólo Diesel Nacional S. A. 
* Sólo 25 empresas. 



PARCIAL DE EMPRESAS PÚBLICAS 

Trans-
porte 
aéreo 

Teleco-
munica-
ciones 

Comercio 
Trans-
porte 

urbano 
Minería 

Ferro-
carri-
les 

Otros Total 

1 
6 471 

24 ÓÍ9.0 
4.6 

1 
42 353 

48 066.6 
9.2 

2 
3 912" 

3 460.5 
0.7 

1 
2 862 

2 2 3 0 . 6 

0 . 4 

1 
1 5 0 1 4 1 

8 0 6 3 0 . 0 

1 5 . 5 

19 
281 524<> 
232 180» 
519 192.5' 

100.0 

1 
3 2 . 0 

1.0 

3 
7.5 
0.2 

1 
204.1 

6 . 7 

30 
3 05B.6 

100.0 

2 
5 9 1 

4 1 . 6 

1.6 

1 
10 613 

451.4 
17.4 

1 
11 387"! 

333.9 
12.9 

3 
646 
38.7^ 

1.5 

1 5 

3 0 8 0 4 " 

2 5 8 9 . 6 P 

100.0 

139.6 
3.7 

207.1 
33.1 

0.9 
99.5" 

2.6 
46.9 

1.2 
526.7 

14.0 

1 
24 000 

332.0 
8.8 

66.7 
1.9 

17 
42 2881 

3 758.1" 
100.0 

2 

Í28.0>-

1 

6 

688.7^ 

4 

127.0 

O 

4 

80 000 
150.1--«> 41.1 

2 

5 2 

4 2 8 8 . 4 ' ' ' ^ 

14 
10 084M 

1 
202 
830.0 

2 144.0 
1.4 

12 
310'W 

12 460.0" 
6 405.2i<'-

4.1 

2 
246<'e 

21 060.3 
769.3"" 

0.5 

2 
811" 

141 000.0 
80 692.5 

51.3 

46 
4 726W 

267 962.7'>h 
157 266.6" 

100.0 

2 
356.4 
187.5 

11.2 

1 
400.0 
2 8 7 . 8 P P 

1 7 . 2 

4 
5 5 7 . 2 » 

37.3aa 
2.2 

2 
4 5 7 . 6 

2.111 
0.1 

23 
6491.1°° 
1 671.5' 

100.0 

de Desarrollo Económico Social, 1967-1970. 

^ 1 000 corresponden a Compañía de Luz y Fuerza del 
Centro, S. A. No se dispuso de información de la Co-
misión Federal de Electricidad. 

^ Sólo Aeronaves de México, S. A. 
^ Sólo 5 empresas. 
^^ Sólo 2 empresas. 

Sólo 44 empresas. 
Corresponde a 1964. 

" " Sólo 6 empresas. 
®® Sólo minas de sal y yeso. 
" Sólo Consorcio Algodonero, 
ss Capital autorizado. 

Sólo 45 empresas. 
Corresponde a 1966. 

i i Sólo 15 empresas. 
Sólo 7 empresas. 

" Sólo 27 empresas. 
" " " Aportes del Gobierno. 
" " Sólo 5 empresas; dos incluyen aportes del Gobierno. 
"O Sólo 19 empresas. 
PP Corresponde a 1967. 
11 Sólo Instituto Autónomo de Administración de los Fe-

rrocarriles del Estado. 
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prácticas como rigidez de organización o exi-
güidad de recursos. Por ello, con respecto al sec-
tor privado, cuando no existe un poder reglamen-
tario directo, se trata de crear las condiciones 
para que su interés coincida con el público (por 
ejemp o, vía la mayor rentabilidad en el tipo de 
inversiones que el gobierno considera priorita-
rias) . 

En cambio, cuando se trata del ejercicio di-
recto del poder de decisión estatal, se advierte 
una graduación de "densidad de influencia", 
orientada siempre en el mismo sentido, y que 
podría representarse por una serie de círculos 
concéntricos, indicadores de un crecimiento de 
poder. De tal modo, se tendría primeramente un 
núcleo representado por el gobierno central, cuya 

-en especial, el gasto— depende exclu-accion 
sivamente de las autoridades nacionales; en se-
guida f igurar ían los gobiernos locales y los or-
ganismos descentralizados; un tercer ámbito lo 
constituirían las empresas públicas. En estos tres 
casos, el Estado actúa directamente y la diferen-
cia radica en la sencillez o complejidad de los me-
canismos jurídicos y administrativos de transmi-
sión de orientaciones u órdenes. A continuación 
de estas situaciones de dependencia inmediata, 
aparecen las áreas de influencia. Entre ellas fi-
guran las políticas de crédito y comercio exte-
rior (sobre todo importaciones y régimen de 
cambios ) , la acción sobre precios y salarios y 
las inversiones financieras efectuadas fuera del 
sector público; además debe considerarse la in-
fluencia indirecta que emana del sistema insti-
tucional y de la política financiera, de crédito y 
de fomento. 

De tal modo, para juzgar la función del Estado 
—no sólo la que cumple actualmente, sino tam-
bién la que podría desempeñar— sería necesario 
evaluar por una parte la importancia que tiene 
cada mecanismo enumerado en el conjunto de 
la economía, y por la otra el grado de influen-
cia estatal en los centros que adoptan tales deci-
siones. Pero esta relación no es unívoca: recípro-
camente, también debe considerarse la aptitud 
del gobierno para utilizar eficientemente los ins-
trumentos de política de que dispone. Por ejem-
plo, en el caso que interesa en este estudio, no 
es excepcional la situación de empresas públicas 
que funcionan inconexamente, ceñidas a pautas 
de empresa privada y sin vinculación con una 
política global de desarrollo. 

Ubicadas las empresas públicas dentro de este 
contexto, se analizarán a continuación su fun-
ción en la formación de recursos invertibles, su 
influencia en la política tecnológica y en la ins-
talación o ampliación de industrias de bienes de 
capital, su aporte a la oferta y su actuación co-
mo reguladoras del mercado. 
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b) La formación de recursos invertibles 

P a r a analizar la influencia de las empresas pú-
blicas en la formación de recursos invertibles, es 
útil examinar los resultados financieros de la 
explotación en varios países, para señalar en se-
guida algunas causas de esa situación, en espe-
cial lo ocurrido con el nivel relativo de los pre-
cios y tarifas así como con las remuneraciones e 
inversiones. 

i) Los resultados de la explotación. A los efec-
tos de evaluar, en una primera aproximación, los 
resultados financieros de las empresas públicas 
principales de cuatro países, para los que se dis-
pone de información, se han utilizado dos indi-
cadores : por una parte el superávit o déficit de 
explotación respecto a los ingresos por venta o a 
los ingresos de explotación, y por la otra —en los 
casos en que se registra excedente corriente— la 
proporción de los gastos de capital que cubre 
ese superávit. De los ingresos corrientes se de-
dujeron los subsidios y demás transferencias co-
rrientes, que distorsionan la determinación de 
los resultados financieros propios de la gestión 
de la empresa. Además, como esta información se 
refiere sólo a un año, debe considerarse única-
mente como indicador aproximado de esa situa-
ción, que por lo demás no refleja necesariamente 
la eficiencia de la empresa, ya que un resultado 
deficitario puede obedecer a una política de pre-
cios determinadá por el gobierno. 

Del análisis de esas relaciones surgen algunas 
conclusiones aplicables al conjunto de empresas 
consideradas y otras que establecen diferencias 
entre países. S i se considera la totalidad de las 
empresas analizadas en cada país, se observa que 
el superávit de explotación representa el 14% 
y el 9% de las ventas de la Argentina y Chile, 
respectivamente, mientras en Colombia, se 
eleva al 3 2 % de los ingresos de explotación y 
en el Brasil registra un déficit. Sin embargo en 
ninguno de esos países el superávit es suficiente 
para cubrir la inversión f i j a ; en la Argentina 
alcanza a poco menos de la mitad de ella, a 4 0 % 
en Colombia y a 3 4 % en Chile. Si se comparan 
respecto a la totalidad de los gastos de capital, 
esos porcentajes lógicamente disminuyen y llegan 
a alrededor de un tercio en la Argentina y Co-
lombia y a sólo un 9 % en Chile (no se consi-
deró aquí la siderúrgica por falta de infor-
mac ión) . 

Un análisis por países y empresas muestra que 
en la Argentina una sola empresa, Ferrocarri-
les Argentinos, es responsable del 8 6 % del dé-
ficit corriente de explotación que producen ocho 
empresas ; del saldo, un 9 % es imputable a Ya-
cimientos Carboníferos Fiscales y el resto a otras 
empresas, en las que predominaron las de trans-



Cuadro 15 
ARGENTINA: INDICADORES PARA ALGUNAS EMPRESAS PÚBLICAS, POR SECTORES, 1969 

(Porcentajes) 

Manufactureras 
Industrias Mecánicas del Estado 
Talleres de Reparaciones Navales 
Astilleros y Fábricas Navales del Estado 
Dirección Nacional de Industrias del Estado 
Sociedad Mixta Siderúrgica Argentina (SOMISA) 

Mineras 
Yacimientos Petrolíferos Fiscales 
Gas del Estado 
Yacimientos Carboníferos Fiscales 

Transportes y Anexos 
Empresa Líneas Marítimas Argentinas 
Empresa Flota Fluvial del Estado Argentino 
Administración General de Puertos 
Transportes de Buenos Aires 
Empresa de Ferrocarriles Argentinos 
Subterráneo de Buenos Aires 
Aerolíneas Argentinas 
Empresa Nacional de Comunicaciones Agua y 

Energía Eléctrica 

Superávit de explotación 

Ventas 

0.2 
11.6 
3.0 
9.4 

17.3 

30.7 
14.6 

-150.6 

0.5 
21.1 
26.3 
29.5 
41.7 

4.9 
1.1 

34.7 

Gastos 
de capital 

neg. 
neg. 
39.8 
27.2 
51.4 

81.4 
26.9 
neg. 

neg. 
neg. 

135.0 
462.8 
neg. 
neg. 
neg. 
72.1 
43.3 

Remuneraciones 
( gastos 

corrientes) 

18.6 
66.2 
43.3 
34.7 

25.5 
22.3 
40.8 

34.8 
54.7 
70.6 
27.6 
72.3 
74.4 
33.2 
73.2 
49.7 

FUENTE: La misma del cuadro A del Anexo. 

porte. Los mayores superávit de explotación —en 
valores absolutos— los dan Yacimientos Petrolí-
feros Fiscales, la Empresa Nacional de Teleco-
municaciones, Agua y Energía Eléctrica y la So-
ciedad Mixta Siderúrgica Argentina. Sin embargo 
sólo en casos de otras empresas : Transportes de 
Buenos Aires y Administración General de Puer-
tos, los superávit de explotación alcanzan a cu-
brir los gastos de capital. (Véase el cuadro 5.) 

En las empresas brasileñas consideradas, que 
f iguran agrupadas por sectores, los mayores dé-
ficit de explotación se registran en transporte y 
comunicaciones y los mayores superávit en quí-
mica y petróleo, minería, energía y s iderurgia ; 
pero es precisamente en estas dos últimas donde 
se produce el desequilibrio mayor entre el ex-
cedente de explotación y los gastos de capital, 
dado el alto nivel de las inversiones en esas acti-
vidades. (Véase el cuadro 6.) 

En Colombia, los Ferrocarriles Nacionales cau-
san el 8 4 % del déficit que registran cinco em-
presas ; el resto es de cargo del Instituto Colom-
biano de Energía Eléctrica, que se dedica a la 
construcción de plantas generadoras y a estudios 
de electrificación, de la Empresa Colombiana de 
Aeródromos, la Corporación de la Industria 
Aeronáutica y la Compañía Nacional de Nave-
gación, en orden decreciente. Los mayores su-

perávit de explotación los registran la Empresa 
Colombiana de Petróleos, la Empresa Nacional 
de Telecomunicaciones y la Empresa de Puer-
tos de Colombia, sin contar al Instituto de Mer-
cadeo Agropecuario, que no incluye entre sus 
gastos de explotación alguna partida suficiente-
mente alta que justif ique el monto de los ingre-
sos que registra y que causa el alto superávit 
con que aparece. Sin embargo, solamente los ex-
cedentes de explotación de dos empresas (la Em-
presa Colombiana de Productos Veterinarios y 
la Industria de Concreto " I N C O " ) cubren en 
exceso sus gastos de capital. (Véase el cuadro 7 . ) 

En el caso de Chile, de quince empresas con-
sideradas, nueve anotan déficit de explotación; 
de este total, el 6 0 % corresponde a los Ferrocarri-
les del Estado, el 16% a la Empresa de Comercio 
Agrícola, el 8 % a la Empresa de Transportes 
Colectivos y el 6 % a la Empresa Portuar ia ; los 
déficit de las otras cinco son de menor impor-
tancia. 

Entre las empresas con mayor superávit de 
operación f iguran la Empresa Nacional del Pe-
tróleo ( E N A P ) , la Compañía de Acero del Pací-
fico ( C A P ) y la Empresa Nacional de Electri-
cidad ( E N D E S A ) . Solamente la E N A P y la Em-
presa de Agua Potable alcanzan a cubrir con su 
superávit de explotación sus gastos de capital. 
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Año 
Superávit de explotación 

Ingresos de Gastos de 
explotación capital 

Remuneraciones 
( gastos 

corrientes) 

Minería 1960 26.5 62.8 33.3 
1965 47.7 166.2 39.6 

Siderurgia 1960 18.0 41.7 17.2 
1965 10.2 9.1 28.0 

Química y petróleo 1960 16.4 37.2 11.0 
1965 7.6 60.8 11.9 

Manufacturas y diversos 1960 — 18.5 neg. 31.3 
1965 — 17.7 neg. 39.1 

Energía eléctrica 1960 50.0 0.4 33.3 
1965 42.9 12.3 8.4 

Transporte 1960 -117 .0 neg. 51.7 
1965 - 1 1 9 . 5 neg. 55.3 

Comunicaciones 1960 —358.3 69.1 
1965 -262 .2 95.3 

Abastecimiento 1960 
1965 16.Ó a 50.8 

Cuadro 14 

(Pareen tajes) 

Superávit de explotación 

Siderurgia 

Química y petróleo 

Manufacturas y diversos 

Energía eléctrica 

Transporte 

Comunicaciones 

Abastecimiento 

Año 

1960 
1965 

1960 
1965 

1960 
1965 

1960 
1965 

1960 
1965 

1960 
1965 

1960 
1965 

1960 
1965 

Ingresos de 
explotación 

Gastos de 
capital 

Remuneraciones 
( gastos 

corrientes) 

26.5 
47.7 

18.0 
10.2 

16.4 
7.6 

— 18.5 
— 17.7 

50.0 
42.9 

-117 .0 
- 1 1 9 . 5 

—358.3 
-262.2 

16.0 

62.8 
166.2 

41.7 
9.1 

37.2 
60.8 

neg. 
neg. 

0.4 
12.3 

neg. 
neg. 

33.3 
39.6 

17.2 
28.0 

11.0 
11.9 

31.3 
39.1 

33.3 
8.4 

51.7 
55.3 

69.1 
95.3 

50.8 

FUENTE: La misma del cuadro B del Anexo. 
" El total de gastos de capital fue negativo por el efecto de la variación de existencias. 

Cuadro 7 

COLOMBIA: INDICADORES PARA ALGUNAS EMPRESAS PÚBLICAS, 1968 
(Porcentajes) 

Manufactureras 
Empresa Colombiana de Productos Veterinarios 
Cementos Boyacá S.A. 
Industria de Concreto "INCO" Ltda. 
Empresa Colombiana de Petróleo 

Transportes y comunicaciones 
Compañía Nacional de Navegación 
Empresa Puertos de Colombia 
Corporación Industria Aeronáutica 
Empresa Colombiana de Aeródromo 
Ferrocarriles Nacionales 
Empresa Nacional de Telecomunicaciones 
Instituto Colombiano de Energía Eléctrica 
Instituto de Mercadeo Agropecuario 

Superávit de explotación 

Ingresos 

64.4 
24.4 
13.2 
Ifi.Q 

- 3.1 
24.3 

- 60.5 
- 6.9 
- 19.9 

32.2 
—660.8 

89.1 

Gastos 
de capital 

55.4 

343.6 
42.4 

56.8 
neg. 

neg. 
neg. 

128.5 
neg. 
69.4 

Remuneraciones 
( gastos 

corrientes) 

62.8 
28.2 
32.9 
20.8 

31.1 
89.6 
51.8 
77.3 
69.6 
77.2 
60.8 
77.2 

FUENTE: La misma del cuadro D del Anexo. 

14 



Cuadro 15 

C H I L E : I N D I C A D O R E S P A R A A L G U N A S E M P R E S A S P Ú B L I C A S , 1 9 6 8 

(Porcentajes) 

Superávit de explotación Remuneraciones 

Ventas Gastos 
de capital 

( gastos 
corrientes) 

Transportes y comunicaciones 
Empresa Portuaria (EMPREPORT) 
Empresa Marítima del Estado (EMPREMAR) 
Línea Aérea Nacional (LAN) 
Ferrocarril del Estado 
Empresa Transportes Colectivos 
Empresa Nacional de Telecomunicaciones 

— 25.1 
— 59.0 
— 7.6 
— 90.9 
— 84.4 

31.7 

neg 
neg. 
neg. 
neg. 
neg. 
24.0 

77.8 
38.7 
34.4 
69.0 
60.3 
40.9 

Industria 
Industria Azucarera Nacional (lANSA) 
Astilleros Marítimos (ASMAR) 
Fábrica de Material del Ejército (FAMAE) 
Compañía Acero del Pacífico (CAP) 

— 1.3 
— 10.1 
— 21.4 

22.8 

neg. 
neg. 
neg. 

13.8 
79.7 
50.4 

Minería 
Empresa Nacional de Minería (ENAMI) 9.2 30.9 14.1 

Energía y combustibles 
Empresa Nacional de Electricidad (ENDESA) 
Empresa Nacional del Petróleo (ENAP) 

36.6 
47.9 

26.2 
155.3 

33.2 
19.9 

Comerciales 
Empresa de Comercio Agrícola (ECA) — 78.4 neg. 17.5 

Servicios 
Empresa de Agua potable 48.1 126.0 67.5 

FUENTE: La misma del cuadro E del Anexo. 

De la CAP no hay información suficiente acerca 
de sus gastos de capital (véase el cuadro 8 ) . 

En un análisis por tipo de empresas, se obser-
va que, en general, el superávit de operación no 
alcanza a cubrir los gastos de capital, ni siquiera 
en el caso de las más rentables, que son las petro-
leras. A excepción de la ENAP, de Chile, que en 
1968 sufragó con exceso sus inversiones f i ja s y 
superó en un 5 5 % sus gastos de capital, las de-
más empresas petroleras consideradas alcanza-
ron a financiar con recursos propios sólo un 
porcentaje de sus gastos de capital que osciló 
entre el 4 0 % en el caso de la colombiana y el 
8 0 % en el de Yacimientos Petrolíferos Fiscales 
de la Argentina. Entre las empresas eléctricas, en 
1968 Agua y Energía Eléctrica de la Argentina 
financió algo más del 4 0 % de sus gastos de ca-
ntal, mientras que dos empresas mixtas estadua-
es del Brasil, sólo alcanzaron en promedio al 

10% y la E N D E S A de Chile al 2 6 % . Entre las 
empresas siderúrgicas, la situación financiera 
parece ser más apremiante, ya que según una 
encuesta realizada por el Instituto Latinoameri-
cano del Fierro y del Acero ( I L A F A ) en 1964. 
entre 22 empresas públicas y privadas, la rein-
versión de utilidades sólo cubría un 4 . 6 % de 

la inversión total. Por último, las empresas fe-
rroviarias consideradas producen todas déficit 
corrientes en su explotación. 

Desde otro punto de vista, si se considera la 
situación de cada país, puede concluirse que la 
explotación de sus empresas públicas no genera 
un porcentaje significativo de los recursos inver-
tibles; ya se señaló que ese porcentaje osciló 
entre el 9 y el 1 4 % de sus ventas en la Argen-
tina y Chile y alcanzó a 3 2 % en Colombia, mien-
tras en el Brasil se produjo déficit, y que cubrie-
ron entre un tercio y la mitad de la inversión 
f i j a que ellas mismas realizan en los tres países 
en que se produjeron superávit. Pero si se ana-
liza el problema por tipo de actividad, es real-
mente importante el porcentaje de su inversión 
financiado por las empresas de petróleo y ener-
gía eléctrica. 

i i ) La política de precios y tarifas. Desde otro 
punto de vista, para juzgar los resultados obte-
nidos es útil examinar la medida en que han gra-
vitado sobre ellos los ingresos y los gastos, o en 
otras palabras, cuáles han sido las políticas de 
precios y tarifas, por una parte, y de remune-
raciones e inversiones por la otra. 
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En general, la política de precios y tarifas de 
las empresas públicas es la resultante de la fun-
ción que se les asigna en un momento determi-
nado. Así, diversas opiniones sostienen, en orden 
de exigencias decrecientes, que deberían produ-
cir excedente, costear sus gastos de capital o no 
tener déficit de explotación; o bien, que es co-
rrecto que operen a pérdida por razones sociales, 
políticas o de fomento económico. Estas tesis 
pueden referirse tanto al conjunto de las empre-
sas públicas como a diversas agrupaciones de 
ellas. A continuación se reseñará la evolución 
de las tarifas reales de algunas empresas en los 
últimos años.® 

Las tarifas ferroviarias, medidas por los in-
gresos medios por unidad de tráfico, sufrieron, 
salvo contadas excepciones, un deterioro en tér-
minos reales entre 1960 y 1968. En el trans-
porte de pasajeros la disminución fue del orden 
del 10% en los ferrocarriles mexicanos, entre el 
20 y 30% en los de Chile y el Perú; y alcanzó 
hasta el 45% en los del Uruguay; en cambio tu-
vieron una relativa mejora en la Argentina y Co-
lombia, mientras que en el Brasil no acusaron 
mayor variación. Las tarifas de carga, con ex-
cepción de Colombia, en donde no variaron en 
términos reales, se redujeron fuertemente en los 
demás países. 

En cuanto a los precios medios de la energía 
eléctrica, en la Argentina se produjo una reduc-
ción del orden del 10% en las dos empresas 
consideradas. En cambio subió 17% en el caso 
de la Comisión Federal de Electricidad de Mé-
xico, en lo que influyó una alteración en la com-
posición de las ventas por grupos de usuarios. 
Entretanto, el precio medio de venta de la prin-
cipal empresa peruana, que es privada, disminu-
yó 20%, mientras que en Venezuela la empresa 
estatal CADAFE registró una baja mínima y el 
de la principal empresa privada se rebajó en 
17%. Por su parte, la Compañía Panameña de 
Fuerza y Luz sufrió en igual período una caída 
del orden del 30% en sus precios medios de 
venta. Solamente en los casos de Chile y en el 
de algunas empresas del Brasil se registraron au-
mentos reales en los precios medios de venta. 

En las empresas siderúrgicas, se consideraron 
los precios del principal mercado de cada país, 
de acuerdo con datos del Anuario Estadístico del 
ILAFA correspondiente a 1969. Se observa que, 
entre 1965 y 1969, en Buenos Aires los precios 
en términos reales de los productos siderúrgicos 
sufrieron un deterioro que varió desde 20% (ba-
rras redondas y láminas zincadas) hasta 36% 
para ángulos y barras planas. En igual período, 

6 Se utilizó como índice deflacionador el de precios 
al consumidor de cada país. 

en Sao Paulo, disminuyeron en alrededor de 
9% en el caso de láminas, pero aumentaron al-
rededor de 5% en todos los demás productos. 
En México, D. F., también se produjo una caí-
da en los precios, que varió desde 4.4% para 
las láminas hasta 17.5% para el alambrón, con 
excepción de las barras para construcción que 
registraron una leve alza. En cambio, en Santia-
go de Chile, hubo un alza general para los pro-
ductos siderúrgicos. 

Desde otro ángulo, es interesante observar el 
comportamiento de las tarifas en situaciones in-
flacionarias. Parecería que, en general, se tiende 
a evitar que su aumento contribuya a realimen-
tar el proceso de alza de precios, o se desea man-
tener la provisión de servicios básicos baratos, 
por lo que suelen crecer más lentamente que el 
índice general de precios; y ello, a su vez, re-
percute disminuyendo los ingresos en términos 
reales y empeorando los resultados de la explo-
tación. 

iii) Las remuneraciones. Para considerar el 
problema de las remuneraciones, ante la carencia 
de información sobre la situación particular de 
cada empresa y en relación con la política na-
cional de salarios, se estableció una relación en-
tre remuneraciones y gastos corrientes en las 
principales empresas de algunos países (véanse 
nuevamente los cuadros 5, 6, 7 y 8). Entre las 
características generales que surgen de la simple 
lectura de los cuadros, sobresale la baja partici-
pación de las remuneraciones en las empresas 
petroleras, su elevado porcentaje en los ferroca-
rriles y su alto grado de variación, según los 
casos, en las empresas eléctricas. 

iv) Las inversiones. Las empresas públicas 
tienen una participación significativa en la in-
versión pública y, consecuentemente, en la total 
(véase nuevamente el cuadro 1). En especial, 
existen algunos rubros como los de petróleo, fe-
rrocarriles, y energía eléctrica, en que son de 
gran importancia; por ejemplo, en el caso del pe-
tróleo, las empresas estatales del Brasil, la Ar-
gentina y México llegaron en 1968-69 al 3.8, 
4.4 y 8.2% de la inversión fija total. Estas inver-
siones, por lo general, no se presentan con re-
gularidad todos los años, pues por su misma ín-
dole se aplican irregularmente, cuando se decide 
la implantación o la ampliación de determinadas 
actividades. Estas inversiones tienen efectos de 
gran importancia económica. Ante todo, como 
se ha visto y se analiza con mayor detalle en la 
sección IH, son decisivas en algunos sectores 
clave de la economía, cuya capacidad instalada 
se basa fundamentalmente en las inversiones de 
las empresas públicas. Además, junto a los gas-
tos corrientes, significan una importante capa-
cidad de compra, que si se coordinara podría 
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influir de modo decisivo, sea en las importacio-
nes o en la industria nacional. Este hecho es par-
ticularmente significativo con respecto a los bie-
nes de capital. Las adquisiciones que realizan, 
por ejemplo, las empresas de transporte (sobre 
todo ferroviarias y marítimas), petroleras, eléc-
tricas y siderúrgicas, tienen el volumen suficien-
te como para impulsar el funcionamiento de una 
industria nacional de determinados bienes. De 
hecho, se presenta una alternativa; o bien se re-
curre a las importaciones, lo cual puede implicar 
menores plazos de entrega y financiamiento ex-
tranjero más cómodo, o se promueve esa activi-
dad nacional con todos los efectos multiplicado-
res que supone. 

A este respecto cabe señalar algunas políticas 
adoptadas. Así, en el Brasil, la empresa Petro-
brás, con sus encargos de maquinaria produjo 
una reactivación de las empresas fabricantes de 
equipos petroleros, que dio lugar a fusiones y 
reorganizaciones de empresas privadas; y los pe-
didos de los armadores estatales —en especial 
del Lloyd Brasileiro— contribuyeron a promover 
la actividad de los astilleros brasileños, a tal 
punto que a principios de 1969 estaban en cons-
trucción cincuenta barcos, con total de 484 000 
toneladas de porte b r u t o . A su vez, en la 
Argentina, la demanda de la empresa de Fe-
rrocarriles del Estado fue decisiva en la fabrica-
ción nacional de material ferroviario, a cargo 
de empresas privadas. En síntesis: si bien las 
soluciones por adoptar deberían valorarse dentro 
de un plan global, cabe destacar que la coordi-
nación de la capacidad de compra de las empre-
sas estatales podría multiplicar sus efectos. 

c) La política tecnológica 

Una política tecnológica comprende los aspec-
tos de investigación, de adaptación y de selec-
ción de tecnologías. Con respecto a ella, uno de 
los rasgos que caracteriza a la política tecnoló-
gica latinoamericana es la ausencia de una con-
cepción y una acción global congruentes. Esta ob-
servación general vale también para las empresas 
públicas que, sin embargo, son particularmente 
aptas para desarrollar las tareas de investiga-
ción y adaptación. Ello es así, en primer término, 
porque figuran entre las de mayor magnitud, 
incluso, a veces, en escala internacional. Es sa-
bido que en esta materia existen importantes 
economías de escala y que sólo a partir de un 
umbral se pueden emprender investigaciones ori-
ginales o trabajos de adaptación con cierta auto-
nomía y posibilidad de aprovechamiento. Ade-

^ Véase CEPAL, Estudio Económico de América La-
tina, 1969, tercera parte, capítulo III. 

más, no están ceñidas a criterios de rentabilidad 
y pueden acometer trabajos que generen mayores 
beneficios sociales que privados; en especial, el 
hecho de que otras empresas puedan aprovechar 
las innovaciones a que se llegue, no constituiría 
un factor inhibitorio, sino que, por el contrario, 
coadyuvaría al propósito de elevar el nivel tec-
nológico. Este enfoque sería inverso al de las 
empresas privadas, que procuran aprovechar con 
exclusividad los frutos de cada innovación técni-
ca que introducen. Por otra parte, las empresas 
públicas suelen estar ubicadas en posiciones es-
tratégicas o dominantes dentro del proceso eco-
nómico y de ese modo entrañan un efecto impul-
sor sobre actividades análogas. Por todo ello, 
las empresas públicas podrían ser un iilstrumen-
to fundamental en la ejecución de una política 
tecnológica, siempre que se fijaran las pautas y 
prioridades correspondientes. 

Las investigaciones puede efectuarlas la mis-
ma empresa interesada o bien un organismo es-
pecializado, que brinde ese servicio, que puede 
ser otra empresa. Para ilustrar esta cijestión es 
útil reseñar lo ocurrido en Chile. Desde tiempo 
atrás se han realizado investigaciones para ser-
vir a distintas actividades. Por ejemplo, la 
COREO, para sus empresas mineras, realizó ex-
periencias para acondicionar minerales oxida-
dos de cobre, por flotación y sulfuración en seco, 
procedimiento que permitiría aprovechar mine-
rales de cobre mixto o minerales ubicados en 
zonas secas, con gran reducción del consumo de 
ácido sulfúrico y chatarra. Por su parte, la In-
dustria Azucarera Nacional, S. A., investigaba el 
aprovechamiento de subproductos industriales de 
su destilería de alcohol, para realizar una sín-
tesis de levaduras que suministre productos de 
alto poder proteínico; la Empresa Nacional 
de Semillas realizaba investigaciones genéticas, 
y así muchas otras empresas, en la medida de 
sus necesidades. Sin perjuicio de estas activida-
des, en 1969 se creó el Instituto Tecnológico de 
Chile, como filial de la COREO, con el fin 
de construir un "pool tecnológico", que opera 
sobre todo a través de contratos de investigación 
con las empresas interesadas. De acuerdo con 
este régimen el Instituto actúa como si tempo-
ralmente fuera el departamento de investigación 
de la empresa de que se trata. Este servicio tiene 
la ventaja de poder contar con grupos técnicos 
multidisciplinarios y con instrumental cuya ad-
quisición y mantenimiento son sumamente costo-
sos, con una gran movilidad para aplicarlo allí 
donde se los requiera. Actualmente, sus investi-
gaciones tienden a satisfacer requerimientos de 
algunas empresas estatales y versan en especial 
sobre electrónica, ingeniería química, minería, 
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alimentos, plásticos, metalurgia, química inor-
gánica 6 ingeniería mecánica. 

Estas modalidades ensayadas por las empresas 
públicas en el caso chileno se repiten con varian-
tes en otros países; la principal modificación 
consiste en que, en otros casos, el organismo en-
cargado de centralizar la investigación no tiene 
la forma jurídica de empresa, sino de organismo 
estatal descentralizado. Un ejemplo de ello es el 
Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria 
de la Argentina, creado en 1956 y cuyas inves-
tigaciones llevaron entre otras mejoras, a un 
substancial incremento del rendimiento del maíz 
y el trigo y a transformar el cultivo de la papa; 
de modo análogo, el Instituto Nacional de Tec-
nología Industrial realizó investigaciones especí-
ficas que aprovecharon las empresas. 

Desde otro punto de vista, las empresas del 
estado están sometidas a una "presión tecnológi-
ca" impuesta por el progreso técnico externo. 
Esta situación se advierte con mayor claridad y 
se presenta con crudeza cuando las empresas es-
tatales compiten en el ámbito internacional, co-
mo es el caso de las líneas aéreas nacionales la-
tinoamericanas que viajan a Europa y los Esta-
dos Unidos que enfrentan un proceso de reno-
vación de material aunque el existente aún po-
dría servir a sus necesidades. 

d ) Aporte a la oferta 

La participación de las empresas públicas en 
la oferta de bienes y servicios es sumamente des-
igual, según sean las actividades de que se trate. 
Así, suele ser muy importante en las empresas 
vinculadas con los servicios públicos, como las 
eléctricas y ferrovarias de la mayoría de los paí-
ses de América Latina. Por su parte, las com-
pañías navieras tienen un menor grado de mo-
nopolio que las ferroviarias, quizás porque no 
sufren la competencia de un tipo de transporte 
alternativo; a su vez, las compañías aéreas esta-
tales transportan alrededor del 45% de los pasa-
jeros y el 40% de la carga. Asimismo, en algu-
nos países, es significativo el aporte a la oferta 
de las empresas estatales petroleras y siderúrgi-
cas. Esta provisión de insumos esenciales es de 
gran importancia para la instrumentación 
de una política económica. En cambio, es escasa 
la participación de las empresas estatales en otras 
actividades industriales y en las comerciales. 

e) Su función en la regulación del mercado 

La regulación del mercado se refiere, sobre 
todo, a la oferta y a los precios. En ambos casos, 
la tarea de ordenamiento escapa a la índole de la 
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gran mayoría de las empresas de que se trata. 
En efecto, las empresas estatales actúan en su 
mayor parte sobre la infraestructura o sobre ac-
tividades en las que no es el libre juego del 
mercado el que determina las condiciones —en 
especial los precios— sino las decisiones de las 
grandes empresas (o los acuerdos entre ellas) o 
bien las resoluciones administrativas (en especial 
la fijación de tarifas). Con respecto a las em-
presas estatales dedicadas a la industria manu-
facturera, en muy pocos casos ejercen un control 
que les permita regular el mercado. En cambio 
tienen mayor gravitación en la comercialización 
de alimentos. A este respecto puede tenerse a la 
vista la actividad de la Empresa de Comercio 
Agrícola de Chile creada en su forma actual en 
1960. Su función consiste en asegurar un abas-
tecimiento adecuado de productos agropecuarios 
y, con ese fin, adoptar las medidas necesarias 
para racionalizar el sistema de comercialización. 
Para regular los abastecimientos, compra en el 
mercado interno o externo los productos que 
sean necesarios, los que almacena en sus propios 
frigoríficos, silos y bodegas, y entrega a la ven-
ta cuando la comercialización privada no puede 
hacer frente a la demanda, en la oportunidad y 
apn la calidad y los precios adecuados. Las prin-
cipales importaciones que realiza habitualmente 
son carne de vacuno (en pie, congelada, y enfria-
da), de porcino y de ave, leche en polvo, man-
tequilla clarificada, mantequilla, queso, trigo, 
maíz, arroz y papas. Todo ello significó en 1967 
un valor de cerca de 64 millones de dólares. Una 
segunda función que cumple la ECA consiste en 
comprar a los agricultores los productos que no 
pueden colocar en el mercado —sobre todo de 
excedentes estacionales de cosecha— para lo cual 
ofrece precios de sustentación compensadores. 
Por último, la ECA trata de racionalizar el pro-
ceso de comercialización; en especial ha organi-
zado en cooperativas a numerosos productores. 

Otro ejemplo de regulación del mercado por 
parte de una empresa estatal lo ofrece la indus-
tria vinícola en la Argentina. La mayor bodega 
nacional —la Giol, de Mendoza— es propiedad 
del Estado provincial y en 1967 se vio obligada 
a comprar 2.5 millones de quintales de uva para 
impedir una caída de los precios debido a la su-
perproducción; ello costó 300 millones de pesos 
que pasaron a pérdida del ejercicio 1967-68. 

2. Problemas de gestión 

a ) Integración dentro del sector público 

Las entidades estatales que cumplen activida-
des comerciales e industriales y que en este tra-



bajo se califican genéricamente de empresas del 
Estado, pueden tomar la forma jurídica de ad-
ministraciones directas, de empresas y socieda-
des estatales y de sociedades de economía mixta 
en cuyo capital accionario participa el Estado. 

Las administraciones directas no tienen per-
sonalidad jurídica por sí mismas y dependen di-
rectamente del gobierno central. A su vez, las 
empresas del Estado también son de la exclusiva 
propiedad estatal, pero tienen personalidad pro-
pia y están sujetas al derecho público o al priva-
do, según la índole de los actos de que se trate. 
Por su parte, las sociedades estatales son formal-
mente de derecho privado y adoptan la forma de 
sociedad anónima, cuyo único accionista es el 
Estado. Por último, figuran las sociedades de 
economía mixta, en las que se asocian el Estado 
y capitales privados; por lo común, toman la 
forma de sociedades por acciones. 

Estas diferentes formas implican también dis-
tintos modos de ejercicio de la dirección o el 
control estatal y, en consecuencia, de integración 
en el sector público. En el primer caso, de depen-
dencia directa, funcionan los canales comunes de 
subordinación jerárquica vigentes en la adminis-
tración pública. A su vez, las empresas del Esta-
do pueden depender de un ministerio o de una 
"entidad madre", a cuyo cargo corre, por lo ge-
neral, la designación de los miembros del directo-
rio y la fijación de las orientaciones de política. 
En cambio, en las sociedades estatales la direc-
ción o el control se ejerce desde dentro de la 
empresa misma, por los mecanismos habituales 
de adopción de decisiones, regido por el derecho 
privado; sólo que, como el Estado es el único 
accionista, sus directores se designan por decre-
to o resolución administrativa. Este también es el 
caso de las sociedades mixtas, en las cuales, se-
gún sea la participación del Estado, sus repre-
sentantes manejarán la empresa o intervendrán 
minoritariamente en las decisiones. Una modali-
dad que suele utilizarse en estos casos es el dere-
cho de veto del principal representante estatal; 
además, puede obtenerse un mayor margen de 
maniobra con la creación de diferentes clases 
de acciones, reservando algunos privilegios a 
las de propiedad estatal. 

En los casos examinados, la gestión se refiere 
a cada empresa en particular, o con un criterio 
más amplio, a varias de ellas. Se han utilizado 
varios procedimientos para manejar conjunta-
mente un grupo de empresas. Uno de ellos con-
siste en la coordinación administrativa que pue-
de ir desde un sistema de consultas hasta la crea-
ción de un ministerio que reúna a las empresas 
estatales. Otro método empleado estriba en la 
creación de una sociedad de control o "holding", 
que adquiera acciones de otras empresas que 

desea dirigir o vigilar. El organismo estatal 
que administre ese "holding" puede ser una ofi-
cina gubernativa o bien un nuevo "holding". El 
caso más conocido de este tipo de "holding de 
holdings" lo constituye el Instituto per la Ricos-
truzione Industríale (IRI) de Italia, que contro-
la acciones de empresas de ciertas ramas indus-
triales y que a su vez depende del ministerio de 
las participaciones estatales.® 

Más recientemente, la necesidad de utilizar 
mejor sus recursos para expandirse al máximo, 
ha llevado a algunas de las más poderosas em-
presas del sector privado a formar "conglomera-
dos" ; así, se agrupan bajo una propiedad común, 
empresas de la más diversa índole, que están 
dirigidas centralizadamente y que disponen de 
un "pool" de recursos financieros, tecnológicos 
y de capacidad empresarial, que se aplican desde 
el centro ejecutivo, de acuerdo con una concep-
ción global. De tal modo, se dispone de recursos 
concentrados en un centro de poder, desde donde 
se resuelve la creación o compra de nuevas em-
presas o bien el empleo de nuevas tecnologías. 
Estos "conglomerados" no procuran una agrupa-
ción vertical por sectores o tecnologías afines, 
sino que incorporan horizontalmente empresas 
de la más diversa índole, ligadas entre sí por el 
capital financiero. 

En la experiencia latinoamericana sobresale el 
caso de la Corporación de Fomento de la Pro-
ducción (CORFO) de Chile y sus ochenta y una 
empresas, que actúan en los más diversos campos 
(agropecuario, pesca, celulosa, minería, metáli-
ca, carbón, comunicaciones y difusión, energía, 
electrónica, petróleo, petroquímica, química, 
construcción, siderurgia y metalurgia, turismo y 

8 La política del IRI la decide el Consejo de Mi-
nistros y la ejecutan sus directores, designados, según 
los casos, por el Presidente de la República, el Primer 
Ministro y diferentes servicios administrativos. El ge-
rente general es propuesto por el Presidente del Di-
rectorio y nombrado por decreto del Poder Ejecutivo. 
El grupo de empresas del IRI funciona a través de una 
¡organización especial en la que el control de cada sec-
tor lo ejerce una compañía holding (STET, telefónica; 
Finmare, marítima; Finsinder, siderúrgica; Finmecca-
nica, de industria mecánica; Fincantieri, de armadores 
navales; Finelettrica, de energía eléctrica, además de 
un importante grupo de empresas que están fuera de 
estos holdings, como por ejemplo las bancarias, Alitalia, 
Autostrade, Radiotelevisione Italiana, etc.). Estas com-
pañías "holding" participan en el capital de empresas 
que actúan en esos sectores de actividad; en los hechos, 
deciden la designación del personal superior y la orien-
tación de política de empresas filiales en consulta con 
el IRI, y por sí mismas la forma de instrumentar esas 
políticas. Para advertir la magnitud de estos "holdings" 
basta señalar que uno de ellos, la Societá Finanziaria 
Siderúrgica (Finsider) cuyo capital pertenece en 54.1% 
al IRI, produce el 58% del acero, a través de 27 empre-
sas, entre las que sobresalen Italsider, Dalmine, Temi, 
Terninoss y Breda. 
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Cuadro 9 

C H I L E : E M P R E S A S F I L I A L E S Y CON PARTICIPACIÓN D E LA CORFO, 1969 

Agropecuario 

Agricultura {Sociedad Agrícola CORFO Ltda. 

( S A C O R ) 
Empresa Nacional de Semillas S.A.C. 

Capital 
autorizado 

Capital 
pagado 

Millones de escudos^ 

1.0 
10.0 

Participación del sector público en el capital 

% Filia- % Otras % Total 
les de la entidades % CORFO sector 
CORFO públicas público 

1.0 
6.3 

1.00 
52.29 

99.00 
47.71 

100.00 
100.00 

Agro-industriales 

Sociedad de Construcciones y operacio-
nes agropecuarias S.A. (SOCOAGRO) 10.0 8.4 

Sociedad Lechera Nacional Ltda. 
( S O L E C H E ) 5.6 5.6 

L Industria Azucarera Nacional ( l A N S A ) 200.0 198.1 

1.19 1.19 

50.00 

97.62 

50.00 
99.75 

100.00 

100.00 
99.75 

Servicios 

Comercialización 

Investigación 

Pesca 

Pesqueras 

Servicio de equipos agrícolas mecani-
, zades ( S E A M ) 
I Empresa Nacional de Frigoríficos 

( E N A R N I ) 3.0 

VINEX 4.6 

Instituto de Investigaciones Agropecuarias 

Empresa Pesquera de Tarapacá S.A. 
( E P E S A ) 24.8 

Compañía Pesquera Arauco S.A. 30.0 
Pesquera Iquique S.A. 19.3 
Pesqueras Unidas S.A. 
Pesquera Guayane S.A. 23.0 
Pesquera Indo S.A. 40.0 
Sociedad Pesquera Coloso S.A. 21.5 
Marco Chilena S.A.I.C. U S f 4.0 

2.2 

4.6 

24.8 
20.9 
19.3 

22.9 
21.6 
21.4 

VS$ 1.5 

30.23 

99.99 

26.24 

69.77 

0.01 

98.77 
73.76 
49.00 

49.ÓÓ 
47.44 
39.77 
45.00 

100.00 

100.00 

98.77 
100.00 

49.00 

49.ÓÓ 
47.44 
39.77 
45.00 

Comercialización 

Investigación 

Sociedad de Terminales Pesqueras Ltda. 
( S O T E P E ) 

Instituto de Fomento Pesquero ( IFOP) 



Forestación, Madera y Celulosa 

Silvicultura 

Madera 

Celulosa y Papel 

Instituto de Investigación 

Minería metálica 

Mineras 

Investigación 

Minería del carbón 

Carboníferas 

Comunicaciones y difusión 

Comunicaciones 

Sociedad Agrícola y Forestal Lebu Ltda. 
Forestal Arauco Ltda. 
Forestación Nacional S.A. 

• (FORESTANAC) 

Laminadora de Maderas S.A. 
Impregnadora de maderas S.A. 
(IMPREGMA) 
Maderas y Sintéticos S.A. (MASISA) 
Forestal Pilpilco S.A. 
Bosques Industrias de la Madera S.A. 

(BIMA) 

' Sociedad Celulosa de Construcción S.A. 
(CELCO) 

Industria Celulosa Arauco S.A. 
Industrias Forestales S.A. (INFORSA) 

. Papelera del Pacífico S.A. (PADELPA) 

Instituto Forestal 

Compañía Minera Carolina de Michilla 
Compañía Minera Cerro Negro S.A. 
Compañía Minera Chañaral y Taltal 

S.A. j C H A T A L ) 
Compañía Minera Las Chivas 
Compañía Minera Loica Ltda. 
Compañía Minera Tamaya S.A. 
Compañía Minera Aysen 
Compañía Minera Maipú Ltda. 
Empresa Minera de Mantos Blancos S.A. 
Compañía Minera Angelita Ltda. 

Instituto de Investigaciones Geológicas 
Instituto de Investigaciones Mineras 

{Compañía Carbonífera Victoria de Lebu 
Compañía Carbonera Pilpilco 
Compañía Carbonera de Colico Sur S.A. 

Empresa Nacional de Telecomunicacio-
nes S. A. (ENTEL) 

Compañía de Teléfonos de Chile S.A. 



1.0 
5.5 

9.0 

0.5 
5.5 

2.7 

100.00 
94.50 

14.87 

100.00 
94.50 

14.87 

3.2 

1.0 
10.0 

6.2 

100.0 

2.3 

1.0 
4.4 
6.2 

17.26 76.71 
17.08 
77.15 

41.49 

93.97 
17.08 
77.15 

41.49 

4.0 
US$13.5 

124.0 
15.6 

4.0 
USI11.4 

24.0 
10.5 

66.25 
62.40 
49.98 
48.31 

66.25 
62.40 
49.98 
48.31 

US$ 4.0 
8.0 

0.6 
0.1 
3.0 
2.0 
0.5 
0.2 

US$13.3 
0.4 

US$ 3.2 
4.8 

0.6 
0.1 

1.5 

0.2 
US$13.3 

0.4 

26.13 

99.90 

63.87 
25.00 
10.00 

33.46 
0.10 

33.33 
30.00 

100.00 
30.00 

5.73 
51.00 

25.00 
100.00 

33.46 
100.00 
33.33 
30.00 

100.00 
30.00 

5.73 
51.00 

5.4 
3.5 
1.6 

4.3 
2.6 
1.6 

0.03 
4.85 
0.06 

99.97 
95.15 
99.94 

100.00 
100.00 
100.00 

253.0 
364.0 

207.1 
346.1 

0.10 0.22 98.76 
2.93 

99.98 
2.93 

( Continúa) 



Cuadro 9 (continuación) 

Difusión { Estudios Cinematográficos de Chile S.A. 
"Chile Films S .A . " 

Televisión Nacional de Chile S.A. 

Capital 
autorizado 

Capital 
pagado 

Millones de escudos'^ 

0.1 
13.7 

Participación del sector público en el capital 

% Filia- % Otras % Total 
les de la entidades % CORFO sector 
CORFO públicas público 

0.1 
12.9 20.00 

85.63 
80.00 

85.63 
100.00 

Empresas de energía 

Energía 

Empresa Nacional de Electricidad S.A. 
(END E S A ) 800.0 800.0 

Compañía Chilena de Electricidad 
( C H I L E C T R A ) US$22.0 US$22.0 

L Sociedad Geotécnica del Tatio S.A. 0.3 0.3 

96.03 

90.52 
51.00 

96.03 

90.52 
51.00 

Electrónica 

Electrónica {R.C.A. S.A. Electrónica 
Empresa Electrónica Nacional 

( E L E C N A ) 

6.5 

8.0 

6.5 

4.2 

33.33 

100.00 

33.33 

100.00 

Petroquímica y Química 

Petróleo y derivados 

Ind. químicas orgánicas básicas 

Empresa Nacional de Petróleo ( E N A P ) 1600.0 1600.0 

Petroquímica Chilena S.A. 100.0 52.4 
Química Alquil S.A. ( A L O U I S A ) 1.0 

49.75 
10.00 

100.00 

50.25 
10.00 

100.00 

100.00 
20.00 

Ind. químicas inorgánicas básicas 
Sociedad Química y Minera de Chile 

S.A. US$40.0 US$32.3 
^ Fábrica de ácido Sulfúrico S.A. 0.3 0.3 

34.25 
95.60 

34.25 
95.60 

Industria de fertilizantes 
r Compañía Sudamericana de Fosfatos 
J S.A. ( C O S A F ) 15.0 15.0 
I Sociedad Chilena de Fertilizantes Ltda. 
^ ( S O C H I F ) O..'; 0.5 6.25 93.75 100.00 



Construcción 

Materiales de construcción 

Siderurgia y metalúrgica 

Siderurgia 

Metal mecánica 

Turismo 

Turismo 

Organismos de Apoyo Multisectorial 

{ Vibrocret S.A. 
Fábrica de Cemento de Antofagasta 

Compañía de Acero del Pacífico (CAP) 

Maestranza y Fundición Antofagasta S.A. 
Industrias de Conjuntos Mecánicos Acon-

cagua S.A. 
Fundición y Elaboración de Metales S.A. 
Centro de Servicios Metalúrgicos S.A. 
Astilleros del Norte S.A. (ANSA) 

. Ramsomes Chilena S.A. 

r Hotelera Nacional S.A. (HONSA) 
T Inmobiliaria Portillo S.A. 

Sociedad Inmobiliaria San Cristóbal S.A. 

Instituto de Investigación de recursos naturales ( IREN) 
Instituto Tecnológico de Chile 
Instituto Nacional de Capacitación Profesional (INACAP) 
Empresa de Servicios de Computación Ltda. 
Sociedad Inmobiliaria de Exposiciones 
Empresa de Transporte Masivo Metropolitano 
Instituto de Costos 
Servicio de Cooperación Técnica (SERCOTEC) 

FUENTE: CORFO, Gerencia de filiales. 

^ Excepto en los casos en que se indica la cifra en dólares 



1.0 0.6 — — 30.48 30.48 

US$100.0 US$79.3 — 14.49 37.47 51.96 

3.0 3.0 — — 99.67 99.67 

US$ 5.0 US$ 5.0 — — 75.00 75.00 

0.6 ! ! ! — — 90.90 90.90 
0.4 0.4 — — 10.00 10.00 
0.1 0.1 — — 60.00 60.00 

60.0 45.8 — — 85.54 85.54 
0.5 0.5 — — 0.22 0.22 
9.4 9.4 — — 25.00 25.00 

15.3 15.3 0.26 — 99.74 100.00 
2.6 2.6 — — 38.20 38.20 

291.0 . . . — 99.60 0.40 100.00 



organismos de apoyo multisectorial); en general, 
estas empresas tienen la forma de sociedades 
anónimas, en las que participa la CORFO con 
una parte o la totalidad del capital accionario y, 
consecuentemente, con los miembros del directo-
rio que correspondan a ese capital (véase el cua-
dro 9) . 

Con respecto a estas empresas la CORFO ha 
tratado de que ajusten su política a una concep-
ción global o al menos sectorial, para lo cual se 
ha valido de varios procedimientos. El primero 
está vinculado a la asignación con que anual-
mente contribuye al presupuesto de cada empre-
sa, ya que al considerar su monto se discuten 
con sus directores y gerentes los programas pro-
puestos; de este modo, si bien la operación es 
descentralizada, la CORFO puede influir en los 
objetivos e instrumentos de los planes. Otra fuen-
te de influencia resulta de ciertos beneficios o 
franquicias que favorecen a las empresas pero 
que dependen de la acción o de la opinión de la 
CORFO, tales como las garantías o avales para 
obtener financiamiento externo, el otorgamiento 
de determinadas exenciones o franquicias y de 
créditos internos. Asimismo, es importante la ac-
tuación de los directores estatales en las empre-
sas, que en relación con ciertos problemas fun-
damentales suelen recibir instrucciones de la 
CORFO; ello sucede, en especial, con respecto a 
la política de precios, remuneraciones, inversio-
nes y créditos. Estas relaciones, así como el con-
tacto permanente con las empresas, se mantiene 
a través de la gerencia de filíales de la CORFO. 
Por último, los problemas esenciales de orien-
tación y de política los examinan, en conjunto, el 
vicepresidente ejecutivo de la CORFO y los eje-
cutivos de las empresas. 

Actualmente, la CORFO está agrupando las 
empresas por ramas afines, para que actúen coor-
dinadamente en cada sector, bajo una dirección 
que establezca la política general, pero conser-
vando para cada empresa su autonomía de ope-
ración. 

En resumen, puede concluirse que las formas 
de organización jurídica de las empresas públi-
cas varían no sólo según las necesidades sino 
también de acuerdo con el modo en que se in-
corporaron al sector público y con la política es-
tatal al respecto. La adopción de formas que 
rompan o disminuyan el carácter insular de estas 
empresas y permitan su actuación coordinada, 
siempre dentro de las pautas de política que ca-
da país decida, podría implicar desde una mejor 
información y comunicación recíprocas hasta 
una dirección unificada, con el uso en común de 
algunos recursos (por ejemplo, financieros, tec-
nológicos o de capacidad empresarial). 

24 

b) Algunas relaciones con el sector privado 

Las relaciones entre las empresas del sector 
público y del privado dependen en lo sustancial 
del medio general en que se actúe. Sin embargo, 
yendo a un aspecto particular, parece útil pun-
tualizar algunas actitudes y valoraciones de los 
empresarios privados, que varían según sea la 
actividad pública de que se trate. Así, en los ca-
sos de creación de infraestructura y prestación 
de servicios públicos suele producirse una com-
plementación entre las empresas públicas y las 
privadas; se trata de actividades riesgosas, que 
requieren grandes inversiones de lenta recupera-
ción y poco rentables, por lo que el sector pri-
vado preconiza y encomia la acción estatal en 
este ámbito. 

En cambio, cuando las empresas estatales com-
piten en actividades sobre todo comerciales e 
industriales, los empresarios privados pueden 
considerar que se está invadiendo un terreno 
que les es propio. La fuente de tales críticas ra-
dica, ante todo, eri la falta de igualdad entre los 
competidores ya que las empresas estatales no 
están sujetas a la ley del beneficio; en otras pa-
labras, pugnan en el mismo juego, pero a uno 
de los participantes no le afecta el hecho de te-
ner déficit. Otros reparos consisten en las faci-
lidades para el financiamiento que suelen tener 
las empresas estatales y, en algunos casos, las 
exenciones impositivas que se les acuerdan. Ade-
más, suele impugnarse la acción del Estado cuan-
do procura captar recursos invertibles vía ma-
nejo de precios o tarifas, pues en ese caso su 
actividad constituiría un mecanismo de acumu-
lación de capital.® 

c) Los dirigentes de Icis empresas públicas 

Un tema motivo de discusión es el referente a 
la existencia de una clase o grupo de empresa-
rios públicos, que actúan como directivos y ge-
rentes del "estado productor" ^̂  y cuyo compor-
tamiento sería diferente al de los empresarios 
privados y al de los funcionarios públicos. En 
principio, el hecho de que tanto las empresas 
públicas como las privadas produzcan determi-
nados bienes y servicios mediante la utilización 
de técnicas análogas, obliga a sujetarse, en am-
bos casos, a ciertas exigencias de funcionamien-

® A este respecto, véase Ignace Sachs, Patterns of 
public sector in under-developed economies, Asia Pu-
blishing House, Bombay, 1964. 

10 Véase Ricardo Cibotti y Enrique Sierra, El sector 
público en la planificación del desarrollo. Textos del 
Instituto Latinoamericano de Planificación Económica 
y Social, Siglo XXI Editores, S. A., México, y Edito-
torial Universitaria, S. A., Santiago de Chile, 1970. 



to. Una acería, una empresa de transportes o 
una central eléctrica deben producir de una ma-
nera establecida, que no varía si el régimen de 
propiedad es público o privado; pero los obje-
tivos que persiguen ambos tipos de empresarios 
podrían ser diferentes. En la empresa privada, la 
finalidad primera consiste en aumentar las uti-
lidades y expandir las ventas. En cambio, en la 
empresa pública el motor no es la ganancia, sino 
la adecuación a ciertas normas señaladas en ge-
neral por el gobierno central; por ejemplo, el 
suministro adecuado y a precios fijados no nece-
sariamente por el mercado sino que, a menudo, 
por decisiones de política. 

Otra característica es el origen de los empresa-
rios públicos, a quienes elige un grupo gobernante 
con un criterio análogo al utilizado para desig-
nar a los jefes de las oficinas públicas; es decir 
que se considera su idoneidad técnica y política. 
Pero pueden haberse formado en el sector pri-
vado o en el público. En el primer caso, suelen 
considerar sobre todo la eficacia de la gestión, 
que exige controles y mandatos precisos; y en ese 
sentido, la evaluación más clara y exacta es el 
monto del beneficio. La otra situación es la de 
gerentes formados en el sector público, por lo 
general en la misma empresa con cuyos intereses 
están identificados. En general son ajenos a los 

riesgos de la gestión financiera y aceptan los cri-
terios de evaluación derivados de la adecuación 
al plan, o a la expansión de la empresa, o a la ca-
lidad de los bienes y servicios que produce. 

Pero, tal vez, el rasgo distintivo más sobresa-
liente sea la naturaleza del poder que ejercen 
ambas clases de empresarios. Por una parte, el 
empresario privado funda su poder en la dispo-
sición de los beneficios que genera, que consume 
o invierte —en la misma o en otras empresas— 
según su criterio. En cambio, el empresario pú-
blico no puede disponer a su arbitrio de las 
eventuales ganancias de la empresa, así como su 
suerte no depende de las pérdidas que puedan 
producirse. Su poder reside en la cantidad de 
personal que maneja y en la importancia de los 
bienes que produce y de los servicios que presta; 
pero ese poder no es autónomo ni se basa en la 
propiedad, sino que, en última instancia, depen-
de de una decisión del gobierno. 

Por todo ello, podrá concluirse que el empre-
sario público reúne condiciones del empresario 
privado (sobre todo por las tareas concretas que 
realiza) y del funcionario público (por la forma 
de designación, los objetivos y la naturaleza de 
su poder) pero que, en definitiva, se acerca más 
a este último. 

I I I . SIGNIFICADO DE LAS EMPRESAS PÚBLICAS EN LOS PRINCIPALES SECTORES EN QUE ACTÚAN 

De la rápida visión global del cuadro 4 se des-
prende la actuación preponderante de las em-
presas públicas en algunos sectores de la eco-
nomía vinculados a la infraestructura y a la 
provisión de ciertos servicios e insumos. A con-
tinuación se describirá a grandes rasgos el papel 
que desempeñan las empresas públicas en los sec-
tores de transporte ferroviario, de navegación 
marítima y aérea, petrolero, de energía eléctrica 
y siderúrgico. Como no se trata de estudiar el 
funcionamiento general de esos sectores, sino de 
reseñar el papel de las empresas públicas, el aná-
lisis que sigue se limitará a señalar su impor-
tancia relativa dentro de cada rama de actividad 
y el resultado de la explotación. 

1. Las empresas ferroviarias 

a ) Importancia relativa 

En América Latina, la casi totalidad del trans-
porte ferroviario lo prestan empresas del estado. 
Sobresalen la Argentina, el Brasil y México con 
25 000 a 28 000 millones de unidades técnicas 

de tráfico en orden decreciente, les siguen 
Chile (4 600 millones) y Colombia, Perú y Uru-
guay (que oscilan entre 1 000 y 1 500 millones). 
En todos estos casos, la única empresa privada 
es la Peruvian Corporation Limited (del Perú, 
con 610 millones de UTT) (véase el cuadro 10). 
En los demás países de la región, la importancia 
del transporte ferroviario es relativamente es-
casa y las cifras de UTT son poco significativas. 

Para apreciar la importancia de os sistemas 
ferroviarios es conveniente utilizar el monto de 
los gastos de operación y el personal que ocupan, 
ya que los gastos de capital varían mucho de un 
año a otro. En este aspecto, los gastos de explo-
tación de los ferrocarriles argentinos y mexica-
nos oscilan entre el 17 y el 18% de los gastos 
de consumo del gobierno general; esta propor-
ción disminuye al 12% en Chile, al 9% en el 
Brasil y al 5.5% en Colombia. En cuanto a la 
fuerza empleada por las empresas ferroviarias. 

Las unidades técnicas de tráfico ( U T T ) equiva-
len a la suma de toneladas-kilómetros útiles y pasaje-
ros-kilómetros transportados. Constituye un indicador 
del volumen de tráfico. 
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Cuadro 31 

AMÉRICA LATINA: OCUPACIÓN, REMUNERACIO-
NES Y PRODUCTIVIDAD EN LOS 

FERROCARRILES 

Remune-
Personal ración UTT/ 

Año ocupado media persona 
( miles) ( dólares ( miles) 

de ¡960) 

Argentina 1950 189 1792 155 Argentina 
1960 211 1607 146 
1968 156 1649 177 

Bolivia 1968 6 1043 98 

Brasil 1950 200 892 92 
1960 204 1135 128 
1968 157 1206 166 

Colombia 1950 14 96 
1960 11 1189 130 
1968 11 1572 131 

Chile 1950 22 2 579 187 
1960 25 2 948 157 
1968 24 2 502 183 

México 1952-1954 86 165 
1960 69 17Í9 263 
1968 80 2 436 313 

FUENTE: CEPAL El Transporte en América Latina, 
Nueva York, 1965, publicación de las Naciones Uni-
das, No. de venta 65.II.G.7. Asociación Latinoame-
ricana de Ferrocarriles (ALAF) , Anuario Estadís-
tico Latinoamericano, 1968. 

varía desde una cifra cercana a 160 000 perso-
nas en la Argentina y el Brasil, a 80 000 en los 
ferrocarriles mexicanos, 24 000 en los de Chile 
y poco más de 11 000 en los de Colombia. La 
menor ocupación en los ferrocarriles mexicanos 
—que sólo llega a la mitad de la de la Argen-
tina y del Brasil con un volumen de tráfico aná-
logo— se explica por la diferencia en la relación 
entre pasajeros-kilómetros y toneladas-kilómetros 
transportados, que en México es de 5 a 1 en fa-
vor del transporte de carga, mientras que en los 
demás países mantiene cierto equilibrio. 

b) Resultados financieros de la explotación 

Hacia 1950, los resultados financieros de la 
explotación de los ferrocarriles latinoamerica-
nos comenzaron a tornarse negativos. Entre las 
causas que provocaron esa situación está la no 
renovación oportuna de equipos y la insuficien-
cia de los gastos de mantenimiento del material 
y las vías, a los que se sumaron la política 
de tarifas reducidas y la competencia de otros 
tipos de transporte; además, en algunas oportu-
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nidadas se les utilizó como fuente de ocupación 
recargando así los gastos de operación. 

En 1960, el coeficiente de explotación en por-
centaje (relación gastos-ingresos de explota-
c ión) " se acercaba a 200 en el Brasil y en el 
Uruguay; en la Argentina y Chile pasaba de 
150 y en los demás países se situaba entre 111 
y 116. Dos años después, en 1962, esa situa-
ción se había deteriorado fuertemente, ya que 
ese coeficiente era superior a 250 en el Brasil y 
el Uruguay, había excedido los 200 en la Ar-
gentina y Chile, mientras que en Colombia, el 
Perú y México se mantenía en niveles relativa-
mente bajos (entre 124 y 134). Si se comparan 
esos coeficientes con los de 1968, se comprueba 
que en los últimos años ha ocurrido una evidente 
mejora. Es así como la situación en el Brasil 
se ha retrotraído a la de 1960 (192); no obstan-
te, en el Uruguay ese coeficiente continúa sien-
do sumamente alto (233), mientras que en la Ar-
gentina, Chile y México permanece en el nivel 
relativamente elevado de 143. A su vez, en el 
Perú la situación financiera no ha variado ma-
yormente y sólo en Colombia se volvió a obte-
ner un superávit de explotación (véase el cua-
dro 11). 

La situación descrita engloba a los principales 
sistemas de cada país y no refleja el estado par-
ticular de algunas empresas o líneas que puede 
ser muy diferente. Por ejemplo, la Rede Ferro-
viaria Federal, S. A., la más importante del Bra-
sil, registraba en 1968 un coeficiente de 186; 
y en el Perú, mientras los Ferrocarriles del Es-
tado tenían un coeficiente (incluidos los gastos 
de renovación) de 135, el de The Peruvian Cor-
poration Ltda. era prácticamente de equilibrio. 

Es difícil evaluar en forma objetiva la signifi-
cación de los déficit de explotación —que están 
representados por los coeficientes de explotación 
superiores a 100— que se registran en los dife-
rentes países. Una forma consiste en relacionar 
sus valores absolutos con el de los respectivos 
gastos de explotación. En el Brasil, Chile y el 
Uruguay los déficit representan alrededor de la 
mitad de esos gastos y en los casos de la Argen-
tina, México y el Perú tienen una significación 
que va del 26 al 30%. Desde otro ángulo, si se 
compara la magnitud de los déficit con el con-
sumo total de los respectivos gobiernos generales, 
representan entre el 16 y el 18% en la Argen-
tina, Chile y México y disminuyen a 9% en el 
caso del Brasil; estos indicadores reflejan la gra-
vedad de la situación financiera y su repercu-

Se excluyeron de los ingresos los subsidios y 
otros ingresos ajenos a la explotación. Entre los gastos 
no se consideraron los correspondientes a renovación 
de equipo. 



Argentina Bolivia Brasil Colombia Chi/e Perú México Uruguay 

Coeficientes é explotación" 
1945 81.6 96.6 69.3 99.2 102.0 
1950 123.8 81.6 136.0 103.2 136.9 104.2 101.9 134.6 
1955 127.9 91.2 159.9 110.2 151.3 102.7 123.2 193.1 
1960 156.9 143.2b 192.0 112.7 153.6 111.0 116.2 187.9 
1961 174.0 228.0 112.4 179.0 120.9 128.5 228.3 
1962 207.0 260.1 126.0 203.2 124.1 133.8 253.4 
1958 144.0 IIO.Ó 192.0 92.0 143.0 135.0 143.0 233.0 

Variación porcentual 1960-68 en términos reales 
Gastos de explotación — 26.0 — 16.0 + 22.0 - 15.0 — 11.0 + 27.0 — 9.0 
Ingresos de explotación — 20.0 — 16.0 + 49.0 - 8.0 — 27.0 + 3.0 — 27.0 
Déficit — 38.0 — 16.0 — - 27.0 + 130.0 + 174.0 + 11.0 

Brasil Colombia Chile Perú México Uruguay 

1945 
1950 
1955 
1960 
1961 
1962 
1958 

81.6 
123.8 
127.9 
156.9 
174.0 
207.0 
144.0 

81.6 
91.2 

143.2b 

110.0 

96.6 
136.0 
159.9 
192.0 
228.0 
260.1 
192.0 

fíe explotación'' 
69.3 

103.2 
110.2 
112.7 
112.4 
126.0 

92.0 

99.2 
136.9 
151.3 
153.6 
179.0 
203.2 
143.0 

104.2 
102.7 
111.0 
120.9 
124.1 
135.0 

Variación porcentual 1960-68 en términos reales 
Gastos de explotación — 26.0 . . . — 16.0 + 22.0 — 15.0 — 11.0 
Ingresos de explotación — 20.0 . . . — 16.0 + 49.0 — 8.0 — 27.0 
Déficit — 38.0 . . . — 16.0 — — 27.0 +130 .0 

102.0 
101.9 
123.2 
116.2 
128.5 
133.8 
143.0 

+ 27.0 
+ 3.0 
+ 174.0 

134.6 
193.1 
187.9 
228.3 
253.4 
233.0 

— 9.0 
— 27.0 
+ 11.0 

FUENTE: La misma del cuadro 10. 
" Relación gastos-ingresos de explotación, multiplicada por 100. Se excluyeron de los ingresos, los subsidios y 

otros nuevos ingresos ajenos a la explotación, y entre los gastos no se consideraron los correspondientes a re-
novación de equipo. 

I' Información correspondiente a 1959. 

sión en el incremento de los gastos fiscales por 
concepto de transferencias. 

Se han dado algunas circunstancias que en 
unos casos han hecho mejorar y en otros dete-
riorar la situación financiera de estas empresas 
entre 1960 y 

Del examen del cuadro 11, resulta que, entre 
1960 y 1968, de siete países considerados, en tres 
se redujo la magnitud de los déficit de explota-
ción, en otros tres países se incrementaron y so-
lamente en Colombia se registró un superávit. En 
estos resultados influyeron el comportamiento de 
las tarifas y los cambios en la composición del 
transporte de carga y pasajeros (véase el cua-
dro 12). Desde el lado de los gastos tienen es-
pecial importancia, debido a su alta incidencia, 
los egresos en remuneraciones determinados por 
las variaciones en el personal ocupado y del sa-
lario real medio; los gastos por concepto de man-
tenimiento, combustibles y energía eléctrica au-
mentaron en menor proporción que los referentes 
a remuneraciones. 

En los tres países que redujeron sus déficit de 
explotación se registraron disminuciones de las 
tarifas reales de carga, que fueron de 15% en 

13 Para fines de comparación, los valores y precios 
medios correspondientes a 1968 se deflacionaron por los 
índices de costo de vida, llevados a base 1960 = 100. 
En el caso de México se usó el deflaetor implícito del 
producto interno bruto. Se usa arbitrariamente como 
indicador de la productividad de la mano de obra, la 
relación unidades técnicas de tráfico-personal. Este in-
dicador pierde validez a medida que aumenta la dife-
rencia entre ambos tipos de transporte. Por ejemplo, 
en México la productividad media del personal ocupado 
es 1.8 veces mayor que en la Argentina, por predomi-
nar el transporte de carga sobre el de pasajeros, como 
va se mencionó. 

la Argentina, de 12% en el Brasil y de 25% 
en Chile; sin embargo, sus efectos sobre los in-
gresos de explotación fueron compensados en 
parte, principalmente en la Argentina, donde 
además de registrarse un incremento real de 
29% en las tarifas de pasajeros, se redujo la re-
lación entre los ingresos por carga y los ingresos 
por pasajero de 2.9:1 en 1960 a 1.7:1 en 1968. 
A su vez, en el Brasil y Chile, los deterioros de 
las tarifas de pasajeros alcanzaron a 4.2^ y a 
23.8%, respectivamente; en estos países no hubo 
cambios en la composición por origen de los in-
gresos. 

En la reducción de los gastos influyó la fuer-
te disminución del personal ocupado en la Ar-
gentina y el Brasil, acompañado de un aumento 
relativamente escaso de la remuneración media 
real; mientras que en Chile, donde la ocupación 
sólo tuvo una leve disminución, los salarios rea-
les se redujeron en 15%. 

El superávit que obtuvo Colombia obedeció 
al fuerte incremento de las tarifas de pasajeros 
(68%), acompañado de un estancamiento de las 
de carga, ambas en términos reales, mientras se 
mantenía la relación entre el tráfico de carga y 
el de pasajeros. El incremento relativamente me-
nor de los gastos provino, entre tanto, de una 
mejora de 32% en a remuneración media, mien-
tras la ocupación se mantenía en los niveles de 
1960. 

Por último, en los países cuyo déficit de ex-
plotación aumentó, hubo una fuerte disminución 
—del orden del 30%— en las tarifas reales de 
carga que, en el Perú y el Uruguay, se comple-
mentó con otra de parecida o mayor magnitud 
en las tarifas de pasajeros (46%). En México, 

2 7 



Cuadro 12 

AMÉRICA LATINA: TRAFICO E INGRESOS MEDIOS DE LOS FERROCARRILES 

Tráfico comercial Ingresos unitarios 
(Milésimas de dólar de 1960)i^ 

Carga 
(millones 
ton/km) 

J'asajeras 
( millones 

pasaj/km) 
Por ton/km 

Por 
pasaje-
ro/km 

Argentina 1950 16120 13 104 13.7 7.9 Argentina 
1960 15158 15 685 13.5 4.5 
1962 10 913 • • • 12.0 
1968 12 778 14 853 11.0 5.8 

Bolivia 1968 311 248 25.4 7.7 

Brasil 1950 8 267 10 093 18.5 5.1 
1960 12 820 15 395 8.9 2.4 
1968 12 997 13 173 7.8 2.3 

Colombia I960 768 598 20.5 4.7 
1968 1125 351 20.7 IS 

Chile 1950 2161 1956 20.0 9.0 
1960 2 025 1900 28.1 10.1 
1968 2 331 2 071 21.0 7.7 

México 1960 14004 4128 13.1 5.0 
1968 20 654 4 398 9.6 4.6 

Perú 1960 529 282 32.0 9.5 
1968 567 224 22.0 12 

Uruguay 1960 399 535 21.4 5.9 
1968 415 663 14.9 3.2 

FUENTE: La misma del cuadro 10. 
^ T>eilacionaáo por el índice de precios de consumo (saJvo en el caso de Méxcio, donde se usó e] deflactor im-

plícito del producto interno bruto) y convertido en dólares mediante el tipo de cambio de paridad. 

las tarifas de pasajeros se deterioraron relati-
vamente menos (8%), pero los ingresos totales 
por carga superan en cerca de 10 veces a los de 
pasajeros; por su parte, entre 1960 y 1968 el 
personal ocupado aumentó en 16%, mientras la 
remuneración media, a precios constantes, se in-
crementó en 42%. 

2. Las empresas navieras^* 

El cuadro 13 ofrece una visión general de la 
flota mercante latinoamericana,^® y muestra por 
separado el total de armadores estatales y priva-
dos. Se advierte que la Argentina y el Brasil 
poseen las mayores flotas nacionales y en con-

Sobre la evolución reciente del transporte marí-
timo latinoamericano, y en especial acerca de las po-
líticas marítimas seguidas, véase Estudio Económico de 
América Latina, 1969, publicación de las Naciones Uni-
das, No. de venta S.7I.II.G.1. 

15 No se ha considerado la flota registrada en Pa-
namá porque la gran mayoría de los barcos que uti-
lizan su bandera son ajenos a la región. 
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junto llegan al 57% del tonelaje total de Amé-
rica Latina. Un segundo grupo es el constituido 
por Chile, Colombia y Ecuador,i® Cuba, México 
y Venezuela, con el 34% del total. El restante 
9% se concentra en el Perú y el Uruguay (8%). 
Cabe recordar, desde otro punto de vista, que 
los buques nacionales latinoamericanos transpor-
tan un pequeño porcentaje del total de la carga 
marítima de cada país; el cuadro 14 muestra 
esa participación, medida por los fletes percibi-
dos por los buques nacionales y extranjeros. 

Los 33 armadores estatales poseen casi el 60% 
del tonelaje de registro bruto total de América 
Latina, considerando los buques de 1 000 y más 
toneladas de registro bruto. A su vez, los 124 
armadores privados representan sólo el 40% de 
la flota. Además, en todos los países, con excep-
ción de Venezuela y el Uruguay, la edad media 

1® Debido a la gran importancia de la Flota Mercan-
te Grancolombiana, pertenciente a Colombia y el Eua-
dor, generalmente se toman en conjunto las marinas 
de esos dos países. 



Cuadro 13 

PARTICIPACIÓN D E LOS A R M A D O R E S E S T A T A L E S EN LA FLOTA M E R C A N T E D E AMÉRICA L T A I N A 
A L lo . DE E N E R O D E 1969^ 

Toneladas de registro bruto 

Armadores Unidades Edad media 
( años) 

Cifras 
absolutas 

fodel 
total 

de la flota 
nacional 

Argentina 
Empresa Líneas Marítimas Argentinas 45 17.8 325 013 31.1 
Yacimientos Petrolíferos Fiscales 25 18.4 210 177 20.1 
Ministerio de Defensa Nacional 11 21.4 41 388 4.0 
Flota Fluvial del Estado Argentino 13 9.0 34 671 3.3 
Empresa Ferrocarriles del Estado Argentino 5 37.4 12 459 1.2 
Yacimientos Carboníferos Fiscales 2 25.0 6 691 0.7 

Total estatales 102 18.2 630 399 60.4 
Total privados 81 21.3 413 501 39.6 
Total general 183 19.5 1 043 900 100.0 

Brasil 
Fronape (PetroLras) 40 9.9 420 142 34.3 

Lloyd Brasileiro 69 13.6 373 524 30.6 
Ministerio da Marinha 6 14.8 22 068 1.8 

Companhia Siderúrgica Nacional 2 14.0 16 453 1.3 
Empresa de Navegagao Amazónica 7 12.4 9 238 0.8 

Total estatales 124 11.8 841425 68.9 
Total privados 92 14.7 380 552 31.1 
Total general 216 12.7 1221 977 100.0 

Chile 
Ministerio de Defensa Nacional 5 10.0 31 720 12.1 
Empresa Marítima del Estado 9 12.1 214«6 8.3 

Total estatales 14 10.9 53 206 20.5 
Total privados 28 12.9 205 985 79.5 
Total general 42 12.5 259 191 100.0 

Colombia/Ecuador 
Ministerio de Defensa Nacional de Colombia 5 8.7 46 588 19.4 
Flota Bananera Ecuatoriana 2 1.0 13 250 5.5 
Concesión de Salinas (Banco de la República 

de Colombia) 2 1.5 3 956 1.7 
Navenal 2 16.8 2 989 1.3 

Total estatales 11 7.1 66 783 27.9 
Total privados'' 30 8.9 172 332 72.1 
Total general 41 8.4 239 115 100.0 

Cuba 
Empresa Consolidada de Navegación Mambisa 39 9.8 229 380 94.0 
Flota Cubana de Pesca 7 3.4 9 094 3.7 
Empresa Consolidada del Petróleo 2 11.7 4 579 1.9 
Empresa Consolidada del Cemento 1 40.0 1039 0.4 

Total general 49 9.7 244 092 100.0 

República Dominicana 
Flota Mercante Dominicana 2 10.9 6 463 67.5 

Total privados 2 28.4 3117 32.5 
Total general 4 23.4 9 580 100.0 

Guatemala 
Flota Mercante Gran Centroamericana 2 9.5 3 629 100.0 

México 
Pemex 21 5.9 230 754 81.6 
Caminos y Puentes Federales 1 5.0 2 531 0.9 

Total estatales 22 5.9 233 285 82.5 
Total privados 14 14.1 49 475 17.5 
Total general 36 7.4 282 760 100.0 

Véanse las notas al finalizar el cuadro. C Continúa) 
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Cuadro 13 (continuación) 

Toneladas de registro bruto 

Armadores Unidades Edad media 
(años) 

Cifras 
absolutas 

%del 
total 

de la jlota 
nacional 

Nicaragua 
Mamenic 

Total privados 
Total general 

5 
1 
6 

16.1 
36.0 
21.4 

11116 
4105 

15 221 

73.0 
27.0 

100.0 

Paraguay 
Flota Mercante del Estado 14 7.5 15 713 100.0 

Perú 
Compañía Peruana de Vapores 
Ministerio de Marina 

Total estatales 
Total privados 
Total general 

7 
9 

16 
12 
28 

8.1 
14.5 
11.1 
19.7 
14.7 

57 304 
51089 

108 393 
78 498 

186 891 

30.7 
27.3 
58.0 
42.0 

100.0 

Uruguay 
Ancap 
Ministerio de Defensa Nacional 
Administración Nacional de Puertos 

Total estatales 
Total privados 
Total general 

3 
1 
3 
7 

11 
18 

23.0 
7.0 

31.6 
20.1 
17.9 
18.9 

22 719 
18 584 
15 878 
57 181 
69 009 

126 190 

18.0 
14.7 
12.6 
45.3 
54.7 

100.0 

Venezuela 
C. A. Venezolana de Navegación 

Total privados 
Total general. 

12 
23 
35 

13.7 
11.9 
12.1 

45 726 
264 703 
310 429 

14.7 
85.3 

100.0 

América Latina 
Estatales (33 armadores) 
Privados (124 armadores) 

Total general 

380 
294 
674 

12.8 
15.8 
13.9 

2 317 411 
1 641 277 
3 958 688 

58.5 
41.5 

100.0 

FUENTE: Instituto de Estudios de la Marina Mercante Iberoamericana, La Marina Mercante Iberoamericana, Bue-
nos Aires, 1969. 

^ Incluye sólo buques de autopropulsión de 1 000 toneladas de registro bruto a más. 
En la Flota Mercante Grancolombiana, incluida en el total de los armadores privados, tiene participación mi-
noritaria el Gobierno del Ecuador. La empresa cuenta con 24 buques con un total de 158 915 toneladas de re-
gistro bruto, lo que significa el 66.5% del total del tonelaje de registro bruto de Colombia y Ecuador. 

de las flotas estatales es menor que la de las 
privadas. 

Si se considera únicamente la flota estatal, 
el Brasil y la Argentina totalizan el 63.5% ; le si-
guen Cuba y México que suman el 20.6%. A 
continuación, con totales muy inferiores, figu-
ran Chile, Colombia y Ecuador y Venezuela, por-
que en ellos predomina la flota privada frente a 
la estatal. 

El cuadro 15 presenta las treinta mayores em-
presas navieras de Latinoamérica. También en 
este caso se comprueba que los armadores esta-
tales son los propietarios de la mayor parte de 
la flota total, ya que los diecisiete armadores pri-
vados incluidos en la lista representaron sólo un 
tercio del tonelaje total de las treinta empresas. 
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Entre los años 1964 y 1969, el tonelaje de re-
gistro bruto de la flota total de América Latina 
se incrementó en 10%, no obstante la disminu-
ción del número de barcos en actividad (véase 
el cuadro 17). El sector privado responde en ma-
yor medida por ese incremento, pues el sector 
público redujo su participación de un 61.9 a un 
58.5%. Esa tendencia general es el reflejo de si-
tuaciones similares en todos los países, con ex-
cepción de Chile y Colombia/Ecuador, precisa-
mente dos de las flotas mercantes donde predo-
mina el sector privado. Estos cambios han sido 
relativamente menores y no han alterado la po-
sición relativa de los sectores estatal y privado, 
excepto en el Uruguay, donde los armadores es-
tatales disminuyeron del 65 al 45% en el pe-



Cuadro 14 

AMÉRICA LATINA: F L E T E S MARITIMOS EN E L COMERCIO EXTERIOR, 1967 
(Millones de dólares y porcentajes) 

Fletes Percibi- Fletes Percibi- Percibi- Percibi- Porcen-
totales dos por Por- totales dos por Por- Total dos por dos por taje en 
por im- buques cen- por ex- buques cen- de buques buques buques 
porta- nacio- taje porta- nacio- taje fletes nacio- extran- nacio-
ciones nales ciones nales nales jeros nales 

Argentina 99.8 24.9 25 199.8 18.0 9 299.6 42.9 256.7 14 
Bolivia 19.S — — 20.0 — — 39.3 — 39.3 — 

Brasil 219.7 93.3 42 207.0 33.6 16 426.7 126.9 299.8 30 
Colombia 42.0 11.4 27 101.0 5.2 5 143.0 16.6 126.4 12 
Costa Rica 17.2 1.4 8 35.0 0.8 2 52.2 2.2 50.0 4 
Chile 68.5 17.0 25 93.0 12.1 13 161.5 29.1 132.4 18 
Ecuador 17.3 4.2 24 52.7 3.0 6 70.0 12 62.8 10 
El Salvador 19.0 — — 18.0 — — 37.0 — 37.0 — 

Guatemala 19.7 — — 18.0 0.1 1 37.7 0.1 37.6 — 

Haití 3.8 — — 3.5 — — 7.3 — 7.3 — 

Honduras 14.3 0.6 4 56.0 0.2 — 70.3 0.8 69.5 1 
México 53.0 12.0 23 150.0 8.0 5 203.0 20.0 183.0 10 
Nicaragua 27.4 4.8 18 15.5 2.1 14 42.9 6.9 36.0 16 
Panamá 21.2 — — 50.5 — — 71.7 — 71.7 — 

Paraguay 9.7 3.0 31 9.9 1.8 18 19.6 4.8 14.8 24 
Perú 69.0 13.0 19 157.0 5.0 3 226.0 18.0 208.0 8 
República Dominicana 16.5 — — 22.0 3.8 17 38.5 3.8 34.7 10 
Uruguay 26.0 9.7 37 11.0 1.7 15 37.0 11.4 25.6 31 
Venezuela 82.0 19.2 23 700.0 41.8 6 782.0 61.0 721.0 8 

Total 845.4 214.5 25 1 919.9 137.2 7 2 765.3 351.7 2 413.6 13 

Total países de la ALALC 
(excepto BoHvia) 6S7.0 207.7 30 I 68 L4 1302 8 2 368.4 337.9 2 030.5 14 

FUENTE: Países de la ALALC (excepto Bolivia) : Programa de Transporte OEA/ALALC; otros países, Fondo Monetario Internacional y estimaciones de la CEP AL. 

üo 



Cuadro 31 

LOS 30 MAYORES ARMADORES LATINOAMERICANOS POR ORDEN DE IMPORTANCIA DE TONELA-
DAS DE REGISTRO BRUTO'» A L lo . DE ENERO DE 1969 

Estaíal(E) Tonelaje Edad 
Armador y país 0 Unidades de registro promedio Armador y país 

privado(P) bruto ( años) 

FRONAPE (Brasil) E 40 420 142 9.9 
Lloyd Brasileiro (Brasil) E 69 373 524 13.6 
ELMA (Argentina) E 45 325 013 17.8 
PEMEX (México) E 21 230 574 5.9 
Empresa Consolidada de Navegación 

MAMBISA (Cuba) E 39 229 380 9.8 
Y P F (Argentina) E 25 210 177 18.4 
Flota Mercante Grancolombiana 

(Colombia/Ecuador) P 24 158 915 8.3 
Creole Petroleum (Venezuela) P 6 117 254 10.5 
Compañía Shell de Venezuela (Venezuela) P 6 104 216 11.4 
Compañía Sudamericana de Vapores (Chile) P 10 95 364 7.7 
PETROMAR (Argentina) P 10 76 009 18.7 
Navegagao Mercantil S.A. Navem y otros 

(Brasil) P 5 65 400 1.2 
Estrella Marítima (Argentina) P 9 64 929 17.7 
Compañía Peruana de Vapores (Perú) E 7 57 304 8.1 
Ministerio de Marina (Perú) E 9 51089 14.5 
SONAP (Chile) P 3 50 716 15.4 
Ministerio de Defensa Nacional (Colombia) E 5 46 588 8.7 
CAVN (Venezuela) E 12 45 726 13.7 
Transportadora Marítima Mexicana (México) P 12 44155 12.9 
Navegagao NETUMAR (Brasil) P 9 43113 8.3 
Ministerio de Defensa Nacional (Argentina) E 11 41388 21.4 
LIBRA (Brasil) P 14 38 323 13.0 
La Naviera (Argentina) P 8 37 642 27.4 
GOTAAS L A R S E N (Argentina) P 3 37 508 21.0 
ASTRAMAR (Argentina) P 3 35 845 16.4 
EFFDEA (Argentina) E 13 34671 9.0 
TRANSMARITIMA del Plata (Argentina) P 2 31 967 22.3 
Ministerio de Marina (Chile) E 5 31 720 10.0 
Frota Oceánica Brasileira (Brasil) P 2 30 238 1.5 
ESSO Uruguay (Uruguay) P 1 29139 11.0 

Resumen: 

Tonelaje % sobre tonelaje de registro 
U nidades de registro bruto total de los 30 

bruto mayores armadores 

Armadores estatales (13) 301 2 097 476 66.4 
Armadores privados (17) 127 1060 733 33.6 

Total (30) 428 3 158 209 100.0 

FUENTE: La misma del cuadro 13. 
i» Incluye sólo buques de autopropulsión de 1000 toneladas de registro bruto o más. 

En el capital de la Grancolombiana tiene participación, aunque minoritaria, el Gobierno del Ecuador. 

ríodo considerado; a su vez, el sector estatal au-
mentó significativamente su participación en 
Chile (de 15 a 20%) y en Colombia y Ecuador 
(de 11 a 28%). 

La flota que creció más rápidamente fue la 
cubana, que es totalmente estatal, y que logró 
así pasar del octavo al sexto lugar en las mari-
nas mercantes de América Latina y del cuarto al 
tercero en las flotas estatales. 

La preponderancia del Estado en el transporte 
marítimo de América Latina, se reafirma si se 
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consideran que los encargos de nuevos barcos 
efectuados por los armadores estatales sumaban 
el 60% del tonelaje total en constrticción o con-
tratado al lo. de enero de 1969 (véase el cua-
dro 16). A ese respecto, cabe destacar la conti-
nuación de la política brasileña de expansión de 
su flota mercante estatal, que correspondió al 
65% del total del tonelaje encomendado. Por otra 
parte, si se considera la relación entre el tonela-
je en construcción o contratado y el tonelaje 
existente de los armadores estatales, los casos más 



Cuadro 14 
AMÉRICA LATINA: BARCOS EN CONSTRUCCIÓN O CONTRATADOS AL lo. DE ENERO DE 1969 POR LOS ARMADORES ESTATALES Y PRIVADOS'^ 

Armadores estatales Armadores privados Total Tasa de renovación^ 

Unidades 
Toneladas 
de registro 

bruto 

% sobre el tone-
laje de regis-

tro bruto total 
Unidades 

Toneladas 
de registro 

bruto 

% sobre el tone 
taje de regis-
tro bruto total 

Unidades 
Toneladas 
de registro 

bruto 

Armado-
res esta-

tales 

Armado-
res pri-
vados 

Total 

Argentina 6 35 300 68.8 4 16000 31.2 10 51300 5.6 4.0 4.9 

Brasil 25 573 200 65.0 44 308 844 35.0 69 882 044 68.1 81.2 72.2 

Chile 6 66 000 100.0 — — — 6 66 000 124.0 — 25.5 

Colombia/ 
Ecuador 2 21000 100.0 2 21000 _ 12.2 8.8 

Cuba 3 36 000 100.0 — — — 3 36 000 14.7 — 14.7 

República 
Dominicana 

Guatemala — — — — — — — __ — — 

México 2 16 750 22.2 5 58 700 77.8 7 75 450 7.2 118.6 26.7 

Nicaragua — — — — — — — — — — — 

Paraguay — — — — — — — — — — — 

Perú 12 112 616 100.0 — — — 12 112 616 103.9 — 60.0 

Uruguay 1 20 000 100.0 — — — 1 20000 35.0 — 15£ 

Venezuela — — — 6 164 280 100.0 6 164 280 — 62.1 52.9 

Total 55 859 866 60.2 61 568 824 39.8 116 1 428 690 37.Z 34.7 36.1 

FUENTE: La misma del cuadro 13. 
® Incluye sólo barcos autopropulsados de 1 000 toneladas de registro bruto o más. 

Tonelaje de registro bruto en construcción o contratado x 100 
•> Tasa de renovación = 

Tonelaje de registro bruto existente en operación 

W> 
ba 



Cuadro 

AMÉRICA LATINA: FLOTA MERCANTE 

Al lo. de enero de 1964 

Armadores estatales Armadores privados Total 

País Toneladas Toneladas Toneladas 
Uni- de re- Or- Uni- de re- Uni- de re- Or-

dades gistro den dades gistro dades gistro den 
bruto bruto bruto 

Argentina 138 781951 2o. 78 418 110 216 1200 061 lo. 
Brasil 145 861 477 lo . 91 250 451 236 1111928 2o. 
Chile 13 41887 8o. 39 238 941 52 280 828 3o. 
Colombia/Ecuador 3 15 435 9o. 32 118 547 35 133 982 7o. 
Cuba 32 126 755 4o. — — 32 126 755 8o. 
República Dominicana 4 11886 l i o . 1 1167 5 13 053 l io . 
Guatemala 2 3 629 13o. — — 2 3 629 13o. 
México 18 149 295 3o. 11 45 426 29 194 721 5o. 
Nicaragua 4 9 793 12o. — — 4 9 793 12o. 
Paraguay 12 13 365 10o. — — 12 13 365 10o. 
Perú 21 111 641 5o. 9 32 003 30 143 644 6o. 
Uruguay 8 62 824 6o. 8 33 490 16 96 314 9o. 
Venezuela 11 42 075 7o. 23 234 824 34 276 899 4o. 

Total 411 2 232 013 292 1 372 959 703 3 604 972 

FUENTE: La misma del cuadro 13. 
^ Incluye sólo buques de autopropulsión de 1000 toneladas de registro bruto o más. 

significativos son los de Chile y el Perú, cuyas 
tasas de renovación alcanzaban a 124 y a 104%, 
respectivamente. 

3. Las empresas aéreas 

a) Importancia relativa 

En casi todos los países latinoamericanos, el 
sector público comparte con el privado la explo-
tación del transporte aéreo. De las catorce em-
presas más importantes de la región —hay ade-
más una multitud de pequeñas empresas gene-
ralmente de carácter privado— la mitad son pri-
vadas y reúnen cerca del 55% del transporte de 
pasajeros y alrededor del 60% del de carga. 
Entre las empresas públicas más importantes, se 
destacan Aerolíneas Argentinas, con un volumen 
de tráfico de 1.6 millones de pasajeros-kilómetros 
y 44 millones de toneladas-kilómetros de carga y 
Aeronaves de México que transportó 1.5 y 18 mi-
llones, respectivamente. El volumen de transporte 
de pasajeros de VIASA y la LAN alcanza a unos 
670 000 pasajeros-kilómetros; sin embargo, el vo-
lumen de carga supera al de la empresa mexica-
na (véase el cuadro 18). 

En cuanto a las características de operación 
de las empresas más importantes de América La-
tina, no se observan en general diferencias entre 
las empresas públicas y privadas, salvo, natu-
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raímente, en el caso de vuelos internos y escalas 
que a pesar de no ser rentables las empresas es-
tatales mantienen algunas veces con fines socia-
les o de integración nacional. Ambos tipos de 
empresas ojieran tanto servicios internos como 
internacionales. Aerolíneas Argentinas (estatal) 
y VARIG (privada) dirigen la mayor parte de 
sus vuelos hacia el exterior. En otros casos, en 
empresas estatales como Cubana de Aviación, 
LAN y Aeronaves de México o en AVIANCA, 
que es privada, el servicio al exterior se equipa-
ra más o menos con el interno. 

Las empresas aéreas de menor importancia 
relativa que la principal, sea estatal o privada, 
realizan la mayor parte de sus operaciones inter-
namente. Es el caso de Cruzeiro do Sul y VASP 
en el Brasil, LADECO en Chile, Aeropostal Ve-
nezolana, etc. 

b ) Resultados financieros de la explotación 

La rentabilidad de la explotación de las prin-
cipales empresas de la región —tanto públicas 
como privadas— comúnmente es baja, lo que 
puede atribuirse a varios factores. En primer lu-
gar, las empresas que operan servicios internos 
por lo general —aunque no siempre— deben 
mantener tarifas relativamente bajas, ya sea por 
motivos de fomento o para adecuarlas a los ni-
veles de precios internos. Por otra parte, para 



Armadores estatales Armadores privados Total Variación % entre 1/1/64 y 1/1/69 

Toneladas Toneladas Toneladas Arma- Arma-
Uni- de re- Or- Uni- de re- Uni- de re- Or- dores dores To-

dades gistro den dades gistro dades gistro den esta- pri- tal 
bruto bruto bruto tales vados 

102 630 399 2o. 81 403 501 183 1 043 900 2o. — 19.4 — 1.1 —13.1 
124 841 425 lo. 92 380 552 216 1 221 977 lo. — 2.3 51.9 9.9 

14 53 206 8o. 28 205 985 42 259 191 5o. 27.0 — 13.8 — 7.7 
11 66 783 6o. 30 172 332 41 239115 7o. 332.7 45.4 78.5 
49 244 192 3o. — ,—. 49 244 092 6o. 92.6 — 92.6 

2 6 463 12o. 2 3117 4 9 580 12o. - - 45.6 167.1 —26.0 
2 3 629 13o. — — 2 3 629 13o. — — — 

22 233 285 4o. 14 49 475 36 282 760 4o. 56.3 8.9 45.2 
5 11116 l i o . 1 4105 6 15 221 l i o . 13.5 55.4 

14 15 713 10o. — — 14 15 713 10o. 17.6 — 17.6 
16 108 393 5o. 12 78 498 28 186 891 8o. — 2.9 145.3 30.1 
7 57 181 7o. 11 69 009 18 126 190 9o. — 9.0 106.1 31.0 

12 45 726 9o. 23 264 703 35 310 429 3o. 8.7 12.7 12.1 

380 2 317 411 294 I 641 277 674 3 958 688 3.8 19.5 9.8 

Total 
Toneladas de registro bruto 

Variación % entre 1/1/64 y 1/1/69 

Uni-
dades 

bruto bruto 

Toneladas 
de re-
gistro 
bruto 

Or-
den 

Arma-
dores 
esta-
tales 

Arma-
dores 
pri-

vados 

To-
tal 

102 
124 

14 
11 
49 
2 
2 

22 
5 

14 
16 
7 

12 

630 399 
841 425 

53 206 
66 783 

244 192 
6 463 
3 629 

233 285 
11116 
15 713 

108 393 
57 181 
45 726 

2o. 
lo. 
8o. 
6o. 
3o. 

12o. 
13o. 
4o. 

l i o . 
10o. 
5o. 
7o. 
9o. 

81 
92 
28 
30 

14 
1 

12 
11 
23 

403 501 
380 552 
205 985 
172 332 

3117 

49 475 
4105 

78 498 
69 009 

264 703 

183 
216 

42 
41 
49 

4. 
2 

36 
6 

14 
28 
18 
35 

380 2 317 411 294 1 641 277 674 

1 043 900 
1 221 977 

259 191 
239115 
244 092 

9 580 
3 629 

282 760 
15 221 
15 713 

186 891 
126 190 
310 429 

,9 958 688 

2o. 
lo. 
5o. 
7o. 
6o. 

12o. 
13o. 
4o. 

l i o . 
10o. 
8o. 
9o. 
3o. 

- 19.4 
- 2.3 

27.0 
332.7 

92.6 
- 45.6 

56.3 
13.5 
17.6 

- 2.9 
- 9.0 

8.7 

3.8 

- 1 .1 
51.9 

- 13.8 
45.4 

167.1 — 

8.9 

145.3 
106.1 

12.7 

19.5 

-13.1 
9.9 

- 7.7 
78.5 
92.6 

-26.0 

45.2 
55.4 
17.6 
30.1 
31.0 
12.1 

9.8 

sus vuelos internacionales suelen aplicar tarifas 
fijadas en convenios internacionales, con las que 
deben financiar, además de los gastos normales 
de explotación, los eventuales déficit que le pro-
duzcan los servicios internos. Es decir, que la 
posibilidad de obtener superávit de explotación 
reside en la máxima reducción de los gastos. 

De un total de trece empresas examinadas, en 
cuatro se registran déficit de explotación: Aero-
líneas Argentinas, Cruzeiro do Sul, APSA y LAN, 
que alcanzó especial importancia en las dos úl-
timas, particularmente en LAN donde represen-
tó más del 40% de su cifra de ventas. Otras cin-
co empresas obtuvieron resultados de explotación 
relativamente bajos, que representaron entre 2.6 
y 4.1% de las ventas, entre las cuales están 
VARIG, AVIAN'CA, VIASA, Aeropostal Vene-
zolana y LACSA de Costa Rica, y sólo cuatro 
empresas registraron una rentabilidad que puede 
calificarse de satisfactoria, equivalente a alrede-
dor del 8% de las ventas; en esta última situa-
ción están Ecuatoriana de Aviación, Aeronaves 
de México (estatal). Aerovías Venezolanas y 
SAHSA de Honduras. 

Los ingresos de venta por unidad transporta-
da aparentemente sólo tuvieron influencia en el 
considerable déficit de LAN, que tiene el ingreso 
unitario de venta más bajo entre las empresas 
examinadas, y en los superávit relativamente al-
tos de Aerovías Venezolanas v de la empresa 

hondureña SAHSA. Los resultados de las otras 
empresas deberían, en consecuencia, atribuirse 
al mayor o menor volumen de los gastos de ex-
plotación, situación que es evidente en las em-
presas venezolanas, que junto con tener altos in-
gresos de venta por unidad de transporte regis-
tran igualmente altos egresos unitarios de 
explotación. (Véanse los cuadros 19 y 20). 

4. Las empresas petroleras 

a) Importancia relativa 

En los países petroleros latinoamericanos 
—con la sola excepción de Venezuela que es el 
gran exportador de la región— las empresas es-
tatales manejan la mayor parte de la extracción 
y refinación del petróleo (véase el cuadro 21). 
En cada país varían las formas jurídicas de or-
ganización, la explotación data de diferentes 
épocas y su grado de importancia es desigual; sin 
embargo, en general son rentables, financian 
gran parte de sus gastos de capital y realizan un 
porcentaje significativo de la inversión de cada 
país. La mano de obra que emplean depende de 
la magnitud de las explotaciones y oscila alre-
dedor de 34 000 personas en la Argentina y el 
Brasil y de 4 000 en Bolivia, Chile y Colombia 
(Véase el cuadro 22). 

En la Argentina, la producción de petróleo 
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Países y empresas Propiedad 
Kilómetros 

volados 
Pasajeros 
( pasajeros-
kilómetros) 

Tráfico 

Carga 
(toneladas-

kilómetros) 

Total b 
(toneladas-
kilómetros) 

Utiliza-
ción de 
la capa-

cidad de 
transporte 

• (porcen-
taje) 

Países y empresas Propiedad 

(Miles) 

Utiliza-
ción de 
la capa-

cidad de 
transporte 

• (porcen-
taje) 

Argentina 42 500 1 961 510 60 780 248 730 58.0 
Aerolíneas Argentinas Estatal 31786 1 614 966 44167 201 343 52.8 

Brasil 92 400 3 913 510 135 700 466 710 56.0 
Varig Privada 48137 2 503 538 123 945 346 651 58.1 
Cruzeiro Do Sul Privada 18 335 682 015 7 335 62 404 54.6 
Viagao Aérea Sao 

Paulo (VASP) Estatal 17 273 550 544 5 607 47 627 53.1 

Colombia 46 480 1 775 490 69 810 231 830 59.0 
Avianca Privada 31162 1 407 712 52 354 185 438 59.6 

Costa Rica 4 810 124 440 8 850 20 040 69.0 
Lacsa <= Estatal 86 200b 8148 15 897 68.9 

Cuba 6 600 345 090 7460 37 430 84.0 
Cubana de Aviación Estatal 7 288 445 613 7 999 47 560 87.4 

Chile 19 060 655 730 62 750 133 990 49.0 
Línea Aérea Nacional 

(LAN) Estatal 14 935 667 853 27 491 89 080 58.3 

Ecuador 9110 216 624" 4 950 25 070 57.0 
Ecuatoriana de Aviación ® Privada 7 930'' 189 lOO'i 3.585 21150 61.4 

México 50 590 2 884 240 40 760 288 230 49.0 
Aeronaves de México Estatal 25 459 1 400 100 17 657 140 921 47.4 
Mexicana de Aviación Privada 19 395 1 164 817 13 077 113 749 51.8 

Perú 18 430 694 480 17 210 79 190 51.0 
Aerolíneas Peruanas 

(APSA) Privada 10 828 647 632 10119 69 741 50.7 

Trinidad-Tabago 8 990 418 450 8 240 43 920 34.0 
British West Indies 
Airways Privada 8 681 416 611 8 303 44161 33.5 

Venezuela 28 870 995 070 39 330 131 040 42.0 
VIASA-Venezolana 

Internacional Estatal 13 450 683 300 40 323 106 810 41.7 
Línea Aeropostal 

Venezolana Estatal 137 040'' 1951 14 394 45.2 
Aerovías Venezolanas ° Privada 161 350'' 3 222 17 872 43.7 

América Latina ® 369 350 15 202 614 502 180 i 863 130 — 

Cuadio 18 

Tráfico 

Pasajeros Carga Total 
(pasajeros- (toneladas- (toneladas-
kilómetros) kilómetros) kilómetros) 

(MÜes) 

Utiliza-
ción de 
la capa-

cidad de 
transporte 

(porcen-
taje) 

:osta Rica 4 810 
Lacsa <= Estatal 

Cuba 6 600 
Cubana de Aviación Estatal 7 288 

Chile ^ 19 060 
Línea Aérea Nacional 

(LAN) Estatal 14 935 

Ecuador 9110 
Ecuatoriana de Aviación ® Privada 7 930'' 

México 50 590 
Aeronaves de México Estatal 25 459 
Mexicana de Aviación Privada 19 395 

Perú 18 430 
Aerolíneas Peruanas 

(APSA) Privada 10 828 

Trinidad-Tabago 8 990 
British West Indies 
Airways Privada 8 681 

Venezuela 28 870 
VIASA-Venezolana 

Internacional Estatal 13 450 
Línea Aeropostal 

Venezolana Estatal 
Aerovías Venezolanas ° Privada 

América Latina ® .969 .Wrt 

1 961 510 
1 614 966 

3 913 510 
2 503 538 

682 015 

550 544 

1 775 490 
1 407 712 

124 440 
86 200b 

345 090 
445 613 

655 730 

667 853 

216 624<i 
189 lOOd 

2 884 240 
1 400 100 
1 164 817 

694 480 

647 632 

418 450 

416 611 

995 070 

683 300 

137 040'3 
161 SSOd 

la 202 614 

60 780 
44167 

135 700 
123 945 

7 335 

5 607 

69 810 
52 354 

8 850 
8148 

7460 

7 999 

62 750 

27 491 
4 950 
3 585 

40 760 
17 657 
13 077 

17 210 

10119 

8 240 

8 303 

39 330 

40 323 

1951 
3 222 

an^ mn 

248 730 
201 343 

466 710 
346 651 

62 404 

47 627 

231 830 
185 438 

20 040 
15 897 

37 430 
47 560 

133 990 

89 080 

25 070 
21150 

288 230 
140 921 
113 749 

79 190 

69 741 

43 920 

44161 

131 040 

106 810 

14 394 
17 872 

58.0 
52.8 

56.0 
58.1 
54.6 

53.1 

59.0 
59.6 

69.0 
68.9 

84.0 
87.4 

49.0 

58.3 

57.0 
61.4 

49.0 
47.4 
51.8 

51.0 

50.7 

34.0 

33.5 

42.0 

41.7 

45.2 
43.7 

FUENTE: OACI, Desorrollo del Transporte Aerocivil, Estadística de Tráfico, febrero de 1970; LATA, World Air 
Transports Statistics, 1969. 

^ En algunos casos, las cifras que figuran en la información correspondiente a las compañías son superiores a 
las del país, lo que se debe a discrepancias entre las dos fuentes usadas. 
Incluye además de pasajeros y carga, equipaje y correo. 

" Corresponde a 1968. 
Estimaciones. 

® Comprende los 23 países de la región. 
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Cuadro 14 

A M É R I C A L A T I N A : I N G R E S O S Y G A S T O S D E E X P L O T A C I Ó N D E A L G U N A S E M P R E S A S A É R E A S Y R E S U L T A D O S F I N A N C I E R O S , 1968 

Activo 
en ma-
terial 

de vue-
lo equi-

po e 
insta-
lacio-
nes 

Venta 
de ser-
vicios 

Ingre-
sos de 
explo-
tación 

Gastos 
de ex-
plota-
ción 

Resul-
tados 
de ex-
plota-
ción 

Resul-
tados 
del 
ejer-
cicio 

Resultados de explotación 
en relación con: 

Material 
de vuelo, 
equipo e 
instala-

Venta 
de ser-
vicios 

Gastos 
de ex-
plota-
ción 

Gastos 
Venta de ex-
de ser- plota-
vicios ción 

Resul-
tados 

de ex-
plota-
ción 

Miles de dólares Porcentajes 
Centavos de dólar 

por tonelada-kilóme-
tro transportada 

Aerolíneas Argentinas Estatal 63 554 70 066 72171 —2105 —6 877 — 3.3 — 2.9 31.6 35.8 —1.0 

Cruzeiro do Sul (Brasil) Privada 39 220 23 372 22 777 23 235 — 458 224 — 1.2 — 2.0 — 2.0 39.9 39.7 —0.8 

VARIG (Brasil) Privada 97157 80 129 86 501 83 934 2 567 2134 2.6 3.2 3.1 28.3 29.4 0.9 

LAN (Chile) Estatal 40 247 15 866 18 251 24 905 —6 654 —2 608 —16.5 —41.9 —26.7 23.0 33.9 - 9 . 1 

AVIANCA (Colombia) Privada 58 596 53 854 56 844 54 654 2190 2 658 3.7 4.1 4.0 32.2 32.4 1.3 

LACSA (Costa Rica) Estatal 5109 5 373 5 638 5 449 189 158 3.7 3.5 3.5 33.8 32.6 1.2 

Ecuatoriana de Aviación Privada 3 241 6 685 7 640 7113 528 65 16.3 7.9 7.4 31.6 33.6 2.5 

SAHSA (Honduras) Privada 1374 3 211 3 611 3 329 282 254 20.5 8.8 8.5 54.6 49.2 4.2 

Aerolíneas Peruanas (APSA) Privada 25 808 15 862 16 377 18 606 —2 229 —1203 — 8.6 —14.1 —12.0 31.4 36.8 —4.4 

Aeronaves de México Estatal 45 946 48 921 45 520 3 401 3 037 7.4 7.5 38.2 37.9 2.8 

VIASA (Venezuela) Estatal 14015 33106 38 686 37 822 864 1971 6.2 2.6 2.3 44.9 51.3 1.2 

Aerovías Venezolanas Privada 11105 11 770 18138 17 202 936 2 280 8.4 8.0 5.4 65.9 96.3 5.3 

Línea Aeroposta! Venezolana Estatal 11556 10 393 12 376 12 083 293 293 2.5 2.8 2.4 72.2 83.9 2.1 

FUENTE: OACI, Compendio Estadístico No. 145; Datos Financieros, 1968. 
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Cuadro 31 

A M É R I C A L A T I N A : E S T R U C T U R A P O R C E N T U A L D E L O S G A S T O S D E E X P L O T A C I Ó N D E A L G U N A S 
E M P R E S A S A É R E A S , 1968 

Operaciones de 
vuelo Manteni- Depre- Derechos Gastos 

Sueldos miento ciación y gas- Servicios Ventas genera-
y gastos del ma- y amor- tos de a pa- y su pro- les y de Otros 

déla Total A rial de tiza- aero- sajeros moción adminis-
tripu- vuelo ción puertos tración 
lación 

Cruzeiro Do Sul (Brasil) 7.6 34.9 12.8 5 .1 14.2 8.5 19.8 4.6 0.1 
VARIG (Brasil) 9.2 24.8 12.2 8 .3 6.7 9.1 26.4 4.7 7.8 
LAN (Chile) 11.0 31.5 17.9 9.9 10.5 8.1 9.5 12.2 0.4 
AYIANCA (Colombia) 7.3 21.2 12.0 11.1 17.1 6.5 21.1 11.0 
Sociedad de Aeronavegación 

de Medellín (Colombia) 10.6 30.8 28.2 3.7 11.8 3.5 17.4 4.6 
LACSA (Costa Rica) 12.2 24.8 17.9 10.0 8.7 6.1 21.6 10.9 
Ecuatoriana de Aviación 7.1 28.3 11.7 7 .1 12.6 5.8 29.5 4.1 0.9 
SAHSA (Honduras) 8.6 33.8 5 .6 12 .0 20.8 3 .5 b 8.1 16.2 
TAN (Honduras) 4.8 30.7 15.9 6 .5 17.6 5.5 7.8 16.0 
Aerolíneas Peruanas 5.8 25.3 12.7 11.3 11.9 3.8 27.3 6.9 0.8 
Aerovías Venezolanas 7.7 20.7 25.7 17.8 3.7 2 .9 22.4 6.8 
Línea Aérea Postal Venezolana 8.6 23.0 22.8 8 .3 17.7 2.9 13.1 8.5 3.7 
VIASA (Venezuela) 4.9 38.7 10.5 7 .0 7.3 7.5 19.6 9.4 

Promedio simple 8.1 28.3 15.8 9.1 12.4 5.7 19.6 8.3 0.8 

FUENTE: OACI, Compendio Estadístico No. 145, Datos Financieros, 1968. 
^ Este rubro incluye sueldos y gastos de la tripulación. 
" Incluido en "Otros". 

crudo de la empresa estatal Yacimientos Petro-
líferos Fiscales (YPF) llegó, durante el último 
decenio, a alrededor del 70% del total nacional. 
Además de YPF, participan en la producción va-
rias empresas extranjeras y nacionales, en virtud 
de contratos con la empresa estatal; si se inclu-
yera su producción se llegaría a casi el 100%. 

De cualquier manera, el actual sistema de con-
tratos es distinto al de las antiguas concesiones, 
cuya importancia se redujo de 5.5% en 1960 a 
1.1% en 1969. En 1969, la producción de YPF 
alcanzó a 14.9 millones de m®; los mayores con-
tratistas fueron la Pan American y la Argentina 
Cities Service, que contribuyeron con 11.3 y 

Cuadro 21 

A M É R I C A L A T I N A : P A R T I C I P A C I Ó N D E L A S E M P R E S A S E S T A T A L E S E N L A P R O D U C C I Ó N 
N A C I O N A L D E P E T R Ó L E O C R U D O Y C A P A C I D A D D E R E F I N A C I Ó N , 1969 

(Porcentajes) 

País Empresa Producción Refinación 

Argentina Yacimientos Petrolíferos Fiscales ( Y P F ) 71.9'' 58.9 
Bolivia Yamicientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos (YPFB) 28.0» 100.0 
Brasil Petróleo Brasileiro (PETROBRAS) 100.0 98.3 
Colombia Empresa Colombiana de Petróleo (ECOPETROL) 18.5 55.3 
Cuba Empresa Petrolera Cubana (EPC) 100.0 100.0 
Chile Empresa Nacional de Petróleo (ENAP) 100.0 100.0 
México Petróleos Mexicanos ( P E M E X ) 100.0 100.0 
Perú Petróleos del Perú ( P E T R O P E R U ) 24.8 64.5 
Uruguay Administración Nacional de Combustibles Alcohol y 

Porüand (ANCAP) 100.0 
Venezuela Corporación Venezolana del Petróleo (CVP) 0.9 1.4 

FUENTE: CEPAL, a base de datos oficiales. 
» Se refiere a la producción por administración de Y P F . Si se añade la producción de las empresas contratistas 

de Y P F el porcentaje sube a 98.9%. 
^ Esta situación ha cambiado profundamente con la nacionalización de la Bolivian Gulf Oil Company, en octubre 

de 1969. 
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Cuadro 14 

AMÉRICA L A T I N A : E M P L E O D E MANO D E OBRA 
DE L A S E M P R E S A S P E T R O L E R A S E S T A T A L E S 

Año 
Personal ocu-
pado (obreros 
y empleados) 

Y P F (Argentina) 
Y P F B (Bolivia) 
P E T R O B R A S (Brasil) 
E N A P (Chile) 
E C O P E T R O L (Colombia) 

1969 
1969 
1969 
1968 
1969 

34 160 
4 899 

34 101 
4139 
3 601 

FUENTE: Memorias de las empresas y C E P A L a base 
de datos oficiales. 

11.1% respectivamente; en ese mismo año la 
concesionaria más importante, la Shell CAPSA, 
extrajo 124 000 m^. Pero no obstante el impor-
tante grado de autosuficiencia obtenido, en 1969 
las importaciones de petróleo crudo, derivados, 
lubricantes y gas licuado superaron los 98 mi-
llones de dólares. El cuadro 23 muestra su parti-
cipación en el mercado de derivados. 

En Bolivia, durante el último decenio y hasta 
la fecha de la expropiación de la Bolivian Gulf, 
cumplida en octubre de 1969, la participación 
de la empresa fiscal (Yacimientos Petrolíferos 
Fiscales Bolivianos) en el sector petrolero expe-
rimentó un continuo deterioro. Con anterioridad 
a 1955, YPFB era la única empresa que actuaba 
en el sector como consecuencia de la expropia-
ción de las antiguas concesiones. A partir de ese 
año, se instalaron otras empresas, entre ellas la 
Bolivian Gulf; en 1963 la producción de crudo 
de YPFB superaba 27 veces a la de la Bolivian 
Gulf, pero en 1968 y 1969, mientras YPFB pro-
dujo 497 000 y 661 000 m®, la Bolivian Gulf llegó 
a 1 886 000 y 1 385 000 m». Además, en 1969 
ambas empresas se repartían por mitades los ac-
tivos de la industria petrolera boliviana, no obs-
tante que la Bolivian Gulf no poseía ninguna re-

finería. Por otra parte, la empresa estatal tenía 
destinadas sólo el 27% de las reservas conoci-
das de petróleo crudo y condensado, frente al 
73% de la Bolivian Gulf; y con respecto a las 
reservas de gas, las de YPFB sólo llegaban a 
10%. Paralelamente se deterioró la posición re-
lativa de la empresa fiscal en las exportaciones, 
ya que el extraordinario aumento que la hizo 
pasar de 300 000 m» en 1963 a 1 700 000 m» en 
1968 estuvo en su mayor parte a cargo de la 
Bolivian Gulf (véase el cuadro 24). La situación 
cambió bruscamente en octubre de 1969, con la 
nacionalización de esta última, que transfirió 
todos sus bienes a YPFB, la cual pasó así a rea-
Hzar la totalidad de la producción. 

En el Brasil, la empresa fiscal PETROBRAS 
ejerce el monopolio de la producción y refina-
ción de petróleo, respetando en el último caso las 
concesiones anteriores a 1953; la situación ac-
tual se caracteriza por las fuertes importaciones 
de petróleo y por el virtual autoabastecimiento en 
refinados. Así, en 1968, la producción nacional 
de derivados abasteció 91% de la demanda in-
terna, porcentaje que en 1969 subió a 98%; 
pero en lo que respecta a la producción, se ha 
interrumpido en los últimos años el aumento 

Cuadro 24 

BOLIVIA: E X P O R T A C I O N E S DE P E T R Ó L E O 
(Miles de metros cúbicos) 

YPFB Bolivian 
Gulf 

Bolivian 
Oil Company Total 

1963 
1966 
1968 
1969 

107.9 
50.0 

402.0 
."SI 2.2 

245.2 
1 300.0 
1085.3 

20.5 
4.3 

128.4 
299.5 

1 702.0 
1 597.5 

FUENTE: Dirección General de Petróleo, cit, en Minis-
terio de Planificación y Coordinación, Estrategia so-
cío-económica del desarrollo nacional, 1971-1991, tomo 
II, pág. 394. 

Cuadro 23 

A R G E N T I N A : PARTICIPACIÓN D E YACIM IE NTOS P E T R O L Í F E R O S F I S C A L E S E N E L M E R C A D O 
NACIONAL D E DERIVADOS. 1969 

Producto Participación 
( vorcentaie) Producto Participación 

( vorcentaie) 

Gasolina de aviación 

Gasolina corriente 
Gasolina especial 
Oueroseno 

60.2 

55.7 
53.8 
.54.0 

FUENTE: Petrotecnía. iunio de 1970. 

Combustible para avión a 
retropropulsión 

Gasóleo 
Diesel oil 
Fuel ni] 

42 .0 
56.6 
71.6 
fil 1 



de la producción de petróleo nacional tratado 
en las refinerías. En 1967, aproximadamente el 
52% del petróleo crudo que se refinaba provenía 
de PETROBRAS, pero ese porcentaje se redujo 
en 1967 y 1968 a 45 y 42%, respectivamente. 
La causa de ello fue que, en ese período, la pro-
ducción de PETROBRAS se incrementó en 17% 
(llegó a 10.2 millones de m®), mientras el con-
sumo total de petróleo lo hizo en 32% (en tér-
minos de valor) y Ja carga de las refinerías na-
cionales aumentó en 49%. Se produjeron, pues, 
dos hechos paralelos: el aumento del consumo y 
el incremento de la participación de las refine-
rías nacionales en la oferta total de derivados. 
En los últimos años, PETROBRAS ha aumenta-
do su participación directa en la distribución de 
derivados de petróleo, que aumentó de 14.3% 
del abastecimiento total en 1968, a 17% en 1969; 
para ello, funcionaron 376 servicios en el país.̂ '̂  

En Chile, la empresa estatal (ENAP) monopo-
liza la producción y la refinación. En 1968 pro-

IT Véase P E T R O B R A S , Relatorio de actividades, 
1969. 

Gráfico I 
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Cuadro 31 

PRODUCCIÓN D E LA E N A P COMO P O R C E N T A J E 
D E L CONSUMO T O T A L D E DERIVADOS 

E N CHILE, 1968 

Porcentajes 
Derivados sobre el 

consumo 

Gasolina 
Queroseno 
Gas licuado 
Petróleo Diese] 
Petróleo combustible 

100 
100 
100 

95 
75 

FUENTE: Ministerio de Minería, Legislación y Estadís-
tica del Petróleo y Derivados, 1968. 

4 0 

FUENTE: ENAP, Memoria 1968. 

dujo el 55% del total de 4.3 millones de m® de 
petróleo crudo beneficiado; y en la refinación 
ha logrado el virtual autoabastecimiento (véase 
el cuadro 25). Pero contrariamente a la polí-
tica de empresas similares, la ENAP no partici-
pa directamente en la distribución de derivados, 
que está a cargo de empresas privadas nacionales 
y extranjeras; el gráfico I muestra la distribu-
ción del precio de los derivados del petróleo, en-
tre los tres perceptores: la empresa estatal, el 
fisco y los distribuidores. 

Por su parte, en México el monopolio de la 
producción, refinación y distribución de petró-
leo está a cargo de PEMEX; la producción total 
de petróleo crudo en 1968 fue del orden de 25.5 
millones de metros cúbicos, que fueron tratados 
en las refinerías nacionales. 

b) Resultados financieros de la explotación 

El cuadro 26 presenta algunos resultados fi-
nancieros de la gestión de las empresas petrole-
ras estatales, que muestran el porcentaje relati-
vamente elevado de su superávit de explotación 
en relación con las ventas y, en algunos casos, el 
capital. Los datos utilizados se tomaron de los 
balances de cada empresa, que tienen distintas 
normas de presentación contable, lo cual reduce 
la posibilidad de comparación entre ellas; pero 
de todos modos, pueden extraerse algunos índices 
significativos para evaluar el rendimiento de ca-
da empresa. 

Estas empresas son responsables de una eleva-
da proporción de la inversión bruta en capital 
fijo en sus respectivos países; en los casos de 
México, la Argentina y el Brasil, estos porcen-
tajes van de 8.2 a 3.8%. Asimismo, es muy ele-
vada la participación en el total de la inversión 
pública, que llega hasta casi el 22% en México 
y al 15% en el Brasil (véase el cuadro 27). 

En general, el erado de rentabilidad de estas 



Cuadro 31 

E M P R E S A S PETROLERAS E S T A T A L E S : ALGUNOS INDICADORES 
ECONÓMICO-FINANCIEROS, HACIA 1968-1969 

(Relaciones porcentuales) 

Y P F (Argentina) 
Y P F B (Bolivia) 
PETROBRAS (Brasil) 
ENAP (Chile) 
ECOPETROL (Colombia) 
PEMEX (México) 
CVP (Venezuela) 

Superávit de 
explotación 

Ingreso 
por ventas 

Utilidad bruta 

Ingreso 
por ventas 

30.7 

40.9 
19.0 
14.8'^ 

40.4 
34.9 
31.6=' 

20.0» 

Utilidad bruta 

Capital 

5i.8 
20.5a 

7.3" 

FUENTE: Memorias de las empresas y CEPAL a base de información oficial. 
Utilidad neta del período lo. de julio de 1967 al 30 de junio de 1968. Ingreso por ventas en ese período: 662.2 
millones de escudos. 
Se refiere a utilidades netas. 

Cuadto 27 

PARTICIPACION DE L A S EMPRESAS PETROLE-
RAS ESTATALES EN LA INVERSIÓN BRUTA FI JA 

TOTAL DEL PAÍS Y DEL SECTOR PÚBLICO, 
HACIA 1968-1969 

(Relaciones porcentuales) 

Partici-
pación en 
la inver-
sión fija 

total 

Participa-
ción en la in-

versión fi-
ja del sec-
tor público 

Y P F (Argentina) 
PETROBRAS (Brasil) 
ENAP (Chile) 
ECOPETROL (Colombia) 
PEMEX (México) 

4.4 
3.8 
2.4 
2.3 
8.2 

11.7 
15.2'» 
4.4 

10.7 
21.9 

FUENTE: Memorias de las empresas y CEPAL a base 
de información oficial. 

'' Se refiere solamente a la inversión del gobierno ge-
neral. 

empresas Ies permite financiar gran parte o la 
totalidad de esas inversiones mediante sus recur-
sos propios. Él cuadro 28 muestra el porcentaje 
de la inversión bruta fija y de los gastos de ca-
pital que se financia con recursos propios. 

5. Las empresas de electricidad 

a) Importancia relativa 

Como la generación y distribución de energía 
eléctrica satisfacen necesidades de interés gene-
ral, el Estado no sólo controla su producción y vi-
gila las tarifas sino que, en muchos casos, es el 
propietario de las empresas eléctricas; más aún. 

en la mayoría de los paísese latinoamericanos se 
manifiesta una clara tendencia hacia la oficializa-
ción del sector, pues la expansión de la capaci-
dad instalada se ha realizado de preferencia a 
través de empresas estatales. Por ejemplo, en la 
Argentina, mientras la generación de servicio 
público aumentó alrededor de 70% entre 1960 
y 1968, la de las empresas públicas se duplicó; 
en Chile esos porcentajes fueron del 60% y 86%, 
respectivamente; en México, con la nacionaliza-
ción del sector, todo el incremento correspondió 
a la empresa estatal; a su vez, en el Brasil las 
empresas subsidiarias de ELETROBRAS y las 
estaduales y mixtas (con capital minoritario de 
ELETROBRAS) producen actualmente más del 
60% de la demanda pública. 

Cuadto 28 

EMPRESAS PETROLERAS ESTATALES : FINAN-
CIAMIENTO DE LA INVERSIÓN Y DE LOS GAS-

TOS DE CAPITAL, HACIA 1968-1969 
(Relaciones porcentuales) 

Recursos 
propios'^ 

Inversión 
bruta Hi a 

Recursos 
propios^ 

Gastos de 
capital 

YPF (Argentina) 
PETROBRAS (Brasil) 
ENAP (Chile) 
ECOPETROL (Colombia) 
PEMEX (México) 

96.5 
117.6 
175.6 

77.7 
.•íiiñ 

81.4 
68.5 
91.9 
61.9 

FUENTE: Memorias anuales de las empresas y CEPAL 
a base de datos oficiales. 

^ Los recursos propios comprenden el superávit de ex-
plotación y otros ingresos propios de capital. 

4 1 
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Cuadro 29 

A M É R I C A L A T I N A : P R I N C I P A L E S E M P R E S A S E L É C T R I C A S D E SERVICIO P Ú B U C O , 1968» 

Pais y empresa Pro-
piedades'^ 

Generación Venías 

GIF/i 

Ingresos y gastos de explotación 
(millones de unidades monetarias de cada país) 

Ventas Ingresos 
totales Egresos Resultados 

Resulta-
dos en 
%del 
activo 

inmovi-
lizado 

Utilidad 
bruta de 
explota-
ción por 

kWh 
vendido 
( milési-
mos de 
dólar) 

Precio 
medio 

del kWh 
vendido 
(milési-
mos de 
dólar) 

Argentina 
Agua y energía eléctrica (A y E ) 
Servicios Eléctricos del Gran Buenos 

A¡res_ ( S E G B A ) 
Compañía Italo Argentina de Electricidad 

(CIAE) 

Brasil 
Eletrobras 
Central Elétrica de Sao Paulo 
Companhia Hidroeletríca de Sao Francisco 
Central Eletrica de Minas Gerais ( C E M I G ) 
Light-Serviges de Eletricidade S . A. 

Colombia 
Empresa de Energía Eléctrica de 

Bogotá ( E E E ) 

Chile 
Empresa Nacional de Electricidad 

( E N D E S A ) d 
Compañía Chilena de Electricidad 

( C H I L E C T R A ) 

Costa Rica 
Instituto Costarricense de Electricidad 

El Salvador 
Comisión Ejecutiva Hidroeléctrica del Río 

Lempa ( C E L ) 

México 
Comisión Federal de Electricidad' 

E 
13 471 

3 929 3 412 34 552.0 34552.0 28 461.0 6 091.0 4.8" 11.57 28.93 

E 6 306 5 429 67 100.0 67 789.0 49 555.0 18 234.0 21.7 14.81 35.31 

P 1087 974 13 323.0 14866.0 11262.0 3 604.0 8.8 15.78 39.07 

E 
E 
E 
E 
P 

34437 
12 280» 

2 553 
2838 
3155 

12 787 

6 522 

2 677 
2 535 
3150 

15 329 

97.0 
69.6 

123.3 
884.6 

97.9 
70.0 

123.6 
884.9 

62.0 
36.9 
70.7 

658.2 

35.9 
33.1 
52.9 

226.7 

6.2 
8.6 

11.1 
11.4 

6.84 
5.82 
5.77 
6.16 

9.45 
7.15 

10.21 
15.06 

E 1649 

4 348 

1453 261.3 270.5 125.8 144.7 10.0 8.03 10.61 

E 2 530 2 318 459.9 473.6 366.5 107.1 3.3 8.98 14.43 

P 1779 1942 473.9 487.5 417.5 70.0 5.0" 6.51 28.01 

E 
771 
497 

542 

486 64.3 64.5 50.0 14.5 3.7 11.28 18.00 

E 501 466 18.2 18.7 9.4 9.3 8.5 10.00 15.64 

E 
19 400 
17 200 13 908 2 877.3 2 889.8 1956.1 933.7 6.2 7.37 16.56 



Paraguay 
Administración Nacional de Electricidad 

(ANDE) E 

122 

119 90 679.5 689.4 477.6 211.8 3.6 23.7 60.00 

Panamá 
Compañía Panameña de Fuerza y Luz P 

553 
456 387 13.2 13.2 8.6 4.6 15.3E 17.1 34.09 

Perú 
Empresas Eléctricas Asociadas ( E E A ) P 

2 286 
1155 1565 1 320.0 1340.8 925.3 415.5 9.1 9.09 19.09 

República Dominicana 
Corporación Dominicana de Electricidad E 

700 
700 529 18.2 18.3 13.4 4.9 8.1 13.4 34.38 

Uruguay 
Usinas Eléctricas del Estado E 

1883 
1883 1513 . . , ... . . . ... 

Venezuela 
C.A. de Administración y Fomento 

Eléctrico (CADAFE)i> 
Electrificación del Caroni ( E D E L C A ) 
C.A. La Electricidad de Caracas 

E 
E 
P 

8 375 

2189 
2 690 
2 273 

1842 
2 554 
1924 

237.1 
35.2 

206.4 

237.8 
35.2 

207.2 

225.1 
14.3 

124.5 

12.7 
20.9 
82.7 

1.8 
10.4 
18.2 

7.55 
1.82 
9.31 

28.60 
3.07 

23.24 

América Latina 100 675 

90 679.5 689 .4 477.6 211.8 3.6 23.7 60 .00 

387 13.2 13.2 8 .6 4 .6 15.3E 17.1 34.09 

1565 1320.0 1340.8 925.3 415.5 9.1 9.09 19.09 

República Dominicana 700 
Corporación Dominicana de Electricidad E 700 529 18.2 18.3 13.4 4.9 8.1 13.4 34.38 

Uruguay 1883 
Usinas Eléctricas del Estado E 1883 1 513 

Venezuela 8 375 
C.A. de Administración y Fomento 

Eléctrico (CADAFE)i> E 2189 1 842 237.1 237.8 225.1 12.7 1.8 7.55 28.60 
Electrificación del Caroni ( E D E L C A ) E 2 690 2 554 35.2 35.2 14.3 20.9 10.4 1.82 3.07 
C.A. La Electricidad de Caracas P 2 273 1924 206.4 207.2 124.5 82.7 18.2 9.31 23.24 

América Latina 100 675 

FUENTE: Memorias y balances de las empresas. 
» Entre las empresas estatales ( E ) se han considerado además las municipales y las mixtas con participación minoritaria de capital privado. Las ventas 

incluyen energía comprada a otras empresas y se consideran a nivel de usuario, es decir, se dedujo el consumo propio de las empresas y las pérdidas de 
transmisión. Los gastos de explotación incluyen, además de los costos directos y de los gastos de administración, los de depreciación y amortización, así como 
los correspondientes a impuestos, excepto los que gravan las utilidades y dividendos. Se consideró como utilidad bruta de explotación solamente a la diferencia 
entre los ingresos de explotación y los costos directos y gastos de administración. Para los efectos de la comparación con los resultados de la explotación, no se 
consideraron las obras en construcción como activo inmovilizado, pero se tuvieron en cuenta las revalorizaciones y las correspondientes depreciaciones. Para la 
presentación de las dos últimas columnas en milésimos de dólar se utilizaron los siguientes tipos de cambio (moneda nacional por dó l a r ) : Argentina 350.0; 
Brasil, 3.83; Colombia, 16.95; Chile, 8.71, para 1968 y 11.52 para 1969; Costa Rica, 7.35; El Salvador, 2.50; México, 12.49; Paraguay, 126.0; Panamá y Re-
pública Dominicana, a la par ; Perú, 44.19 y Venezuela, 4.50 para 1967 y 1968. Los valores resultantes no son siempre comparables entre países, debido a que 
los tipos de cambio citados no son de paridad. 

•> El monto del activo incluye las instalaciones correspondientes a la explotación de agua potable, que no fue posible deducir. 
<= La generación corresponde al total de 16 empresas subsidiarias, entre las que se encuentra la de la Companhia Hidroelétrica de Sao Francisco, que se considera 

por separado. 
La generación y ventas que aparecen en las dos primeras columnas se refieren a 1968; todo el resto de la información corresponde a 1969. 

® En el activo no se consideró la revalorización pendiente de aprobación. 
' La generación solamente corresponde al período septiembre 1967-agosto 1968; el resto de la información se refiere a 1967. 
8 En el activo sólo se consideró la parte relativa a generación de electricidad, calculándose proporcionalmente la parte de la depreciación que se le dedujo. 

Corresponde al ejercicio de 1967. 
« Estatal ( E ) ; Privada ( P ) . 

US 



La coexistencia de empresas públicas y pri-
vadas —modalidad que es poco frecuente en 
otros sectores— es significativa en la energía 
eléctrica, ya que lejos de actuar en un mercado 
competitivo, complementan a menudo su produc-
ción en sistemas interconectados de distribución, 
y muchas veces una empresa privada vende la 
energía producida por la pública, o viceversa. 
Más aún, existen casos en que la programación 
de nuevas instalaciones se efectúa conjuntamente, 
con el fin de complementar las inversiones. Es 
así como continúan operando grandes empresas 
privadas, muchas de las cuales mantienen un 
constante programa de ampliación de su capa-
cidad de generación. 

Un ejemplo de la gran empresa estatal a cargo 
de los servicios de electricidad, lo constituye la 
Comisión Federal de Electricidad de México, or-
ganismo público descentralizado, con patrimo-
nio propio, creado en 1937. Desde 1960, a raíz 
de la nacionalización de la industria eléctrica, 
genera prácticamente la totalidad de la electrici-
dad para servicio público y constituye actual-
mente la empresa de este género más grande de 
la región. En el Paraguay, el Uruguay, la Repú-
blica Dominicana y prácticamente en El Salva-
dor, las empresas eléctricas del Estado son tam-
bién empresas únicas y cubren la totalidad de la 
demanda pública 

En el caso de Chile, la ENDESA, que fue cons-
tituida en 1943 como sociedad anónima y en la 
cual la Corporación de Fomento de la Produc-
ción posee el 97% de sus acciones, produce dos 
tercios de la generación para servicio público; el 
resto lo abastece casi en su totalidad una empresa 
privada, que a fines de 1970 se transformó en 
empresa mixta al adquirir el Estado el 51% de 
las acciones. 

En la Argentina, el Brasil y Venezuela, coexis-
ten dos o más empresas estatales o de capitales 
mixtos con empresas privadas. En la Argentina, 
por ejemplo, la empresa del Estado, Agua y Ener-
gía Eléctrica y la sociedad anónima SEGBA, 
que es también una empresa pública, aportan 
aproximadamente las tres cuartas partes de la 
generación para servicio público. Por su parte, 
en Venezuela operan dos compañías anónimas 
estatales: CADAFE y EDELCA, constituidas con 
capitales de la Corporación Venezolana de Fo-
mento y de la Corporación Venezolana de Guaya-
na, respectivamente; ambas suministran alrede-
dor del 60% de la generación destinada al ser-
vicio público. 

La situación de las empresas públicas pro-
ductoras de electricidad se torna más compleja 
en el caso del Brasil, con la iniciación de las acti-
vidades de PETROBRAS en 1962. Esta nueva 
sociedad anónima de economía mixta con parti-
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cipación mayoritaria del gobierno federal contro-
la 16 empresas eléctricas subsidiarias, en las cua-
les posee alrededor del 90% del capital; además, 
tiene participación minoritaria (12% en prome-
dio) en otras 19 empresas, en su mayoría esta-
duales y mixtas. En 1968 las empresas subsidia-
rias de PETROBRAS produjeron el 36% de la 
generación para servicio público y el 27% las 
empresas públicas asociadas. 

b) Resultados financieros de la explotación 

El rápido crecimiento de la demanda de ener-
gía. eléctrica en todos los países de la región ha 
obligado a las empresas públicas a mantener un 
constante proceso de expansión; a su vez, ello 
ha implicado la realización de grandes inversio-
nes, que por su magnitud escapan casi siempre 
a la posibilidad de autofinanciamiento de las 
empresas. De tal modo, los recursos proceden 
generalmente de tres fuentes: aportes estatales, 
créditos externos y financiamiento propio pro-
veniente de la reinversión de utilidades. Los cré-
ditos internos tienen escasa importancia, debido 
a la lenta recuperación y baja rentabilidad de 
este tipo de inversiones. 

En la Argentina, la empresa estatal de Agua 
y Energía Eléctrica pudo financiar en 1968 cerca 
de la mitad de sus inversiones con recursos pro-
pios; un 8% correspondió a aportes de una en-
tidad de fomento federal y el resto provino de 
crédito interno y externo. En cambio, en dos em-
presas mixtas estaduales del Brasil, una parte 
importante de las inversiones se financió median-
te la cancelación de acciones suscritas por parte 
de los gobiernos estatal y federal (70% y 30% 
en cada una de las empresas); el autofinancia-
miento fue de 10% en la primera empresa y de 
28% en la segunda. El crédito externo sólo revis-
tió importancia (15%) en la primera de ellas y 
los aportes federales en la otra empresa (36%). 
Por su parte, la ENDESA, de Chile, financió el 
35% de sus inversiones y nuevas instalaciones 
mediante créditos externos; un porcentaje similar 
provino de reinversión de utilidades y el 30% 
restante correspondió a aportes fiscales. 

Como es obvio, la posibilidad que tiene una 
empresa de cubrir sus gastos de inversión de-
pende de su rentabilidad. Un indicador es la re-
lación porcentual entre el ingreso neto de explo-
tación y el activo inmovilizado. En la utiliza-
ción práctica de este índice debe considerarse 
que la validez de las comparaciones está restrin-
gida por las diferencias de presentación y aun de 
criterio de clasificación de los balances y de las 
cuentas de utilidades y pérdidas de las diversas 
empresas. Pero aun con estas salvedades pueden 



extraerse algunas conclusiones. Así, por ejemplo, 
se advierte que de 20 empresas examinadas —que 
producen el 66% del total de la generación de 
servicio público— la rentabilidad de seis de ellas 
era superior al 10%, la de nueve empresas oscila-
ba entre 5 y 10% y, por último, la de cinco de 
ellas era inferior a 5% (véase el cuadro 29). En 
el caso particular del Brasil, esta relación alcan-
zó a 7.5% en 14 empresas subsidiarias de ELE-
TROBRAS y a 8.9% en otras 14 empresas con 
capital minoritario de esa empresa matriz. 

Para evaluar la rentabilidad de las empresas 
desde otro ángulo se trató de medir la utilidad 
bruta de la explotación,^® en dólares por kWh 
vendido. Este indicador tiene relación más di-
recta con el nivel de las tarifas; sin embargo, 
puede distorsionarse la posibilidad de compara-
ción, a causa del tipo de cambio usado para el 
dólar, ya que en general se utilizó el del mercado 
libre o la tasa más alta del oficial, que a veces 
difiere significativamente de un tipo de cambio 
de paridad basado en el poder adquisitivo real. 
Con estas salvedades, resulta que las utilidades 
son relativamente menores en algunas empresas 
del Brasil, Venezuela, México, Chile, Colombia 
y el Perú, mientras en la Argentina, Costa Rica, 
la República Dominicana, Panamá y el Paraguay 
tales utilidades son muy superiores (véase nue-
vamente el cuadro 29). 

Por otra parte, es ilustrativo comparar los 
precios de venta de varias empresas importan-
tes.̂ ® Así, se advierte que los precios medios del 
kWh vendido varían entre poco más de 10 milé-
simos de dólar ^̂  en una empresa de Bogotá y 
en un promedio de tres empresas del Brasil, y 34 
milésimos en la Argentina y Panamá. En Costa 
Rica, México y el Perú el nivel de kWh vendido 
se sitúa entre 17 y 19 milésimos de dólar y sube 
a 22 y 29 en los casos de dos empresas venezo-
lanas. A su vez, en Chile, se observa una fuerte 
discrepancia entre el precio medio de 28 milé-
simos en la principal empresa privada (que se 
acerca más al precio a nivel de consumidor), que 
duplica el de la empresa estatal, debido a 
que esta última entrega grandes bloques de su 
producción a distribuidores privados y a gran-
des industrias básicas. 

Con el fin de comparar los precios de 1968 
con los de 1959, año para el que se posee infor-

ms Se refiere a la diferencia entre los ingresos de 
explotación y los costos directos más los gastos de ad-
ministración. 

19 La comparación de los precios medios entre paí-
ses o aun entre empresas de un mismo país debe con-
siderarse con reservas, debido a la utilización de tipos 
de cambio susceptibles de distorsionar las cifras o a la 
diferente composición de la distribución dirigida a sec-
tores que tienen tarifas diferenciales. 

20 Se refiere en general a tipos de cambio del mer-
cado libre en 1968. 

mación, se deflacionaron los precios medios de 
1968 por los índices de precios al consumidor 
(véase el cuadro 30). Para ambos años se trató 
de utilizar información que correspondiera a las 
mismas empresas, lo que limitó el número de 
observaciones; en síntesis, se advierte que de nue-
ve países considerados se presentaron disminu-
ciones en cinco de ellos. Así, en la Argentina, 
se observó una baja de poco más de 10%, tanto 
en una empresa estatal como en otra privada. En 
la principal empresa privada del Perú, así como 
en la Comisión Federal de Electricidad de Méxi-
co, las disminuciones en los precios reales del 
kWh vendido fueron del 22 y 17%; en este últi-
mo caso ocurrió un cambio radical en la composi-
ción del consumo con la ampliación que tuvo esta 
empresa a partir de 1960, a causa de la nacio-
nalización de la industria eléctrica. En Venezue-
la también se registró una baja en los precios 
unitarios, que es mínima para la empresa estatal 
CADAFE, pero que llegó al 17% en una impor-
tante empresa privada. También en el caso de la 
Compañía Panameña de Fuerza y Luz se pro-
dujo entre 1959 y 1968 una fuerte caída de un 
30% del precio del kWh vendido. Es curioso 

Cuadiro 30 

AMÉRICA LATINA: PRECIOS MEDIOS DE LA 
ENERGIA ELÉCTRICA VENDIDA 

(Precio medio del kWh en moneda nacional de 1959)'^ 

1959 1968 

Argentina 
Servicios Eléctricos del Gran 

Buenos Aires 1.92 1.72 
Compañía Italo Argentina de 

Electricidad 2.21 1.92 
Brasil 

Central Eléctrica de Minas Gerais 0.989 1.098 
Colombia 

Empresa de Energía Eléctrica de 
Bogotá 0.0517 0.0703 

Chile 
Empresa Nacional de Electricidad 0.016 0.0176 
Compañía Chilena de Electricidad 0.0245 0.0359 

Costa Rica 
Instituto Costarricense de Energía 

Eléctrica 0.097 0.110 
México 

Comisión Federal de Electricidad 0.202 0 .167" 
Panamá 

Compañía Panameña de Fuerza y 
Luz 0.045 0 .031 

Perú 
Empresas Eléctricas Asociadas 0.45 0 .35 

Venezuela 
C. A. de Administración y Fomento 

Eléctrico 0.122 0.120' ' 
C. A. Eléctrica de Caracas 0.116 0.097 

FUENTE: La misma del cuadro 23. 
® Los precios de 1968 fueron deflacionados por el Ín-

dice de precios al consumidor. 
^ Corresponde a 1967. 
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observar en los tres países donde se aceleró más 
el proceso inflacionario, cómo en el Brasil y 
Chile se produjo un incremento en los precios 
medios reales de venta, mientras en la Argentina 
disminuyeron en alrededor de 10%. 

También se registraron cambios en el consumo 
por tipo de usuario de la energía producida. Por 
ejemplo, en una empresa estatal del Brasil se 
anotó un incremento del 12% en el precio glo-
bal, que implicó el mantenimiento del precio me-
dio para consumo industrial y aumentos menores 
en el sector comercial y de mayor magnitud en 
el destinado a consumo residencial. La situación 
anterior contrasta con la de la Empresa de Ener-
gía Eléctrica de Bogotá que basó el alza de sus 
precio medios (19%) tanto en el consumo indus-
trial (86%) como en el comercial (54%), mien-
tras el precio del kWh para consumo residencial 
prácticamente no sufrió variación entre esos 
anos. 

6. Las empresas siderúrgicas 

a) Importancia relativa 

En 1966, de un total de 17 empresas integra-
das principales, que producían el 80% del acero 
de la región, ocho eran netamente estatales y 
producían el 47% (véase el cuadro 31) ; además, 
el capital de otras dos, responsables del 12% de 
la producción, era mixto; por su parte, dos em-
presas con mayoría de capital extranjero produ-
cían el 7% y otras cinco, que significaban el 
14% de la producción, eran de capital privado 
nacional. 

El capital de las empresas siderúrgicas debe 
aumentarse constantemente, a causa de las fuer-
tes inversiones inducidas por el rápido incremen-
to de la demanda. Por ejemplo, la empresa chi-
lena CAP, que inició sus actividades en 1950 
con un capital de 15 millones de dólares, tenía 
en 1969 un capital suscrito y pagado de 79 mi-
llones de dólares; y el capital y reservas de Al-
tos Hornos de México, S. A., aumentó en valor 
corriente, de 313 millones de pesos en 1958, a 
1 166 millones en 1967. Estos aumentos de capi-
tal pueden significar cambios en la propiedad del 
capital, como ha sucedido en el caso de la Acería 
Paz del Río, de Colombia, cuya producción es 
de 200 000 toneladas anuales, que ha pasado casi 
enteramente a manos del sector privado, como 
resultado de la medida fiscal que favoreció con 
una exención impositiva a los contribuyentes que 
suscribieran acciones de esa compañía a su va-
lor nominal y por el monto del impuesto ade-
cuado. Un caso inverso fue el de la CAP (Chile) 
—con un producción anual de 592 000 tonela-
das de acero— en la que sucesivos incrementos 
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de capital redujeron la participación del gobier-
no, que en 1965 era de sólo el 25% del capital 
total; sin embargo, en 1969 la CORFO adqui-
rió acciones de propietarios privados, hasta que-
dar con el dominio del 52% del capital. 

Según una encuesta realizada en 1964 por el 
ILAFA ^̂  el origen del financiamiento de as in-
versiones de 22 empresas siderúrgicas integradas 
y semintegradas de la región era el siguiente: 
43.7% provenía del sector público; 5.7% del 
sector privado nacional y 2.5% del privado ex-
terno; a su vez, el 19.5% tenía su origen en el 
crédito interno y otro tanto igual en el crédito 
externo, mientras la reinversión de utilidades 
sólo representaba 4.6% del financiamiento de 
las inversiones. 

La situación de las empresas estatales en el 
campo de la siderurgia varía mucho entre países. 
En la Argentina, la empresa estatal Sociedad 
Mixta Siderúrgica Argentina (SOMISA) produ-
ce alrededor del 55% del acero del país con un 
volumen de venta de 70 000 millones de pesos. 
La otra empresa integrada es Altos Hornos de 
ZAPLA, empresa pública dirigida por la Direc-
ción General de Fabricaciones Militares, que pro-
duce poco más del 6% de la producción nacio-
nal. El resto es producido por empresas seminte-
gradas, entre las que se destacan Siderca, In-
dustria Argentina de Aceros (Acindar), Esta-
blecimiento Metalúrgico Santa Rosa y la Can-
tábrica, que solamente en lingotes, producen más 
del 30% del total. Por otra parte, Siderca pro-
duce como 100 000 toneladas de tubos sin cos-
tura y Acindar alrededor de 230 000 toneladas 
de laminados. 

En el Brasil, cuatro grandes empresas estata-
les producen el 60% del acero en lingotes y el 
57% de la producción de laminados. En particu-
lar, en 1968 la compañía Siderúrgica Nacional 
produjo 1.3 millones de toneladas de lingotes 
en su planta de Volta Redonda y más de 1 mi-
llón de toneladas de productos laminados. En 
cuanto a volumen de producción, le siguen Usi-
minas de Minas Gerais (650 000 ton); la Side-
rúrgica Paulista (Cosipa) con 560 000 ton, y 
Acesita. El 21% del capital de Usiminas es ja-
ponés. Entre las principales empresas privadas se 
destacan la Compañía Siderúrgica Belgo-Míneira 
(540 000 ton) y la Cía. Siderúrgica Mannes-
mann (260 000 ton), cuyos capitales tienen par-
ticipación extranjera. 

Otra empresa siderúrgica importante de la re-
gión es la sociedad anónima estatal Altos Hor-

21 ILAFA, Condiciones económicas que regulan el 
crecimiento de la producción latinoamericana de acero, 
documento presentado al II Simposio Internacional sobre 
la Industria del Hierro y del Acero, Moscú, septiembre-
octubre de 1968. 



Producción Productos 
Grado de Pro- Miles de de acero de 

Pais y empresas integración piedad toneladas en lingotes acero integración piedad 
(miles de (miles de 

toneladas) toneladas) 

Argentina 1697 
Sociedad Mixta Siderúrgica Argentina 

( S O M I S A ) I E 846 529 
Altos Hornos de Zapla I E 82 38 
Dalmine Siderca S.A. S I P 163 94 
Industria Argentina de Aceros (ACINDAR) SI P 89 230 
Establecimientos Metalúrgicos Sta. Rosa S I P 110 112 
La Cantábrica S I P 57 56 

Brasil 4 902 
Companhia Siderúrgica Nacional I E 1334 1007 
Usinas Siderúrgicas de Minas Gerais I E 649 502 
Companhia Siderúrgica Paulista (COSIPA) I E 558 413 
Companhia Siderúrgica Belgo-Mineira I P 538 430 
Corapanhia Siderúrgica Mannesmann I P 260 219 
Siderúrgica Rio Grandense S I P 146 123 
Companhia A50S Itabira Acesita I E 131 77 
Siderúrgica Barra Mansa I P 113 96 
Siderúrgica J . L. Aliperti S. A. I P 102 84 
M. Dedini S . A. Metalúrgica S I P 83 78 
Companhia Ferro e A50 de Vitoria S I E — 69 
Usina Siderúrgica Sao José S . A. S I P 69 51 
A50S Anhangüera S I P 72 47 
Altos Hornos de México, S . A. 

Colombia 257 
Acerías Paz del Río S. A. I P 196 164 

Chile 647 
Compañía de Acero del Pacífico ( C A P ) I E 592 450 

México 3 421 
Altos Hornos de México, S . A. I E 1374 925 
Compañía Fundidora de Monterrey, S . A. I P 621 395 
Hojalata y Lámina, S . A. I P 453 388 
Tubos de Acero de México T A M S A S I P 244 163'» 
Aceros Ecatepec S I P 78 93 

Perú 192 
Sociedad Siderúrgica de Chimbóte ( S O G E S A ) I E 61 51 

Venezuela 840 
Siderúrgica del Orinoco C. A. ( S IDOR) I E 564 . . . 

América Latina 11969 

Cuadro 31 

Pro- Miles de 
piedad toneladas 

Producción 
de acero 

en lingotes 
(miles de 

toneladas) 

Productos 
de 

acero 
(miles de 

toneladas) 

1697 

Corapanhia Siderúrgica Mannesmann 
Siderúrgica Rio Grandense 
Companhia A jo s Itabira Acesita 
Siderúrgica Barra Mansa 
Siderúrgica J . L. Aliperti S. A. 
M. Dedini S . A. Metalúrgica 
Companhia Ferro e A50 de Vitoria 
Usina Siderúrgica Sao José S . A. 
A50S Anhangüera 
Altos Hornos de México, S . A. 

Colombia 
Acerías Paz del Río S. A. 

Chile 

Compañía de Acero del Pacífico ( C A P ) 

México 
Altos Hornos de México, S . A. 
Compañía Fundidora de Monterrey, S . A. 
Hojalata y Lámina, S . A. 
Tubos de Acero de México T A M S A 
Aceros Ecatepec 

Perú 

Sociedad Siderúrgica de Chimbóte ( S O G E S A ) 

Venezuela 

Siderúrgica del Orinoco C. A. ( S IDOR) 

América Latina 

I 
I 

S I 
SI 
S I 
S I 

I 
I 
I 
I 
I 

S I 
I 
I 
I 

S I 
S I 
S I 
S I 

E 
E 
P 
P 
P 
P 

E 
E 
E 
P 
P 
P 
E 
P 
P 
P 
E 
P 
P 

4 902 

I 
I 
I 

S I 
S I 

E 
P 
P 
P 
P 

E 

E 

257 

647 

3 421 

192 

840 

11969 

846 
82 

163 
89 

110 
57 

1334 
649 
558 
538 
260 
146 
131 
113 
102 
83 

69 
72 

196 

592 

1374 
621 
453 
244 

78 

61 

564 

529 
38 
94 

230 
112 

56 

1007 
502 
413 
430 
219 
123 

77 
96 
84 
78 
69 
51 
47 

164 

450 

925 
395 
388 
163'» 
93 

51 

FUENTE: I L A F A Revista Latinoamericana de Siderurgia, No. 125, septiembre de 1970; Repertorio de las empre-
sas Latinoamericanas, 1969; Nacional Financiera, S . A., Informe de Actividades 1969, (México) , Compañía de 
Acero del Pacífico, S . A., Memoria Anual 1968-1969; Centro de Industria Siderúrgica, La Siderurgia Argentina 
en 1968. 

^ Las siglas que aparecen junto á cada empresa significan: l , empresa integrada; SI, semintegrada; E , empresa 
estatal, y P, privada. La producción de acero para América Latina y los totales por países se refieren a 1969. 
La producción por empresas se refiere en general a 1967, con excepción de las del Brasil, SOMISA en la 
Argentina, y AHMSA Y T A M S A de México, que corresponden a 1968. Para la CAP (Chile) la información co-
rresponde al ejercicio 1968-1969. 
Produce además 111000 toneladas de fierro esponja. 

nos de México, que en 1968 en su planta de 
Monclova, produjo 1374 000 toneladas de lin-
gotes de acero, que representan más del 40% de 
a producción nacional. Además, existen otras 
dos empresas siderúreicas integradas, con capi-

tal mayoritario privado, que reciben apoyo fi-
nanciero del gobierno a través de la Nacional Fi-
nanciera y del Banco de México y que producen 
alrededor del 35% de la producción total de 
acero; ellas son la Compañía Fundidora de Men-
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terrey de Hojalata y Lámina, S. A. Entre las in-
dustrias semintegradas de México se destaca 
Tubos de Acero de México, S. A. (Tamsa) que 
en 1968 produjo 111 000 toneladas de fierro es-
ponja y 244 000 toneladas de acero. 

Entre las demás empresas integradas de la re-
gión se destacan la Siderurgia del Orinoco, C. A. 
(Sidor), que es una empresa estatal, subsidiaria 
de la Corporación Venezolana de Guayana y cu-
ya producción representa alrededor del 80% de 
la producción de acero del país y la Sociedad 
Siderúrgica de Chimbóte (Sogesa) en el Perú, 
también estatal, que tiene una menor producción. 

b) Resultados financieros de la explotación 

Los resultados financieros que presentan las 
empresas en sus balances son relativamente favo-
rables, aunque en general son insuficientes para 
financiar sus programas de expansión. 

Del examen de la situación financiera de las 
más importantes empresas siderúrgicas estatales 
de la región, surgen algunos indicadores demos-
trativos de su rentabilidad y de la composición 
de sus gastos (véase el cuadro 32). Todas ellas 
registran superávit en el ejercicio examinado, que 
varía desde un 5.1% del valor de las ventas en el 
caso de AHMSA de México a 19.5% en el de 
Somisa (Argentina); esta relación es de 5.6% 
en la mayor empresa brasileña, Cía. Siderúrgica 
Nacional, y llega a 9.3% en la CAP chilena. 

Con respecto al capital y reservas de las em-
presas, las utilidades significan 14.6% en la CAP 

y 8% en AHMSA. Entretanto, la Cía. Siderúr-
gica Nacional registró una relación de 5.4% en 
1968 (sin considerar el déficit que le significó 
la administración de la Usina de Mogi das Cru-
ces). Sin embargo, para 1969, de acuerdo con 
una encuesta que se realizó en el Brasil entre un 
gran número de empresas de todo tipo,̂ ^ esta 
empresa figura con una relación utilidad-patri-
monio de 7.8%. Para Usiminas, empresa mixta 
estatal, la relación alcanza a 4.7% y sube a 
21.3% para la empresa privada. Siderúrgica 
Mannesmann. Por el contrario, resulta ínfima 
para Cosipa y de sólo 1.4% en el caso de Ace-
sita, lo que es explicable, pues ambas empresas 
estatales se encuentran en plena expansión de 
su capacidad y su producción actual no corres-
ponde, por lo tanto, a su alto patrimonio social. 

Tanto la Cía. Siderúrgica Nacional como 
AHMSA han tenido un descenso en la rentabili-
dad con relación a sus ventas. En el caso de la 
compañía brasileña, hasta 1965 obtuvo un alto 
porcentaje de utilidades (en 1963 esta relación 
alcanzó a 29.4%); en cuanto a Altos Hornos de 
México, entre 1960 y 1967 las utilidades con 
respecto a las ventas pasaron de 6.9 a 5.5% y 
de 12 a 7.8% con relación al patrimonio. 

Para la Compañía de Acero del Pacífico la 
rentabilidad-patrimonio ha sido muy variable. 
Entre 1952-1955 alcanzó en promedio a 24%, 
descendió a 11% entre los años 1956 y 1961 y 
volvió a subir hasta 22% en 1963-1964. Desde 
' i ' ' -

22 "Quem é quem na economía brasileira", VisSo, 
agosto de 1970. 

Cuadro 32 

A M É R I C A LATINA: R E L A C I O N E S F I N A N C I E R A S D E C U A T R O E M P R E S A S S I D E R Ú R G I C A S 
(En porcentaje) 

UtíIídad-Capítal y reservas 
Utilidad-Ventas 

En relación con las ventas: 
Costos y gastos de administración 

Depreciación y amortización 

Impuestos 

Intereses sobre préstamo a largo plazo 

Otros intereses y gastos financieros 

SOMISA 
( Argentina) 

1969 

COMPAÑÍA 
SIDERÚRGICA 

NACIONAL 
(Brasil) 

1968 

CAP 
(Chile) 

1968-1969 

AHMSA 
(México) 

1967 

19.5 
5.4 
5.6 

14.6 
9.3 

8.0 
5.1 

- 87.8 74.2 
71.6 

11.7 

72.9 

11.5 

16.9 — 5.3 . { 2.8 

4.9 

5.4 

1,8 

FUENTE: Memorias, balances y estados financieros de las empresas, salvo para SOMISA, cuya información se 
obtuvo de la Secretaría de Hacienda, Dirección Nacional de Programación Presupuestaría, Finanzas del sector 
público 1966-1970. 
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ese año ha fluctuado en torno a 12.8%. En cam-
bio para SOMISA los notables resultados obteni-
dos en 1969 (19.5% de las ventas) superaron el 
promedio del trienio anterior que había sido de 
10%. 

Las rentabilidades en las empresas señaladas 
no guardan mucha relación con el comportamien-
to de los precios de algunos productos siderúrgi-
cos en sus principales mercados internos, lo 
que se hace más evidente en el caso de SOMISA. 
Entre 1965 y 1969 en Buenos Aires los precios 
reales de barras para concreto y de láminas zin-
cadas sufrieron un deterioro de alrededor de 
20%; los de otras láminas y del alambrón como 
de un 25% y los de ángulos y barras planas dis-
minuyeron aproximadamente en 36%. 

En igual período los precios en Sao Paulo dis-
minuyeron alrededor de 9% para las láminas en 
general; en cambio aumentaron cerca de un 5% 
en el caso de los demás productos. Por su parte, 
en Santiago se registró un alza general para los 
productos siderúrgicos del orden del 40% y en 
México, D. F., se produjo un deterioro que va-
rió desde 17.5% para el alambrón a 4.4% para 
las láminas, con excepción de las barras para 
concreto cuyos precios registraron una leve alza. 

El papel de las utilidades registradas por estas 
empresas en el financiamiento de sus gastos de 

La información sobre precios de productos side-
rúrgicos se obtuvo de ILAFA, Anuario Estadístico 1969 
información que se deflacionó por los respectivos índi-
ces de precios al consumidor. 

capital ha sido variable y ha dependido más bien 
de la magnitud de las inversiones, que a su vez 
responden al cumplimiento de los programas de 
expansión. Tanto las utilidades de SOMISA en 
1969 como las de CAP en el ejercicio 1968-1969 
superaron con creces el monto de sus respectivas 
inversiones reales en esos años (casi lo duplica-
ron en el primer caso y en el de CAP fueron 55% 
mayores); sin embargo, en el caso de SOMISA 
el superávit corriente no alcanzó a cubrir la to-
talidad de los gastos de capital, debido al alto 
monto de "otras inversiones". En cambio en el 
caso de la Cía. Siderúrgica Nacional, las utili-
dades representaron 87% de la formación de ca-
pital efectuada durante 1968 y no llegaron a la 
mitad de las inversiones reales de AHMSA en 
1967. (Véase nuevamente el cuadro 32.) 

En cuanto a la estructura de los gastos de estas 
empresas, su comparación es más difícil debido 
a la diferente presentación de la información. 
Se destaca la similitud que existe entre CAP y 
AHMSA en cuanto a la composición de sus gas-
tos en relación con sus respectivas ventas. Los 
egresos por concepto de intereses y gastos fi-
nancieros son relativamente altos en ambos casos; 
se acercan al nivel de las utilidades en CAP y 
son bastante superiores en AHMSA. Resalta, por 
otra parte, la significación que tienen los im-
puestos en la Cía. Siderúrgica Nacional, que des-
graciadamente sólo fue posible comparar con 
AHMSA por falta de información. 

I V . LA POLÍTICA SOBRE EL SECTOR:ALTERNATIVAS E INTERROGANTES 

El peso y las múltiples influencias del sector de 
empresas públicas ponen de relieve la necesidad 
de definir una política sobre su operación y fun-
ciones. Hasta el presente, como se señaló al co-
mienzo, esa necesidad no parece haber sido aten-
dida adecuadamente. 

La omisión o insuficiencia podría atribuirse a 
varios factores. Uno de ellos es la heterogenei-
dad de las actividades comprendidas; otro, la 
incorporación de unidades en un largo período 
histórico, a causa de variadas motivaciones y ur-
gencias, que, a veces, han correspondido a las 
exigencias de distintas etapas del desarrollo. Po-
dría agregarse, por último, que la propia con-
cepción o reunión de las empresas estatales co-
mo un "sector" se aparta del enfoque habitual 
y prueba de ello es que habitualmente se las en-
globa en el concepto genérico de "empresas", 
o sea, en conjunto con las privadas. No hay du-
da, sin embargo, que en este respecto y sobre 

todo en la experiencia europea, se discierne una 
clara tendencia a considerar por separado y en 
globo a las unidades públicas. 

Teniendo en cuenta la situación latinoameri-
cana en la materia y el campo de interés de este 
trabajo, es posible pasar revista y discutir so-
meramente los aspectos más pertinentes y que 
reclaman definición en la o las políticas sobre 
la materia. 

Partiendo con las cuestiones de incidencia más 
directa y que suscitan menos apreciaciones doc-
trinarias, podría tocarse en primer término lo re-
lativo a la función eventual del sector en la acu-
mulación de recursos para la inversión. 

Se mencionó anteriormente la diversidad de 
criterios que se ventilan al respecto. Sin embar-
go, la evolución del último tiempo parece incli-
nar la balanza en favor de las empresas públi-
cas. Así lo deja en claro un estudio detenido so-
bre las orientaciones recientes en distintas eco-
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nomías representativas.^^ En la parte correspon-
diente expone lo que sigue: 

"En varios países en desarrollo las autoridades super-
visoras se inclinan cada vez más a aceptar como cri-
terio la rentabilidad comercial. En la India, por ejem-
plo, al establecerse la planificación del desarrollo se 
dijo que la empresa pública actuaba "movida por ob-
jetivos básicos de desarrollo". En los días iniciales de 
la planificación del desarrollo la opinión oficial era con-
traria al concepto de rentabilidad comercial. Pero úl-
timamente se ha enunciado una doctrina distinta y se 
ha dicho que las empresas públicas deben generar su-
perávit o utilidades para autofinanciar la ampliación 
de su capital. Algunos proponentes han señalado que 
el autofinanciamiento derivado de utilidades retenidas 
ha contribuido enormemente a la formación de capital 
en la industria privada de los países desarrollados. Se-
ñalan también que las empresas estatales de la Unión 
Soviética y de otras economías centralmente planifica-
das se organizan de manera que den una "utilidad" pa-
ra financiar tasas altas de formación de capital. El 
abandono de la práctica de trabajar "sin utilidades y 
sin pérdidas" en las industrias nacionalizadas de Gran 
Bretaña, junto con el renovado hincapié en las utili-
dades que se hace en el reciente programa de reforma 
soviético, han reforzado esta tendencia del pensamien-
to oficial. El criterio de la rentabilidad se ha trans-
formado al parecer en la doctrina oficial aceptada." 

Por su lado, un autorizado experto brasileño, 
examinando el problema del financiamiento de 
las empresas públicas que formarían el "núcleo 
de expansión económica" (petroleras, de energía 
eléctrica, siderúrgicas y de mineral de hierro), 
destaca tres medios principales: la recolección 
vía ahorro obligatorio, una política comercial 
lucrativa y la eliminación del "carácter paterna-
lista de los servicios sociales" provistos a base 
de precios subvencionados u otros arbitrios.^® 

Naturalmente, la orientación que tiende a pre-
dominar no admite deducciones simplistas. Desde 
luego, no podría pasar por alto las situaciones 
dispares en que se encuentran las distintas em-
presas públicas para adoptar esa línea de con-
ducta. Algunas no tendrían mayores dificultades 
para seguirla por su colocación ventajosa en el 
mercado; para otras, en cambio, estaría vedada 
y sólo podrían aplicarla con muchas limitaciones. 
Tal sería el caso, por ejemplo, de las empresas 
ferroviarias, cuya situación se comentó antes. 

Por otro lado, también existiría la posibilidad 

Véase "Mejoramiento de la rentabilidad de las 
empresas públicas en los países en desarrollo" ( S T / 
ECLA/Conf. 35/L. 8 ) , págs. 3 y 4, trabajo presentado 
por la División de Administración Pública de las Na-
ciones Unidas a la Reunión de Expertos en Adminis-
tración de Empresas Públicas en América Latina y el 
Caribe (Santiago, 17 al 22 de noviembre de 1969). 

25 Véase, por Antonio Días Leite, Ministro de Minas 
y Energía del Brasil, "Empresa pública e desenvolví-
mentó económico", Río de Janeiro, 1965. 
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de que la orientación señalada se aplicara al sec-
tor en su conjunto o, incluso, a grupos de em-
presas afines o vinculadas y no a cada unidad. 
Se volverá más adelante sobre este aspecto al tra-
tar las relaciones internas del sector. 

Finalmente, habría que tener en cuenta la dis-
continuidad de las inversiones y la magnitud de 
los recursos demandados en las coyunturas de ex-
pansión. Parece obvio que las exigencias no po-
drían ser, por lo común, financiadas con el su-
perávit corriente de las empresas o, incluso, del 
sector en el caso de un manejo combinado. Para 
tal circunstancia, que obligaría a recolectar otras 
fuentes de ahorro, no cabe duda de que resulta-
ría ventajoso el hecho de que las unidades o el 
conjunto tuvieran excedentes adecuados de ope-
ración que contribuyeran a servir los compromi-
sos contraídos en las situaciones descritas. 

No debería desprenderse de lo observado que 
la formación de excedentes invertibles o, si se 
quiere, la rentabilidad de las empresas, dependa 
solamente de las decisiones sobre precios y ta-
rifas. Se recordaron antes otros elementos inci-
dentes, como la eficiencia general de las activida-
des y los niveles de las remuneraciones. Se trata 
de materias que han sido muy discutidas y que 
por su complejidad no admiten criterios tajan-
tes o generalizables. De todos modos, parece evi-
dente que el abordamiento de éstas y las de-
más cuestiones influyentes estará subordinado en 
gran medida al hecho de que se adopte o no la 
orientación básica comentada, esto es, que las 
empresas de que se trata o el sector deban re-
presentar un papel significativo en la formación 
y movilización de ahorros para la inversión 
prioritaria. 

Para todo esto no cabe duda de que la propie-
dad estatal de las empresas y la tendencia a la 
nacionalización de los principales servicios pú-
blicos ha significado, en principio, mayores po-
sibilidades de aplicar una orientación como la 
comentada. 

1. La integración en el sector público j en los 
sistemas de planificación 

Una segunda cuestión importante, todavía no es-
clarecida suficientemente y, por lo mismo, con-
trovertible, es la relativa a la colocación de las 
empresas públicas en el aparato del Estado, o 
sea, su integración externa. 

El punto central de discusión es bien conocido 
y lo plantea sintéticamente una autoridad ya ci-
tada, al señalar "la necesidad de un estatuto ju-
rídico uniforme, capaz de garantizar la indepen-
dencia de sus administraciones respecto a la bu-
rocracia gubernativa y, al mismo tiempo, hacer 



viables controles efectivos sobre esas mismas ad-
ministraciones".^® 

En el análisis del asunto destaca otra vez la 
incidencia y significación de la heterogeneidad 
del sector, tanto por la diversidad de sus ope-
raciones como por las variadas formas de orga-
nización jurídica, que implican, a su vez, dis-
tintos modos de ejercicio de la dirección o el 
control estatal y, en consecuencia, de integración 
en el sector público. 

Como se expone en un documento especiali-
zado, la variedad de situaciones va desde un ex-
tremo en que predominan "interrelaciones turbu-
lentas", en el cual "figuran las empresas some-
tidas a una multitud de presiones contrapuestas 
por parte de los distintos componentes del núcleo 
central, a un conjunto de acciones reguladoras 
paralizantes y a relaciones ambiguas de poder", 
hasta otro en que se hallan las actividades con 
"relaciones unívocas de poder con algunos de los 
componentes del núcleo central, en general la 
Presidencia, relaciones que se asimilan a las de 
un señor feudal con su soberano" 

El otro aspecto por debatir es el de la inclu-
sión de las empresas públicas en el proceso y sis-
tema de planificación. Como se observa en un 
trabajo reciente, la práctica en la materia se ha 
inclinado hacia un "tratamiento de tipo secto-
rial-tecnológico de la economía", no siendo fre-
cuente "observar una concepción institucional" 
sobre la participación del sector público. De este 
modo, "aunque los planes contienen referencias 
a muchas actividades estatales, a las que se Ies 
fijan metas y se Ies asignan recursos, especial-
mente en las relacionadas con la creación de ca-
pital y la producción de insumos difundidos, 
siempre se lo hace enfocándolas desde el punto 
de vista del sector, actividad productiva en que 
están comprendidas y no desde el ángulo insti-
tucional que identifica el ámbito del sector públi-
co y toma en cuenta sus singularidades".^® 

El problema se presenta con especial claridad 
si se recuerda lo anotado con anterioridad sobre 
las áreas de control o imperio del Estado. Como 
se comprende, la consideración conjunta y ex-
plícita de las decisiones y responsabilidades del 
gobierno central y de las empresas públicas im-
plica definir el campo que la política económica 
puede regir con mayor autoridad y certeza, en 

26 A. Días Leite, "Empresa pública e desenvolvi-
mento económico", op. cit. 

Véase "Las relaciones entre las empresas públicas 
y el gobierno central y su efecto sobre la eficiencia", 
(ST/ECLA/Conf. 35/L.2.) trabajo presentado por la 
Unidad de Administración Pública de la CEPAL a la 
reunión de expertos ya mencionada. 

28 Véase, Ricardo Cibotti y Enrique Sierra, El sec-
tor público en la planificación del desarrollo. Textos 
del ILPES , Editorial Siglo XXI, México, 1970. 

el cual, por lo demás y como se ha visto, se rea-
liza una elevada proporción de la inversión total. 

Por otro lado, una aproximación de esa natu-
raleza podría contribuir a precisar y distinguir 
los instrumentos adecuados para materializar o 
promover las directivas de la planificación en esa 
primera zona de influencia dominante y en las 
otras (el ámbito de las actividades privadas), 
que son susceptibles de orientaciones más bien 
indirectas. 

2. La integración interna del sector 

Una tercera materia que llama a reflexión es la 
relacionada con la integración interna del sec-
tor de empresas públicas, que vendría a ser la 
contrapartida o complemento de su incorporación 
orgánica en el cuadro del sector público. Como 
se verá, ambas cuestiones están íntimamente li-
gadas y hasta podría decirse que la solución del 
primer problema puede ser decisiva para ayudar 
a resolver el segundo. 

A pesar de algunos esfuerzos para regir el fun-
cionamiento del sector (o de partes de él) por 
medio de alguna agencia central de desarrollo, 
la situación característica es de una gran dis-
dispersión o desagregación interna. Por razones 
ya expuestas, la estructura del sector recuerda 
más a un archipiélago que a un conjunto armado. 

Parece haber un consenso bastante amplio en 
el sentido de las desventajas de esa realidad y 
sobre los beneficios que reportaría una mayor 
integración o coordinación interna. Esta, como 
se comprende, no implica única o necesariamen-
te la aglutinación de todas las unidades a través 
de un mecanismo u organismo superior. También 
es concebible —y seguramente más realista— 
una variante basada en diversas modalidades de 
integración de empresas más o menos afines, 
aunque, en principio, siempre podría ser útil la 
existencia de un "centro" común de relación con 
la autoridad gubernativa y el sistema de planifi-
cación. 

Todo esto, por cierto, no envuelve interferen-
cia en la operación administrativa de las uni-
dades sino que mira básicamente a la adopción 
de acciones y pautas concertadas en ciertos as-
pectos primordiales. 

Uno de ellos podría vincularse al manejo de 
los recursos corrientes del sector. A este respec-
to, por ejemplo, lo que se ha denominado Cuenta 
Única Fiscal constituye una posibilidad intere-
sante de centralización de los recursos del sector 
público y de una utilización más flexible de és-
tos. Este mecanismo, cuyo uso no se ha difun-
dido a la mayoría de los países de América La-
tina, obliga a que los recursos de caja disponibles 
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Cuadro 31 

A R G E N T I N A : P R I N C I P A L E S 

(Millones 

Ingresos corrientes Gastos corrientes 

Ventas 

Manufactureras 
Industrias Mecánicas del Estado 

( IME) 
Talleres de Reparaciones Navales 

( T A R E N A ) 
Astilleros y Fábricas Navales del 

Estado ( A F N E ) 
Dirección Nacional de Industrias 

Estatales 

Sociedad Mixta Siderurgia Argentina 

Mineras 
Yacimientos Petrolíferos Fiscales 
Gas del Estado 
Yacimientos Carboníferos Fiscales 

Transportes y anexos 
Empresa Líneas Marítimas Argentinas 

( E L M A ) 
Empresa Flota Fluvial del Estado 

Argentino ( E F F D E A ) 
Administración General de Puertos 
Transportes de Buenos Aires 
Empresa de Ferrocarriles Argentinos 
Subterráneos de Buenos Aires 
Aerolíneas Argentinas 
Empresa Nacional de Telecomunicaciones 
Agua y Energía Eléctrica 
Servicios Eléctricos del Gran 

Buenos Aires 

Total Remunera-
ciones Insumos Total 

10 298.4 10 563.5 1917.6 8 339.5 10 317.6 

958.9 1 050.2 708.5 307.1 1070.0 

4 319.0 4681.0 1 815.0 2375.0 4190.0 

4 009.1 
69 765.5 

5 085.2 
72 226.7 

1 342.8 1971.0 3 874.6 
57 684.3 

214137.0 
53 598.0 

2 230.6 

214 137.0 
54 697.0 

2 593.3 

37 867,0 
10189.0 

2 282.4 

105 648.0 
24 470.0 

2 894.0 

148 352.0 
45 750.0 

5 589.8 

22177.1 22 386.6 7 763.5 13 580.5 22 331.9 

5 964.8 
7 063.5 

409.0 
80 630.0 

3 051.5 
24 019.0 
48 066.6 
38 260.0 

6 228.3 
7 217.3 

409.0 
83 300.0 

3 051.5 
24 523.0 
52 869.5 
38 718.1 

3 951.6 
3 710.1 

79.5 
86 270.0 

2 381.8 
8 380.0 

24 395.3 
12 436.3 

2 715.0 
1477.9 

65.5 
25 060.0 

760.0 
14810.0 

5 769.6 
11 568.8 

7 224.4 
5 253.2 

288.2 
119310.0 

3 201.4 
25 260.0 
33 344.6 
25 019.3 

FUENTE: Secretaría de Estado de Hacienda, Dirección Nacional de Programación Presupuestaria, Desenvolvimien 
^ Corresponde a la diferencia entre los ingresos por venta de bienes y servicios y los gastos en remuneraciones 

sólo se consideraron los referentes a las ventas para eliminar los subsidios y demás transferencias corrien 
>> Incluye compra de bienes de capital existentes, inversiones financieras y aumento de existencias. 

Estimaciones a base de fuentes diversas. 
Incluye 288 000 000 de pesos por concepto de aportes fiscales. 

de todas las instituciones centralizadas y descen-
tralizadas del sector público se depositen en 
cuentas corrientes bancarias subsidiarias de una 
cuenta central o única, la cual es manejada por 
el Ministerio de Hacienda. Así el saldo de la 
cuenta corriente principal o central es igual a la 
suma de los saldos de todas las subsidiarias, 
permitiéndose al Ministerio de Hacienda girar 
hasta un cierto porcentaje del saldo acumulado. 
En Chile, en que este sistema está en vigencia 
desde 1959, la proporción permitida de giro es 
hasta 70%. Además las cuentas subsidiarias y la 
principal se llevan en el Banco del Estado. 

La ventaja obvia de la Cuenta Única Fiscal 
reside en el mejor aprovechamiento de los recur-
sos del Estado, evitando que mientras, por un 
lado, se están generando excedentes de caja im-
portantes debido a una afluencia de ingresos su-
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perior a los gastos, por otro, deba restringirse 
el ritmo de desembolsos ante la insuficiencia de 
ingresos. La transferencia de recursos de las en-
tidades superavitarias a las deficitarias tiene im-
portancia tanto desde el punto de vista de las 
fluctuaciones estacionales que puedan tener lu-
gar en las corrientes de ingresos y gastos de las 
instituciones públicas, como cuando hay orga-
nismos que en forma más o menos permanente o 
por períodos largos, están generando excedentes 
de caja sustanciales. Por ejemplo, durante varios 
años la Empresa Nacional de Petróleos de Chile 
ha estado en esta última situación. 

Cabe señalar, eso sí, que un uso eficiente del 
mecanismo de Cuenta Unica Fiscal exige, a lo 
menos, dos condiciones principales. En primer 
lugar, es necesaria cierta programación indicati-
va del curso probable que irán mostrando los sal-



EMPRESAS PÚBLICAS, 1969 
de pesos) 

Superávit Gastos de capital Ingresos de capital 
de explo-
tación'^ Inversión 

fija 
Otras in-
versiones^ 

Amorti-
zación Total Superávit 

corriente Préstamos Otros 

— 19.2 59.0 „ 59.0 245.9 14.8 

— 111.1 289.8 — 16.0 305.8 — 19.8 47.9 45.8 

129.0 324.0 — — 324.0 491.0 — — 

375.8 335.2 982.0 64.0 1 381.2 1 210.6 179.8 198.5 
12 081.2 7 04S.5 15 180.0 1262.9 23 491.4 14 542.5 ... 411.9 

65 785.0 67 890.0 14.0 12 922.0 80 826.0 65 785.0 2 356.0 
7 848.0 15 695.0 — 13 444.0 29 139.0 8 947.0 14 644.0 .— 

— 3 359.2 814.4 441.5 215.7 1483.4 2 996.5 — 36.4 

— 115.3 2 720.0 — 698.6 3 832.6 54.7 — 212.3 

— 1259.6 25.6 _ 323.3 348.9 - 996.1 _ 206.7 
1 860.3 1325.6 — 52.1 1377.7 1 964.1 — 13.4 

120.8 — — 26.1 26.1 120.8 — — 

—33 590.0 17 000.0= — 20 000.0 37 000.0 —36 010.0 7 000.0" 800.0" 
— 149.9 595.6 — 267.5 863.1 — 149.9 — 30.9 
— 271.0 355.5 600.0 3 634.1 4 589.6 — 737.0 — 75.7 

17 735.1 24 600.4 — — 24 600.4 19 524.9 933.5 494.2 
13 277.5 26 380.9 1175.1 2 755.4 30 625.7 13 698.8 3 960.6 1463.0 

... 27 745.0 — 613.0 7 726.0 34 858.0 215.5 13 307.oa — 

to de Egresos del Estado, año 1969. Informe al Cuarto Trimestre, Buenos Aires, marzo de 1970. 
leyes sociales, compra materias primas, materiales, servicios y pago de intereses. De los ingresos corrientes 
tes que pudieran distorsionar los resultados de la explotación misma de la empresa. 

dos en caja de las instituciones, de suerte que 
también se pueda estimar —aunque sea en gran-
des líneas y en coordinación con la política mo-
netaria—, la utilización por el Ministerio de 
Hacienda de parte del saldo acumulado en la 
cuenta principal. En segundo término, el sistema 
bancario no debe utilizar los aumentos que se ge-
neran en los recursos de la Cuenta Única Fiscal 
como respaldo de la expansión de colocaciones 
al sector privado, ya que de esta forma estaría 
quitando flexibilidad al manejo mismo de la 
Cuenta en la programación monetaria global. 

La situación inversa se presenta cuando se 
mantienen sistemas de compartimientos estancos, 
basados a veces en "fondos" con diversos pro-
pósitos, verbigracia, de Obras Públicas, de la 
Vivienda, etc., sin que se prevea alguna posibi-
lidad de transferencia, aunque sea transitoria, 

de un compartimiento a otro. Al respecto, puede 
citarse lo ocurrido en el Uruguay, durante 1970, 
con el Fondo Nacional de la Vivienda. Este fon-
do, organizado en 1969 —que se financia fun-
damentalmente con un impuesto a los sueldos y 
salarios y que debería haber empezado a des-
arrollar un programa de construcción de vivien-
das—, acumuló recursos sin utilizar, durante el 
año pasado, por una cifra cercana al equivalente 
de 10 millones de dólares (alrededor de un octa-
vo de toda la inversión pública directa urugua-
ya), los que quedaron esterilizados en el siste-
ma bancario, constituyéndose en uno de los prin-
cipales factores de absorción monetaria del pe-
ríodo. Al mismo tiempo, en otros sectores prio-
ritarios, por ejemplo, en transportes, se observa-
ba una gran escasez de recursos nacionales, lo 
que impedía aumentar la inversión en este ru-
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Cuadto B 

B R A S I L : CUENTAS CONSOLIDADAS POR S E C T O R E S DE ALGUNAS E M P R E S A S PÚBLICAS, 1960 y 1965 
(Millones de nuevos cruceiros) 

Sectores^ Año 

Ingresos corrientes 

Ingresosde ^^^^¿b 
explotación 

Gastos corrientes 

Remunera-
clones- Insumas Total 

Superávit 
de 

explotación^ 
Aportes 

recibidos'^ 
Inversión 

jija 
Inversión 
jinanciera 

Total 
gastos de 

capital^ 

Minería 1960 10.2 10.3 2.5 7.5 2.7 3.4 0.2 4.2 
1965 204.1 204.2 42.3 30.6 106.7 97.4 — 49.7 1.7 58.6 

Siderurgia 1960 30.5 30.8 4.3 11.7 25.0 5.5 8.2 0.5 13.2 Siderurgia 
1965 415.1 426.1 104.2 105.2 372.8 42.3 — 406.6 4.6 465.6 

Química y petróleo 1960 54.3 56.5 5.0 16.7 45.4 8.9 0.2 20.6 23.9 
1965 1877.7 1 901.3 206.1 518.5 1 734.7 143.0 0.3 179.7 0.2 235.2 

Manufactureras y 
diversas 1960 5.4 6.4 2.0 2.7 6.4 - 1.0 — 1.7 .— 3.1 

1965 54.3 76.8 25.0 23.0 63.9 — 9.6 — 5.6 0.1 15.4 

Energía eléctrica 1960 0.6 0.7 0.1 0.1 0.3 0.3 7.0 0.2 7.9 Energía eléctrica 
1965 122.6 137.2 5.9 8.0 70.0 52.6 — 112.1 316.4 428.4 

Transporte 1960 26.5 29.1 29.7 10.6 57.5 — 31.0 21.5 7.1 10.3 Transporte 
1965 345.3 393.8 418.8 106.8 757.8 - 4 1 2 . 5 360.7 79.7 0.2 Tin 

Comunicaciones 1960 2.4 11.0 7.6 0.4 11.0 — 8.6 0.8 
1965 32.0 148.6 110.5 2.3 115.9 — 83.9 — 13.1 — 

Abastecimiento 1960 . . . ... ... ... ... ... ... ... 
1965 7.5 9.7 3.2 0.2 6.3 1.2 1.8 — 4.9 

FUENTE: Fundagao Getulio Vargas, Instituto Brasileiro de Economía. 
® Véase la lista adjunta de las empresas consideradas en cada sector. 

Se excluyeron de este total los aportes y subvenciones que aparecen en columna aparte. 
= Incluye los aportes de seguridad social. 
® Se refiere a la diferencia entre los ingresos de explotación y los gastos corrientes. No fue posible excluir de estos últimos los egresos ajenos a la explotación. 
® Corresponde a los aportes que figuraban entre los ingresos corrientes. 
* Incluye, además de los rubros señalados, la variación de existencias, que en 1965 tuvo signo negativo en los sectores de energía eléctrica, transporte y abas-

tecimiento. 



bro en magnitud suficiente para satisfacer las 
necesidades de crecimiento del país. 

3. Integración para otros jines 

Las oportunidades que pueden existir en los as-
pectos señalados también se dan en otros planos 
de mayor trascendencia y que fueron tocados al 
examinar la influencia del sector público. 

Desde ese ángulo son evidentes las perspectivas 
que podrían abrir diversas modalidades de la 
llamada "integración interna" en los campos de 
la promoción de las industrias locales de bienes 
de capital y las políticas de importación de esos 
bienes y de adecuación y creación tecnológicas. 
Como es obvio, si es importante la gravitación 
actual y más aún la potencial de las principales 
grandes empresas públicas, incluso si proceden 
separadamente, ella se acrecentaría sustancial-
mente de establecerse normas y mecanismos para 
la sincronización de las decisiones. 

En el fondo, los distintos grados y modalida-
des del proceso examinado corresponden de cer-
ca a lo ocurrido en algunos países centrales con 
la emergencia de los "conglomerados" y la de-
clinación relativa y consecuente del monopolio u 
oligopolio de viejo cufio. Al igual que en el caso 
de los "conglomerados", lo fundamental de la 
asociación o coordinación de unidades reside en 
la existencia y operación de un "pool" o base 
común de recursos financieros (corrientes y para 
inversión), talento administrativo y posibilidades 
de desarrollar y asimilar adelantos tecnológicos. 

Naturalmente, lo señalado no supone la con-
cepción de un gran "conglomerado público". 
Apenas indica el sentido de las tendencias hacia 
una mayor sincronización de las empresas esta-
tales, la que admite múltiples variedades. 

4. Funcionalidad del sector 

En lo que toca al papel del sector y a sus rela-
ciones con las actividades privadas, destacan dos 
posiciones fundamentales. De un lado estarían 
aquellos que consideran al sector de empresas 
públicas como una extensión de las responsabili-
dades propias y tradicionales del Estado, impuesta 
por circunstancias de hecho y que no modifican 
esencialmente la división entre los sectores públi-
cos y privados. Desde este ángulo, las funciones 
legítimas del sector consisten en establecer la 
infraestructura y otros servicios básicos para la 
mejor actuación de las actividades particulares. 
Más aún, en caso de que la iniciativa estatal tu-
viera que rebasar esos límites por causas imperio-
sas, el fenómeno debería considerarse como esen-
cialmente transitorio, debiendo revertir oportu-

namente al campo privado las actividades que 
no corresponden a una función de apoyo. 

Por otro lado se consideraría que el sector de 
empresas públicas debe representar una función 
más amplia y autónoma, cual es la de constituir-
se (asociado al gobierno general), en principal 

Cuadro B-bis 

BRASIL : NÓMINA DE E M P R E S A S PÚBLICAS POR 
SECTORES ECONÓMICOS 

Minerales y siderurgia 

Companhia de Agos Especiáis Itabira 
Companhia Ferro e Ago de Vitoria S. A. 
Companhia Siderúrgica Nacional 
Companhia Siderúrgica Paulista 
Companhia Vale do Rio Doce 
Usinas Siderúrgicas de Minas Gerais S. A. 

Química 

Companhia Nacional de Alcalis 
Petróleo Brasileiro 5. A. 

Abastecimiento 

Companhia Brasileira de Alimentos 
Companhia Brasileira de Armazenagem 
Frigoríficos Nacionales 

Manufactureras y diversas 

Fábrica Nacional de Motores 
Empresas del Patrimonio Nacional 
Companhias Usinas Nacionais 

Transporte y comunicaciones 

Rede Ferroviaria Federal 
Loide Brasileiro 
Administragao do Porto do Rio de Janeiro 
Servigo de Navegagao da Bacia do Prata 
Servigo de Navegagao de Amazonia 
Servigo de Navegagao do Porto de Paré 
Companhia Nacional de Navegagao Costeira 
Servisos Transporte Baia de Guanabara 
Zona Franca de Manaus 

Energía eléctrica 

Centráis Elétricas Brasileiras 
Central Elétrica de Fumas 
Companhia Eletricidade do Amapá 
Companhia Hidroelétrica de Sao Francisco 
Companhia Hidroelétrica Vale du Paraiba 
Teimoelétrica de Charqueadas S. A. 
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Cuadro 31 

C O L O M B I A : P R I N C I P A L E S 

(Mües 

Manufactureras 
Empresa Colombiana de Productos 

Veterinarios 
Cemento Boyacá S.A. 
Industria de Concreto " INCO" Ltda. 
Empresa Colombiana de Petróleos 

Transporte y comunicaciones 
Compañía Nacional de Navegación 
Empresa Puertos de Colombia 
Corporación Industrial Aeronáutica 
Empresa Colombiana de Aeródromos 
Ferrocarriles Nacionales 
Empresa Nacional de Telecomunicaciones 
Instituto Colombiano de Energía 

Eléctrica' 
Instituto de Mercadeo Agropecuarios 

Ingresos Remu- Compra Superávit 
de explo- nera- de ma- Total^ de explo-
tación'^ dones'' teriales'' tación 

15 973 3 571 1295 5 690 10283 
39 418 8 386 9 928 29 781 9 637 

1435 410 763 1246 189 
306 409 220 876 128 584 1059 803 246 606 

12 951 4152 3183 13 348 — 397 
346 538 235 321 5 067 262 500 84 038 

2 514 2 090 1030 4036 — 1522 
39 050 32 253 — 41 747 — 2 697 

333 880 278 524 94 428 400444 — 66 564 
459 598 240 485 23 884 311 635 147 963 

1287 5 957 521 9 791 — 8 504 
699 4761 58 890 1672 76 253 623 223 

FUENTE: Contraloría General de la República de Colombia, Informe Financiero de 1968. 
" Se consideraron solamente los ingresos por ventas de bienes, productos y servicios. 
'' Incluye todos los gastos referentes a remuneraciones, leyes sociales, regalías, bonificaciones y primas. 
® Se consideró sólo la compra de materiales y suministros. 
I' Además de las remuneraciones y compra de materiales, incluye los gastos generales de la empresa, excepto las 
® Incluye los ingresos y gastos que no fue posible encasillar en alguno de los rubros establecidos. Entre los in 

cursos de capital, etc.; entre los gastos se destacan los referentes a depreciación y al pago de intereses, 
f El Instituto de Energía Eléctrica no produce energía, sino que se dedica a los estudios y obras de riego, dese 
s Este Instituto se encarga principalmente de regular el comercio exterior de productos agropecuarios y de regu 

ción de existencias. 
h Incluye 631 767 000 pesos por venta de bienes. Entre los gastos de explotación no figura ninguna cuenta de con 

resorte de la expansión y orientación del proce-
so de desarrollo. 

No cabe en este trabajo un pronunciamiento 
en la discusión. Con distintas modalidades, acen-
tuación y persistencia, el cuadro latinoamericano 
exhibe un variado espectro de experiencias sobre 
el asunto. Lo que sí corresponde señalar es que, 
cualquiera sea el criterio predominante, la polí-
tica sobre el sector debe ser fiel y consistente 
con la definición que se adopte, ya que las ambi-
güedades o contradicciones en las decisiones 
pueden ser mucho más dañinas o perturbadoras 
que la inclinación consecuente en uno u otro 
sentido. 

5. La ampliación y diversificación de la órbita 
estatal 

La cuestión anterior está claramente entrelazada 
con otra: los criterios contrapuestos sobre la am-
pliación y diversificación del sector de empresas 
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públicas, que importan una prolongación de las 
posiciones generales o doctrinarias resumidas en 
la sección anterior. Para la postura heterodoxa, 
el avance en esas direcciones, aparte de sus otras 
justificaciones, representaría introducir la ges-
tión pública en actividades más rentables que la 
mayoría de las tradicionales, reforzando así la 
posibilidad de acumular recursos invertibles. 

Con mayor razón que en el tema anterior, tam-
poco en éste pueden aventurarse juicios con as-
piración de estricta objetividad o tecnicismo. La 
verdad es que los esfuerzos en este sentido han 
sido muy escasos y predominan más bien las re-
miniscencias de planteamientos tradicionales. 
Una excepción en este sentido ofrece un trabajo 
antes citado, en el que se ensaya la siguiente dis-
tinción entre empresas constituyentes del "núcleo 
de expansión económica" antes nombrado, y que 
deberían ser públicas, y las destinadas o aptas 
para la gestión privada: "las industrias que com-
ponen el núcleo de expansión económica emplean 



c 
EMPRESAS PÚBLICAS, 1968 
de pesos) 

Otras cuentas Gastos de capital 

Aportes Préstamos Transfe-
rencias 

Otros 
ingresos^ Total Inversión 

directa 
Inversión 
financiera 

Amorti-
zación Total 

20 625 

83 350 

— 782 
— 237 
— 19 
— 30 794 

780 
— 3 262 

58 
181 296 

20 623 
- 3 499 

39 
233 852 

18 207 

'55 
452 868 98 160 

340 

30 63Í 

18 547 

'55 
581 659 

1000 
10000 
1000 

111706 
170 342 
48 620 

46 099 
1800 

25 846 
118 927 
21 000 

— 364 
— 1958 

— 2155 
— 13 830 
—109 794 

4188 
6 285 
1990 

103 
— 45 235 

11242 

4 824 
60 426 
4 790 

135 500 
230 204 

— 28 932 

100 032 

112 79Í 
194 684 
33 682 

1319 

5 254 

47 8ÍÓ 
525 

17 125 
22 591 
76180 

147 842 
1844 

129 916 
217 275 
115 116 

231189 
17 610 

358 503 
170 811 

— 815 
— 5 752 

22 230 
8 238 

611107 
190 907 

765 385 
887 758 

12 615 
10 098 

32 592 810 592 
897 856 

provisiones para depreciación y los intereses de los préstamos. 
grasos se consideraron otros ingresos corrientes, rentas de arrendamiento, reembolsos y reintegros y otros re-

cación e hidrología con fines de electrificación y a la construcción de plantas hidroeléctricas y termoeléctricas, 
lar los precios de estos productos en los mercados nacionales mediante el manejo de la oferta y la acumula-

trapartida que justifique o explique esos ingresos. 

una tecnología poco variada, cuyo ritmo de in-
novación no es muy intenso. Esas industrias se 
ocupan de un número relativamente pequeño de 
productos: servicios, energía eléctrica, dos o tres 
tipos de carbón y algunas docenas de derivados 
directos de petróleo, de aceros comunes y de 
hierro. El acceso de esos sectores a la amplia ex-
periencia internacional puede ser asegurado con 
relativa facilidad, sea a través de la contratación 
de proyectos, de diseños y especificaciones, sea 
por medio de la asistencia técnica". 

"Las industrias del segundo grupo, muy nu-
merosas, se dedican a una infinidad de produc-
tos. La mayoría de ellas emplea tecnologías va-
riadas y en continua evolución, que dependen 
frecuentemente de procesos y equipos vinculados 
a patentes o privilegios de propiedad exclusiva 
de las empresas internacionales. La incorporación 
de esas innovaciones a la economía nacional exi-
ge, en algunos casos, la instalación en el país 
de las propias empresas extranjeras detentoras de 

esa experiencia exclusiva y, en otros, la reali-
zación de convenios de participación entre ellas 
y las nacionales".^® 

Sin embargo, estos criterios de asignación de 
funciones pueden ser objetados desde muchos 
puntos de vista, no sólo a laase de consideraciones 
de orden político-doctrinario sino también por 
una causa de mayor peso y menor contenido po-
lémico. Es el hecho de que el marco y funciones 
de los sectores privado y público tienen una di-
mensión histórica, esto es, se modifican en el 
tiempo y según el cariz de las circunstancias o 
etapas del desarrollo social. En consecuencia, 
puede ser más útil para la dilucidación del asun-
to tener en consideración los cambios importan-
tes ocurridos y lo que ellos pueden significar pa-
ra el problema. 

Desde este ángulo, por ejemplo, sería prove-

29 Véase A. Días Leite, Empresa pública e desenvol-
vimento económico, op. cit. 

57 



choso tener en cuenta que en las nuevas o actua-
les condiciones del desarrollo latinoamericano a 
menudo no tiene mayor sentido la reiteración del 
supuesto antagonismo entre empresa pública y 
sector privado. De una parte porque en muchas 
instancias, en especial en el campo de ciertas 
industrias básicas, importantes y más represen-

tativas del avance tecnológico, la verdadera al-
ternativa suele plantearse en términos de empre-
sa pública o semipública o empresa extranjera o 
internacional. Por otro lado está el hecho asimis-
mo evidente de que, en muchos países de la re-
gión, la ampliación y diversificación del sector 
estatal, lejos de constituirse en un obstáculo o 

Cuadro 

C H I L E : P R I N C I P A L E S 

C Millones 

Ingresos corrientes Gastos corrientes 

Transporte y comunicaciones 
Empresa Portuaria 
Empresa Marítima del Estado 
Línea Aérea Nacional 
Ferrocarriles del Estado 
Empresa de Transportes Colectivos del Estado 
Empresa Nacional de Telecomunicaciones 

Industria 
Industria Azucarera Nacional ( lANSA) 
Astilleros Marítimos del Estado (ASMAR) 
Fábrica de Materiales del Ejército (FAMAE) 
Compañía de Acero del Pacífico ( C A P ) ' 

Minería 
Empresa Nacional de Minería (ENAMI) 

Energía y combustibles 
Empresa Nacional de Electricidad 

(ENDESA) 
Empresa Nacional de Petróleo (ENAP) 
Petroquímica Chilena S. A. 

Comerciales 
Empresa de Comercio Agrícola (ECA) 

Servicios 
Empresa de Agua Potable 

Ventas Total<^ 
Remu-
nera-

ciones^ 
Insumos Total'' 

113.7 124.8 119.2 32.5 153.3 
29.3 49.8 26.0 41.1 67.1 

139.6 175.8 64.2 90.0 186.5 
313.8 378.0 457.8 177.7 663.1 

46.9 51.5 54.9 36.2 91.1 
33.1 34.2 9.7 9.1 23.7 

237.3 253.4 35.4 195.8 256.5 
59.4 60.6 53.1 13.5 66.6 
22.0 22.3 13.6 12.4 27.0 

1 046.4 1 058.5 . . . 820.4 

521.4 527.9 67.7 400.6 480.1 

276.8 280.1 59.3 58.4 178.7 
828.0 828.1 85.8 346.0 431.8 

99.5 102.2 31.6 14.2 180.2 

74.6 79.0 29.1 12.9 43.1 

FUENTE: Ministerio de Hacienda, Dirección de Presupuestos, Balance Consolidado del Sector Público de Chile, 
^ Además de las ventas incluye renta de inversiones, ingresos provenientes de leyes especiales y otros. 

Incluye los pagos por concepto de leyes sociales. 
" Comprende además los intereses de la deuda pública y otros gastos corrientes, excepto transferencias. 
^ Incluye tanto la formación de capital como la compra de activos e inversión financiera. 
® Además incluye otros gastos de capital. 
' Corresponde al aporte fiscal corriente y de capital. 
s Incluye: aportes corrientes a otras instituciones, que alcanzan cierta significación sólo en el caso de los Fe 

bidos y entregados al sector público, 
i" Este rubro incluye variaciones de caja, venta de activos e ingresos propios y otros ingresos de capital. 
' Información parcial de la Memoria de la empresa correspondiente al ejercicio 1968-1969. 
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rival de la iniciativa particular, ha resultado de-
cisiva para ayudar a expandir sus operaciones. 

Lo señalado, claro está, no debe llevar al des-
cuido de los diversos problemas que acompañan 
la gestión de las empresas públicas sobre los cua-
les dan amplia prueba las discusiones tanto en los 
países industrializados con economía de mercado 

como en el área socialista o de planificación 
central. 

Nota del editor. Los 
Anexo (constituido por 
distribuidos en el texto. 

cuatro primeros cuadros del 
los cuadros A-G) aparecen 

B 

E M P R E S A S PÚBLICAS, 1968 
de escudos) 

Gastos de capital 

Inversiórfi 
Amortiza-

ción deu-
da pública 

Totals 

Superávit 
de 

explotación 

Financiamiento 

Apor-
te ¡is-
cali 

Créditos 

Transfe-
rencias 
netass 

Otros 
in-

gresos^ 

7.9 8.3 — 28.5 55.1 — 3.6 — 14.7 
6.1 6.3 — 17.3 24.1 — — — 0.5 

178.5 25.4 203.9 — 10.7 40.2 177.6 — 9.3 6.1 
132.7 0.6 133.3 —285.1 337.4 26.4 26.3 28.3 

2.9 3.1 — 39.6 43.8 — — 0.3 — 0.8 
22.9 2.7 43.8 10.5 28.9 5.0 — 0.6 

15.2 0.6 15.8 — 3.1 34.8 21.7 —36.6 — 1.0 
8.0 8.0 — 6.0 21.1 — — 5.9 — 1.2 
2.0 .— 2.1 — 4.7 8.2 1.2 — 2.4 — 0.2 

71.0 ... 238.1 

46.6 107.9 154.7 47.8 72.6 33.1 - 1 1 . 1 12.3 

360.1 387.1 101.4 137.6 96.2 55.7 — 3.8 
203.1 40.2 255.2 396.3 — 29.9 —57.9 —113.1 

23.9 — 28.2 — 7.9 7.5 12.5 0.3 

10.8 3.1 13.9 — 78.0 56.6 37.0 — 7.1 5.4 

27.4 1.1 28.5 35.9 1.4 1.7 —11.9 1.4 

año 1968 y período 1964-1968, Santiago de Chile, 1970. 

rrocarriles del Estado, transferencias corrientes al sector privado y transferencias corrientes y de capital reci-
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Cuadro E 

MÉXICO: NÓMINA DE ALGUNAS EMPRESAS PÚBLICAS 

Mineras 
Compañía Minera de Guadalupe 

S. A^a 
Compañía Minera La Florida de 

Muzquiz S. A." 
La Perla, Minas de Fierro S. A 
Mexicana de Coque y Derivados 

S. A.» 

Petroleras 
Petróleos Mexicanos 
Diesel Nacional S. A." 

Manufactureras 
Industria Petroquímica Nacional 

S. A. 
Tetrateild de México S. A.^ 
Altos Hornos de México S. A. 
Compañía Industrial de Aten-

quique 
Compañía Industrial de Ayotla'' 
Constructora Nacional de Carros 

de Ferrocarriles S. A. 
Chapas y Triplay S. A.'' 
Empacadora Éjidal 
Zincamex S. A. 
Fábricas de Papel Tuxtepec S. A. 
Compañía Real del Monte y 

Pachuca 
Fertilizantes del Istmo S. A.»» 
Guanos y Fertilizantes de México 

S. A. 
Henequen del Pacífico S. A. 
Hules Mexicanos S. A. 
Industrial de Abastos S. A. 
Industrial Eléctrica Mexicana 

S. A. 
Ingenio Independencia S. A.'̂  
Ingenio Rosales S. A. 
Ingenio San Francisco El Na-

ranjal S. A.'' 
Maderas Industriales de Quinta-

nardo S. A.*" 
Maíz Industrializado S. A.'' 

Capital 
social Pfi?; 

'lafo nesde , " 

CapUal 
socml 

nes de , 

Operadora Textil S. A.'' 10.0 
Productora e Importadora de 

12.0 ... Papel S. A. 
Siderúrgica Nacional S. A. 

7.5 
100.0 

5.0 . . • Sociedad Cooperativa de Vestua-
40.0 100 rio y Equipo S. A. 

Talleres Gráficos de la Nación 
1.3 

70.0 c Talleres Tipográficos Nacionales 
Inmobiliaria Bamíoco S. A. 
Instalaciones Inmobiliarias para 

Industrias S. A.'' 

20.Ó 
6,7 

10.0 
250.Ó ióó 

Transportes y anexos 
Aeronaves de México S. A. 
Aeropuertos y Servicios Auxi-

128.0 

100.6 100 liares 
50.0 c Caminos y Puentes Federales de 

600.0 ... Ingresos 
Ferrocarriles de Chihuahua al 

70.0 Pacífico 127.1 
17.0 c Ferrocarril del Pacífico S. A. 

Ferrocarriles Nacionales de Mé-
80.0 96 xico 

2.0 c Ferrocarriles Unidos de Yucatán 23.0 
2.5 96 Servicios de Transportes Eléc-

63.5 100 tricos 
160.0 C Comisión Federal de Electricidad . . • 
10.6 100 

Compañía de Luz y Fuerza del 
10.6 100 Centro, S. A.® 1 000.00 

270.0 c Compañía Hidroeléctrica Occi-

10.0 
0.6 

87.5 
60.0 

51 
83 
60 
51 

dental 0.65 
10.0 
0.6 

87.5 
60.0 

51 
83 
60 
51 

Almacenes Nacionales de Depó-10.0 
0.6 

87.5 
60.0 

51 
83 
60 
51 

sito S. A. 500.0 
10.0 
0.6 

87.5 
60.0 

51 
83 
60 
51 Conasupo S. A. 80.0 

10.0 
0.6 

87.5 
60.0 

51 
83 
60 
51 

Agrícolas 
12.0 100 Beneficios Mexicanos del Café 
25.0 c S. R. L. 1.2 
65.0 Unión Forestal de Jalisco y 65.0 

Colima S. A.f 40.0 
50.0 G 

Comerciales 
8.0 100 Compañía Operadora de Teatros 

19.6 100 S. A. 92.0 

60 
c 

ioó 

e 

100 

49 

50 

FUENTE: Secretaría de la Presidencia, Dirección General de Inversiones Públicas. 
® Las acciones pertenecen a Altos Hornos de México, S. A. 

Las acciones pertenecen a la Nacional Financiera. 
° La participación del Estado es mayoritacia. 
s Las acciones pertenecen a Petróleos Mexicano. 
® Las acciones pertenecen a la Comisión Federal de Electricidad. 
' Las acciones pertenecen a la Compañía Industrial de Atenquique. 
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Cuadro 14 

REPÚBLICA DOMINICANA: NÓMINA DE LAS PRINCIPALES EMPRESAS PÚBLICAS 
(Miles de pesos) 

Empresas de la Capital Participa- Ocupa- Gastos en Ingre-
Corporación Dominicana social ción es- ción (ju- materia sos por Utilidad 
de Empresas Estatales autorizado tatal(por- nio de prima ventas neta 

(CORDE) (1967) centaje) 1967) (1966) (1966) 

Minería 
Minas de Sal y Yeso 1060 100 246 769.3 — 730.1 
Falcombridge Dominicana 20 000 10 ... 

Petróleo 
Petrolera Dominicana 3 000 33 ... 

Manufacturas 
Dominicana Industria de Calzados 250 100 127 198.0 595.6 75.0 
Fábrica de Aceites Vegetales 462 100 80 308.1 498.8 — 104.2 
Sacos y Tejidos Dominicanos 

100 80 

(FASACO) 1425 100 266 484.7 1 741.0 47.2 
Sacos y Tejidos Dominicanos (Textil) 6 000 100 560 2 495.1 1 502.2 — 937.5 
Sisal Dominicano 1000 100 
Tenería FA-2 300 100 '40 56.4 126.5 — 70.5 
C. A. Tabacalera 4000 72 455 2 73B.0 17 402.9 647.5 
Chocolatera Industrial 3100 93 151 47.0 — 6.0 
Fábrica Dominicana de Cementos 12 000 73 551 500.7 6 287.8 847.0 
Fábrica Dominicana de Discos 50 97 7 3.7 16.6 — 10.5 
Industria Licorera La Altagracia 150 87 33 50.7 105.3 — 75.0 
Industria Nacional de Papel 5 000 87 231 1111.1 2 651.1 45.5 
Pinturas Dominicanas 900 82 171 709.1 2 160.4 242.1 
Industrial Lechera 400 96 53 309.8 389.1 — 195.8 
Molinos Dominicanos 4000 66 232 5 074.8 10 871.7 740.3 
Refinería Desal 46 100 31 13.5 — 43.1 
Industria Nacional del Vidrio 5 000 92 169 2 660.9 606.9 
Nacional de Construcciones 1000 44 
Sociedad Industrial Dominicana 3 000 47 
Ropas y Tejidos Dominicanos 400 24 
Mezcla Lista C. A. 500 18 
Industria de Asbesto Cemento 1000 43 
Industrias Nijua 1250 28 
Industria de Plásticos 500 4 
Laboratorio Químico Dominicano 470 18 
Fábrica de Baterías Dominicana 100 26 126.7 234.1 14.5 
Planta de Recauchado 300 41 99.6 296.5 — 32.2 

Comerciales 
Atlas Comercial Company 2 500 84. 91 1 514.7 — 117.9 
Caribbean Motors 2 000 72 111 1323.6 — 142.3 
Dominican Motors 1200 68 47 606.0 — 112.2 
Ferretería El Marino 60 75 9 31.8 — 38.5 
Ferretería Read 1000 62 42 501.9 — 135.1 
Sociedad Inmobiliaria 2 500 100 10 135.7 18.0 
San Rafael 400 32 2 291.5 229.8 
Comercial Dominicana 150 13 
Equipos de Construcción 1000 36 
Fomento Industrial, Mercantil y 

Agrícola 1500 11 
Radio Hin 150 12 

Transportes 
Dominicana de Aviación 830 100 202 2144.0 — 328.0 

Agrícolas 
Consorcio Algodonero 1000 100 811 417.9 —2077.2 

Otras empresas estatales Capital Ingresos de Otros Total Gastos de Depre- Utilidad 
(Ako 1969) social explotación ingresos ingresos explotación ciación neta 

Corporación Dominicana de 
Electricidad 

Corporación Azucarera Do-
minicana (actualmente 
Consejo Estatal del Azúcar) 

Corporación Hotelera 

37 000.0 20198.7 — 98.2" 20100.5 11906.8 

140 000.0 80 274.6 1 644.8 81 919.4 74 360.3 

2 357.2 

5 420.9 

5 836.4 

2 138.2 

FUENTE: Oficina Nacional de Planificación, Plataforma para el Desarrollo Económico-Social de la República Do-
minicana (1968-1985), balances de las empresas. 

^ Incluye el déficit de explotación de 100 000 pesos de la Preservadora de Maderas. 



Cuadro G 

VENEZUELA: NÓMINA DE ALGUNAS E M P R E S A S PÚBLICAS, 1968 

(Miles de bolívares) 

Año de 
insta-

lación 

Participación 
del esta-

do en el capi-
tal ( por-
centaje) 

Capi- Ingresos Utilidad 
tal so- por neta 
cial ventas » 

Minería 

Minas de Carbón de Lobatera C. A. 

Petróleo 
Corporación Venezolana del Petróleo 
Instituto Venezolano de Petroquímica 

Manufactura 
Siderúrgica del Orinoco (CVG) 
Centrales Azucareras (CVF)<= 
Aluminio del Caroni S. A. (CVG) 
Cementos Guayana (CVG) 
C. A. Pulpa Guayana (CVG) 
Centro Simón Bolívar (CVF)<= 
Instituto Autónomo de Diques y Astilleros 

Nacional 

Transportes y anexos 
C. A. Venezolana de Navegación (CVF)"' 
Transportadora Marítima Venezolana C. A. 
Puerto de Hierro S. A. (CVG) 
Línea Aeroposta! Venezolana 
Venezolana Internacional de Aviación 

(CVF)<= 
Instituto Autónomo de Administración de 

Ferrocarriles del Estado 
C. A. Gran Ferrocarril de Tachira 
C. A. Nacional Teléfonos de Venezuela 
Almacenes de Depósito Agropecuarios C. A. 
C. A. Administración y Fomento 

Eléctrico (CVF)<> 
Electrificación del Caroní (CVG) 
Corporación Nacional de Hoteles y Turismo 
C. A. Hotel Guayana (CVG) 

1950 

I960 100 483 6001̂  179 072 35178 
1956 100 975 030" 77 273 —29 418 

1964 100 1647 790 418 110 15 523 
1959 100 000 67 608 — 4181 
1967 50 80 000 27 797 — 2120 
1968 25 12 000 ... — 11 

1958 460 ÓÓÓ 21294 9 3ÍÓ 

1947 100 34 715" 12 391 — 1734 

1959 72 305 99 769 5 754 
1960 • • 4 • . • . • « • • • 

50 450 2 401 
1958 323 625^ 51310 1314 

1960 32 760 136 187 16 360 

1946 100 446 384 2105 —10 502 
1894 11200 
1965 ióó 400 000 287 W 36 832 
1962 ... ... 
1958 800 000 237 071 10207 
1963 ióó 514 000 35198 20983 
1965 90 084 17 734'i — 466 
1967 "¿6 7146 — — 

FUENTE: Contaduría General de la República, Balance de la Hacienda Pública Nacional, 1968; Corporación 
Venezolana de la Guayana, Memoria Anual 1968; Corporación Venezolana de Fomento, Memoria Anual, ¡968. 

" Utilidad neta del ejercicio registrado en los balances de las empresas antes del pago de impuestos a la venta, 
de la constitución de reservas y del reparto de utilidades. 
Sólo el capital aportado por el gobierno. 
Corresponde al año 1967. 
Presupuesto. 
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TENDENCIAS DEMOGRÁFICAS Y OPCIONES PARA POLITICAS DE POBLACIÓN EN 
AMÉRICA L A T I N A 

1. Introducción 

Durante los últimos dos decenios, el rápido creci-
miento de la población y su redistribución geo-
gráfica en la mayoria de los países latinoameri-
canos han despertado creciente preocupación 
pública como problemas que exigen mejor com-
prensión y una política consecuente con la polí-
tica general del desarrollo y con las concepciones 
nacionales sobre un orden social futuro que sea 
viable. Siguen expresándose opiniones extrema-
damente divergentes acerca del significado de 
estos fenómenos y de lo que debería hacerse al 
respecto, pero se carece aún de gran parte de 
la información necesaria para comprobar los as-
pectos esenciales de las diferentes hipótesis, o 
bien la que existe es de dudosa confiabilidad. 
Sin embargo, la prolongada polémica ha contri-
buido a apreciar mejor cuán complejos son los 
factores en juego y cuán inadecuados los enfo-
ques, sean éstos simplemente conformistas o sim-
plemente críticos. Mucho se ha avanzado, gracias 
a las investigaciones realizadas por el Centro La-
tinoamericano de Demografía (CELADE) y por 
un número cada vez mayor de instituciones y 
estudiosos, pese a la abismante insuficiencia de 
la información básica y a que los gobiernos con-
tinúan asignando escasos recursos para la com-
pilación de estadísticas demográficas que permi-
tieran aclarar las tendencias actuales y efectuar 
proyecciones confiables para el futuro. 

En agosto de 1970 se presentaron a la prime-
ra Conferencia Regional Latinoamericana sobre 
Población' casi 200 documentos que discutían e 
informaban sobre investigaciones relativas a fe-
cundidad, mortalidad, migración, urbanización y 
distribución regional de la población; relaciones 
entre población y desarrollo económico y social; 
tendencias demográficas futuras, políticas de po-
blación; y el estado de la investigación y ense-
ñanzas demográficas en América Latina. Estos 
documentos, que presentan una gran diversidad 
de teorías, opiniones e información empírica, 

1 Celebrada en México, D. F., y patrocinada conjun-
tamente por la Unión Internacional para el Estudio 
Científico de la Población, la Comisión Económica pa-
ra América Latina, el Centro Latinoamericano de 
Demografía y el Colegio de México. Los títulos cita-
dos a continuación en el texto sin hacer referencia 
a lugar y fecha de publicación corresponden a docu-
mentos presentados a esta Conferencia. 

brindan buena oportunidad para hacer un exa-
men general de la cuestión demográfica en Amé-
rica Latina y para perfeccionar anáUsis ante-
riores.^ 

Este examen general es particularmente opor-
tuno al comenzar un nuevo decenio, que se espe-
ra sirva de marco para la formulación de estrate-
gias de desarrollo a largo plazo. Sin embargo, 
el hecho de que la mayor parte de los países ha-
yan levantado sus censos decenales en 1970 o lo 
vayan a hacer en 1971 significa que no vale 
la pena incluir estadísticas detalladas recientes 
en este examen general. En su mayoría, las es-
tadísticas y proyecciones demográficas de que 
se dispone derivan de los censos de 1960, y se 
las encuentra con facilidad en otras publicaciones. 

En las páginas siguientes se resumirá la si-
tuación demográfica actual de América Latina, 
prestando especial atención a la probabilidad de 
que continúen o cambien en grado importante 
las tendencias anteriores que sirven necesaria-
mente de base a las proyecciones estadísticas del 
futuro demográfico, y a lo que sobre estas cues-
tiones revelan las informaciones preliminares ob-
tenidas en algunos de los últimos censos. A con-
tinuación se analizarán los principales factores 
sociales y económicos que ejercen influencia im-
portante sobre el cambio demográfico y sobre 
los cuales éste, a su vez, influye o ejerce un efecto 
limitante. Será necesario estudiar una gran va-
riedad de temas sobre los cuales los especialis-
tas no han alcanzado consenso. En varios casos 
no será posible sino resumir los argumentos utili-
zados y expresar una preferencia preliminar, ba-
sada en el diagnóstico general hecho por la 
CEPAL, con respecto a los problemas y requi-
sitos del desarrollo. Se explorará después la 
cuestión crucial de la formulación de políticas, 
intentándose dar una visión objetiva de las co-
rrespondientes posiciones ideológicas. Por último, 
se confrontará la necesidad de asignar a la po-
lítica demográfica un lugar legítimo y claramen-
te definido dentro de una estrategia de desarro-
llo a largo plazo con la necesidad de contar con 
criterios realistas para apreciar lo que se justifi-

^ Véase Estudio Económico de América Latina, 
1969, publicación de las Naciones Unidas, N ' de ven-
ta: S. 71. IL G. L, capítulo XVII, primera parte, y 
El cambio social y la política de desarrollo social en 
América Latina, publicación de las Naciones Unidas, 
N" de venta: S . 70. II G. 3. 



caria que hicieran o dejaran de hacer los go-
biernos mientras intentan aún elaborar una es-
trategia de este tipo. En materia de población, 
como en todas las demás esferas de la acción 
social pública, se están contrayendo obligaciones, 
se impulsan programas y se generan presiones 
que no permiten esperar hasta que el Estado esté 
dispuesto y pueda integrarlas en una estrategia 
global. 

2. La situación actual y el futuro previsible^ 

a) Las tasas de crecimiento y sus determinantes 

La tasa de crecimiento demográfico de un 
país tiene tres determinantes inmediatos: la fe-
cundidad, la mortalidad y la migración interna-
cional. Para el conjunto de América Latina sue-
le aceptarse que de la primera de esas variables 
dependerán los principales cambios posibles y 
que en ella está la clave para predecir el creci-
miento demográfico y la composición por edades 
de la población. 

Habría mucho margen para seguir reducien-
do las tasas de mortalidad, si se comparan con 
las de los países de altos ingresos. Se espera 
que las disminuciones futuras sean relativamen-
te lentas en comparación con el pasado inmedia-
to, pero sus efectos sobre las tasas de crecimien-
to deberían bastar al menos para contrarrestar 
los descensos iniciales de la fecundidad.^ Sólo 
unos pocos de los países más pobres y pequeños 
tienen aún el potencial para lograr grandes re-
ducciones en un lapso de pocos años como las 
que produjo, para la región en su conjunto, la rá-
pida aceleración del crecimiento demográfico en 
los últimos decenios. No cabe esperar un aumen-
to de la tasa de mortalidad en parte alguna, a 
menos que ocurran catástrofes imprevisibles en 
este momento, salvo en la Argentina. 

Es del todo improbable que la inmigración 

® Para un análisis más detallado de las cuestiones 
tratadas en la presente sección y estadísticas que lo 
apoyan, véase El cambio social y la política de des-
arrollo social en América Latina, op. cit., capítulo IV, 
así como los documentos de la Conferencia Regional. 

^ Para la región en su conjunto se proyecta una 
disminución de la tasa total de mortalidad de 10.0 
en 1965-1970 a 7.0 en 1980-1985. La esperanza de vida 
al nacer debería subir en unos 6.5 años entre los 
mismos períodos. Las tendencias proyectadas para ca-
da país difieren grandemente del promedio regionaL 
En un extremo, la tasa bruta de mortalidad de la 
Argentina subiría ligeramente, de 8.6 a 9.0, debido 
al envejecimiento de la población. En el otro, las tasas 
de Haití y Bolivia, las más altas de la región, des-
cenderían de 19.7 a 13.7 y de 19.1 a 16.3, respectiva-
mente. Otros países cuyas tasas están muy por encima 
del promedio regional son El Salvador, Guatemala, 
Honduras, Nicaragua y la República Dominicana. 
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recupere alguna vez el importante papel que tuvo 
en el pasado en el crecimiento de la población 
de algunos países latinoamericanos. La emigra-
ción tiene importacia actual y potencial sólo para 
unos pocos países pequeños del Caribe. 

La migración internacional desempeñará prin-
cipalmente un papel cualitativo, y dependerá del 
equilibrio entre la capacidad latinoamericana 
para atraer inmigrantes con las calificaciones 
necesarias y su capacidad para limitar la emi-
gración de sus nacionales que posean esas cali-
ficaciones. Desgraciadamente, parece que va a 
predominar esta última corriente. La migración 
puede, además, tener importancia para cambiar 
el equilibrio de la población entre algunos países 
dentro de la región, y en ese sentido el progreso 
de la integración económica puede facilitar los 
movimientos de población entre países latino-
americanos. Hasta esto es dudoso, dados el cre-
ciente grado de desempleo estructural en casi 
todos los países y las resistencias que se oponen 
a este tipo de migración una vez que alcanza 
una escala suficiente como para alterar signifi-
cativamente las características demográficas del 
país huésped. 

Por ello, la atención se centra en el compor-
tamiento futuro de la fecundidad no sólo por 
ser la variable más susceptible de cambiar con-
siderablemente, sino por ser la más sensible a la 
influencia de una política encaminada a contro-
lar la tasa de crecimiento demográfico. De ahí 
que gran proporción de las investigaciones de-
mográficas recientes esté dedicada a esta varia-
ble.® La composición por edad, con extremado 
predominio de los jóvenes, que deriva de la com-
binación en los últimos años de alta fecundidad 
y mortalidad decreciente, da un enorme impul-
so al crecimiento demográfico; mantiene elevada 
la tasa bruta de natalidad e inalterada la tasa de 
crecimiento durante algunos años después del 
comienzo de un descenso en las tasas de fecun-
didad correspondientes a las mujeres en edad de 
procrear. Según los precedentes históricos, los 
cambios en el comportamiento procreativo de la 
mujer han sido lentos y graduales, salvo unas 
pocas excepciones en épocas recientes (Japón, 
China (Taiwan)). Por lo tanto, las proyeccio-
nes de las tasas de crecimiento demográfico ba-
sadas en diferentes hipótesis sobre las tenden-
cias de la fecundidad señalan la probabilidad de 
que los límites de variación sean relativamente 
estrechos. Según la variante baja usada en las 
proyecciones recientes hechas por la CEPAL y 

^ Más de 40 de los trabajos presentados a la Con-
ferencia Regional Latinoamericana sobre Población es-
tuvieron dedicados a la fecundidad. Véase en especial 
el trabajo preparado por Walter Mertens, "Fertility 
and Family Planning Research in Latin America". 



el CELADE, la tasa de crecimiento demográfico 
de toda América Latina podría disminuir de 
2.83% en el período 1960-1965 a 2.69% en el 
período 1980-1985. Según la hipótesis media, au-
mentaría ligeramente, a 2.91%, y según una va-
riante alta la tasa podría subir a 3.19%. La po-
blación aumentaría pues a 411 millones, 425 mi-
llones y 440 millones de habitantes, respectiva-
mente, en comparación con los 238 millones que 
había en 1965.^ 

Las proyecciones demográficas se basan nece-
sariamente en las tendencias del pasado y en la 
posibilidad de modificar esas tendencias que ha 
demostrado la experiencia. Los demógrafos sa-
ben muy bien que esas tendencias no proporcio-
nan una orientación segura para pronosticar el 
futuro.'^ El progreso de las técnicas anticoncepti-
vas, la difusión de los servicios públicos y pri-
vados de planificación de la familia, la penetra-
ción cada vez mayor de los medios de comuni-
cación y los cambios radicales en los patrones 
sociales, el modo de vida, el medio físico y los 
estímulos del consumo a los que está expuesta 

® Véase El cambio social y la política de desarrollo 
social en América Latina, op. cit., cuadros 9 a 11 en 
el capítulo IV. Estos totales incluyen las 20 repúbli-
cas latinoamericanas y 4 países del Caribe. Si se in-
cluyen todos los países y territorios del Caribe, los 
totales aumentan en casi 8 millones para 1965 y 10 
millones para 1985. 

' "El cálculo de poblaciones futuras por medio de 
proyecciones de tendencias pasadas dentro de marcos 
estrictamente demográficos tiene sus riesgos en cual-
quier época. Esto es particularmente cierto en Amé-
rica Latina en el período que se analiza. El supuesto 
de continuidad en las tasas de crecimiento debe lle-
gar a ser, tarde o temprano, un supuesto contrario a 
los hechos" (Irene S. Taeuber, "Tendencias demográ-
ficas futuras en América Latina.") 

(Todas las predicciones de los demógrafos) han 
dependido de una premisa: si las tendencias actuales 
se mantienen.. . Es una antigua falacia estadística 
realizar extrapolaciones en base a esta premisa cuan-
do en realidad no es válida. Sostengo principalmente 
que las tendencias del pasado reciente no se han man-
tenido, ni es probable que lo hagan... los aconteci-
mientos (recientes) son tan nuevos y tan novedosos 
que las tendencias demográficas anteriores a 1960 son 
en gran medida inútiles para predecir lo que sucederá 
en el futuro" (Donald Bogue, "The End of the 
Population Explosion", Central Statistical Office, 
Research Papers, N ' 4, Trinidad-Tabago, diciembre 
de 1967). Nathan Keyfitz, haciendo una distinción 
entre simples proyecciones y proyecciones que aspiran 
a servir de predicciones, ha hecho hincapié en las 
grandes discrepancias entre las predicciones del pasa-
do y lo que ha sucedido, y en el escaso número de 
estudios de evaluación: " . . . m i l e s de páginas impre-
sas dan cifras futuras, unos cuantos cientos de pági-
nas establecen los supuestos sobre los que se basan 
dichas cifras, unas cuantas docenas cuando mucho eva-
lúan los métodos mediante la comparación de proyec-
ciones pasadas con el desarrollo subsecuente". ( "La 
proyección y la predicción en demografía: Una re-
visión del estado de este arte") . 

la mayor parte de la población latinoamericana 
podrían, combinados en cierta forma aún indefi-
nible, provocar cambios, sin precedentes en cuan-
to a su rapidez, en el comportamiento reproduc-
tivo, y, por consiguiente, en el crecimiento de la 
población y en la distribución por edades. Como 
sucedió recientemente con la mortalidad, el cam-
bio tecnológico y la acción pública organizada 
podrían hacer que los cambios en la fecundidad 
dependieran mucho menos de los progresos eco-
nómicos y sociales a los que habían estado su-
peditados hasta ahora. 

Dos países de la región, la Argentina y el Uru-
guay, no han compartido las características de 
alta fecundidad y aumento acelerado de la po-
blación comunes al resto de la región. En los 
últimos decenios sus patrones demográficos se 
han acercado más a los de Europa que los del 
resto de América Latina. Otros dos países, Chile 
y Cuba, están alcanzando niveles de fecundi-
dad y crecimiento demográfico moderados. La 
natalidad bajó en Chile de 37.1 por mil habitan-
tes en 1963 a 27.8 en 1969. Más recientemente 
unos pocos países pequeños han iniciado la mis-
ma evolución. La tasa de natalidad de Costa 
Rica, que se mantuvo casi estacionaria a un nivel 
muy elevado hasta 1963, bajó de 45.3 en ese 
año a 34.5 en 1969. En Panamá hubo una dis-
minución menor (de 41.0 en 1960 a 38.0 en 
1969). En todos los países de habla inglesa del 
Caribe se registró una importante tendencia de-
creciente durante el decenio de 1960. 

En el Brasil, las estadísticas vitales a nivel na-
cional son demasiado incompletas para saber si 
la tasa de natalidad (probablemente cerca de 38) 
ha cambiado mucho, pero en la ciudad de Sao 
Paulo, después de varios años de estabilidad, la 
tasa de natalidad bajó de 31.9 en 1963 a 25.1 
en 1968.8 

En otros pocos países que cuentan con estadís-
ticas completas de natalidad (según el Demogra-
phic Yearbook de 1969), la tasa también acusa 
una tendencia declinante. En el Salvador la tasa 
se mantuvo alrededor de 49 por mil hasta 1963, 
para luego decaer a 42 hacia 1969. En Guate-
mala una baja similar desde 49 por mil comen-
zó dos años antes. En estos últimos casos, sin 
embargo, el descenso puede deberse, al menos 
en parte, a los cambios habidos en los niveles de 
la mortalidad y en la estructura por edades, des-
conociéndose hasta qué punto ha habido una 
verdadera baja de la fecundidad derivada de 
cambios en el comportamiento procreativo de la 
población. Para verificar si la ha habido, habría 
que examinar la evolución de otros índices, que 

® Olavo Baptista Filho, "Extensión del período de 
formación profesional y el comportamiento de la na-
talidad". 

65 



no pueden calcularse sobre la base de las infor-
maciones disponibles en esos países. En Chile, 
Costa Rica y Panamá, en cambio, las disminu-
ciones en la tasa de reproducción bruta (rela-
ción entre el número de nacimientos de niñas en-
tre dos generaciones sucesivas, suponiendo nula 
la mortalidad hasta el final del período de pro-
creación) confirman las tendencias derivadas de 
las tasas de natalidad. 

Es interesante señalar que en varios países se 
inició, alrededor de 1963, un brusco descenso 
de la natalidad, después de un período de esta-
bilidad. Esta tendencia se da tanto en países en 
que la fecundidad había descendido ya a un ni-
vel moderado, como en países con natalidad alta 
y estable en que no había habido disminuciones 
anteriores. Los programas de divulgación de las 
prácticas anticonceptivas eran demasiado inci-
pientes a comienzos del decenio de 1960 como 
para que tuvieran influencia significativa sobre 
la fecundidad. Tampoco corresponde la rapidez 
de la disminución al lento avance que han tenido 
las prácticas de control de la natalidad en las di-
ferentes clases sociales según la experiencia his-
tórica. Podría adelantarse la hipótesis de que du-
rante ese período gran número de personas 
que ya intentaban controlar su fecundidad, o que 
querían hacerlo, tuvieron, por propia iniciativa, 
oportunidad de usar métodos más eficaces 

Los datos preliminares de seis censos levan-
tados en 1970 sugieren que en unos pocos países 
en que la transición demográfica hacia una fe-
cundidad más baja comenzó hace algún tiempo, 
el proceso ha avanzado más rápidamente de lo 
que se esperaba, pero que en otras partes las 
bajas de la fecundidad, cuando las hay, apenas 
bastan todavía para compensar las bajas de la 
mortalidad. (Merece señalarse que los totales 
preliminares llevan frecuentemente a conclusio-
nes erradas cuando no se tiene en cuenta la omi-
sión censal.) En tres países, la población que da 
el censo está tan por debajo de la proyectada 
que la diferencia no puede explicarse solamente 
por la omisión censal. En la Argentina, las pro-
yecciones demográficas dan un total superior en 
4.8% a los resultados del censo (24 444 000 
frente a 23 320 000). Si se tiene en cuenta un 
margen de omisión (probablemente menos del 
3%) , la población habría estado creciendo con 
rapidez algo menor que la esperada. En Chile, 
la discrepancia es de 10.2% (9 735 000 frente a 
8 835 000), de modo que debe ser bastante sig-
nificativo el descenso de la tasa de crecimiento 
demográfico. En la República Dominicana, la di-
ferencia es de 6.6% (4 277 000 y 4 012 000). 
En este caso la discrepancia es más difícil de 
explicar. La mortalidad puede haberse manteni-
do a un nivel más alto que el que se esperaba o 
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puede haber habido una omisión censal muy 
considerable. No ha habido, ni se esperaba que 
hubiera, gran descenso de la fecundidad, dadas 
las características del país. En Panamá las pro-
yecciones demográficas dan un total de población 
inferior en 2% al total censal (1399 000 frente 
a 1 425 000), diferencia que fácilmente podría 
doblarse si se tuviera en cuenta la omisión cen-
sal, aunque la fecundidad ha bajado mucho más 
durante el decenio que lo que se supuso en la 
proyección, de modo que cabía esperar una cifra 
más elevada que en el censo. Es posible que un 
saldo positivo de migración internacional o 
un descenso más rápido de la mortalidad que 
el supuesto en las proyecciones puedan haber 
compensado la baja de la fecundidad, aunque no 
es posible confirmar ninguna de estas hipótesis 
con la información disponible. En México la dis-
crepancia de 3.4% podría explicarse principal-
mente por la omisión censal, con lo cual no ha-
bría disminuido significativamente la tasa de 
crecimiento demográfico. El caso del Brasil es 
particularmente interesante. Las cifras prelimina-
res del censo dan una población de 92 300 000, 
que difiere sólo en 1.5% de la proyección para 
la fecha del censo (93 687 000); el grado de 
omisión en el Brasil puede ser relativamente im-
portante, y con toda probabilidad compensará 
con creces esa diferencia de 1.5%. Se deba esto 
al mantenimiento de la fecundidad a niveles más 
altos que los esperados o a una baja más pro-
nunciada de la mortalidad, o a ambos fenómenos, 
no podrá determinarse hasta contar con los re-
sultados completos del censo. 

En otras partes, los demógrafos vigilan con 
ansiedad la aparición de indicios de cambio en 
el comportamiento procreativo y especulan sobre 
las influencias en juego. Incluso las tasas más 
altas de fecundidad de América Latina se en-
cuentran muy por debajo del máximo biológico 
de modo que un aumento sería teóricamente po-
sible, aunque no probable. Se ejerce algún grado 
de control sobre la fecundidad, mediante cierta 
combinación de medidas en las que influyen los 
patrones sociales y culturales, medidas que pue-
den o no estar deliberadamente dirigidas al con-
trol de la fecundidad.® Aunque las tasas de fe-

® Una clasificación muy utilizada distingue once 
"variables intermedias" como los únicos factores me-
diante los cuales las condiciones culturales pueden 
afectar la fecundidad: 

"I. Factores que afectan la exposición a las rela-
ciones sexuales ('variables de las relaciones sexuales') 
A. Los que gobiernan la formación y disolución de 

uniones en el período reproductivo. 
1. Edad en que comienzan las uniones sexuales. 
2. Celibato permanente: Proporción de mujeres que 

nunca participan en una unión sexual. 
3. Parte del período reproductivo transcurrido después 

de las uniones, o entre ellas. 



cundidad de las mujeres en edad de procrear 
siguen siendo altas en la mayoría de los países, 
las tasas de fecundidad general pueden ocultar 
variaciones que tendrán importancia en el futu-
ro. En México, por ejemplo, las mujeres en edad 
de procrear pertenecientes al grupo de edad más 
Joven (15-24 años) tienen una tasa de fecundi-
dad bastante más baja que la que tenían las mu-
jeres de la misma edad hace unos pocos años 
debido al efecto combinado de la postergación 
del matrimonio, el uso más difundido de anti-
conceptivos y el aborto. En la tasa general esta 
disminución se compensa con la mayor fecun-
didad de las mujeres de 30 a 39 años, a causa 
probablemente del mejor estado de salud de este 
grupo y de la disminución de la mortalidad mas-
culina que contribuye a reducir la proporción de 
viudas entre las mujeres de edad fértil. De per-
sistir el nuevo patrón de reproducción de las 
mujeres más jóvenes y mantenerse su preferen-
cia por tener menos hijos durante todo su período 
de procreación, la tasa general comenzará a dis-
minuir a la postre.^" 

En casi todos los países latinoamericanos exis-
ten diferenciales de fecundidad según los nive-
les de ingreso y de educación y el grado de urba-
nización. Es dable suponer que si continúa au-
mentando el grado de urbanización, y si mejo-
ran la educación y el ingreso —sobre todo si la 
distribución de los ingresos y de las posibilida-
des de educación es más equitativa—, se redu-
cirán las tasas generales de fecundidad. 

A base de estos antecedentes, por endebles que 
sean, los demógrafos se inclinan a esperar 
que durante el decenio de 1970 comenzará un 
pronunciado descenso de la fecundidad en los 
países de la región más dinámicos desde el 

B. Los que gobiernan la exposición a las relaciones 
sexuales dentro de las uniones. 
4. Abstinencia voluntaria. 
5. Abstinencia involuntaria. 
6. Frecuencia del coito. 
II. Factores que afectan la exposición a la concepción 
('variables de la concepción') 
7. Fecundidad o infecundidad, en tanto son afectadas 

por causas involimtarias. 
8. Utilización o no de anticonceptivos. 
9. Fecundidad o infecundidad, en tanto son afectadas 

por causas voluntarias. 
III. Factores que afectan la gestación y el éxito en 
el parto ('variables de la gestación') 
10. Mortalidad fetal por causas involuntarias. 
11. Mortalidad fetal por causas voluntarias." 
(Kingsley Davis y Judith Blake, "Social Structure and 
Fertility. An Analytical Framework." Economic De-
velopment and Cultural Change, IV, 3, abril de 1956 
versión en español, Kingsley Davis, La sociedad hu-
mana, tomo II, EUDEBA, Buenos Aires, 1957, págs. 
658 y 659.) 

Centro de Estudios Económicos y Demográficos, 
Colegio de México, Dinámica de la población de Mé-
xico, México, D. F., 1970, págs. 60 a 61, 83 y 187. 

punto de vista económico y social. La rapidez 
e importancia de ese descenso siguen "siendo 
materia de especulación en este momento" 

Más adelante, otras secciones del presente es-
tudio se ocuparán nuevamente de los anteceden-
tes en que se pudieran apoyar estas especulacio-
nes, aunque forzosamente el análisis no será con-
cluyente. Por el momento, parecen seguras dos 
generalizaciones. 

En primer lugar, cualesquiera sean los cam-
bios en la fecundidad, las tasas de crecimiento 
de la población seguirán siendo durante muchos 
años suficientemente altas como para que la po-
blación crezca enormemente. A medida que se 
amplíe la base de la población, incluso tasas de 
incremento mucho menores que las actuales 
se traducirán en aumentos absolutos muy gran-
des. Sería imposible derivar de los antecedentes 
de que se dispone actualmente un pronóstico fe-
haciente sobre las posibilidades de que América 
Latina alcance una población estacionaria y la 
fecha en que ello ocurriría pero difícilmente po-
dría suceder antes del año 2050, cuando la po-
blación regional tendría ya un tamaño varias 
veces superior al actual.^^ 

En segundo lugar, las reducciones de la fecun-
didad y del número de hijos se distribuirán muy 
desigualmente; es probable que lo hagan en re-
lación inversa a la capacidad de mantener esas 
cargas y de aprovechar las posibilidades que se 
presentan con el aumento del número de hijos. 
El descenso de la fecundidad se producirá en los 
países más urbanizados y más dinámicos, y en 
los capaces de mantener niveles relativamente 
altos de educación y de servicios sociales, antes 
que en los países más pequeños y más pobres, 
que ya tienen las tasas de fecundidad más eleva-
das de la región. Dentro de cada país, la fecun-
didad descenderá en las localidades más ricas 
más "modernas", más urbanizadas, antes de ha-
cerlo en las regiones rurales internas más po-
bres. En lo que respecta a las clases sociales y 
a los grupos según sus ingresos, sabido es que 
los estratos medios y superiores practican ya la 

^^ Walter Mertens, op. cit. 
Se ha calculado que la población de un país si-

gue creciendo 65 a 70 años después de alcanzar una 
tasa unitaria de reproducción (dos niños por pareja, 
que sobrevivan a sus padres) . Si América Latina lle-
gase a una tasa unitaria hacia el período 1980-1985, 
la población se haría estacionaria con 552 400 000 ha-
bitantes hacia el año 2045. Si se llagase a la tasa 
unitaria en el período 1990-1995, en el año 2050 ha-
bría una población de 654 800 000 habitantes, y si ello 
ocurriese en el período 2000-2005, la población se es-
tacionaría en 783 200 000 habitantes en el año 2070 
(proyecciones hechas por la Oficina del Censo de los 
Estados Unidos, mayo de 1970). Parece altamente im-
probable que se alcance una tasa unitaria antes del 
año 2000. 
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limitación de la familia en forma más constante 
y eficaz que los estratos inferiores, especialmente 
que la población marginal urbana y que las ma-
sas rurales. Es probable que esta diferencia sub-
sista, cualesquiera que sean la rapidez y la efi-
cacia de la difusión de las prácticas de limitación 
de la fecundidad entre estos últimos grupos.̂ ® 
De ser así, el constante aumento de la población 
puede ser factor importante para acentuar los 
múltiples desequilibrios e injusticias en la dis-
tribución que caracterizan hoy el crecimiento 
económico y el cambio social en América Latina. 

b) Distribución geográfica, urbanización y 
migración interna 

En la mayoría de los países latinoamericanos, 
el rápido aumento demográfico ha ido acompa-
ñado de una desigualdad cada vez mayor en la 
distribución geográfica de la población y de una 
urbanización extraordinariamente rápida y con-
centrada. En los íjltimos dos decenios ha habido 
algunos progresos importantes en materia de colo-
nización de tierras, y hay polos nuevos de creci-
miento urbano en regiones que antes estaban des-
pobladas. Sin embargo, la mayoría de las regiones 
que antes estaban deshabitadas o escasamente 
pobladas siguen en esa condición; en la mayor 
parte de las regiones predominantemente rura-
les, de ocupación más antigua, el crecimiento 
neto de la población ha sido moderado, y, en al-
gunas, la población se ha mantenido estaciona-
ria o han perdido habitantes. Entre las zonas 
que han perdido población se encuentran varias 
zonas escasamente pobladas, de ocupación re-
lativamente reciente, como el Chaco argentino. 

Puesto que no hay razones para dudar de que 
la tasa de crecimiento natural sea tan alta en las 
zonas rurales como en las urbanas, si no supe-
rior, la urbanización rápida y concentrada evi-
dentemente debe implicar un traslado muy im-
portante de población de zonas rurales a zonas 
definidas como urbanas. Aunque hay grandes 
diferencias entre países, puede estimarse aproxi-
madamente que, para la región en su conjunto, 
la mitad del incremento natural de la población 
rural (3% anual) ha estado saliendo de la ca-
tegoría rural y contribuyendo directamente de un 
tercio a la mitad del crecimiento urbano. Esta 
población recientemente incorporada al área ur-
bana, formada sobre todo por adultos jóvenes, 
da cuenta de una importante proporción del cre-
cimiento natural urbano. 

^^ En Chile, la tasa bruta de natalidad bajó entre 
15% y 23% en las provincias más urbanizadas entre 
1961 y 1967; en las provincias predominantemente rura-
les el descenso fue muy inferior. Mientras bajó la tasa 
de natalidad legítima, se mantuvo la ilegítima (que 
abultan principalmente los estratos más pobres). 
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Pese a las numerosas investigaciones locales 
y a los muchos análisis efectuados, no es ahora 
más fácil que en 1959 hacer generalizaciones 
valederas acerca de las causas, características y 
consecuencias de este fenómeno. Parte de la di-
ficultad estriba en las deficiencias de las infor-
maciones censales anteriores. La mayor parte de 
la información con que se cuenta proviene de los 
censos de 1950 y 1960, en circunstancias en que 
las ciudades crecieron enormemente en el dece-
nio de 1960 y en que la composición de su pobla-
ción puede haber cambiado considerablemente. 
Parte se debe también a la ambigüedad de la ter-
minología. No pueden darse definiciones satis-
factorias, para todo uso, de las expresiones "mi-
grante", "urbano" y "rural", dificultad que 
deriva a su vez, de la complejidad y diversidad 
de los procesos en juego. Hay muchos tipos de 
zonas urbanas y rurales. El carácter "urbano" 
de una metrópoli moderna de varios millones de 
habitantes es muy distinto del carácter urbano 
de un nuevo centro especializado de industria 
pesada, una capital provincial tradicional de ta-
maño mediano, o una pequeña ciudad que sumi-
nistra servicios administrativos y comerciales a 
una pequeña zona rural de influencia. En cuanto 
a lo rural, hay también marcadas diferencias 
—tanto culturales y demográficas como econó-
micas— entre las zonas de agricultura mecaniza-
da, las grandes plantaciones, las haciendas tra-
dicionales, los asentamientos aldeanos compac-
tos, las comunidades indígenas y los minifun-
distas dispersos. Es muy probable que la compo-
sición de la migración hacia y desde los dife-
rentes tipos de localidades urbanas y rurales sea 
bastante diferente. Casi cualquier afirmación 
relativa a la urbanización y la migración puede 
ser válida respecto de algunas zonas urbanas y 
de algunos migrantes. Hechas estas salvedades, 
los hechos recientes apoyan las conclusiones si-
guientes 

i) Los migrantes que llegan a las ciudades más 
grandes constituyen un grupo sumamente hete-

En 1959 en un seminario patrocinado conjun-
tamente por las Naciones Unidas, la Comisión Econó-
mica para América Latina y la UNESCO se presen-
taron documentos que constituían el primer estudio 
interdisciplinario general de la urbanización de la 
región (UNESCO, La urbanización en América Latina, 
París, 1961). Véase, además, "Distribución geográfica 
de la población de América Latina y prioridades re-
gionales del desarrollo" en Boletín Económico de Amé-
rica Latina, vol VIH, N ' 1, Nueva York, 1963. 

Estas conclusiones derivan principalmente de dos 
trabajos presentados a la Conferencia Regional Lati-
noamericana sobre Población en 1970: Juan C. Eliza-
ga, "Migraciones interiores: evolución reciente y es-
tado actual de los estudios", y John J . Macisco Jr., 
"Some thoughts on an analytical framework for rural 
to urban migration". 



rogéneo en cuanto a educación, ocupación y ca-
racterísticas sociales. Provienen predominante-
mente de otras ciudades y núcleos urbanos más 
pequeños. Es insostenible la opinión, que aún se 
da en artículos sobre problemas urbanos, de que 
los migrantes son principalmente campesinos des-
plazados y jóvenes procedentes de familias cam-
pesinas, aunque este tipo de migrantes pueda te-
ner gran importancia en algunas ciudades. (Tam-
bién debería tenerse presente que, desde el punto 
de vista de la metrópoli moderna, las caracterís-
ticas culturales de los migrantes procedentes de 
pueblos pequeños puedep-'áparecer "rurales".) 

ii) Por un proceso de autoselección, la pobla-
ción migrante se compone predominantemente de 
adultos jóvenes con mayor instrucción y mejor 
preparados que lo corriente en su población de 
origen, aunque menos que lo común en las ciu-
dades a las que han migrado. No hay pruebas 
de que los migrantes hayan sido "marginaliza-
dos" en proporción superior a la población origi-
nariamente urbana. Sin embargo, hay motivos 
para suponer que a medida que ha seguido au-
mentando su escala, la migración hacia algunas 
de las grandes ciudades se ha tornado menos se-
lectiva y menos predominantemente urbana.̂ ® 

iiij Las investigaciones efectuadas no abonan 
la hipótesis de que la migración por etapas haya 
tenido importancia, es decir, que los migrantes 
se hayan ido primero a los centros urbanos lo-
cales más pequeños, y luego a las grandes ciu-
dades. Sin embargo, la diferencia que existe 
entre las tasas de crecimiento natural y neto de 
la población rural muestra que, de alguna mane-
ra, grandes cantidades de habitantes de zonas ru-
rales se están transformando en "urbanos". En 
parte el fenómeno se explicaría por el crecimien-
to de los pequeños centros hasta superar el lí-
mite de los 2 000 habitantes que se usa habitual-
mente para distinguir entre lo rural y lo urbano, 
jero en parte debe también ocurrir porque en 
os pueblos y ciudades provinciales los inmigran-

tes rurales están remplazando a los emigrantes.^^ 

i® Véase Alan B. Simmons y Ramiro Cardona G., 
" L a selectividad de la migración en una perspectiva 
histórica: El caso de Bogotá (Colombia) 1929-1968"; 
Jorge Balán y Elizabeth Jelin, "Migración a la ciudad 
y movilidad social: Un caso mexicano", y Jorge Ba-
lán, "Migrant-native socio-economic differences in 
Latin American cities: A structural analysis" (con 
comentarios de diversos sociólogos), Latin American 
Research Review, IV, 1, 1969. Sobre la base de estu-
dios hechos en Río de Janeiro y Santiago se ha pro-
puesto también la hipótesis de que la migración a 
las grandes ciudades es selectiva de ambos extremos 
del espectro socioeconómico (Bruce H. Herrick, Urban 
migration and economic development in Chile, MIT 
Press, Boston, 1965). 

En Colombia, "según se infiere de los datos frag-
mentados que se poseen, las migraciones revisten sobre 
todo una forma de " tras iego" (los migrantes rurales 

iv) En algunos de los países más grandes hay 
señales de que está comenzando a invertirse la 
tendencia a la concentración del crecimiento ur-
bano en los centros de mayor tamaño. Algunas 
ciudades de segunda magnitud están creciendo 
más rápidamente que las aglomeraciones princi-
pales, y se registran importantes aumentos en el 
número y en la importancia cuantitativa de las 
pequeñas ciudades.^® Sin embargo, la ciudad 
principal suele predominar a tal punto que los 
pequeños cambios observados pueden no llevar 
a la disminución notoria de ese predominio. (En 
Colombia, al contrario, el predominio creciente 
de Bogotá ha transformado un proceso de cre-
cimiento urbano que era antes mucho más equi-
librado que en los demás países.) Al mismo tiem-
po, en algunos de los países más grandes, la im-
portancia relativa de la población urbana y, den-
tro de ella, la importancia de los centros mayo-
res, ha crecido a tal extremo que se reducirá en 
el futuro la participación de la migración en el 
mayor crecimiento de las ciudades y se acentuará 
el carácter interurbano de esta migración. 

Estas conclusiones provisionales se basan prin-
cipalmente en investigaciones sobre el terreno 
efectuadas en unas pocas ciudades y en períodos 
diferentes durante los decenios de 1950 y 1960; 
no puede pues descartarse la posibilidad de que 
las tendencias predominantes en otras partes sean 
diferentes con respecto a la importancia de los 
migrantes rurales y a la marginalización diferen-
cial de los migrantes, o de que las tendencias 
predominantes hayan cambiado desde la fecha 
de la investigación. Tampoco arrojan suficiente 
luz sobre el futuro. Aunque la tasa de crecimien-
to de la población es relativamente inflexible a 
corto plazo, las corrientes de redistribución geo-
gráfica de esa población podrían cambiar consi-
derablemente en pocos años. Es muy posible que 

se instalan en las aldeas y las pequeñas aglomera-
ciones, mientras que los residentes en éstas emigran 
a aglomeraciones más grandes y a ciudades) y no 
constituyen una emigración por f a s e s . . . L a signifi-
cación de este proceso de trasiego es muy importante 
y merece análisis más detallado y nuevos estudios. 
Parece implicar que las pequeñas aglomeraciones pa-
san por una crisis más grave de lo que usualmente 
se cree. Después de todo las grandes ciudades se be-
nefician de los migrantes más dinámicos y jóvenes; 
las pequeñas aglomeraciones pierden algunos de sus 
mejores elementos, substituidos por campesinos sin ca-
lificaciones y desprovistos de capital" (Hacia el pleno 
empleo. Un programa para Colombia preparado por 
una misión internacional organizada por la Oficina 
Internacional del Trabajo, OIT, Ginebra, 1970, Apén-
dice 5, párrafo 9 ) . 

Dinámica de la población de México, op. cit., 
págs. 124 a 125, 132; además, John V. Grauman y 
Chia-Lin Pan, "Rasgos distintivos de la urbanización 
en América Latina" . Las conclusiones sobre la im-
portancia de esta tendencia deben esperar el análisis 
de los censos de 1970 y 1971. 
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las grandes aglomeraciones urbanas se vean cada 
vez más constreñidas por su incapacidad para 
ofrecer servicios infraestructurales mínimos, en 
tanto que los beneficios que ahora se pretende 
alcanzar viviendo en esas aglomeraciones segura-
mente se difundirán en forma más equitativa gra-
cias a mejores comunicaciones y transportes. 
Presumiblemente, el factor más importante sea 
la capacidad de las distintas localidades para 
ofrecer empleo, o al menos subsistencia marginal, 
en las condiciones de desajuste creciente entre 
oferta y demanda de mano de obra que pueden 
preverse. Es probable que siga creciendo la sen-
sibilidad de la población, tanto rural como ur-
bana, a cualquier incentivo para migrar. Pueden 
tener influencia decisiva en el alcance y la di-
rección de esas migraciones las políticas y me-
didas nacionales relativas a la ubicación de la 
industria, las carreteras y otras obras públicas, 
la reforma agraria y la distribución de los ser-
vicios sociales y de asistencia social. La dificul-
tad estriba en que los estímulos contenidos en 
programas públicos pueden provocar corrientes 
migratorias mayores de las que pueden absor-
berse en forma productiva. 

Se ha sugerido que la reducción del ritmo de 
la urbanización podría significar la postergación 
de los descensos esperados en las tasas naciona-
les de natalidad, ya que son más débiles las mo-
tivaciones y los medios con que cuentan las 
zonas rurales para el control de la fecundidad. 
Sin embargo, es muy posible que este factor se 
vea contrarrestado por la penetración cada vez 
más acelerada en el campo de las características 
y aspiraciones culturales urbanas. 

c) Esperanza de vida y distribución de la 
población por edad y sexo 

La duración media de la vida para el conjun-
to de América Latina ha aumentado en forma 
marcada en los últimos años, y se espera que 
este aumento continúe. La esperanza de vida al 
nacer para toda la región aumentaría de 60.2 
años en el período 1965-1970 a 66.7 años en el 
periodo 1980-1985. Esta última es superior en 9 
años a la proyectada para Asia en general, y 
sólo inferior en 6 años a la proyectada para los 
países de altos ingresos tomados en conjunto. 
Los aumentos anteriores se han distribuido en 
forma muy dispareja; se espera que los países 
más pequeños y más pobres progresen más rá-
pidamente que el resto en los próximos años, 
pero aún estarán rezagados en el período 1980-
1985. Lo mismo puede pronosticarse respecto de 
las regiones internas más pobres y más agrestes 
de cada país. Por ejemplo, la esperanza de vida 
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proyectada para Guatemala, Honduras, Nicara-
gua y El Salvador va desde 56.8 a 63.9 años, 
mientras Bolivia y Haití tendrán 50.0 y 53.5, 
respectivamente; el Brasil llegaría a 67.6, Colom-
bia a 65.5, México a 68.6, el Perú a 67.0 y Ve-
nezuela a 70.2." 

Sin embargo, las elevadas tasas de fecundidad 
y de aumento de la población significan que in-
cluso cambios de estas dimensiones en la espe-
ranza de vida tendrán escaso efecto sobre la 
distribución de la población por edades y en 
la proporción marcadamente elevada de la pobla-
ción de las edades que convencionalmente se de-
finen como "dependientes" con respecto a la de 
aquellos grupos de la población en edad "acti-
va". El porcentaje de la población en el grupo 
de edad de O a 14 años bajaría sólo ligeramente, 
según las variantes medias de las proyecciones 
(42.5% en 1965 a 41.4% en 1985). El grupo 
en edad potencialmente activa, de 15 a 64 años, 
aumentaría ligeramente de 53.8% a 54.4%). El 
grupo de 65 años o más, aunque aumentaría rá-
pidamente en números absolutos por la mayor 
longevidad media, aumentaría su participación 
sólo de 3.6% a 4.0% del total. Desde luego que 
los promedios ocultan importantes diferencias en-
tre países. En la Argentina, Chile, Cuba y el Uru-
guay, la proporción de población joven, ya muy 
por debajo del promedio regional, descenderá 
más todavía, y la de población en edad avanza-
da, que ya está por sobre el promedio regional 
experimentará un aumento importante. En Chile 
y Cuba, los porcentajes de población en el grupo 
de edades "activas" aumentarán considerable-
mente si continúa el descenso de la fecundidad. 
En la Argentina y el Uruguay, donde hay poco 
margen para lograr nuevas disminuciones de la 
fecundidad, las cohortes nacidas en períodos del 
pasado de mayor fecundidad, están llegando a 
la edad de retiro y los porcentajes de población 
en el grupo de edades activas disminuirán en re-
lación con los otros dos grupos dependientes en 
conjunto.-" En unos pocos países más pequeños 
seguirá aumentando el porcentaje de la población 
en el grupo 0-14 años. 

De ello se desprende que la alta relación de po-
blación dependiente (menores de 15 y mayores 
de 64 años) a población potencialmente activa 
(15 a 64 años) no cambiará mucho en los pró-
ximos 15 años, salvo en los cuatro países antes 
mencionados. Según una proyección, la relación 
bajaría para toda la región de 86% en 1970 a 

Véase, El cambio social y la política de desarrollo 
social en América Latina, op cit., capítulo IV. 

'-<' Esta tendencia se debe también en parte a que 
están llegando a la edad de jubilación las cohortes 
que en el pasado fueron afectadas por la inmigración 
en gran escala de adultos en edad de trabajar. 



84% en 1985, comparado con relaciones de 57 
y 58% para las regiones "desarrolladas" del 
mundo y 81 y 77% para todas las regiones "en 
desarrollo".®^ Como en los cuatro países antes 
señalados la relación de dependencia es sólo li-
geramente superior al promedio de las regiones 
"desarrolladas", las relaciones de la mayoría de 
los demás países latinoamericanos están muy por 
encima del promedio para la región, siendo en 
unos pocos casos la población dependiente prác-
ticamente del mismo tamaño que la población en 
edad activa. Más adelante se analizarán diversas 
consecuencias de estas relaciones de dependencia. 

Dentro de los países latinoamericanos, las co-
rrientes de redistribución geográfica y urbaniza-
ción están afectando en importante medida tanto 
a la distribución de la población por edades co-
mo a la distribución por sexos. Dado lo inade-
cuado de la información relativa a las migracio-
nes sólo cabe mencionar estos fenómenos en tér-
minos muy generales. Queda en claro que los 
adultos jóvenes están sobre representados en 
las poblaciones de las ciudades que reciben estas 
migraciones y subrepresentados en las zonas ru-
rales y en los pueblos pequeños que son fuentes 
de migrantes. Las mujeres están sobre represen-
tadas en las migraciones hacia las ciudades y en 
las migraciones a distancias cortas. Los hombres 
están sobre representados en las migraciones a 
zonas de habilitación de tierras y en migracio-
nes a grandes distancias. Cabría esperar que es-
tas diferencias tuviesen importantes repercusio-
nes en el dinamismo relativo de la mano de obra 
y en la capacidad de innovación en las zonas de 
emigración y de inmigración. La migración di-
ferencial de las mujeres debería repercutir en 
la formación de las familias. Se ha especulado 
sobre estos temas durante algunos años, pero si-
gue escaseando la información pertinente. 

d) Tipos de países 

El resumen anterior sugiere que los países la-
tinoamericanos se dividen en varios grupos en 
cuanto a la estructura de sus poblaciones. Estos 
coinciden en lo principal con tipos que pueden 
distinguirse a base de otras características socia-
les y económicas. Para los fines del presente es-
tudio es innecesario entrar en un análisis siste-
mático de las tipologías que se han propuesto.®-

La relación de dependencia así definida es, por 
supuesto, muy inferior a la relación real de depen-
dencia, a causa principalmente de la limitada parti-
cipación de las mujeres en la actividad económica. 

Véase, El cambio social y la política de desarrollo 
social en América Latina, op cit., capítulos III y 
XVIII. Además Carmen A. Miró, Aspectos demográ-
ficos de América Latina, CELADE, Documento A/88. 

Para no caer en una generalización excesiva, sin 
embargo, puede ser útil señalar aproximadamente 
la distribución de la población latinoamericana 
en grupos con diferentes situaciones demográfi-
cas y con diferentes combinaciones de factores 
que influyen en la evolución futura. Estas situa-
ciones diferentes sugieren la conveniencia de in-
troducir las correspondientes diferencias, al me-
nos de énfasis, en la política poblacional de ca-
da país: 

i) Cerca del 10% de la población de la región 
vive en dos países (la Argentina y el Uruguay) 
cuya fecundidad y mortalidad han descendido a 
niveles análogos a los que existen en países al-
tamente urbanizados e industrializados de otras 
regiones. 

ii) Cerca del 7% vive en dos países (Chile y 
Cuba) cuya transición a un patrón demográfico 
análogo al de la Argentina y el Uruguay parece 
estar muy avanzada. 

iii) Más del 67% vive en cinco países grandes 
(Brasil, Colombia, México, Perú y Venezuela) 
que hasta ahora tienen elevada tasa de aumento 
demográfico, con urbanización acelerada y vi-
goroso crecimiento económico, pero con grandes 
desigualdades, que probablemente sigan agran-
dándose, entre regiones internas, entre zonas ur-
banas y rurales, y entre sectores económicos. 

ivj Cerca del 1% vive en dos países peque-
ños (Costa Rica y Panamá) que hasta ahora han 
tenido tasas muy altas de crecimiento demográ-
fico, pero en que ha habido indicaciones, recien-
temente, del comiet\zo de una transición. En estos 
países el grado de urbanización, niveles de in-
greso y educación son superiores al promedio 
regional. 

v) Cerca del 9% vive en seis países peque-
ños con poblaciones no superiores a 6 000 000 de 
habitantes en 1970 (Ecuador, El Salvador, Gua-
temala, Honduras, Nicaragua y República Domi-
nicana) con tasas muy elevadas de crecimiento 
de la población. En estos países el grado de ur-
banización y los niveles de ingreso y educación 
son inferiores a los de cualquiera de los grupos 
anteriores, aunque las tasas de crecimiento de 
estos factores son del mismo orden que la del 
grupo iii. 

vi) Cerca del 3% vive en dos países (Bolivia 
y Haití) en los que la mortalidad más alta de 
la región limita el crecimiento de la población a 
tasas moderadas pese a la elevada fecundidad. 
En estos países los niveles de urbanización, in-
greso y educación son incluso inferiores a los 
del grupo v y las tasas de crecimiento de estos 
factores también tienden a ser bajas. 

viij Cerca del 3% vive en cuatro países in-
dependientes y en cerca de 20 otras unidades te-
rritoriales en la zona del Caribe; la mayor parte 
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de estos países y territorios pequeños y densa-
mente poblados tienen tasas de fecundidad y de 
crecimiento de la población que han experimen-
tado importantes reducciones desde niveles ante-
riormente altos; en muchos de ellos, la emigra-
ción fuera de la región ha contribuido a reducir 
las tasas de crecimiento de la población y ha 
afectado su distribución por edades. 

Deberían variar considerablemente entre cada 
grupo, e incluso entre países dentro de cada gru-
po, las justificaciones, la viabilidad y los objeti-
vos de los programas públicos encaminados a 
influir en las variables demográficas y especial-
mente la urgencia de prestar ese apoyo a los 
programas. Las razones para intentar reducir 
las tasas de fecundidad, por ejemplo, tendrían 
más peso en el caso de los países del grupo v, 
en tanto que en el caso de los del grupo üi pa-
recería más urgente tomar medidas que influ-
yeran sobre la distribución geográfica de la po-
blación. 

3. Relaciones entre el cambio demográfico, el 
cambio económico y social y la política pública 

Es razonable suponer que los cambios demográ-
ficos resumidos anteriormente influyen en toda 
la variedad de procesos de cambio económico y 
social que están ocurriendo en América Latina, 
así como en la política pública que aspira a 
orientar esos cambios hacia el desarrollo eco-
nómico y un mayor bienestar humano, y que a 
su vez reciben la influencia de esos procesos y esa 
política. También cabe suponer que, si bien esas 
influencias pueden aislarse para facilitar el aná-
lisis, en la práctica no actúan unilateralmente ni 
por sí solas. El significado que tendrá cada fac-
tor dependerá de cómo se inserte en una estruc-
tura social y económica determinada y cómo 
afecte a determinadas clases sociales y tipos de 
familia dentro de esa estructura. Según una co-
nocida leyenda, un sencillo campesino que da 
alojamiento a un desconocido en una noche muy 
fría sospecha que hay artes de magia de por 
medio cuando el forastero sopla sus manos para 
calentarlas y luego sopla la sopa para enfriarla. 
Igual de ingenuo sería sorprenderse que la pros-
peridad o la pobreza puedan promover un rápi-
do crecimiento de la población y la concentra-
ción urbana en determinadas circunstancias y 
desalentar estas tendencias en otras, o que esas 
tendencias demográficas puedan promover el cre-
cimiento económico en algunos casos y frustrar-
lo en otros. 

La mayoría de las generalizaciones acerca de 
las relaciones recíprocas entre el cambio demo-
gráfico y otras variables culturales, sociales y 
económicas se han basado en modelos incomple-
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tos o en investigaciones que toman como punto 
de mira el pasado histórico de los países indus-
trializados de altos ingresos, bases que son de 
dudosa validez para conocer la situación real 
de América Latina. Esas generalizaciones han 
sido sometidas a aguda crítica, sobre todo en 
algunos documentos presentados a la Conferen-
cia Regional Latinoamericana sobre Población; 
pero es todavía insuficiente la información em-
pírica y se carece de una interpretación concep-
tual completa que explique las interrelaciones 
entre todas las variables esenciales. Por consi-
guiente, la presente sección habrá de limitarse a 
una confrontación muy preliminar de esas ge-
neralizaciones con el diagnóstico de la realidad 
latinoamericana tal como ha sido planteado en 
anteriores estudios de la CEPAL. 

a) La estratificación social y la familia 

Las investigaciones y los análisis demográfi-
cos, incluso unos pocos relativos a América La-
tina, han revelado que existen relaciones bastan-
te definidas entre la estratificación social y la 
fecundidad. Esta llega a su punto máximo en los 
estratos inferiores o más pobres, desciende en 
los estratos medios, y aumenta de nuevo ligera-
mente en los estratos superiores o más ricos. Re-
laciones inversas pero parecidas se han descu-
bierto entre los niveles de fecundidad y los de 
ocupación (la que frecuentemente se usa como 
principal indicador de la estratificación social), 
ingreso, educación, y la residencia (gran ciudad, 
pueblo, rural). 

La estratificación social influye sobre la fe-
cundidad a través de la familia, al conformar 
valores y decisiones, primero sobre la formación 
de la familia, luego sobre el número de hijos y 
su espaciamiento, y más tarde al ayudar a deter-
minar la capacidad de la familia para actuar a 
base de esas decisiones y los medios que decida 
usar para ello. La fuerza de las motivaciones 
familiares es más importante que la fácil dis-
ponibilidad de los medios. Así, como se ha se-
ñalado, en la Europa occidental del siglo XIX 
se alcanzó una baja fecundidad por decisión de 
las familias, pese a la desaprobación pública y a 
que los medios de control eran deficientes y de 
difícil acceso. En muchos países sigue siendo 
hoy elevada la fecundidad pese a que las técni-
cas anticonceptivas son relativamente fáciles y a 
que su uso recibe un fuerte respaldo público. 

Cabe suponer que las familias de los estratos 
urbanos superiores y medios de toda América La-
tina tienen objetivos relativamente bien definidos 
en cuanto al número de hijos que desean te-
ner y que tienen acceso a medios eficaces para 
alcanzar sus objetivos. El hecho de que los es-
tratos medios decidan tener relativamente pocos 



hijos puede atribuirse a las dificultades que ten-
drían, con mayor número de hijos, en conservar 
el estándar de vida que se asocia con su condi-
ción media, más bien precaria, y en educarlos 
de manera que la generación siguiente pueda 
conservar o mejorar esa condición. Puede atri-
buirse la mayor fecundidad de los estratos su 
periores a su mayor seguridad y capacidad para 
mantener a muchos hijos en condiciones que les 
parecen aceptables. En ambos estratos, las limi-
taciones de la fecundidad aparente son muy re-
cientes y se asocian con la rápida "moderniza-
ción" que han alcanzado estos estratos por la in-
fluencia cultural de los centros mundiales de 
altos ingresos. De hecho, hasta hace muy poco, 
los miembros de los estratos superiores tenían 
tantos hijos que se les acusaba con frecuencia 
de monopolizar los papeles ocupacionales medios 
para dar sustento a sus hijos, con lo cual se 
inhibía la movilidad social ascendente. El au-
mento del ingreso y la mayor seguridad podrían 
alentar a los estratos medios a tener más hijos, 
y la mayor inseguridad y las desventajas de la 
división de la propiedad entre muchos herederos 
podrían instar a los estratos superiores a tener 
menos. En todo caso, cabe esperar que el con-
junto de las decisiones de las familias de estos 
estratos se traduzcan en tasas moderadas de au-
mento de la población, con algunas fluctuacio-
nes según la situación económica y política de los 
países; así también en los países en que el creci-
miento económico y la urbanización avancen a 
un ritmo al menos moderado, cundiría la propor-
ción de familias que adopten decisiones condu-
centes a una fecundidad moderada. 

Pero los problemas realmente urgentes se re-
fieren a las familias —la mayoría en casi todos 
los países de la región— que pertenecen a los 
estratos inferiores rurales y urbanos. Práctica-
mente en todas las sociedades estos estratos han 
tenido las más altas tasas de fecundidad, tasas 
que ahora no se compensan con una alta morta-
lidad. Abundan las explicaciones de la alta fe-
cundidad de los pobres: la necesidad que hubo 
en el pasado de tener muchos hijos para asegu-
rar la supervivencia de alguno; el valor eco-
nómico de los niños en las actividades agrarias 
y artesanales tradicionales; el deseo, determina-
do culturalmente, de engendrar muchos niños 
como prueba de hombría (machismo) ; el papel 
de los descendientes como única fuente de pre-
visión social para los ancianos; la incapacidad 
de los estratos inferiores marginados de ejerci-
tar tipo alguno de previsión, o su falta de con-
fianza en que cualquier limitación de la pro-
creación pudiera mejorar su suerte. 

Sin duda los estratos inferiores comprenden 
muchos tipos de familias que experimentan di-

ferentes tipos de cambio, pero la sociología de 
la familia ha sido objeto en América Latina 
de tan poca atención que no es posible elaborar 
una tipología de las familias para evaluar la im-
portancia relativa de estas explicaciones. Cabe 
suponer grandes diferencias en cuanto a motiva-
ciones entre las famihas urbanas y rurales de 
los estratos inferiores y es probable que las di-
ferencias sean igualmente grandes entre fami-
lias de diferentes tipos de localidades rurales o 
urbanas. 

En la actualidad, en las condiciones de cam-
bio económico y social con las muchas contra-
dicciones y soluciones de continuidad que ca-
racterizan a América Latina, la mayoría de las 
familias de los estratos inferiores está expuesta 
a valores y motivaciones contrapuestos. Las mo-
tivaciones tradicionales que se traducen en ma-
yor fecundidad han seguido influyendo en la 
conducta después de haber perdido sentido con 
respecto a la situación de la familia y se com-
binan con reacciones de apatía y pasividad ante 
las dificultades y fuentes de inseguridad que las 
familias son incapaces de resolver. Con la posible 
excepción de algunas de las regiones internas 
más remotas y pobres, en las que la alta morta-
lidad contrarresta todavía una alta fecundidad, 
todas estas familias están expuestas a los proce-
sos concretos de "modernización" que están 
ocurriendo en América Latina; pero el efecto 
que esos procesos tienen sobre ellas no tiene 
precedentes, de modo que toda conclusión deri-
vada del comportamiento procreativo de las so-
ciedades tradicionales o de las clases más pobres 
de las sociedades altamente industrializadas es de 
dudosa aplicación como orientación para el fu-
turo. Las consecuencias de las tendencias actua-
les para las familias de bajos ingresos pueden 
resumirse de la manera siguiente: 

i) Acceso cada vez más generalizado a los me-
dios de comunicación modernos que no requie-
ren alfabetización: la televisión en las ciudades, 
las radios de transistores en casi todas partes. 

ii) Difusión de los servicios educacionales, mé-
dicos y otros servicios públicos que se distribu-
yen muy desigualmente y son en general de baja 
calidad, pero que están más al alcance y son más 
activamente solicitados que en las sociedades con 
ingresos equivalentes en el pasado. 

üi) Acceso a los medios de transporte, sobre 
todo el ómnibus, que hacen fácil y de bajo costo 
el desplazamiento entre las zonas rurales, los 
pueblos y las ciudades. 

iv) Exposición a los estímulos al consumo mo-
derno, frustrados en gran medida por los bajos 
ingresos y la deformación de la industria na-
cional, que produce para el mercado de altos 
mgresos. 
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v) Oportunidades de empleo en empresas mo-
dernas, mecanizadas y racionalizadas, amplia-
mente conocidas, pero accesibles sólo para una 
pequeña minoría; para la mayoría, la "moderni-
zación" en esta esfera adopta la forma de la 
"marginalización": los medios de subsistencia 
anteriores de orden agrícola o artesanal se tor-
nan más inseguros y menos atractivos desde el 
punto de vista de los ingresos relativos, si no 
absolutos, mientras que parte de la mano de obra 
que anteriormente se ocupaba en estos sectores 
se ve desplazada y pasa a depender de medios de 
subsistencia precarios. 

Hasta el momento, los dificultades y formas de 
inseguridad a que deben hacer frente los es-
tratos inferiores en vías de urbanización no han 
tenido un efecto mensurable en su comporta-
miento procreativo; según la información frag-
mentaria existente, las tasas de fecundidad pare-
cen ser tan elevadas en las poblaciones urbanas 
marginales como en las zonas rurales. De ello se 
ha deducido que, si bien la inseguridad de la 
clase media da lugar a una baja fecundidad, la 
inseguridad de la clase baja produce una acep-
tación pasiva de su alta fecundidad, limitada sólo 
por aquellos medios que menos previsión requie-
ren, sobre todo el aborto. 

No es que la inseguridad de la clase baja no 
pueda tener efectos distintos en el futuro, a me-
dida que haya métodos anticonceptivos más 
modernos y fáciles y que se internalicen valores 
y aspiraciones de consumo urbanos "modernos". 
Puede haber cierta propensión a subestimar la 
capacidad de previsión y de toma de decisiones 
de esos estratos, y a sobreestimar el plazo —que 
a menudo se fija en una generación— necesa-
rio para introducir cambios efectivos en sus ac-
titudes con respecto a la fecundidad. Los ante-
cedentes, por escasos que sean, muestran que las 
decisiones sobre migración se toman, en general, 
racionalmente, y con una apreciación objetiva de 
las diversas posibilidades de ganarse la vida, 
ninguna de las cuales es muy alentadora. Que 
cambien los patrones de fecundidad de los es-
tratos inferiores urbanos y rurales en medida im-
portante mientras se mantenga la tendencia a la 
marginalización es uno de los muchos problemas 
demográficos que todavía no pueden resolverse 
con grado alguno de seguridad.^® 

Un estudio de comportamiento en relación con 
la fecundidad entre mujeres de los estratos bajos de 
Río de Janeiro efectuado en 1969, mostró un aumen-
to muy importante en los conocimientos y uso de 
los métodos anticonceptivos más recientes comparado 
con los datos de la encuesta hecha por CELADE 
en 1963, aunque la pobreza y la información inade-
cuada obstruyeron el uso eficiente de estos métodos. 
(George Martine, Fertility Behaviour of Lower-Class 
Wornen in Rio de Janeiro, por publicarse.) 

Dada la amplitud de las diferencias probables 
entre las estructuras y las tendencias familiares 
en los diferentes medios, es arriesgado genera-
lizar acerca de la influencia que puedan tener 
las características familiares sobre la fecundidad 
o la de los posibles cambios de la fecundidad 
sobre la familia. Si la mujer está motivada más 
fuertemente y toma la delantera en la limitación 
de la fecundidad —lo que es probable según las 
investigaciones— la baja de la fecundidad sería 
a la vez consecuencia de la independización de la 
mujer en la vida familiar y en la sociedad y un 
estímulo para lograr esa independencia. Las fa-
milias centradas en la mujer, en que ésta asume 
la principal responsabilidad de la crianza de los 
hijos engendrados por una serie de hombres, 
son, desde hace tiempo, características de los 
estratos inferiores en algunas partes de América 
Latina, aunque son raras y alejadas de lo normal 
en otros. La combinación del control de la fe-
cundidad ejercido por la mujer con la incapaci-
dad del hombre para garantizar el sustento de 
la familia, podría favorecer la formación de fa-
milias de este tipo. 

También sería ingenuo desconocer que gran 
cantidad de actividad sexual, que puede contri-
buir en forma apreciable a la tasa de natalidad 
cuando no están en uso generalizado los anti-
conceptivos o el aborto, no está relacionada con 
ninguna estructura familiar, ni siquiera el tipo 
de familia centrado en la mujer. En muchos me-
dios urbanos en los que los patrones y controles 
familiares del pasado están en crisis, este fenó-
meno, o, al menos, los males sociales que de él 
derivan, parecen estar cobrando mayor importan-
cia. Las jóvenes que conciben en relaciones se-
xuales casuales o experimentales recurren al abor-
to o abandonan a sus hijos. Sería preciso efec-
tuar mayores investigaciones para aquilatar la 
verdadera importancia de este fenómeno, en con-
traposición con las generalizaciones alarmistas 
que a veces se hacen al respecto, así como para 
comprobar la hipótesis de que el fenómeno se 
autoperpetúa, a medida que cantidades cada vez 
mayores de niños que han carecido de toda es-
tabilidad familiar llegan a la pubertad.^^ En la 
medida en que exista un patrón procreativo de 
este tipo, carecerá de sentido la importancia que 
atribuyen la mayoría de las declaraciones de 
política demográfica al derecho de la familia a 
determinar el número de sus hijos y el espacia-
miento entre ellos; el problema se centrará en el 
derecho de la juventud a tener relaciones sexua-
les sin consecuencias indeseadas, o el derecho de 

El Consejo Venezolano del Niño ha estimado que 
en ese país hay 350 000 niños abandonados (Centro 
Venezolano de Población y Familia, La mujer venezo-
lana y la regulación de nacimientos, Caracas, 1970). 

74 



la sociedad a tomar medidas para combatir la 
procreación en circunstancias tan poco propicias. 

i)) Servicios sociales 

Con respecto a todos los servicios sociales pú-
blicos y los componentes del nivel de vida con 
ellos relacionados se plantean dos preguntas prin-
cipales: ¿cuáles son las influencias del creci-
miento de la población y de su redistribución 
sobre la capacidad del Estado para proveer esos 
servicios y sobre la capacidad de la familia para 
utilizarlos? y ¿cuáles son las influencias de los 
propios servicios, y del aumento de los niveles 
de vida que se espera obtener de ellos, sobre el 
crecimiento y redistribución de la población? 

No se las puede responder con estudios limi-
tados a las variables demográficas y a los servi-
cios sociales sectoriales considerados por sepa-
rado. El crecimiento, la distribución y el conte-
nido de los servicios sociales reciben la influen-
cia de los valores y prioridades dominantes en 
una sociedad determinada. Las tendencias demo-
gráficas agravan dificultades o facilitan oportu-
nidades que existirían en todo caso. Ha sido li-
mitada la función redistributiva de los servicios 
sociales en la mayoría de los países latinoameri-
canos; las diferencias de acceso a esos servicios 
corresponden en general a las diferencias en 
cuanto al nivel de ingreso, los niveles de ocupa-
ción y a la residencia en un lugar urbano o ru-
ral.̂ ® En este cuadro general sería difícil demos-
trar si los servicios sociales tienen un papel im-
portante en determinar las diferencias de carac-
terísticas demográficas entre estratos sociales y 
localidades. 

En lo que toca a la influencia futura de los 
cambios demográficos sobre los propios servicios 
sociales, cabe suponer que en todos los secto-
res sociales la baja de la fecundidad aumentará 
la capacidad del Estado para mejorar la calidad 
de los servicios y ampliar su cobertura, así co-
mo la capacidad de las familias para aprovechar-
los. Sin embargo, debe tenerse presente que la 
acumulación de demandas insatisfechas y la ne-
cesidad de mejorar la nutrición y la vivienda 
son de tal magnitud que no sería realista espe-
rar a corto y mediano plazo y a través del cam-
bio demográfico, ningún alivio de las presiones 
a que está sometido el Estado para que asigne 
recursos a la acción social. Por el contrario, en 
la medida en que las familias sean capaces de 
controlar su propia fecundidad estarán en mejo-
res condiciones de expresar sus demandas de ac-
ción gubernamental y de obligarla a ayudarles a 

Véase El cambio social y la política de desarro-
llo social en América Latina, Parte II. 

satisfacer sus demás necesidades. A más largo 
plazo, los cambios en la distribución por edades 
provocarán modificaciones apreciables en la im-
portancia relativa de distintos servicios sociales 
y en las actividades más concretas de cada sec-
tor. En el decenio de 1970, sin embargo, este 
factor no tendrá mucha trascendencia salvo en la 
minoría de países antes mencionados en que ha 
avanzado bastante la transición hacia nuevos 
patrones demográficos. 

i) Enseñanza. En la mayoría de los países la-
tinoamericanos, la proporción de población co-
rrespondiente al grupo cuya edad va de 5 a 14 
años es de 26 a 2 8 % . E s t e grupo crece en 
un 3% anual más o menos. Si se supone que el 
objetivo mínimo de la enseñanza universal es de 
6 años de escolaridad para cada niño, la ma-
trícula primaria debería alcanzar por lo menos 
a tres quintas partes de ese grupo de edad, es 
decir, más del 15% de la población total. El por-
centaje equivalente en la mayoría de los países 
industrializados de altos ingresos sería de 9 o 
10%, y la tasa anual de aumento iría de 1 a 2%. 
La magnitud de la carga de financiar y suminis-
trar personal para servicios de enseñanza ade-
cuados en estas condiciones no requiere mayor 
demostración. 

Sin embargo, esto no ha sido óbice para el me-
joramiento progresivo de los niveles educacio-
nales en la mayoría de los países latinoamerica-
nos durante los últimos decenios. La matrícula 
en todos los grados ha crecido más rápidamente 
que la población. Los datos censales de 1960 se-
ñalan un índice más alto de alfabetización y una 
escolaridad más prolongada para los grupos más 
jóvenes que para los mayores, y no hay razones 
para dudar de que el censo de 1970 mostrará 
una tendencia semejante. La enseñanza está pa-
sando en América Latina por una crisis com-
pleja, en la que los costos desempeñan un im-
portante papel, pero no puede demostrarse que 
el gran tamaño y el rápido crecimiento de la po-
blación escolar tornen prohibitivo el costo de la 
atención de sus necesidades mínimas de instruc-
ción formal. Lo que es más, muchos educadores 
están convencidos de que la enseñanza básica po-
dría impartirse en menos tiempo y a menor cos-
to por alumno si se aprovecharan en forma inte-
ligente las innovaciones tecnológicas y se elimi-
naran las asignaturas inútiles y los métodos do-
centes anticuados. 

Las excepciones son Argentina, Uruguay, Chile, 
Cuba y los países de habla inglesa del Caribe, en los 
que el grupo de esta edad es más pequeño en diver-
sos grados. El grupo de edad es utilizado convencio-
nalmente por los demógrafos. El grupo de 7 a 16 años 
de edad, que correspondería más exactamente a las 
edades escolares normales, sería sólo ligeramente in-
ferior en tamaño. 
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Pese a las tendencias cuantitativas aparente-
mente favorables, la enseñanza sigue distribu-
yéndose en relación inversa al nivel social de los 
diferentes grupos de la población, tanto cualita-
tiva como cuantitativamente. La diferencia deri-
va en parte de la capacidad de los estratos más 
pudientes para influir en la distribución de los 
recursos educacionales, pero también obedece a 
las desventajas de los estratos más pobres para 
aprovechar los servicios que se Ies ofrecen. No 
procede aquí analizar ese problema,^^ pero pa-
recería que la alta fecundidad de estos estratos 
explica en gran parte su muy limitada capacidad 
para aprovechar eficazmente los servicios de en-
señanza. El gran número de hijos de una fami-
lia no impide que asistan unos pocos años a la 
escuela elemental, pero el hacinamiento y la des-
nutrición reducen su capacidad para aprender. A 
medida que aumentan los costos incidentales en 
los años superiores del sistema escolar y surge 
la posibilidad de que el niño trabaje, se redu-
cen al mínimo sus posibilidades de seguir asis-
tiendo a la escuela. 

L a redistribución geográfica de la población 
complica el problema de distribuir los servicios 
educacionales; las zonas urbanas de inmigración 
se ven especialmente afectadas. Sin embargo, la 
calidad de los servicios educacionales de las zonas 
rurales y de los pueblos pequeños suele ser tan 
deficiente que en ellos probablemente no habría 
gran capacidad ociosa ni siquiera cuando co-
mience a disminuir la población infantil. Lo más 
grave es que al tener las ciudades mayor capaci-
dad para obtener recursos públicos para la ense-
ñanza, las escuelas rurales siguen escasas de 
fondos y atendidas por profesores sin prepa-
ración. 

En cuanto a la influencia de la enseñanza so-
bre el cambio demográfico, es muy conocida la 
relación negativa que existe entre el nivel edu-
cacional y la fecundidad, que suele alcanzar di-
mensiones significativas para los padres con más 
de cuatro años de escolaridad y que aumenta 
mientras más alto sea el nivel educacional; sin 
embargo, difícilmente puede separarse el efecto 
de la enseñanza del que corresponde a la ocupa-
ción, el ingreso y la residencia en un lugar ur-
bano.^^ Una vez que las familias logran tal si-
tuación que tienen esperanzas fundadas de poder 
mantener a sus hijos en la escuela el tiempo su-
ficiente para mejorar su condición social y ocu-
pacional futuras, es casi inevitable que se den 

2' Véase Educación, recursos humanos y desarrollo 
en América Latina (publicación de las Naciones Uni-
das, N ' de venta: S.68.II.G.7), capítulo III. 

Véase £¿ cambio social y la política de desarrollo 
social en América Latina, op. cit., capítulo IV y Di-
námica de la población en México, págs. 76 y 77. 
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cuenta de las ventajas de facilitar ese proceso te-
niendo menos hijos. 

Frecuentemente se ha dicho que el cariz urba-
no que tiene la enseñanza rural en América La-
tina fomenta una corriente excesiva de migración 
hacía las ciudades. La afirmación parece razona-
ble, pero no hay pruebas concluyentes de que 
eso suceda. En cambio, las investigaciones mues-
tran que la posibihdad de obtener mejor ense-
ñanza en la ciudad es motivo primario o secun-
dario para muchas familias de migrantes y mi-
grantes jóvenes. Probablemente es menos impor-
tante el papel persuasivo que desempeña la débil 
escuela rural en la migración de los jóvenes cam-
pesinos que la que representa la pequeña escue-
la pueblerina en la migración de la juventud lo-
cal en busca de una versión más "moderna" de 
la vida urbana. 

Sólo recientemente se está comenzando a ana-
lizar y ensayar la posibilidad de que las escue-
las influyan directa e intencionalmente por me-
dio de la educación sexual, la enseñanza de la 
vida familiar y lo que se ha dado en llamar la 
"concientización demográf ica" sobre el compor-
tamiento procreativo y las actitudes frente a cues-
tiones relativas a la política de población.^® Es 
probable que este tipo de enseñanza se extienda 
rápidamente en las escuelas a que asisten los ni-
ños de los estratos medios urbanos. Su utilidad 
en las escuelas de los estratos inferiores de alta 
fecundidad será mucho más dudosa mientras los 
niños asistan a la escuela sólo 4 años o menos, 
antes de la adolescencia, y con antecedentes cul-
turales que dificultan la comunicación con el 
maestro sobre estos temas. Con frecuencia se han 
cifrado esperanzas exageradas en la función po-
tencial de las escuelas (incapaces de llevar a cabo 
sus tareas mínimas de alfabetización y de impar-
tir los valores de la sociedad nacional) para fo-
mentar la innovación agrícola, el desarrollo de 
la comunidad, etc. No parecen mejores las posi-
bilidades inmediatas de educación demográfica 
y sexual aunque a más largo plazo puedan lle-
gar a tener gran importancia, siempre que fruc-
tifiquen reformas educacionales más generales y 
que se produzca una gran expansión y trans-
formación de la enseñanza de adultos. 

i i ) Salud. Se reconoce generalmente la función 
clave que han desempeñado la salud pública y 
otras actividades conexas en la reducción de las 
tasas de mortalidad y la consiguiente aceleración 
del crecimiento de la población. Su influencia 
se ha manifestado principalmente a través de ac-
tividades de costo por habitante relativamente 

Véanse el Informe Final y los documentos de tra-
bajo de la Reunión de Especialistas en Población-
Educación, organizada por la UNESCO en Santiago de 
Chile del 28 de septiembre al 1' de octubre de 1970. 



bajo y que requerían escasos cambios fundamen-
tales en las actitudes y los modos de vida de los 
beneficiarios: el control de las enfermedades epi-
démicas y endémicas mediante vacunas, insectici-
das, mejoramiento de los suministros de agua y 
alcantarillado. Aún pueden mejorarse mucho las 
actividades de control y prevención. En especial, 
gran parte de la población urbana y la mayor 
parte de la rural carecen aún de agua potable y 
de sistemas higiénicos de eliminación de excre-
tes. L a contaminación del aire, el tránsito de ve-
hículos motorizados y otros problemas derivados 
de .la urbanización plantean nuevos peligros 
para la salud que requerirán medidas de control. 

Al mismo tiempo, el crecimiento de la pobla-
ción, su concentración urbana y la difusión de 
actitudes "modernas" a través de los medios de 
comunicación masivos generan enorme demanda 
de servicios curativos. Como lo enseña la expe-
riencia de los países de altos ingresos, los costos 
por habitante de la atención médica moderna 
son muy altos y tienden a elevarse más rápida-
mente que el nivel general de precios. Eviden-
temente es exigua la capacidad de la mayoría 
de las familias latinoamericanas para hacer fren-
te a esos costos con sus propios recursos y los 
intentos del Estado no bastan, ni con mucho, pa-
ra atender esa demanda. En general, la distribu-
ción por edades implicará que la atención pediá-
trica seguirá predominando desde el punto de 
vista numérico, y que esta demanda aumentará 
mientras no mejoren marcadamente las condicio-
nes generales de vida, por la mala alimentación, 
las malas condiciones sanitarias y la deficiencia 
habitacional. Las mismas condiciones aumenta-
rán la demanda de servicios curativos de parte 
de la población en edad activa. La población de 
los grupos en edad avanzada seguirá siendo 
parte relativamente pequeña del total, pero su nú-
mero absoluto sigue creciendo muy rápidamente, 
y la atención geríatrica adecuada es especialmen-
te costosa. 

Los programas de planificación familiar que 
se están estableciendo en los programas de salud 
pública entrarán en pugna con todos los demás 
servicios preventivos y curativos por la asigna-
ción de fondos. Podría argumentarse que estos 
programas reducirán las necesidades generales 
de medicina curativa en la medida en que lo-
gren reducir la fecundidad; que reducirán la 
carga que significa en la actualidad la atención 
de las secuelas de abortos ilegales llevados a ca-
bo por personas inexpertas, y que su relación 
de costo-beneficio será mejor que la de los ser-
vicios curativos. Argumentos semejantes pueden 
e.sgrimirse en favor de los programas de nutri-
ción. Esos beneficios hipotéticos, sin embargo, 
no aliviarán la carga real que pesa sobre los ser-

vicios de salud. Es muy grande la demanda po-
tencial insatisfecha de servicios curativos y es 
seguro que seguirá creciendo cualquiera que sea 
la tendencia de la fecundidad. En efecto, en la 
medida en que las famil ias practiquen verdade-
ramente la "paternidad responsable", insistirán 
cada vez más enérgicamente en obtener aten-
ción médica para sus hijos. Como en el caso de 
la enseñanza, las tendencias demográf icas inten-
sificarán las presiones que existirían en todo ca-
so, y será muy difícil conciliarias con un buen 
sistema de prioridades de asignación de recur-
sos para salud. 

i i i ) Suministro de alimentos y nutrición. En 
los últimos tiempos, la producción de alimen-
tos en América Latina ha crecido a un ritmo 
ligeramente superior al necesario para igualar el 
ritmo del aumento de la población. L a capaci-
dad de producción de la mayoría de los países 
basta, sin duda, para mantener esta tendencia 
en un futuro previsible, o para mejorarla si se 
introducen las reformas de organización y tec-
nología apropiadas. Es muy poco probable que 
la escasez de alimentos o una situación de ham-
bre lleguen a frenar el crecimiento de la pobla-
ción en América Latina. 

Al mismo tiempo, es muy sabido que, en la 
mayoría de los países, los niveles actuales de 
consumo de alimentos por la mayoría de la po-
blación son gravemente deficientes. El proble-
ma inmediato radica en la organización inefi-
ciente de la producción y distribución agrícolas 
(lo que eleva los costos de los alimentos, pro-
voca una lenta reacción entre la demanda, y 
produce una pérdida de cerca del 3 0 % de los 
productos alimenticios entre productor y consu-
midor) ; en los bajos ingresos, que limitan la 
capacidad de la mayoría para adquirir suficien-
tes alimentos, y en el contenido de la dieta ali-
menticia, determinado en parte por la pobreza y 
en parte por malos hábitos de consumo. Ha dis-
minuido la producción de proteínas por habi-
tante, y es de presumir que la desnutrición pro-
teínica, grave entre los estratos más pobres, se 
esté agudizando, lo que tiene repercusiones per-
judiciales sobre la calidad de la población futura, 
ya que la deficiencia de proteínas en la infancia 
afecta la estatura y probablemente la capacidad 
mental del adulto.®" 

Con respecto a la distribución de los alimen-

¡i" Se ha señalado que la desnutrición proteínica, 
al reducir la estatura y el vigor de la población, re-
duce además las necesidades de alimentos por habi-
tante. Si se la eliminase, la futura población adulta 
sería más alta y robusta, y requeriría a la vez más 
alimentos (Howard A. Osborn, Asesor Regional en 
Estadística de la FAO para América Latina, "Rela-
ciones entre niveles nutricionales y crecimiento de po-
blación en América Latina"). 
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tos, apenas si es necesario decir que la oferta 
nacional adecuada desde el punto de vista esta-
dístico no asegura que los pobres tengan sufi-
ciente para comer. Al mismo tiempo, diversas 
investigaciones dietéticas han señalado la mala 
distribución de los alimentos dentro de las fami-
lias de bajos ingresos que afecta especialmente 
a los numerosos niños : los padres consumen la 
mayoría de los pocos alimentos con contenido 
proteínico que puede comprar la familia, y el 
consumo de proteínas no aumenta con el tamaño 
de la familia.®^ 

iv) Seguridad social. En la mayoría de los 
países latinoamericanos con altas tasas de creci-
miento demográfico, la seguridad social se ha 
limitado hasta ahora a una parte relativamente 
pequeña de la población urbana asalariada. Los 
únicos países que han logrado extenderla a la 
mayor parte de su población activa pertenecen 
a la minoría que tiene un grado relativamente 
elevado de urbanización y tasas moderadas de 
aumento de la población.®^ De ahí que no pue-
da demostrarse una clara influencia de la segu-
ridad social sobre el cambio demográfico, pero 
sí existe una relación evidente entre el acelera-
do crecimiento de la población, las característi-
cas conexas de distribución por edad y pobla-
ción activa, y la incapacidad de unlversalizar la 
seguridad social. 

Hasta aquí, la legislación y los programas de 
seguridad social han prestado escasa atención a 
la información demográfica, y ésta ha sido in-
adecuada para la planificación de la seguridad 
social. L a mayoría de los programas latinoame-
ricanos, se han preocupado preferentemente de 
la atención médica y las pensiones de jubilación. 
Los servicios médicos responden a una demanda 
muy fuerte, como se señaló anteriormente, pero 
es probable que se hayan inclinado demasiado 
por las actividades curativas ; que no se hayan 
basado en concepciones claras de las necesida-
des prioritarias en materia de salud, y que no 
estén coordinados con los servicios de salud su-
ministrados por otros organismos públicos. Co-
múnmente las jubilaciones han dado lugar a la 
inequidad entre los diferentes grupos amparados 
por la previsión social, y la edad para optar a la 
jubilación ha sido demasiado temprana. A me-
dida que aumenta la esperanza de vida y que 
mayor número de beneficiarios supera la edad de 
jubilación, los sistemas resultan cada vez más 
incapaces de cumplir sus obligaciones. A de-
fecto de adoptar una base actuarial más realis-
ta para determinar la jubilación, lo cual desde 
el punto de vista político es muy difícil, no que-

31 Ibid. 
32 Véase El cambio social y la política de desarrollo 

social en América Latina, op. cit. capitulo XIV. 
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dan más que la bancarrota o esperar que la in-
flación elimine casi toda la carga que significa 
el pago de jubilaciones. 

Muy pocos sistemas han intentado ajustarse a 
la situación planteada por el predominio de los 
niños y los jóvenes dependientes en la estructura 
de la población. Aparte de los servicios médicos 
que se prestan a las familias de los trabajadores 
afi l iados al sistema, el principal medio para lo-
grar ese ajuste sería el pago de subsidios fami-
liares para contrarrestar los desequilibrios que 
acarrea el tener numerosos hijos y bajos ingre-
sos. A menudo se argumenta que los subsidios 
familiares constituirían un estímulo inconve-
niente pues propenderían a mantener la alta tasa 
de fecundidad. Aunque el argumento no puede 
demostrarse probablemente tendrá cierto grado 
de validez para las familias que viven en condi-
ciones tan precarias que los subsidios familiares 
constituyen la fuente principal de ingreso y quizá 
la única segura. Pero el sistema no parece haber 
tenido ningún efecto generalizado sobre la fe-
cundidad en los países europeos en los que se ha 
aplicado durante muchos años, a menudo con 
la intención expresa de estimular familias más 
numerosas. Los pocos países latinoamericanos 
que los han incorporado a la previsión social 
son el Uruguay, con ba ja fecundidad, y Chile y 
Costa Rica, cuya tasa de fecundidad va en des-
censo. Parece razonable esperar que los subsidios 
familiares fomenten en general la paternidad res-
ponsable y el control racional de la fecundidad, 
sobre todo si se combinan con servicios bien 
concebidos de atención médica, nutrición y bien-
estar social para los niños. Sin embargo, parecen 
insuperables las dificultades para conceder esos 
subsidios a las familias que más los necesitan a 
menos que se introduzcan cambios mucho más 
amplios en las prioridades societales, la organiza-
ción económica y la distribución del ingreso. El 
financiamiento de los subsidios familiares, ba-
sado en descuentos por planilla que los hace 
formar parte del costo de los salarios, implica, 
en la práctica, una redistribución del ingreso en-
tre ciertos estratos de asalariados trasladándose 
parte de los costos a los consumidores de los ar-
tículos producidos por los trabajadores adscritos 
al sistema, incluso las familias marginales que no 
reciben ningún beneficio. El sector público, en 
las condiciones actuales, sería incapaz de finan-
ciar el subsidio familiar para todas las familias 
cuyos ingresos son demasiado bajos para satis-
facer ciertas necesidades mínimas de sus hijos.^® 

Según el informe del equipo interorganismos so-
bre políticas de empleo en Colombia, "es discutible el 
hecho de que un país con el problema demográfico 
a que liace frente Colombia pueda mantener un sis-
tema de subsidios familiares... Podría argüirse que 
el objetivo que se persigue es el bienestar, pero los 



v) Vivienda. A juzgar por los antecedentes dis-
ponibles, hasta ahora las deficiencias de la vi-
vienda parecen no haber tenido ninguna influen-
cia definida sobre las tendencias demográficas 
de América Latina. Es probable que la mala vi-
vienda contribuya a elevar la mortalidad, pero 
este factor no puede aislarse de las demás in-
fluencias desfavorables del medio. También es 
probable que la escasez y el elevado costo de la 
vivienda sean un motivo que inste a las familias 
de la clase media a tener menos hijos pero, al 
parecer, ni los peores hacinamientos ni las difi-
cultades con que tropiezan las nuevas familias 
para encontrar habitación tienen efectos apre-
ciables en la fecundidad de los estratos más po-
bres. En efecto, cuando el hacinamiento y la in-
capacidad para sufragar los costos de la vivienda 
convencional llegan a cierto punto, estos estra-
tos resuelven su problema instalándose en vi-
viendas no convencionales que escapan a toda 
reglamentación. 

Se ha responsabilizado a veces a los progra-
mas públicos de viviendas y a otros servicios ur-
banos que proporciona el Estado, de estimular la 
excesiva afluencia de migrantes hacia las gran-
des ciudades, pero sería difícil demostrar que 
haya habido estímulos directos de este tipo. Las 
investigaciones realizadas entre los migrantes 
urbanos no indican que la esperanza de mejo-
rar la vivienda tenga importancia alguna entre 
los motivos para migrar. Además, dada la di-
mensión de los programas habitacionales públi-
cos, hasta de los más vastos, los migrantes sólo 
podrían optar a esas viviendas al cabo de varios 
años de residir en la ciudad. No obstante, quizá 
haya una influencia indirecta de alguna impor-
tancia: los grandes programas públicos de vi-
vienda crean oportunidades de trabajo no califi-
cado y semicalificado que pueden realizar los 
migrantes, lo que tal vez los atraiga en mayor 
número. Pero en eso la vivienda no difiere de 
los demás grandes proyectos de obras públicas. 

Desde el otro punto de vista —el de la influen-
cia del cambio demográfico en la vivienda y los 
programas habitacionales— la combinación del 
crecimiento acelerado con la urbanización con-
centrada plantea al Estado exigencias inmane-
jables, y lo ha obligado a distraer cuantiosos 
recursos para programas de vivienda que muy 

subsidios familiares se pagan fundamentalmente a 
quienes trabajan en el sector moderno (y en los ser-
vicios públicos), y no a los desempleados o a los 
trabajadores rurales, cuyo derecho a ellos, desde el 
punto de vista moral, es incomparablemente mayor. En 
cualquier caso, la manera más efectiva de proteger a 
los niños contra los efectos de la pobreza es sumi-
nistrarles leche y otros medios de alimentación en 
forma gratuita y directa a través de las clínicas y 
escuelas" (Hacia el pleno empleo, op cit., párrafo 
640). 

escasamente han atendido las necesidades de los 
estratos más pobres y no han hecho casi nada 
por la población rural.^'' Hoy los programas pú-
blicos se están volviendo forzosamente hacia so-
luciones de más bajo costo encaminadas a com-
plementar el esfuerzo de las propias familias, 
como el suministro de solares urbanizados y de 
materiales de construcción, y diversos planes 
de autoayuda dirigida. Sin embargo, la de-
manda de vivienda con el fuerte apoyo político 
generado, seguramente seguirá ejerciendo pre-
siones muy fuertes sobre los recursos públicos 
y la capacidad administrativa en un futuro pre-
visible. 

Cualquier reducción de la tasa de incremento 
demográfico, no se haría sentir en la demanda 
de nuevas unidades habitacionales sino al ca-
bo de veinte años, pues esa demanda depende del 
ritmo de formación de nuevas familias por los 
adultos jóvenes. En cambio, afectaría casi de in-
mediato los aspectos cualitativos de las necesi-
dades habitacionales, ya que las unidades peque-
ñas no resultarían tan inadecuadas para las fa-
milias con menos hijos. 

v i ) El bienestar social y otros servicios rela-
cionados con la familia y la vida de la comuni-
dad. El examen de las relaciones entre estas 
formas de acción social pública y el cambio de-
mográf ico debería expresarse casi enteramente 
en posibilidades futuras. Hasta ahora la cober-
tura de los programas de bienestar social, des-
arrollo de la comunidad y otros programas cone-
xos ha sido demasiado limitada para influir en 
el cambio demográfico, aunque hubiera sido ésa 
su intención (que no lo ha s ido) . 

Ultimamente los que abogan por la planifica-
ción de la familia han comenzado a considerar 
los programas de bienestar social y a los traba-
jadores sociales como posibles agentes para di-
fundir una actitud propicia a la planificación 
de la familia, sobre todo entre las familias mar-
ginales. Se está tratando de dar un contenido 
demográfico en la formación de los trabajadores 
sociales. Todo esto puede desembocar en la pro-
moción más eficaz del bienestar de la familia, 
pero parece poco probable que afecte apreciable-
mente a las tendencias demográficas cuantitativas. 

c) Empleo 

En países con estructuras y tendencias demo-
gráficas típicas de América Latina la población 
en edad de trabajar está creciendo aproximada-
mente en 3 % anual. Esta fuerza de trabajo po-
tencial es predominantemente juvenil, especial-

Véase El cambio social y la política de desarrollo 
social en América Latina, op. cit., capítulo XIII. 
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mente en las zonas urbanas. Cabe suponer que 
en los países más grandes, con sus tasas altas de 
urbanización y de desplazamiento de la población 
fuera de la agricultura, los que ingresan cada año 
a la población masculina que busca trabajo en 
ocupaciones no agrícolas llegan a cerca de 7 % 
del total de esta población o aún más. (A medida 
que la población se vuelve predominantemente 
urbana y disminuye la importancia relativa del 
proceso de abandono de la agricultura, como tie-
ne que suceder en estos países, este porcentaje ba-
ja rá a alrededor del 5 % , siempre y cuando la tasa 
global del crecimiento se mantenga en 3 % . ) En 
circunstancias propicias, una fuerza de trabajo de 
este tipo, abundante y adaptable por su juventud, 
podría constituir un factor positivo para la in-
dustrialización, y así parece haber sucedido, por 
lo menos en algunos países.^® Actualmente, sin 
embargo, la lenta creación de nuevas oportuni-
dades de empleo productivo, la creciente dife-
rencia entre la preparación que exigen las in-
dustrias tecnológicamente avanzadas y la prepa-
ración real de la fuerza de trabajo potencial, así 
como las rigideces salariales que impiden absor-
ber con rapidez la mano de obra poco produc-
tiva, se traducen en desempleo y marginaliza-
ción crecientes, considerados como quizá la de-
ficiencia más peligrosa de las tendencias del cre-
cimiento económico en el futuro inmediato. Este 
problema se analizará en otro lugar, de modo 
que aquí no se profundizará en él. 

Evidentemente, la reducción de la fecundidad, 
por radical que sea, no podrá influir en el in-
cremento de la población en edades activas an-
tes de 15 años por lo menos, y durante varios 
años más sólo podrá tener influencia secundaria 
frente a otros factores que influyen en el porcen-
taje de la población en edades activas que efec-
tivamente busca trabajo. Todo descenso impor-
tante de la fecundidad seguramente iría acom-
pañado de un incremento de la proporción de 
mujeres que ingresan a la fuerza de trabajo, y 

En México, "el crecimiento industrial se ha vis-
to favorecido por una oferta abundante y creciente 
de mano de obra provocada por el intenso proceso 
de migración de la población rural a zonas urbanas, 
lo que además ha facilitado que los salarios reales 
se mantuviesen en niveles relativamente bajos e in-
cluso decrecieran durante un largo plazo (hasta 
1956)." La oferta abundante de mano de obra barata 
también contribuyó a la expansión de la agricultura 
comercial en zonas previamente inexplotadas, y a la 
construcción en gran escala de carreteras y sistemas 
de riego que apoyaron dicha expansión. Sin embargo, 
la aceleración del crecimiento demográfico también 
"complicó el proceso ayudando a que el descenso de 
los salarios reales se prolongara por un tiempo pro-
bablemente mayor del necesario." (Dinámica de la 
población de México, op. cit., págs. 216 y 249.) 

por consiguiente, de la presión general por que 
se amplíe el empleo.®® 

El análisis de los efectos del empleo en el cam-
bio demográfico se ha centrado en esta mayor 
participación de la mujer. En los países indus-
trializados de altos ingresos, la participación de 
la mujer en la fuerza de trabajo ha estado aso-
ciada sostenidamente a una fecundidad declinan-
te, lo que parece lógico, cualquiera sea la rela-
ción de causa y efecto. Los pocos estudios sobre 
la materia que se han hecho en América Latina 
confirman esta relación con respecto a las mu-
jeres de las zonas urbanas, pero no en forma 
muy marcada. La participación de la mujer la-
tinoamericana en la fuerza de trabajo es bas-
tante ba ja si se la compara con la que se observa 
en los países de Europa y Norteamérica. En la 
mayoría de los países latinoamericanos trabaja 
menos del 2 0 % de las mujeres en edad activa 
(15 a 64 años ) , cifra que se eleva a 2 5 % en los 
países con fecundidad relativamente b a j a ; en 
Europa occidental, en cambio, el porcentaje llega 
a 4 3 % y en Europa oriental a 6 0 % . Las tasas 
ba j a s de participación en países como la Argen-
tina y el Uruguay, en los cuales el cuidado de 
los hijos no es más obstáculo que en Europa 
para que la mujer trabaje, sugiere que la es-
casa demanda global de mano de obra (que se 
conjuga posiblemente con un prejuicio cultural 
en vías de desaparecer) limita la participación 
de la mujer, y en América Latina este factor 
seguramente continuará limitando además cual-
quier efecto importante en la fecundidad. Se ha 
señalado asimismo que el efecto inhibidor del 
trabajo de la mujer en la fecundidad probable-
mente derive sólo de su participación en las ac-
tividades asalariadas en sectores urbanos moder-
nos. Es probable que una mayor participación 
en las formas tradicionales del trabajo agrícola 
o artesanal, del trabajo a destajo en el hogar y 
el comercio no tenga este efecto. El empleo de 
mujeres jóvenes en el servicio doméstico pro-
bablemente retarde la formación de sus fami ias, 
pero casi en todas partes el servicio doméstico 
parece estar absorbiendo una proporción decli-
nante de las mujeres que trabajan. 

Durante el siglo X X las fluctuaciones de la 
fecundidad en los países industrializados han 
estado cada vez más l igadas a grandes cambios 
en los niveles de empleo y de seguridad econó-
mica. L a fecundidad decayó en los años de crisis 
del decenio de 1930 y en los años de guerra que 
vinieron después; luego, desmintiendo predic-
ciones de un incremento demográfico lento, se 
elevó a alturas inesperadas durante los años de 
empleo casi pleno que siguieron a la segunda 

Véase El cambio social y la política de desarrollo 
social en América Latina, op cit., capítulo IV. 
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guerra mundial. Cabe esperar relaciones simila-
res en países como la Argentina y el Uruguay, 
pero parece probable que los efectos limitantes 
de la fecundidad que derivan del desempleo y la 
inseguridad estén determinados por el contraste 
con un período anterior de relativa prosperidad. 
Las altas tasas de desempleo y subempleo en 
América Latina entre poblaciones que en su ma-
yoría no tienen experiencia previa en el trabajo 
asalariado moderno, acompañadas por una ex-
posición desigual a diferentes rasgos de la mo-
dernización, tienen características sin preceden-
tes que hacen imposible predecir su efecto, si es 
que tienen alguno. 

d) Ahorro 

Es obvio que el ahorro personal está directa-
mente relacionado con el nivel de ingreso y, 
ceteris paribus, existe relación inversa •—en un 
nivel de ingreso dado— entre la capacidad de 
ahorro y el tamaño de la familia. Se ha af i rmado 
que el descenso de la fecundidad lograría aumen-
tos significativos en el ahorro disponible para la 
inversión y así se contribuiría al desarrollo más 
acelerado. Este razonamiento, sin embargo, no 
puede aplicarse sin más al caso de América La-
tina. Más aún, ciertos autores le han negado toda 
validez e importancia, por la distribución mar-
cadamente desigual del ingreso y la asociación 
de ba jos ingresos a una alta fecundidad. Es un 
hecho que el nivel de consumo de los grupos de 
ingresos bajos es tan inadecuado, que podrían 
pasar al menos dos decenios antes de que cual-
quier aumento del ingreso por habitante pudie-
ra esperarse que contribuyera significativamente 
al aumento del ahorro personal. En los demás 
grupos de niveles de ingreso, que en gran parte 
ya han logrado fecundidad moderada, los cam-
bios culturales y otras influencias sobre la pro-
pensión al ahorro probablemente tendrán más 
importancia que los cambios en la fecundidad. 
Por lo demás, la gran presión que se registra 
por nuevas formas de consumo, haría que la di-
versificación de éste absorbiera de inmediato el 
mejoramiento relativo del ingreso que se lograra 
por la disminución de la natalidad. 

Tales afirmaciones, aunque tengan cierta va-
lidez, no enfrentan la real importancia que tiene 
un nivel de fecundidad más ba jo en el uso de 
los ingresos familiares. 

La afirmación de que las familias de ingre-
sos bajos no pueden ahorrar es exagerada, aun-
que su ahorro puede no tomar formas convencio-
nales ni contribuir directamente a la inversión 
en equipo productivo. L a capacidad de las fa-
mihas urbanas de ingresos bajos para dedicar 
parte apreciable de sus ingresos a vivienda, cuan-

do tienen la oportunidad y alguna garantía para 
esta inversión, constituye un ejemplo notorio. La 
importancia económica potencial de reducir la 
carga de la fecundidad en esas familias residiría 
en la oportunidad de " invert ir" en mejoramien-
to de la calidad de sus hijos como recursos hu-
manos. El que esta oportunidad pudiese aprove-
charse dependería de las decisiones de las fami-
lias respecto al destino que han de dar a sus in-
gresos, lo que a su vez dependería de las carac-
terísticas de la sociedad futura y de los tipos 
de consumo que ésta estimulara. Las tendencias 
actuales, con creciente presión sobre los ingresos 
de todos los estratos sociales en respuesta a la 
difusión del consumo "moderno" que hacen los 
medios de información, sugieren que esta pre-
sión puede ejercer un efecto limitante de la fe-
cundidad en los estratos de población que están 
comenzando a incorporarse al mercado de bienes 
de consumo modernos, pero que esa menor fe-
cundidad puede no reflejarse en ahorros inver-
tibles o en líneas de consumo que realmente me-
joren la calidad de la nueva generación. 

Deben tenerse en cuenta las presiones que ejer-
cen el incremento rápido de la población y la 
concentración urbana en la capacidad del sector 
público para ahorrar e invertir. En el pasado, 
algunos países lograron mantener tasas aprecia-
bles de inversión pública en producción e infra-
estructura sólo porque podían hacer caso omiso 
de la mayoría de las necesidades básicas de los 
estratos de ingresos bajos (educación, vivienda, 
salud, ingresos adecuados para subsist ir) . Esto 
ya no es así. Como se indicó antes sería poco 
realista esperar que la menor fecundidad y la 
urbanización más lenta hayan de aliviar estas 
presiones, pero este tipo de cambio demográfico 
ayudaría a las autoridades a satisfacer esas ne-
cesidades en forma más significativa. 

e) Uso y tenencia de la tierra 

En una sociedad rural aislada y estática, las 
principales consecuencias del incremento de la 
población por un período indefinido podrían ser 
la expresión gradual de la superficie de cultivo, 
o bien el empobrecimiento gradual, lo que de-
pendería de las disponibilidades de tierras. Am-
bos procesos se observan en las zonas rurales de 
América Latina, pero esas zonas han dejado de 
ser aisladas o estáticas. El incremento de la po-
blación se combina con varias otras fuerzas, in-
terrelacionadas pero que no actúan todas en la 
misma dirección, para hacer cada vez menos 
viables las modalidades existentes de tenencia de 
la tierra, cultivo, comercialización, lazos vecina-
les y relaciones urbano-rurales. En sus actuales 
combinaciones, esas fuerzas apuntan a crecientes 
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disparidades entre los grupos rurales capaces de 
encarar el cambio, y los grupos rurales "margina-
lizados", y a presiones crecientes sobre el Esta-
do y la economía urbana para que absorban o 
subvencionen la porción " supér f lua" de la fuer-
za de trabajo rural. L a importancia del proble-
m a en el panorama nacional de cambio econó-
mico y social, y la viabilidad de las políticas 
para resolverlo, están condicionadas por el ta-
maño del país, la tasa de incremento de la pobla-
ción y el grado de urbanización que se haya al-
canzado; pero el problema mismo se encuentra 
incluso en países donde el crecimiento neto de 
la población rural ha descendido a cero y la 
población urbana constituye mayoría . 

En todos los tipos de países que se mencio-
naron en la sección 2 d), las empresas agrícolas 
disponen ahora de gran variedad de técnicas pa-
ra acrecentar la producción con una fuerza de 
trabajo estacionaria o aún una menor, haya o no 
justificación económica o social para aplicarlas. 
L a producción de subsistencia y los mercados 
loca es están perdiendo importancia frente a la 
producción para el mercado nacional, lo que 
trae presiones para racionalizar la producción y 
distribución. L a s fuentes de ingreso rurales no 
agrícolas tienden a contraerse, aunque aparecen 
algunas nuevas. Incluso en las zonas rurales más 
remotas penetran crecientemente influencias con-
trarias a la inmovilidad geográfica y a la acep-
tación pasiva de la pobreza: las carreteras y el 
transporte público barato, los medios de infor-
mación, la educación pública, los servicios de 
salud, y los llamamientos políticos de origen 
urbano. Entre las variedades de patrones de asen-
tamiento y de modalidades de tenencia de la 
tierra, se observa que las haciendas tradiciona-
les y los minifundios están expeliendo el exceso 
de población y absorbiendo poco del incremento 
natural de la población rural. Los crecientes asen-
tamientos de trabajadores rurales sin tierras 
junto a las carreteras o en los alrededores de los 
pueblos pequeños muestran que una proporción 
creciente de la población rural no encuentra al-
ternativa frente a la pobreza marginalizada. L a 
reforma agrar ia "p lan i f i cada" y los asentamien-
tos de colonización, que hasta ahora abarcan una 
parte muy pequeña de la población rural, tienen 
la posibilidad, si se aplican políticas de reforma 
agrar ia realmente vigorosas, de aumentar mucho 
la capacidad de la agricultura para absorber pro-
ductivamente la fuerza de trabajo y, por con-
siguiente, la capacidad de las zonas rurales para 
retener población. Sin embargo, aún en el mejor 
de los casos, esta capacidad tiene limitaciones. 
Los nuevos asentamientos sólo podrán ofrecer 
ingresos satisfactorios a sus miembros si res-
tringen el número de ellos al necesario para que 
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la explotación sea eficiente, y los seleccionan. No 
se puede esperar de ellos que absorban todo el 
exceso de mano de obra rural, y menos aún la 
parte más marginal de ella.®' 

L a s fuerzas que actúan, en sus variadas com-
binaciones, excluyen la posibilidad de aplicar la 
política que a veces se ha propuesto, de retener 
la mayor parte del incremento de la población 
rural en la agricultura hasta que la economía 
urbana pueda absorber productivamente el ex-
cedente de la fuerza de trabajo rural. Esta polí-
tica sólo podría aplicarse mediante tácticas rígi-
damente autoritarias que no son practicables ni 
aceptables, o mediante la falta total de oportu-
nidades urbanas. L a población rural ni siquiera 
podría mantener los actuales niveles de vida, y 
estos niveles, apoyados en el trabajo manual pri-
mitivo, ya no los aceptan las masas rurales, y 
menos la juventud. 

f ) Recursos naturales y espacio 

Salvo en algunos de los países latinoamerica-
nos más pequeños, la dotación de recursos na-
turales permitiría mantener a poblaciones ma-
yores en niveles de vida más altos que los ac-
tuales, si pudieran movilizarse las inversiones 
pa ra aprovecharlos, aunque esos recursos gene-
ralmente no están bien equilibrados ni son de 
fácil acceso. Podría hasta sostenerse que varias 
regiones internas necesitan una población mayor 
para poder aprovechar eficientemente sus re-
cursos en aras del desarrollo. L a dificultad estri-
ba en las altas tasas globales de crecimiento de 
la población nacional y en el uso y abuso de los 
recursos naturales asociados a las tendencias ac-
tuales de cambio económico, tecnológico y social. 

El uso actual de los recursos naturales reno-
vables, y en especial de la tierra, es extrema-
damente dispendioso y destructivo. Aunque to-
davía sigue pesando el optimismo tradicional en 
cuanto a que los recursos latinoamericanos son 
inagotables, hoy es evidente que esta noción es 
fa l sa y que las riquezas se están dilapidando a 
un ritmo alarmante. El monopolio por las ha-
ciendas de las tierras más accesibles y más aptas 
para el cultivo ha obligado a los minifundistas a 
hacer uso excesivo de las laderas más pobres, 
lo que ha causado agotamiento de los suelos, ero-
sión y destrucción de los bosques. Lo mismo ha 
sucedido como consecuencia de la acción de ocu-
pantes ilegales y de la tala y quema de la vege-
tación para preparar tierras de cultivo en zonas 
muy poco pobladas. Algunos tipos de plantacio-
nes modernas también causan el agotamiento y 

Véase un análisis más detenido de estos proble-
mas en El cambio social y la política de desarrollo 
social en América Latina, op. cit., capítulos III y VII. 



el abandono de grandes superficies. Las activi-
dades madereras y los incendios están destruyen-
do bosques sin que se tomen medidas para reem-
plazarlos. Hasta los recursos del mar están sien-
do amenazados por la explotación descontrolada. 
Aunque la presión demográfica está acelerando 
el proceso de destrucción, no constituye su factor 
determinante. En muchas zonas densamente po-
bladas de otras regiones los pequeños agricul-
tores han cultivado la tierra por siglos sin da-
ñarla gravemente; pero en gran parte de Amé-
rica Latina, donde se observa mayor destrucción 
es en las zonas rurales poco pobladas. Contribu-
yen a esa destrucción tanto los sistemas primiti-
vos de uso de la tierra, como los métodos tecno-
lógicamente avanzados y muy mecanizados. En 
los dos extremos han sido escasas la inversión y 
la aplicación de tecnología a la conservación 
y mejoramiento de la tierra si se comparan con 
las de países de pequeños agricultores como Chi-
na, o con países con agricultura moderna indus-
trializada, como los Estados Unidos. Para cam-
biar esta tendencia se necesitarán grandes 
inversiones y un enfoque diferente de la inno-
vación tecnológica. Para incorporar al cultivo 
las regiones casi vacías de América Latina •—que 
todavía salen a relucir en los argumentos "po-
blacionistas"—en forma que no lleve a su des-
trucción, habrá que hacer inversiones ingentes y 
cuidadosamente planificadas. 

Los recursos naturales no renovables (princi-
palmente el petróleo y los minerales metálicos) 
están siendo explotados para la exportación con 
toda la intensidad que permiten los mercados y 
los recursos tecnológicos, pues su papel princi-
pal es el de proporcionar las divisas necesarias 
para mantener en marcha las economías. Es po-
sible que cuando llegue el momento en que una 
población mucho más grande e industrialmente 
más avanzada necesite esos recursos para uso 
interno, algunos de ellos se hayan agotado ya y 
otros sólo puedan obtenerse a un costo más alto. 

L a concentración urbana y la importancia cre-
ciente en la vida urbana de ciertos tipos de con-
sumo (bienes duraderos, viajes, etc.) generan 
una demanda por habitante de recursos natura-
les mucho mayor que en civilizaciones anterio-
res, y a la ver causan efectos perniciosos, como 
la contaminación del aire y del agua, el ruido 
y las enormes cantidades de desperdicios pere-
cederos que deben eliminarse de alguna manera. 

S i la tierra es fértil y está bien cultivada, la 
población campesina puede alcanzar gran densi-
dad sin que esto provoque presiones insuperables 
sobre los recursos o la organización social. Den-
tro de límites más estrechos, las poblaciones ur-
banas también pueden alcanzar tamaño conside-
rable si la mayoría acepta niveles de vida bajos, 

movilidad espacial limitada y gran densidad de 
asentamiento. A medida que se elevan los in-
gresos y las aspiraciones de la población, y ésta 
v ia ja ampliamente en la zona urbana y fuera de 
ella, compra bienes de consumo duraderos, exige 
casas con jardines y va de vacaciones a la playa 
o a otros lugares, crecen con rapidez las presio-
nes sobre los recursos naturales, sobre el espa-
cio disponible y sobre la organización social. 

Los países de altos ingresos están luchando 
ahora con problemas de esta índole y han veri-
f icado el deterioro evidente de ciertos aspectos 
de las condiciones de vida, que contrarrestan los 
beneficios representados por niveles de consumo 
más altos. Los países latinoamericanos, en espe-
cial los más grandes, más dinámicos y más urba-
nizados, están comenzando a confrontar las mis-
mas dificultades, en niveles de ingreso mucho más 
ba jos y con capacidad mucho más limitada para 
resolver los problemas de recursos y organiza-
ción. Por ejemplo, si el parque de automóviles 
s igue aumentando a las tasas actuales, el patrón 
cada vez más disperso y menos denso de urba-
nización hará cada vez más prohibitivos los cos-
tos de las carreteras y de otras inversiones en 
infraestructura; grandes extensiones de tierra 
agrícola serán invadidas por el avance urbano, 
la contaminación del aire se irá agravando, y el 
creciente consumo de gasolina puede llegar a li-
mitar la función exportadora del petróleo en 
algunos países, y ejercer una presión creciente 
en el balance de pagos de otros que importan 
este producto. 

Los cálculos sobre las cantidades de recursos 
no renovables que se necesitarían si el resto del 
mundo comenzara a usarlos a la tasa que lo hacen 
los Estados Unidos, muestran que esto sería im-
posible. Los Estados Unidos, con 6 % de la po-
blación mundial, consume la mitad de la pro-
ducción mundial de los minerales más importan-
tes.®® Se ha estimado que, al nivel de consumo 
de este país, el mundo podría mantener una po-
blación de 500 millones, comparada con los 3 000 
millones de 1970 y los 7 000 millones calculados 
para el año 2000. Este es sólo uno de los facto-
res que pone en tela de juicio la viabilidad de 
aplicar en América Latina los actuales modelos 
de desarrollo que ofrecen los países de ingresos 
altos. L a s posibilidades que abren las nuevas 
tecnologías para sustituir materias primas y fuen-
tes de energía, para la reutilización del agua y los 
minerales y para la explotación permanente y 
con altos rendimientos de la tierra y el mar, 
auguran capacidad suficiente para mantener a 
poblaciones inevitablemente mayores, pero este 

Stuart Mudd, Ed., The Population Crisis and the 
Use of World Resources. Dr. W. Gunk, Publishers, 
La Haya, 1964, p. 238. 

83 



augurio no se cumplirá si no se toman medidas 
realistas para resguardar los recursos naturales 
y encauzar el consumo por líneas que en el futu-
ro no generen problemas insolubles y que sean 
compatibles con el justo acceso de toda la pobla-
ción a los recursos. 

4. Políticas de población 

a) Delimitación de la política de población 

Desde el siglo X I X varios líderes políticos la-
tinoamericanos han propuesto políticas de po-
blación, y varios gobiernos han tomado medidas 
con el fin concreto de influir en el crecimiento 
y la distribución demográficos. Sin embargo, 
sólo a fines del decenio de 1960, y en medio de 
concepciones cambiantes y contrapuestas sobre 
la naturaleza del problema de población, pasó a 
primer plano la necesidad de definir una política 
de población y determinar el lugar que ocupa en 
el campo cada vez más vasto de intervención 
estatal en la economía y en la sociedad. Esta ta-
rea ha tropezado con una contradicción inicial : 
la "poblac ión" — l a raza humana— es el sujeto 
y el objeto de toda política pública. Sería posi-
ble, aunque de escasa utilidad, incluir todos los 
programas de desarrollo económico y social en 
a "política de población". Al mismo tiempo, es 

pequeño el radio de acción que tiene el sector 
DÚblico para intervenir directamente en el cam-
)io demográfico. L a s actividades públicas que 
tienen mayor influencia potencial o real en las 
variables demográficas están regidas principal-
mente por consideraciones de política en las cua-
les esta influencia se desestima o se considera 
secundaria. Otras de las influencias más impor-
tantes quedan fuera del alcance de la política 
pública, ya sea por los valores predominantes o 
porque dificultades de orden práctico excluyen 
la intervención estatal. 

Como lo han señalado varios observadores, la 
contradicción se ha traducido en formulaciones 
de política demasiado generales como para ser 
operativas, yuxtapuestas con una concentración 
casi exclusiva, tanto en las polémicas como en los 
programas operativos, en a planificación de la 
familia como medio de influir en la variable de 
la fecundidad. 

El intento más ambicioso de formular una de-
finición se hizo en una Reunión sobre Políticas 
de Población en relación con el Desarrollo en 
América Latina, realizada en Caracas en sep-
tiembre de 1967, luego de un Seminario Prepa-
ratorio efectuado en Wáshington, D. C., en mar-
zo de 1967: 

"Debe entenderse por política de población el con-
junto coherente de decisiones que confonnan una es-
trategia racional adoptada por el sector público, de 
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acuerdo con las necesidades y aspiraciones de la co-
lectividad, para desarrollar, conservar y utilizar los 
recursos humanos influyendo sobre la magnitud y el 
crecimiento probables de la población, su distribución 
por edades, la constitución y composición de las fa-
milias, la localización regional o rural-urbana de los 
habitantes y la incorporación a la fuerza de trabajo y 
a la educación, con el fin de facilitar los objetivos 
del crecimiento y posibilitar la participación de la 
población en las responsabilidades y beneficios del 
progreso." 

Esta definición ha sido objeto de bastantes 
críticas, y actualmente hay consenso en esti-
mar que se necesita una definición más restric-
tiva, que limite el alcance de la política a las 
medidas encaminadas a influir en el crecimien-
to y k distribución demográficos, siempre que 
esté integrada en una política global de desarro-
llo. Una política de esta índole deberá procurar 
ante todo una comprensión adecuada de las re-
percusiones de las variables demográficas y de 
las limitaciones que ellas imponen a las demás 
áreas de la política de desarrollo, y luego hacer 
que todas las medidas que afecten a estas varia-
bles sean compatibles y se refuercen mutuamente. 

Esta norma apunta en la dirección debida pa-
ra el futuro, pero no muestra cómo resolver los 
principales problemas inmediatos: 

ij Pese a un decenio de experiencia en la pla-
nificación del desarrollo, casi ningún país tiene 

^̂  Esta reunión fue copatrocinada por la Organiza-
ción de los Estados Americanos, la Organización Pa-
namericana de la Salud, el Consejo de Población y el 
Aspen Institute for Humanistic Studies, con la colabo-
ración del Gobierno de Venezuela. En ella participa-
ron a título personal ministros y otros funcionarios 
públicos procedentes de 15 países, junto con expertos 
invitados. 

"Se torna difícil en estas circunstancias trazar 
una clara línea divisoria entre política de población 
y política económica y social, en general. Es esta 
dificultad lo que debe haber llevado a los redactores 
de la definición de política de población que se adop-
tó en una reciente conferencia, a darle al término una 
acepción tan amplia que prácticamente quedaron englo-
bados en ella todos los objetivos del desarrollo," (Car-
men A. Miró, Política de población ¿Qué? ¿Por qué? 
¿Para qué? ¿Cómo?). La revisión de la definición pro-
puesta por el Seminario Preparatoriano "se produjo 
mediante supresiones, sustituciones y adiciones que 
reflejan claramente el 'tira y afloja' de las distintas 
posiciones en juego. El resultado es la típica defini-
ción que deja contentos a todos, pero que resulta ino-
perante tanto para un análisis teórico como para una 
orientación de la acción política." (Gerardo González 
C., Políticas de población y marginalidad social.) "Un 
ejemplo de esta confusión está constituido por lo que 
planteó como objetivos de una política de población 
el informe final. . . Si, en efecto, quisiera incluirse en 
lo poblacional todo aquello que tiene consecuencias 
en la pobláción o de ella se deriva, tendrían que enu-
merarse todos los sectores o aspectos que constituyen 
una sociedad." (Roger Vekemans, S. J., Política de po-
blación: Eshozo de Status Quaestíonis, DESAL, San-
tiago de Chile, agosto de 1970.) 



por ahora políticas o estrategias auténticas, co-
herentes y operativas, capaces de proporcionar 
el marco de referencia necesario para la racio-
nalización demográfica. Mientras la política eco-
nómica y social s iga siendo fragmentaria y sec-
torial, y esté determinada en gran parte por la 
fuerza relativa de las presiones de grupos profe-
sionales y burocráticos, de clientelas electorales 
y de fuentes externas de ayuda financiera y co-
operación técnica, y mientras existan hasta den-
tro de las políticas sectoriales programas y nor-
mas más concretos que suelen contraponerse, no 
es fácil que las actividades que abarca la polí-
tica de población no adquieran características 
similares. Al respecto, los problemas de delimitar 
y formular políticas de población se parecen a 
los que encaran todos los grandes objetivos in-
tersectoriales de mediano plazo que se han se-
ñalado como esenciales para el desarrollo, como 
la redistribución del ingreso y la política de re-
cursos humanos.""^ 

ii) Los demógrafos aún no están en condicio-
nes de ofrecer a las autoridades públicas conse-
jos incontrovertibles sobre las relaciones entre 
cambio demográfico y desarrollo, o sobre todas 
las consecuencias a largo plazo de las medidas 
que se pueden tomar. Esta deficiencia, como 
otras similares en diversas áreas de la política 
intersectorial, sólo deriva en parte de la falta de 
investigación bás ica ; las interrelaciones y con-
secuencias dependen de la definición previa de 
los patrones de desarrollo a los que se aspira 
en tipos específicos de países. El carácter de la 
información necesaria sobre temas como redis-
tribución de la población, urbanización, empleo 
y estructuras familiares depende también de la 
formulación de demandas claras por quienes for-
jan las políticas de desarrollo. 

iii) El hecho de que el cambio demográfico 
futuro dependa de las tendencias y políticas de 
empleo y educación, de los niveles de ingreso y 
de la distribución del mismo, así como de diver-
sos tipos de innovaciones tecnológicas, hace que 
las medidas inspiradas primordialmente por con-
sideraciones de política de población han de te-
ner siempre un papel secundario o auxiliar 
—aunque éste sea de considerable importancia— 
dentro del conjunto de influencias que afectan 
a las variables demográficas. Las políticas en to-
das esas áreas deberían tener en cuenta los ob-
jetivos de población, una vez que éstos se hayan 
formulado claramente, y deberían hacer mucho 
mayor uso que hasta ahora de la información 

Véase El cambio social y la política de desarrollo 
social en América Latina, op. cit., capítulos X y XI. 
Carmen A. Miró, op cit., destaca fuertemente la ne-
cesidad y la actual carencia de políticas de desarro-
llo a las que puedan integrarse las políticas de po-
blación. 

que el análisis demográfico pueda dar sobre la 
viabilidad de sus metas y técnicas; pero en la 
definición de esas políticas, hay que considerar 
aspectos tan importantes como sus consecuencias 
demográficas, o más importantes. Un área de 
gran importancia potencial en la que ahora sólo 
existen iniciativas desarticuladas es la política 
de robustecimiento de la familia, que necesaria-
mente se verá afectada por la divulgación de la 
"planificación de la f ami l i a " en su sentido más 
estrecho; pero aun aquí los objetivos demográ-
ficos deberán subordinarse a los objetivos deri-
vados de las concepciones de los derechos huma-
nos y del papel de la familia en el desarrollo. Las 
políticas que afectan la distribución geográfica 
de la población, que hasta en las definiciones 
más estrictas se incluyen en la política de pobla-
ción, en la práctica suelen encararse en el marco 
de la política de desarrollo regional, de desarro-
llo urbano y de desarrollo rural. 

b) Concepciones e ideologías relativas al papel 
de la población en el desarrollo de América 
Latina 

En las actitudes hacia la población que predo-
minan en América Latina pueden distinguirse 
varias etapas históricas, cada una de ellas aso-
ciada a determinados patrones económicos y so-
ciales, a formas de interdependencia con el resto 
del mundo y a concepciones de las fuentes de 
progreso nacional. 

i) Desde la época de la independencia, a co-
mienzos del siglo X I X , hasta el decenio de 1920, 
el progreso y el poder nacionales se identifica-
ban con el incremento rápido y la "europeiza-
ción" de la población. Esta ideología predomi-
nante (que encontró diversos grados de resis-
tencia en corrientes nacionalistas defensoras de 
lo autóctono) se asociaba a economías orienta-
das casi enteramente hacia la exportación de 
materias primas y a la dominación de élites te-
rratenientes-comerciales convencidas de la infe-
rioridad étnica de las masas de población. En 
este período las poblaciones eran muy pequeñas 
en relación con el territorio, las tasas de incre-
mento natural eran ba jas y la urbanización limi-
tada. Había gran disponibilidad de migrantes 
europeos y los países capaces de atraerlos se ade-
lantaban al resto de la región en términos eco-
nómicos y de estabilidad política; el incremento 
de la población por medio de la inmigración 
s ignif icaba que la mayor parte de dicho incre-
mento podría incorporarse directamente a la 
fuerza de trabajo en los modestos niveles de pre-
paración que requerían los sistemas de produc-
ción existentes, y que los costos de esa prepa-
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ración habían sido sufragados por el país de 
origen. 

ii) Desde los años veinte a los años sesenta 
seguía aceptándose sin reservas la conveniencia 
de que la población aumentara con rapidez, pero 
se valorizaba más la población autóctona y se 
hacía mayor hincapié en la necesidad de mejo-
rar su calidad mediante la educación y otras 
medidas sociales. La creciente urbanización se 
miraba con optimismo como un estímulo para el 
desarrollo, pues concentraba la demanda de con-
sumo y la oferta de trabajadores calificados. Es-
tos puntos de vista iban unidos al creciente na-
cionalismo y a la defensa de lo autóctono frente 
a los rasgos culturales de Europa y Norteamé-
rica; al crecimiento rápido de estratos medios 
urbanos capaces de expresarse políticamente; a 
la extinción parcial de las fuentes preferidas de 
inmigración que en los años treinta coincidió 
con la crisis económica, el desempleo y las res-
tricciones legales a la inmigración; a la trans-
formación de los patrones económicos orientados 
a la exportación en el crecimiento (especialmen-
te en los decenios de 1940 y 1950) de industrias 
de sustitución de importaciones que ofrecían nue-
vas oportunidades de trabajo en las ciudades; la 
aceptación cada vez mayor de políticas de des-
arrollo basadas en la industrialización, la coope-
ración financiera y técnica internacional, la 
integración latinoamericana, la planificación sis-
temática de largo plazo y la reforma de las es-
tructuras socio-económicas. 

iii) Desde comienzos del decenio de 1960 hasta 
ahora las interpretaciones del papel del cambio 
demográfico han ido divergiendo cada vez más, 
se han hecho más conflictivos y de inspiración 
más ideológica. Esta etapa se asocia con la frus-
tración parcial de las esperanzas que se habían 
puesto en las políticas de desarrollo globales del 
decenio; con el acelerado incremento del núme-
ro de personas que todos los años ha llegado a 
la edad de trabajar a consecuencia de la acele-
ración del crecimiento demográfico desde media-
dos del decenio de 1940; con la manifestación 
cada vez más evidente y alcance cada vez mayor 
de los problemas de marginalidad urbana, des-
empleo estructural y subutilización de los recur-
sos humanos; con la discrepancia creciente entre 
las aspiraciones de obtener servicios sociales 
y las realizaciones; con la creciente y compleja 
influencia de las innovaciones tecnológicas y de 
organización así como los estímulos al consumo 
que se originan en los países industrializados de 
altos ingresos; con la creciente capacidad técni-
ca para actuar directamente sobre algunos com-
ponentes del crecimiento demográfico; y con la 
extensión bastante súbita hasta América Latina 
de una campaña mundial que insiste en las con-
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secuencias catastróficas del crecimiento sosteni-
do de la población, y en la planificación de la 
familia como único remedio. 

En la etapa actual, aunque siguen siendo co-
munes e influyentes antiguas opiniones optimis-
tas y la identificación tradicional del poder na-
cional con el tamaño de la población, cabe dis-
tinguir algunas posiciones más nuevas, cada una 
con diversas variantes: 

i) Importantes sectores de opinión continúan 
considerando que el "desarrollo" es principal-
mente el logro de tasas mayores de incremento 
de la producción y del consumo, para eliminar la 
diferencia entre los niveles actuales y los del 
país europeo o norteamericano típico, suponien-
do que esto se puede hacer si se aplican con 
más vigor las políticas de desarrollo y las re-
formas estructurales acordadas en el decenio an-
terior y si la cooperación internacional en ma-
teria de comercio y financiamiento se hace más 
generosa y más segura. Desde este punto de vis-
ta, la absorción de la población urbana margi-
nal —y de la población rural subempleada que 
la alimenta— en empleos productivos y su ple-
na participación en el orden social dependen pri-
mordialmente de que se logre una tasa alta de 
crecimiento económico. Toda medida eficaz para 
reducir el crecimiento de los estratos de pobla-
ción expuestos a la marginalización, o para re-
ducir la tasa de migración de esos estratos hacia 
las ciudades, alivia las presiones en favor del 
uso no productivo de los recursos públicos, re-
duce la posibiHdad de violencia y otorga a las 
autoridades nacionales más tiempo y mayor fle-
xibilidad para asignar recursos a tareas priori-
tarias de desarrollo. Los que se oponen a este 
punto de vista suelen caricaturizarlo diciendo que 
aboga por el control de la natalidad como alterna-
tiva en lugar del desarrollo económico, pero es 
improbable que alguien piense en esos términos. 

ii) En el otro extremo, se asevera que, en ca-
so de ser viable una estrategia de desarrollo ba-
sada en las premisas que se resumieron antes, 
ésta sólo produciría un seudodesarrollo injusto 
e inaceptable, que perpetuaría una situación per-
niciosa de dependencia. Se infiere que el des-
arrollo auténtico sólo será posible después de la 
transformación revolucionaria de las estructuras 
de poder existentes, y del rompimiento de los 
lazos de dependencia. Desde este punto de vista, 
el sistema de crecimiento económico dependiente, 
por su misma naturaleza, genera el crecimiento 
de la población marginal y esto constituye una 
de las contradicciones que finalmente ha de lle-
var a la ruptura del sistema. En las condiciones 
actuales, de ser eficaces las medidas de control 
de la natalidad, aliviarían las tensiones y pro-
longarían la supervivencia de estructuras eco-



nómicas y sociales que deberían desaparecer 
cuanto antes para dar paso a la construcción de 
un nuevo orden social. Esta posición puede ca-
ricaturizarse fácilmente diciendo que se inclina 
por aumentar las presiones sociales para fomen-
tar una transformación inmediata. En algunas 
de sus manifestaciones parece envolver cierta in-
sensibilidad frente a las necesidades inmediatas 
de los estratos de ba jos ingresos, así como un 
alto grado de optimismo respecto a la capacidad 
posterior para satisfacer dichas necesidades. 

ni) Un tercer punto de vista acentúa las con-
notaciones que tiene el crecimiento rápido de la 
población para el bienestar de la humanidad, y 
el derecho de la familia a tener acceso a los me-
dios de limitar el número de hijos, cualesquiera 
sean los efectos de esta acción en el desarrollo 
y la política pública sobre el incremento de la 

^ población. Este punto de vista es compatible con 
, casi todas las interpretaciones del proceso de 

desarrollo y sus requisitos, pero normalmente va 
( acompañado de cierto escepticismo respecto a 

la capacidad de las autoridades públicas para 
aplicar políticas de población basadas en las 

^ concepciones de desarrollo más ambiciosas, y 
^ una disposición a aceptar medidas fragmentarias 
\ que respondan a las necesidades inmediatas de 

las familias. Algunos defensores de esta posición 
limitan su apoyo a cierto tipo de técnicas de pla-
nificación de la familia que se consideran moral-
mente legitimas, mientras otros están dispuestos 
a apoyar los abortos gratuitos y otros medios. 

iv) Un cuarto punto de vista, más complejo y 
más difícil de resumir, acepta el argumento ba-
sado en los derechos humanos y también consi-
dera muy deseable que bajen las tasas de incre-
mento de la población en todos los países lati-
noamericanos que aún no han experimentado 
una transición demográfica, cualquiera sea su 
futuro patrón de desarrollo. Al mismo tiempo, 
quienes así opinan creen que la urgencia del 
desarrollo y el contenido apropiado de las polí-
ticas de racionalización demográfica difieren 
ampliamente según las circunstancias de los dis-
tintos países ; que es posible poner en tela de 
juicio la importancia de estas políticas para ali-
viar las presiones que surgen de la marginaliza-
ción, se considere o no conveniente este alivio, 
y que la capacidad del Estado para controlar el 
crecimiento de la población en el futuro previsi-
ble mediante las técnicas que ahora se propugnan 
probablemente influirá mucho menos que los 
cambios en la vida familiar y las actitudes cul-
turales que derivarán de los cambios sociales y 
económicos que están en marcha. Se acepta como 
parcialmente válida la aseveración de que las 
actuales campañas para controlar el crecimiento 
de la población derivan de ciertas concepciones 

de desarrollo dependiente y que están concebi-
das para facilitar la supervivencia, con reformas 
y mejoramientos de las actuales estructuras eco-
nómicas y sociales. No se acepta la inferencia 
de que estas expectativas constituyan motivo su-
ficiente para apoyar o rechazar las políticas mis-
mas, o para dar por sentado que los resultados 
de las políticas han de corresponder necesaria-
mente a las expectativas de sus patrocinadores. 
Se supone que los efectos a corto plazo de estas 
políticas en el desarrollo serán limitados y que 
tendrán más importancia para el bienestar de 
las familias que para resolver los problemas 
de distribución de recursos que confronta el Es-
tado, pero se estima que la atención no puede 
limitarse sólo al plazo corto. 

v) Cabe distinguir otra posición más entre al-
gunos proponentes de políticas de desarrollo y 
analizadores del cambio social : hacer caso omiso 
del problema de población o negar su importan-
cia, con el fin consciente de distraer lo menos 
posible la atención pública de problemas que se 
consideran más urgentes y más manejables. 

En la prolongada polémica sobre políticas de 
población pueden distinguirse muchas posiciones 
intermedias; con frecuencia no aparecen explí-
citas las bases ideológicas de cada posición. Las 
declaraciones públicas sobre políticas de pobla-
ción tienden a envolverse en expresiones calcula-
das para anular ataques o para no herir suscep-
tibilidades políticas o religiosas, y los términos 
vigorosos con que se muestra la gravedad del 
problema contrastan con la ambigüedad de las 
recomendaciones. Entretanto, las polémicas ex-
traoficiales tienden a ser un diálogo de sordos, 
en el cual las partes rechazan sus propias ver-
siones caricaturizadas de la posición opuesta, o 
los motivos supuestamente inaceptables de sus 
proponentes, especialmente cuando se pone sobre 
el tapete el apoyo decidido de algunos poderes 
fuera de América Latina a determinadas polí-
ticas de población. L a posición tomada por la 
principal fuente extema de ayuda y asesoramien-
to para el desarrollo ha producido, por una 
parte, la aceptación a veces renuente del control 
del crecimiento de la población como parte de 
un conjunto de políticas encaminadas a obtener 
cierta ayuda financiera, y por otra, el rechazo 
automático de la conveniencia de ese control por 
aquellos a quienes preocupa la dependencia. 

c ) Políticas y actitudes gubernamentales 

Según la definición de política de población 
que se adopte, puede af irmarse que ningún país 
de América Latina tiene una política de pobla-
ción o que casi todos la tienen. Dos presidentes 
de países latinoamericanos (Colombia y la Repú-
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blica Dominicana) y dos primeros ministros de 
países del Caribe (Barbados y Trinidad-Tabago) 
f irmaron en 1967 la Declaración de los Je fes de 
Estado sobre el Problema de Población, que com-
binaba una vigorosa afirmación de los peligros 
de un incremento rápido de la población con el 
apoyo a la planificación de la familia como único 
remedio. A partir de 1967, jefes de estado o mi-
nistros de casi la mitad de los países latinoame-
ricanos han hecho declaraciones públicas que 
af irman o niegan la conveniencia de reducir el 
incremento de la población. En algunos países, 
altos funcionarios públicos han expresado opi-
niones muy divergentes respecto a los objetivos 
en materia de población.^^ Sólo un gobierno, el 
de Colombia, ha incorporado criterios y objeti-
vos generales de política de población (basados 
en la definición de la Conferencia de Caracas ) en 
su último plan de desarrollo, que se presentó al 
Congreso para su aprobación a fines de 1969.^® 

En el Brasil, en 1959, "de cuatro discursos de 
gobierno, tres fueron favorables a una política demo-
gráfica restrictiva y uno fue en favor de la política 
éxpansionista". (Glycon de Paiva, Política demográ-
fica para el Brasil: Dificultades para establecerla.) 
Véase también Rubens Vaz da Costa (Presidente del 
Banco do Nordeste do Brasil), "El crecimiento de 
la población y el desarrolo económico. El caso brasi-
leño", en Boletín de Población, II, 3, mayo de 1970. 

Las bases para la política de población de Co-
lombia son las siguientes: 
a) Criterios: 
1. El Estado debe intervenir con el establecimiento 

de una política, en cuanto el bien del conjunto so-
cial está comprometido, tanto a nivel macroeconó-
mico, como a nivel de la familia y del individuo, 
pero respetando sus derechos e intimidad. 

2. La política de población se considera como un 
componente indispensable de la política general de 
desarrollo y por lo tanto se da énfasis a la educa-
ción integral. 

b) Objetivos: 
Dos son los objetivos inmediatos: lograr una mejor 

distribución territorial de la población y modificar el 
actual ritmo de crecimientp de la población por me-
dio de una reducción de la fecundidad. 

Con relación al segundo objetivo de reducción del 
crecimiento de la población, por medio de una dismi-
nución de la fecundidad, la política contempla los dos 
niveles, el macrosocial y el familiar: uno y otro den-
tro de un enfoque educativo hacia la responsabilidad. 

A nivel de la sociedad el Estado ha lanzado una 
amplia campaña sociocultural en favor de la Pater-
nidad Responsable por medio de la Ley 75 de 1968. 

Se busca reducir la ilegitimidad, aliviando así en 
parte el problema demográfico. 

A nivel del individuo y de la familia y como tarea 
propia del Ministerio de Salud Pública, se prevé, den-
tro de los programas materno-infantiles, el suministro 
de la información y los servicios médicos de planifi-
cación familiar, tarea que cumplen igualmente el Ins-
tituto Colombiano de Seguros Sociales y la Caja Na-
cional de Previsión Social." (Gustavo Pérez Ramírez, 
La política de población en Colombia al término de 
la década del 60, citando al Departamento Nacional 
de Planeación, Planes y Programas de Desarrollo 
1969/70 capitulo I.) 
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Hasta ahora ningún gobierno ha f i j ado metas 
cuantitativas para los cambios en las variables 
demográficas.^^ 

Cuando se desciende de las declaraciones de 
política a examinar lo que se ha hecho efecti-
vamente en nombre de la política de población 
o sin una política declarada, las diferencias entre 
las posiciones nacionales parecen menos eviden-
tes. L a política práctica ha sido de laissez faire, 
combinada con diversos grados de apoyo público 
a las actividades de planificación de la familia. 
L a política de migración, que en una época fue 
el único componente activo de las políticas na-
cionales de población, ha recibido poca atención 
en los últimos años, excepto en los países del 
Car ibe ; en la práctica, la política de población 
se ha ido equiparando cada vez más a la acepta-
ción de la planificación de la familia. El proceso 
se describió y justificó recientemente en la si-
guiente fo rma : 

" L o s primeros pasos casi siempre fueron dados 
por la iniciativa privada o entidades del mismo 
carácter que, generalmente, se crearon específi-
camente para el f in con apoyo económico de or-
ganismos internacionales, sin encontrar mayor 
oposición de los gobiernos respectivos. Y esto de 
no oponerse y dejar para ver las reacciones, no 
deja de ser una política bastante prudente, dadas 
las circunstancias. A medida que los servicios y 
programas privados fueron demostrando que te-
nían aceptación y que cumplían una necesidad 
no ofrecida por los gobiernos o autoridades gu-
bernamentales, éstas fueron, poco a poco, y con 
grandes temores . . . entrando a participar con la 
bandera de que el Estado debía ejercer control 
en una actividad que debía ser mirada con sumo 
cuidado por las implicancias médicas, sociales, 
económicas y morales que podía tener. Todo esto 
parecería confirmar las apreciaciones preceden-
tes en el sentido de que ha habido y sigue ha-
biendo temor a la definición abierta y franca, 
en muchos casos no por falta de convicción en 
las bondades del programa, sino por el posible 
mal uso que sectores de oposición gubernamen-
tal podrían hacer de estas medidas para criticar-
las y atacarlas sin tener, generalmente, elementos 

^̂  Se han citado metas cuantitativas para la reduc-
ción de la natalidad en algunos pocos países del Ca-
ribe (María L. García, Informe sobre el estado de los 
programas de planificación familiar en América La-
tina, 1968, CELADE, Serie A, N' 97.) Sin embargo, 
esas metas parecen haberse formulado por los progra-
mas de planificación de la familia con fines adminis-
trativos, y estar encaminadas a mostrar los resultados 
que se esperan de la cobertura de un número de fa-
milias fijado como meta, sin constituir objetivos ofi-
ciales de política. 



de juicio suficientes ni para justificar ni para re-
chazar estas políticas".^® 

Tanto la actitud de laissez faire como la de 
identificar la política de población con la plani-
ficación de la familia han sido criticadas desde 
ángulos muy diferentes: 

i) Se ha dicho que es esencial lograr un in-
cremento de la población igual a cero en el me-
nor tiempo posible, que la planificación de la 
familia, tal como se la define y practica hoy, 
es un medio ineficaz para lograrlo, y que distrae 
de otras medidas de control más radicales. Este 
punto de vista casi no ha tenido representantes 
en América Latina, pero ha sido expuesto vigo-
rosamente por Kingsley Davis y otros, refirién-
dose al mundo entero, incluidos los países que 
hoy tienen tasas de incremento relativamente 
bajas.^® 

ii) Se af irma que el control del crecimiento 
de la población es indeseable, que la planifica-
ción de la familia es un medio demasiado eficaz 
para lograrlo y que la forma en que la planifi-
cación de la familia se está introduciendo en 
América Latina significa que las autoridades na-
cionales están cediendo su control de la política 
nacional en favor de organizaciones internacio-
nales y gobiernos que actúan movidos por su 
propio interés. 

iii) Se sostiene que las propias tendencias de-
mográficas y la probable influencia en ellas de 
la rápida expansión de las actividades de pla-
nificación de la familia, tienen repercusiones en 
el desarrollo futuro, y que los dirigentes y pla-
nificadores no pueden seguir desestimándolas. 
Este punto de vista da por sentado que la polí-
tica no debería limitarse al control del crecimien-
to de la población o a la planificación de la fa-
milia, pero que esta última es una forma desea-
ble de acción sectorial dentro de una política más 
amplia.''^ 

Carlos A. Uriarte, Información sobre la situación 
de las políticas, Seminario sobre Poh'tica de Población, 
Caracas, 25 al 28 de agosto de 1970. 

Kingsley Davis, "Políticas de población: ¿Ten-
drán éxito los programas actuales?. Demografía y eco-
nomía, 8, 1969. (La versión original en inglés se pu-
blicó en Science, 10 de noviembre de 1967.) El autor 
reitera estos argumentos en un trabajo que presentó 
ante la Conferencia Regional Latinoamericana sobre 
Población de 1970, titulado Orígenes de las deficien-
cias de los programas de población modernos. 

"Para aproximarnos a lo que proponemos defi-
nir como política de población, podemos comenzar por 
descartar lo que nosotros, numerosos latinoamericanos 
y, sorprendentemente, algunos norteamericanos, cree-
mos que no es. Nos referimos, claro está, a las ac-
ciones de planificación familiar que en la actualidad 
se desarrollan en todos los países latinoamericanos. 
Estas acciones las descalificamos como política de po-
blación, aún en el caso de que se dieran —cosa que aún 
no ocurre en ninsún oaís de la resión— dentro de 

d) Objetivos e instrumentos de una política de 
población 

El análisis anterior señala que las actividades 
públicas destinadas a influir en las variables de-
mográficas no pueden aplazarse hasta la formu-
lación de políticas de desarrollo capaces de servir 
de marco para ellas, y que no tiene objeto defi-
nir una política de población en términos tan 
generales que la hagan coincidir con la política 
de desarrollo. En las condiciones actuales, la po-
lítica de población debe conciliar tres objetivos 
generales: contribuir a elevar el bienestar y los 
derechos humanos en el plano de la familia y del 
individuo; influir en el crecimiento de la po-
blación, su distribución por edades y su distribu-
ción geográfica para que concuerden lo más 
posible con el desarrollo acelerado y con una 
distribución más equitativa de los frutos del des-
arrollo; dar a conocer mejor las tendencias de-
mográf icas a los dirigentes políticos, los planifi-
cadores y el público en general, y lograr que se 
tengan debidamente en cuenta en todas las esfe-
ras de la política y de la planificación. 

Y a se ha señalado que hay poca variedad de 
instrumentos para estos fines, y que los valores 

un plan coherente, como parte de una política de sa-
lud . . . la planificación familiar se convierte en uno 
de los elementos a ser considerados dentro de una 
política de población... Es por esto que consideramos 
altamente negativa la posición que, en general, han 
adoptado en América Latina los encargados de la pla-
nificación económica y social de ignorar —no eva-
luando los efectos tanto demográficos como económi-
cos— las acciones de planificación familiar que se 
llevan adelante en todos los países de la región. Esta 
actitud de avestruz puede reservarles grandes sorpre-
sas en plazos relativamente cortos. Compilaciones he-
chas por el Centro Latinoamericano de Demografía 
(CELADE), que indudablemente reflejan de manera 
incompleta lo que ocurre en la realidad, revelan que 
a fines de 1969 existían en la región más de mil clí-
nicas anticonceptivas, de las cuales el 72% operaba 
en servicios gubernamentales. El número de clínicas 
existentes a fines de ese año representó un aumento 
de 43% sobre las que se encontraban en funciona-
miento a fines de 1968." (Carmen A. Miró, Política 
de población: ¿Qué? ¿Por qué? ¿Para qué? 
¿Cómo?). 

Esta fuente cita la notable declinación de la nata-
lidad en Chile durante el decenio de 1960 como prue-
ba de los efectos de un programa de planificación 
de la familia que emprendió el Servicio Nacional de 
Salud sin objetivos manifiestos de control del creci-
miento de la población. La misma prueba ha sido 
citada por una autoridad en planificación de la fa-
milia, tanto para refutar a Kingsley Davis, como 
para argumentar en favor de la política de laissez 
faire: "Con sigilo o sin estridencias, por lo me-
nos, debería iniciar el programa, limitándose a po-
ner los métodos anticonceptivos al alcance fácil . . . 
de las personas que quieran emplearlos. Son tantas 
que, en las fases iniciales, cabe prescindir de toda 
motivación y, particularmente, de la educación de ma-
sa que está erizada de peligros. Es ella la que des-



predominantes o la sujeción de los instrumentos 
teóricamente aplicables a otros fines impiden que 
muchos de ellos se incluyan dentro de la política 
de población. 

i) Instrumentos encaminados a elevar el bien-
estar humano y actuar sobre el aumento de la 
población mediante la variable de la fecundidad. 
La "planif icación de la f ami l i a " ha llegado a 
significar la enseñanza de las ventajas de espa-
ciar y limitar la cantidad de hijos, junto con dar 
a conocer las técnicas anticonceptivas y suminis-
trar anticonceptivos, por regla general dentro de 
programas de salud pública dirigidos casi exclu-
sivamente a mujeres de familias constituidas en 
forma regular. Lo ideal sería que la política del 
sector público reflejara una interpretación más 
amplia de la expresión, y que la mayor posibili-
dad de planificar la cantidad de hijos fuese 
acompañada de una mayor capacidad familiar 
para planificar el medio de ganarse la vida, el 
consumo, la enseñanza y la participación de la vi-
da comunitaria local y nacional de sus miem-
bros. El alivio de la carga que significa la fe-
cundidad sin control puede reforzar la capacidad 
familiar para ser previsora en otros aspectos, 

pieria antagonismo. Por sí sola esa acción pone en 
evidencia e incita la demanda social de regulación. 
Llega a hacerse tan incontenible como para que no 
se atrevan a contrariarla la Iglesia ni los políticos. A 
esta altura procede quizá pedir un pronunciamiento 
del gobierno y, en todo caso, impulsar la educación 
y la motivación... Dada la prodigalidad relativa de 
la ayuda internacional —que suele ser forzoso disimu-
lar en cierto grado— no son de temer por el mo-
mento, las estrecheces de recursos monetarios." (Her-
nán Romero, América Latina, Chile y las polilicas de 
población.) José Vera, en Población y desarrollo: No-
tas para una politica de población en América Latina, 
enfoca de manera algo diferente el papel de la plani-
ficación de la familia en la política de desarrollo, 
así como su justificación: "En resumen, una política 
de población para América Latina debería incluir dos 
tipos básicos de acción: a) programas educativos y, 
en casos extremos, de subsidios, destinados a proveer 
de acceso real a la oportunidad de decidir consciente-
mente sobre el tamaño de sus familias a aquellas pa-
rejas que puedan verse afectadas por situaciones de 
desequilibrio demográfico; y b) reorientación de los 
programas nacionales de desarrollo en función del 
empleo pleno de la fuerza de trabajo. Es probable 
que una combinación adecuada de estos dos tipos de 
acción en América Latina contribuya al cumplimien-
to simultáneo de varios fines útiles: a) aliviar el su-
frimiento de millones de familias a las cuales el pro-
greso de las técnicas de la salud ha otorgado el obse-
quio de una menor mortalidad, rápidamente negada 
en la práctica por el retraso de los restantes com-
ponentes del nivel de vida; b) incrementar la racio-
nalidad y en más de un sentido "humanizar" la pla-
nificación del desarrollo, mediante el simple expedien-
te de organizaría en función del desarrollo de los se-
res humanos antes que de las cosas que los rodean y 
sirven y, c) consolidar la obsolescencia de la idea de 
que la abundancia de recursos humanos en una socie-
dad puede ser la causa de su subdesarrollo." 
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pero no siempre tiene este resultado. Esta con-
sideración pone de relieve problemas de capaci-
dad pública para aplicar una política familiar 
más amplia y de compatibilidad de las estructu-
ras sociales y económicas con mayor participa-
ción de las familias de bajos ingresos, que son 
demasiado complejos para analizarlos aquí. 

Aun entendida tan estrechamente como en la 
actualidad, la planificación familiar sirve más 
como contribución al ejercicio de los derechos 
humanos y al bienestar humano que como ins-
trumento de racionalización demográfica. Sus 
efectos en esta última son difíciles de predecir, 
como lo señalan las opiniones divergentes de los 
especialistas que se han citado, pero cualesquiera 
sean, resuharán irreversibles y difíciles de mani-
pular para alcanzar los objetivos a corto o me-
diano plazo que pueda establecer la política 
pública. Los efectos derivarán del conjunto de 
decisiones de millones de familias, o sólo de las 
decisiones de las mujeres. La decisión del Estado 
de reducir los servicios de planificación de la 
famil ia porque el aumento de la población está 
decreciendo con demasiada rapidez sería inacep-
table, dadas las consideraciones de derechos hu-
manos que justifican los programas, y en todo 
caso sería ineficaz, salvo en familias demasiado 
pobres o demasiado carentes de iniciativa como 
para buscar fuentes privadas de anticonceptivos.''® 

Los programas de planificación de la familia 
que existen hoy en América Latina utilizan casi 
exclusivamente dos técnicas anticonceptivas: la 
" p i l d o r a " y los dispositivos intrauterinos. Ambas 
tienen ventajas sobre las técnicas anteriores, es-
pecialmente para su aplicación masiva, pero nin-
guna es completamente satisfactoria; cabe espe-
rar que en el próximo decenio se produzcan gran-
des cambios en la tecnología anticonceptiva. 

Debería tenerse presente que los programas de 
planificación de la familia abarcan sólo una par-
te, y generalmente una parte pequeña, del uso 
de las técnicas anticonceptivas que se aplican en 
las ciudades. Las investigaciones realizadas por 
el C E L A D E a fines de 1963 y comienzos de 1965 
entre mujeres urbanas de 20 a 50 años de edad, 
casadas o "convivientes", revelaron que los si-
guientes porcentajes usaban algún tipo de téc-
nica anticonceptiva: Buenos Aires, 84 .5 ; Río de 
Janeiro, 38.2; Bogotá, 36.6; San José, 56.8; Pa-

En Chile, el Servicio Nacional de Salud ha fija-
do una cuota máxima para la colocación de disposi-
tivos intrauterinos, que es de 15% de las mujeres 
en edad de procrear (100% de las mujeres hospitali-
zadas a causa de abortos, 40% en las mujeres que dan 
a luz en hospitales, 10% de otras mujeres). En parte 
esta cuota parece deberse a cierta intranquilidad pro-
vocada por el ritmo de disminución de la tasa de na-
talidad chilena, y parece haber llevado a una reduc-
ción de los servicios de planificación de la familia de 
algunos hospitales, una vez sobrepasada su cuota. 



namá, 30.7 ; Caracas, 62 .4 ; y México, 30.8. En 
esa época no se usaban aún los dispositivos in-
trauterinos, comenzaban a usarse los anticoncep-
tivos de ingestión oral, y no existían servicios de 
planificación de la familia en las ciudades, o éstos 
tenían un alcance muy limitado. No cabe duda 
de que la práctica privada de la anticoncepción 
está mucho más extendida en la actualidad, y que 
se ha orientado hacia técnicas más seguras. 

En la polémica suscitada en torno a la polí-
tica de población las conocidas aseveraciones de 
que los gastos hechos en planificación de la fa-
milia, considerados como inversión para el des-
arrollo, tienen un rendimiento muchas veces su-
perior a otras inversiones, han sido refutadas de 
plano por quienes af irman que los recursos des-
tinados a la planificación de la familia estarían 
mejor usados si se dedican directamente a in-
versiones productivas. Sin embargo, no se dis-
pone de información alguna sobre las sumas to-
tales destinadas a la planificación de la familia 
en los países de América Latina, sobre la medi-
da en que los recursos utilizados para la plani-
ficación de la familia pueden desviarse hacia 
otros fines, sobre los costos por cliente, ni sobre 
los costos de "ev i tar " un nacimiento.^® En la ac-
tualidad, gran proporción de los costos directos 
se financian desde fuentes externas que no esta-
rían dispuestas a suministrar los mismos fondos 

Una fuente estima en 10 dólares el costo de 
evitar un nacimiento (incluidos costos médicos, edu-
cativos y de organización de un programa de planifi-
cación de la familia), y en 20 000 000 de dólares el 
costo anual para toda América Latina de evitar 
2 000 000 de nacimientos, lo que bastaría para redu-
cir la tasa de aumento de la población de 2.9% en 
1970 a 2,3% en 1980. No se da a conocer la base 
de esta estimación. (W. Brand, Política de población 
para América Latina.) El costo anual mínimo medio 
de "protección" en Chile es probable que está entre 
4.15 y 4.65 dólares (Country Profiles, Chile, Popula-
tion Council, octubre de 1970) ; cálculos hechos para 
algunos países asiáticos arrojan cifras más bajas, con 
diferencias aproximadamente proporcionales a las di-
ferencias de ingreso por habitante (Warren Robinson, 
A Cost-Effectivenes Analysis of Selected National 
Family Programmes, citado por Bernard Berelson en 
"The Present State of Family Planning Programs", 
Studies in Family Planning, 57, septiembre de 1970). 
También se ha calculado el mercado privado efectivo 
y potencial para los anticonceptivos orales en México. 
Se estima que tres millones de familias (que repre-
sentan cuatro millones quinientas mil mujeres en edad 
de procrear) gastan más de mil pesos (80 dólares) al 
mes, y que el 2% de este gasto bastaría para sumi-
nistrar anticonceptivos orales a los precios que ac-
tualmente tienen en el mercado (10 a 20 pesos por 
ciclo mensual). La venta actual abarca a cerca de 11 
% de este mercado potencial (en 1968 se distribuye-
ron 5.4 ciclos por cada 100 mujeres entre 15 y 44 
años). Alfred D. Sollins, "Commercial Production and 
Distribution of Contraceptives", Reports on Popula-
tion Family Planning, 4, junio de 1970). 

para otros fines,®® y gran proporción de los cos-
tos de infraestructura y de personal no se puede 
separar de los costos generales de los servicios de 
sa ud que patrocinan los programas de planifi-
cación de la familia. Mientras los programas 
sólo se limiten a responder a la demanda, los 
costos por habitante no debieran ser muy altos; 
pero subirán inevitablemente si se proyectan 
campañas educativas y de extensión a la pobla-
ción rural. Aunque desaparezca la posibilidad 
de usar fondos externos con destino f i jo , o se la 
rechace por considerarla incompatible con el con-
trol nacional de los programas, no parece proba-
ble que los costos de programas de planificación 
de la familia que se amplíen prudentemente en 
respuesta a la demanda requieran una distrac-
ción verdaderamente grave de recursos públicos 
que podrían destinarse a otros fines de desarro-
1 o. Al mismo tiempo, no cabe esperar que estos 
programas tengan gran prioridad en la asigna-
ción de fondos públicos, y es probable que como 
todos los programas sociales y económicos más 
nuevos, estén expuestos a reducciones presupues-
tarias cuando los recursos públicos no lleguen al 
nivel esperado. 

Es muy sabildo que en América Latina, como 
en muchas otras partes del mundo, el aborto ha 
sido hasta ahora el medio más usado por la po-
blación urbana para limitar su fecundidad. Na-
turalmente, no hay estadísticas fidedignas ya 
que los únicos abortos que se conocen son los 
que fracasan y requieren la intervención de 
los servicios públicos de salud, pero esta práctica 
parece estar muy extendida en todos los estratos 
sociales. Según las investigaciones hechas por el 
C E L A D E en 1963 y 1964, el porcentaje de mu-

Los fondos comprometidos por la AID para acti-
vidades en materia de población y planificación de 
la familia en América Latina a través de diversas or-
ganizaciones públicas y privadas aumentaron de 
2 324 000 dólares en 1967 a 7 924 656 dólares en 1968. 
Hasta comienzos de octubre de 1968, la Fundación Ford 
había otorgado unos 4 000000 de dólares a institucio-
nes latinoamericanas para investigaciones y capacita-
ción relacionadas con la población. Otros gobiernos de 
fuera de la región, así como otras fundaciones, han 
entregado sumas más pequeñas (Agencia para el Des-
arrollo Internacional, The Office of the War on Hun-
ger, Population Service, Population Program Assistan-
ce, Wáshington, D, C., septiembre de 1968), Los 
fondos de asistencia exterior que el Congreso de los 
Estados Unidos asignó exclusivamente a las activida-
des relacionadas con población y planificación de la 
familia en todo el mundo, salvo los Estados Unidos, 
alcanzaron a 50 000 000 de dólares en 1969, 75 000 000 
de dólares en 1970 y llegarán a 100 000 000 de dóla-
res en 1971, es decir, aproximadamente un 2.3% de 
la ayuda oficial de los Estados Unidos a los países 
menos desarrollados durante el año fiscal de 1970. 
(Philander P. Claxon Jr., La política de los Estados 
Unidos respecto de los asuntos de población y plani-
ficación familiar.) 



jeres que reconocía haberse provocado uno o 
más abortos alcanzaba a 10.3 en Río de Janeiro, 
8.0 en Buenos Aires y 7.1 en México. En los es-
tratos superiores y medios el aborto sirve prin-
cipalmente como último recurso cuando fallan 
los anticonceptivos, pero entre los estratos más 
bajos es el principal de los medios empleados. 
Hasta ahora ningún sector importante de la opi-
nión pública ha propuesto en América Latina 
la legislación del aborto como medio legítimo de 
planificar la familia o de controlar el crecimien-
to de la población. Por el contrario, muchos de 
los primeros programas de planificación de la 
familia se han justif icado inicialmente como ma-
nera de evitar que las mujeres tengan que recu-
rrir al aborto. 

Es dudoso que este rechazo se mantenga en 
forma permanente, pese a los fuertes sentimien-
tos religiosos que hay tras él, dada la amplia 
aceptación del aborto por las propias mujeres 
y la tendencia a la legalización del aborto en el 
resto del mundo. El peligro para la salud de la 
mujer prácticamente desaparece cuando la ope-
ración se realiza en una clínica, y nuevas técni-
cas auguran que la operación habrá de ser cada 
vez más sencilla y barata. Se ha criticado justifi-
cadamente la prohibición legal del aborto como 
una forma de discriminación contra los pobres, 
ya que no se puede velar eficazmente por su cum-
plimiento. Las mujeres que pueden pagar hono-
rarios elevados pueden abortar sin riesgos. El 
resto también aborta cuando quiere hacerlo, pero 
en condiciones que producen enorme sufrimien-
to, enfermedades y muchas muertes que podrían 
evitarse. L a s principales objeciones que siguen 
en pie son que el aborto, por no necesitar pre-
visión, no contribuye en nada a la paternidad 
responsable y a las actitudes favorables desde el 
punto de vista del desarrollo que se suponen re-
lacionadas con la planificación de la familia, y 
que la mujer que confia sólo en el aborto ten-
drá que recurrir a él con mucha frecuencia.®^ 
Como sigue difundiéndose el uso de los anticon-
ceptivos, la principal función del aborto, legal 
o ilegal, será probablemente la de reparar las 
fallas de los anticonceptivos y evitar las conse-
cuencias de uniones sexuales casuales. 

L a esterilización se ha convertido en una téc-
nica importante de los programas de planifica-
ción de la familia en la India y el Paquistán 

"Tengo reservas respecto a su legalización. En-
tre ellas destacan el fatalismo de nuestra gente que 
prefiere afrontar el hecho consumado a tomar medi-
das preventivas y que, a poco de interrumpido el em-
barazo, la mujer recupera, de ordinario, su fecundi-
dad. Podría producirse así una cadena sin fin, in-
conveniente por sí misma y muy gravosa para nues-
tros servicios de atención médica" (Hernán Romero, 
op. cit.) 
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principalmente la masculina) y en Puerto Rico 
(principalmente la f emenina ) ; en algunos luga-
res de los primeros se paga a las personas que 
se someten a la esterilización. En general se ha 
prestado poca atención a este medio en los pro-
gramas latinoamericanos de planificación de la 
famil ia . Como normalmente se ofrece sólo a per-
sonas que ya han tenido todos los hijos que que-
rían, su contribución a la reducción de la fecun-
didad sólo puede ser complementaria de la con-
tracepción.®® 

El reconocimiento casi universal del derecho 
de la familia a determinar el número de sus 
hijos y su espaciamiento, y el reconocimiento 
más condicionado del deber del Estado de ofre-
cer medios eficaces para que la familia actúe 
conforme a su decisión, deja en pie la delicada 
cuestión de determinar si son legítimas las acti-
vidades del Estado encaminadas a influir en la 
decisión de la familia, cuando éste ha adoptado 
objetivos respecto al crecimiento de la población. 
Puede descartarse la compulsión por razones 
prácticas así como por consideraciones morales; 
es difícil imaginar a alguna autoridad latino-
americana pidiendo sanciones penales contra los 
padres, y menos aún estableciendo el aborto 
obligatorio.®® En principio, serían legítimas las 
medidas persuasivas y disuasivas. El Estado ya 
interviene de diversas formas en los asuntos fa-
miliares, mediante las leyes educativas, las dis-
posiciones de seguridad social, y los impuestos, 
subsidios, etc., encaminados a fomentar, regular 
o desalentar diferentes formas de consumo y aho-
rro. Sería ilógico esperar que se dejasen los pa-
trones de procreación al criterio de la familia 
sin intentar influir en su decisión, si se les con-
cibe como asuntos de importancia para toda la 
sociedad. En la práctica, muchos programas de 
planificación de la familia que existen en la ac-
tualidad dentro de servicios de salud pública 
confían en la fuerte influencia de la persuasión 

Según las investigaciones hechas por el CELA-
DE en 1963 y 1964, el porcentaje de mujeres de las 
grandes ciudades que se han sometido a la esteriliza-
ción es pequeño, pero no insignificante: cerca de 6% 
en Caracas, Río de Janeiro y San José; 2% en ciu-
dad de México, 1% en Bogotá. El caso de Panamá 
es una excepción. Según un estudio reciente, 20% de 
las mujeres casadas o convivientes encuestadas habían 
sido esterilizadas. El efecto de ¡a esterilización ha 
sido estimado en una reducción media de 25% en 
la fecundidad total de todas las mujeres casadas. 
(Véase Robert B. Hartford y George C. Myers, "Es-
terilización femenina en la ciudad de Panamá, su di-
fusión, efectos y correlativos".) 

Las sanciones penales y el aborto obligatorio han 
sido propuestos seriamente para luchar contra los na-
cimientos ilegítimos, por considerarse éstos las contri-
buciones menos deseables a la natalidad, pero tam-
poco en este caso podrían aplicarse dichas sanciones 
ni serían toleradas por la sociedad. 



ejercida sobre la mujer en el momento en que es 
más susceptible a ella, es decir, inmediatamente 
después de haber dado a luz. 

Diversas fuentes han propuesto gran variedad 
de medidas para influir en el comportamiento 
procreativo sin llegar a la compulsión.®^ Sin 
embargo, en las condiciones concretas de Amé-
rica latina, casi todas parecen ser de poca utili-
dad, inaceptables en términos de valores, inapli-
cables, o excesivamente costosas. Las propuestas 
de eliminar los vestigios jurídicos de políticas 
anteriores que favorecían las familias numerosas, 
como los premios a las mujeres que tuviesen 
cierto número de hijos y las leyes que prohi-
bían la venta y divulgación de los anticoncep-
tivos son sensatas, pero no tienen trascendencia. 
Las propuestas de eliminar las exenciones del 
impuesto sobre los ingresos derivados de hijos 
a cargo sólo afectarían a las minorías de ingre-
sos altos que pagan esos impuestos, que ya con-
trolan su fecundidad. Si se pudieran hacer cum-
plir, los impuestos punitivos para las familias 
que tuviesen más de cierto número de hijos 
tendrían efectos desastrosos sobre las condicio-
nes de vida de los niños ya nacidos en familias 
de bajos ingresos, y no garantizarían una re-
ducción importante de la fecundidad fu tura ; en 
todo caso, este tipo de impuestos no podría apli-
carse a la población marginal urbana, la pobla-
ción rural ni a las madres solteras. Es muy pro-
bable que las propuestas de aumentar la edad 
legal mínima para el matrimonio, o de fomentar 
el matrimonio más tardío otorgando franquicias 
tributarias a los solteros no tuviesen efecto al-
guno en el comportamiento procreativo de los 
estratos que se caracterizan actualmente por una 
muy alta fecundidad, sin cambios culturales que 
hicieran corresponder la edad de iniciación en 
las relaciones sexuales con la edad mínima para 
el matrimonio. En los demás estratos el efecto 
sobre la fecundidad sería escaso, ya que con la 
práctica generalizada de la contracepción y con 
objetivos relativamente claros en cuanto al tama-
ño de la familia, los nacimientos se postergarían 
más que se evitarían. Los pagos públicos como 

Una autoridad en materia de planificación de la 
familia, después de resumir las propuestas planteadas 
o adoptadas en diversos países fuera de América La-
tina, observa: " . . .no sólo hay cuestiones de ética.. . 
y problemas políticos, sino que además los problemas 
prácticos son enormes. Como se ha dicho, si un país 
pudiese administrar sistemas tan complejos para fi-
nes demográficos, probablemente no necesitaría hacer-
lo . . . Creo justo decir que se ha estado buscando con 
diligencia algo 'más allá de la planificación de la fa-
milia', algo practicable y ético, económico y con al-
guna posibilidad de eficacia, incluso sobre bases ex-
perimentales o de demostración. No se ha encontrado 
nada, y seguimos buscando". (Bernard Berelson, op. 
cit.) 

incentivos para casarse a mayor edad o para es-
paciar los hijos dentro del matrimonio serían di-
fíciles de administrar, costosos e impopulares. 
Con los actuales niveles de ingreso de los estra-
tos que más necesitan seguridad social, sería im-
posible financiar mediante un sistema de con-
tribuciones la universalización de las pensiones 
de jubilación y de otros beneficios para elimi-
nar como incentivo el deseo de tener muchos hi-
jos para que sean un sostén en la ancianidad, es 
decir, de buscar en la familia numerosa una 
suerte de "seguridad soc i a l " ; y tampoco el Es-
tado estaría en condiciones de otorgar ese finan-
ciamiento. En todo caso, el influjo de una me-
dida tal en el comportamiento procreativo es 
dudoso, por conveniente que ella parezca por 
otras razones. Las grandes campañas de propa-
ganda de la planificación de la familia realiza-
das con fondos públicos podrían justif icarse si 
las precede un amplio debate público que pro-
voque consenso suficiente respecto al carácter 
del problema de población y sus connotaciones 
en materia de política, y si se basan en la mayor 
comprensión de las motivaciones del comporta-
miento procreativo en los diferentes estratos so-
ciales. De otra manera, este tipo de campañas 
podría ser contraproducente por las resistencias 
que podría provocar. 

En resumen, la capacidad del Estado para in-
fluir en el comportamiento procreativo parece 
ser muy limitada, tanto con medidas encamina-
das a estimular la fecundidad como con las me-
didas encaminadas a reducirla, sobre todo cuando 
se trata de cambiar la dirección de las tenden-
cias del comportamiento familiar. Durante mu-
chos años, diversos gobiernos de Europa occi-
dental han intentado fomentar la natalidad me-
diante exhortaciones, incentivos como los sub-
sidios familiares, limitaciones a la venta y divul-
gación de los anticonceptivos, etc. El efecto so-
bre el comportamiento procreativo parece haber 
sido insignificante. 

i i ) Instrumentos encaminados a influir en el 
incremento y la calidad de la población median-
te la migración internacional. La s corrientes 
cambiantes de migración internacional muestran 
que las consecuencias para el desarrollo de las 
tendencias demográficas dependen de cambios en 
los patrones de crecimiento económico e inter-
dependencia internacional. Hasta el decenio de 
1920 Europa, con una población mucho más 
pequeña que la actual, parecía una fuente ina-
gotable de emigrantes hacia América Latina y 
otras partes poco pobladas del mundo. Esta co-
rriente casi ha desaparecido, tanto debido al ple-
no empleo en los países que fueron fuente de emi-
gración, como a la menos atracción que ejercen 
las oportunidades ofrecidas por los países de in-

93 



migración. La menor demanda de mano de obra 
sin calificación o con semicalificación, tanto en 
América Latina como en los países de altos in-
gresos, s ignifica que América Lat ina no tiene in-
terés en admitir los tipos de inmigrantes que 
aún estarían disponibles, y no tiene casi ningu-
na posibilidad de aliviar el exceso de mano de 
obra nacional estimulando la emigración. La mi-
gración internacional ha perdido casi toda su 
importancia en América Latina respecto a la 
magnitud de la población nacional, y es muy im-
probable que la recupere. Al mismo tiempo, man-
tiene su influencia en la calidad de la población, 
pero ésta está cambiando en forma que, en de-
finitiva, es muy desfavorable para el desarrollo 
latinoamericano. Son pocas las posibilidades de 
atraer hacia América Latina a inmigrantes con 
las calificaciones técnicas y profesionales nece-
sar ias para las etapas siguientes de desarrollo. En 
cambio, hasta ahora ha sido grande la capacidad 
de los países de altos ingresos para atraer emi-
grantes de América Latina con esas calificacio-
nes, en especial ingenieros, médicos y enferme-
ras. Este problema al que se ha dado en llamar 
" f u g a de cerebros", ha atraído la atención in-
ternacional, y ha hecho que se propongan algu-
nos instrumentos de política para lograr que la 
tendencia se invierta. Como en el caso de las me-
didas analizadas antes con respecto al comporta-
miento procreativo, la mayoría de estos instru-
mentos parecerían ser ineficaces, inaceptables 
desde el punto de vista de los derechos humanos, 
excesivamente costosos o inaplicables sin cambios 
más amplios en las estructuras económicas y so-
ciales. Dichas medidas incluyen: hacer que los 
salarios y las oportunidades para adquirir bie-
nes de consumo (en especial automóviles) equi-
paren los que ofrecen los países de altos ingresos; 
prohibir la emigración de las personas que po-
seen las calificaciones necesarias o imponer 
impuestos elevados a esa migración; exigir que 
los egresados de las instituciones nacionales de 
capacitación profesional y técnica trabajen du-
rante un período fi jo en programas nacionales 
para compensar los costas de su capacitación; re-
formar las instituciones de capacitación para ha-
cer que sus egresados correspondan más estre-
chamente a las necesidades nacionales y que 
superen su dependencia de los modelos, deman-
das e incentivos de los países de altos ingresos. 
Cabe señalar que es posible que las actuales di-
ficultades económicas y sociales y la reducción 
de la demanda de profesionales en los países que 
han ejercido mayor atracción reduzca la impor-
tancia del problema en lo que respecta a Amé-
rica Latina. 

i i i ) Distribución geográfica y ocupacional de 
la población: objetivos e instrumentos. En las 
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páginas anteriores se ha hablado repetidamente 
de las relaciones entre el crecimiento de la po-
blación y su redistribución por zonas geográficas 
y por sectores de actividad económica dentro de 
cada país. A corto y mediano plazo, las posibi-
lidades de planificar la acción pública para con-
trolar la redistribución de la población en con-
sonancia con una determinada estrategia del des-
arrollo parecen mejores que las de planificar el 
crecimiento de la población. L a variedad de ins-
trumentos a disposición del Estado, es mayor, y 
es más fácil y socialmente más aceptable tomar 
como objetivo la redistribución de la población 
al escoger y manipular los instrumentos. 

Se ha señalado también que las medidas re-
lativas a la redistribución de, la población son 
más fáciles de planificar en el marco de una po-
lítica de desarrollo regional, urbano o rural, que 
como parte de una política general de población, 
aunque esto último no pueda descartarse del todo. 
En este examen de los instrumentos de una polí-
tica de población bastará con hacer hincapié en 
la importancia potencial de la selección de los 
objetivos e instrumentos apropiados para las con-
diciones de cada país, y con tomar nota de que 
existe amplio consenso en estimar que, en la 
mayoría de los países de la región, las próximas 
etapas del desarrollo requieren esquemas más 
descentralizados de crecimiento urbano y de dis-
tribución de las actividades económicas. 

iv ) Información necesaria para una política de 
población. La información demográfica tiene 
tres fuentes principales: los censos, los registros 
de estadísticas vitales y los estudios por mues-
treo. Todas estas fuentes adolecen de graves de-
ficiencias frente a las necesidades de la política 
de población. Algunas de estas deficiencias son 
inherentes a los métodos de recolección de datos, 
cualquiera sea su destino, y a la dificultad de 
definir algunos fenómenos en forma sencilla y 
uniforme, para poder registrarlos sin problemas. 
Otras derivan de la poca prioridad que, desgra-
ciadamente, la mayoría de los gobiernos latino-
americanos asigna a la recolección cuidadosa y a 
la pronta difusión de la información demográ-
f ica. Y otras son inherentes al subdesarrollo: el 
analfabetismo, la marginalidad, el aislamiento 
rural, la inestabilidad política y los mecanismos 
deficientes de administración pública, limitan la 
capacidad nacional para elaborar estadísticas 
confiables, tanto demográficas como de otro tipo. 
L a s deficiencias del segundo grupo tienen más 
fácil remedio que las demás ; basta que se efectúe 
un cambio moderado en el orden de prioridad 
que rige la utilización de los recursos públi-
cos, que se preste cierta atención a la capacita-
ción de personal, y, sobre todo, que haya una 



clara demanda de mejorar información por par-
te de los dirigentes políticos y los planificadores. 

Tanto en los países como en las organizaciones 
regionales, se ha dedicado gran cantidad de es-
fuerzo e ingenio a las técnicas para cuantificar 
los factores demográficos y de otro orden rela-
cionados con el desarrollo, sobre la base de la 
información disponible. Dadas las circunstan-
cias esto es inevitable y útil, pero es probable que 
haya estimulado la ilusión de que se sabe más de 
lo que efectivamente se sabe, y puede haber ayu-
dado a perpetuar la poca prioridad asignada a 
la recolección de información básica, que es la-
boriosa y cara. Cuando estimaciones de este tipo 
adquieren autoridad al repetirlas en diversas 
fuentes sin las reservas y explicaciones metodo-
lógicas formuladas por sus autores, cabría a ve-
ces sospechar que se está diagnosticando y plani-
ficando para un país imaginario respecto del cual 
existe información completa, en lugar de hacerlo 
para un país respecto del cual existe poca infor-
mación conf iab le . " 

Censos de población. Durante largo tiempo las 
organizaciones interamericanas han estado inten-
tando reforzar e institucionalizar la práctica de 
realizar censos al comienzo de cada decenio. El 
mayor éxito se logró en 1950 cuando 18 de 20 
repúblicas latinoamericanas (las excepciones fue-
ron el Perú y el Uruguay) completaron sus cen-
sos entre 1947 y 1953. En 1960, no realizaron 
censos Bolivia, Cuba y Haití, y al parecer las 
omisiones y los retrasos en las tabulaciones es-
tuvieron más extendidos que en 1950. Es proba-
ble que el número de omisiones sea semejante 
en 1970. Naturalmente, en los países con meno-
res ingresos y mayor porcentaje de población ru-
ral es más difícil realizar el gran esfuerzo con-
centrado que se necesita para establecer un me-
canismo censal eficiente cada diez años, pero la 
mayoría de ellos ha logrado hacerlo. Los censos 
se han visto afectados por diversos grados de 
omisión"® y por la dudosa confiabilidad de las 

El informe del equipo interorganismos sobre po-
lítica de empleo en Colombia hace hincapié repetidas 
veces en las dificultades planteadas a su trabajo por 
estadísticas inadecuadas, y observa que "en algunos 
aspectos se ha invertido excesivamente en análisis y, 
en cambio, no se ha invertido lo suficiente en la re-
colección básica de estadísticas fidedignas". {Hacia el 
pleno empleo, op. cit., párrafo 929.) 

'''' Algunas evaluaciones de censos hechas por el 
CELADE contienen cálculos de porcentajes de omi-
sión; por ejemplo 3.46 para Colombia en 1964, 2.3 
para el Ecuador en 1962, y 2.9 para México en 1960. 
La omisión real, sin embargo, puede ser mucho mayor, 
si se toma en cuenta que probablemente han queda-
do excluidas las i)ol)iac!ones tribales y algunos núcleos 
de población rural más aislados y dispersos. Véase C. 
Mortara, "Evaluación de la información censal para 
América Latina", en Demografía y salud pública en 
Am.prirn T.ntina. Milbank Mpmorial Fund. 1964_ 

respuestas a algunas preguntas en la forma en 
que las registran enumeradores sin capacitación. 
Una deficiencia aún más grave ha sido la lenti-
tud y lo incompleto de la tabulación y publica-
ción de los datos. 

Los censos constituyen las principales fuentes 
para la información y las proyecciones demográ-
f icas básicas. Para obtener las cifras anuales, los 
demógrafos dependen de las tendencias que re-
velan los censos sucesivos. Cuando los datos de 
un censo son más inexactos que los de otro en 
grado desconocido, y cuando el censo más re-
ciente data de varios años, el margen de error 
se amplía. Si bien en los últimos años se han per-
feccionado sostenidamente los métodos para ha-
cer proyecciones, y la comprobación cruzada con 
otras fuentes de información ofrece cierto grado 
de protección, debe tenerse presente que la ma-
yor parte de las cifras de población para 1970; 
así como las proyecciones para el futuro, derivan 
todavía de censos realizados hacia 1950 y 1960. 
Los resultados pueden ser tolerablemente fide-
dignos en cuanto a tamaño de la población, tasa 
de crecimiento y distribución por edades en el 
ámbito nacional, pero pueden distar mucho de 
la realidad en lo que respecta a la redistribución 
de la población dentro de cada país. Esta limita-
ción suele olvidarse cuando quienes no se espe-
cializan en demografía intenten relacionar las 
tendencias de población con tendencias económi-
cas y sociales que pueden medirse con indicado-
res recogidos año a año. 

Estadísticas vitales y otras seríes permanentes 
recolectadas por la administración pública. Hasta 
ahora, la posibilidad de presentar tasas confia-
bles de natalidad, de mortalidad y de nupciali-
dad, así como de comprobar en forma cruzada la 
información censal sobre aumento de la pobla-
ción, ha dependido del mantenimiento de un com-
pleto registro de estadísticas vitales. Es dudoso 
que pueda lograrse este objetivo mientras los paí-
ses no alcancen cierto grado de urbanización, al-
fabetismo, difusión de la propiedad y disponibi-
lidad de servicios sociales que requieran prueba 
documental sobre la constitución de la familia y 
el origen del individuo. L a información estadís-
tica precisa es entonces subproducto de los usos 
sociales del sistema de registro. Según las Na-
ciones Unidas —cuyos criterios en este caso se 
han considerado excesivamente generosos— los 
registros de estadísticas vitales son incompletos 
en 15 de 26 países de América Latina y el Caribe. 

Estudios por muestreo. El medio más practi-
cable y flexible para obtener información actua-
lizada sobre migración interna, patrones de ur-
banización, niveles de vida de las familias, ingre-

En un caso aún no se dispone de los resultados 
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sos, ocupaciones, actitudes y prácticas con res-
pecto a la fecundidad, así como sobre muchas 
otras cuestiones importantes para determinar la 
política, es el estudio por muestreo. L a s deficien-
cias del registro de estadísticas vitales mencio-
nadas antes han hecho además que se lleven a 
cabo valiosos experimentos en el uso de esta téc-
nica (mediante el registro continuo de una mues-
tra de la población, sin propósito legal o adminis-
trativo alguno) para obtener estadísticas vitales 
más precisas.®® En los dos últimos decenios se ha 
reiterado la necesidad de hacer estudios por 
muestreo sistemáticos y de establecer institucio-
nes nacionales facultadas para llevarlos a cabo, 
Dero hasta ahora ningún gobierno de la región 
la suministrado los recursos mínimos necesarios 

para que el estudio por muestreo se convierta en 
instrumento confiable de la política, aunque 
es posible que varios países lo hagan si se llevan 

Forest E. Linder, New Approaches to the Measur-
ement of Mortality. Se han realizado dos estudios ex-
perimentales por muestreo sobre estadísticas vitales: 
uno de zona urbana (Guanabara, Brasil) y otro en 
una zona rural (Cauquenes, Chile). Véanse Naciones 
Unidas, Guanabara Demographic Pilot Survey, Popula-
tion Studies N ' 35, y CELADE, Encuesta demográfica 
experimental, Cauquenes, Santiago de Chile, 1968. 

a cabo sus planes y se mantiene la continuidad en 
los estudios. Se han hecho muchos estudios por 
muestreo de cuestiones demográficas, entre ellos 
estudios de migración interna hacia las capita-
les (Lima y S a n t i a g o ) ; de mortalidad urbana, y 
de actitudes ante la fecundidad entre mujeres de 
origen urbano y rural de diferentes países ; pero 
estos estudios han sido organizados principal-
mente por instituciones regionales como el 
C E L A D E o por universidades, y financiados en 
su mayoría con donaciones de fundaciones y de 
otras instituciones de fuera de la región.®® 

Se informa sobre los estudios de migración en 
Encuesta sobre inmigración en el Gran Santiago (CE-
LADE, Serie A, N ' 15) y en Encuesta de inmigración 
de Lima Metropolitana (DINEC, Lima, N's. 1, 2 . . . ) 
Sobre los estudios relativos a la mortalidad informan 
Ruth Rice Puffer y G. Wynne Griffith, Patterns of 
Urban Mortality, Report of the Inter-American Inves-
tigation on Mortality, Organización Panamericana 
de la Salud, Publicación Científica N ' 151, septiembre 
de 1967. Los estudios sobre fecundidad urbana abar-
caron Bogotá, Buenos Aires, Caracas, ciudad de Mé-
xico, Panamá, Río de Janeiro y San José; se han 
terminado estudios sobre fecundidad rural en Chile 
y Colombia, y se efectuarán otros en la mayoría de 
los países incluidos en los estudios urbanos. 
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EL COMERCIO EXTERIOR Y L A POLITICA COMERCIAL DE LOS PAISES DEL 
CARIBE DE HABLA INGLESA 

I . EVOLUCIÓN DEL INTERCAMBIO, 1 9 5 0 A 1 9 6 9 

1. Introducción 

Dentro de la relativa diversidad que presentan 
los países del área geográfica latinoamericana, los 
países del Caribe forman un grupo que tiene 
ciertas características comunes y cuyo desarrollo 
se ha realizado en un medio económico-social 
diferente del de los demás. En efecto, los países 
del Caribe alcanzaron su independencia política 
en años relativamente recientes ^ y sólo entonces 
lograron plena autonomía para la conducción de 
sus relaciones comerciales, aunque durante algu-
nos años antes habían ido adquiriendo diversos 
grados de autonomía en asuntos de política y ad-
ministración internas. Al convertirse en Estados 
independientes, los países del Caribe adquirieron 
también el carácter de miembros de la Comuni-
dad Británica, sin que ello significara cambios 
sustantivos en el sistema de relaciones comercia-
les preferenciales establecido en la Conferencia 
Económica de Ottawa de 1932. 

L a evolución del intercambio de los países del 
Caribe, en los períodos previo y posterior a su 
independencia, ha transcurrido, así, en el marco 
institucional creado por los acuerdos que con-
figuran la Comunidad Británica, en el que los 
países en desarrollo tienen fundamentalmente el 
papel de proveedores de bienes primarios (a 
los cuales se conceden algunas ventajas arance-
larias y no arancelarias) , mientras que deben, a 
su vez, otorgar un tratamiento preferencial a las 
importaciones de bienes industriales de los países 
desarrollados. 

Aunque la orientación de la política económi-
ca general de los países del Caribe ha tendido a 
enfrentar algunos problemas comunes a todas 
las naciones en desarrollo (estímulos al esfuerzo 
de industrialización, expansión y diversifica-
ción del sector exportador, crecimiento más rá-
pido del producto nacional, etc.) , las medidas 
y políticas adoptadas han mantenido casi intac-
to el sistema de relaciones comerciales heredado 
del reciente pasado colonial. 

No cabría desconocer, sin embargo, que el cur-
so de ciertos acontecimientos internacionales está 

1 Jamaica y Trinidad-Tabago a mediados de 1962; 
Barbados y Guyana hacia fines de 1966. 

llevando a los países del Caribe a plantearse, re-
lativamente a corto plazo, la necesidad de in-
troducir algunos cambios sustantivos en aquel 
sistema de relaciones comerciales, tanto para 
eliminar los puntos de conflicto que pueden sur-
gir con las políticas encaminadas a acelerar su 
desarrollo económico, como para contribuir ple-
namente a que se logre un ordenamiento más 
equitativo de los intercambios comerciales entre 
países desarrollados y países en desarrollo. 

2. Evolución de las exportaciones 

L a s exportaciones totales de los países del Caribe 
en conjunto alcanzaron un ritmo de crecimiento 
del 8 % anual en el período 1950 a 1969. Indi-
vidualmente, sin embargo, se advierte una dife-
rencia muy marcada entre la tasa de crecimiento 
alcanzada por Barbados , de sólo 4 % anual, y la 
de los otros tres países que lograron niveles más 
satisfactorios de expansión. Se observa igual-
mente que el crecimiento de las exportaciones 
registró dos fases muy diferentes entre s í : en el 
lapso 1950-1952 a 1960-1962 las de Guyana, 
J amaica y Trinidad-Tabago alcanzan las más al-
tas tasas de expansión, pero en los siete años si-
guientes disminuye notablemente el ritmo de cre-
cimiento; las exportaciones de Barbados, por lo 
contrario, aumentaron en una proporción muy 
ba ja en el primer período indicado y mejoran en 
los últimos siete años, superando ligeramente las 
de los tres países restantes (véase el cuadro 1 ) . 

Destaca especialmente en este grupo de países, 
la elevada tasa de crecimiento alcanzada por las 
exportaciones de Jamaica durante el decenio de 
1950. Al comienzo de ese período se iniciaron 
las exportaciones de bauxita y alúmina, cuya pro-
ducción aumentó en forma acelerada en los años 
siguientes. En efecto, mientras que en 1953 la 
producción de bauxita ascendía a 1.2 millones 
de toneladas, en 1960 había alcanzado ya 5.8 
millones de toneladas y en 1959 a 9 millones de 
toneladas. El rápido desarrollo de estas exporta-
ciones no sólo dio gran dinamismo al sector ex-
portador sino que modificó considerablemente la 
composición de las exportaciones, que anterior-
mente estaban constituidas —en más del 9 0 % — 
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Cuadro I 

PAISES DEL CARIBE: VALOR MEDIO DE LAS EXPORTACIONES TOTALES 

Millones de dólares Tasas de crecimiento 

1950-52 1960-62 1950-52 
1950-52 1960-62 1967-69 

1960-62 1967-69 1967-69 

Barbados 20 26 39 2.6 5.9 4.0 
Guyana •il 86 115 8.8 4.2 6.9 
Jamaica 49 176 237 13.7 4.3 9.7 
Trinidad-Tabago 121 326 458 10.4 5.0 8.1 
Total 227 614 849 10.5 4.7 8.0 

FUENTE: Handbook o¡ International Trade and Development Statistics, publicación de las Naciones Unidas No. 
E/F 69.II.D.15; Naciones Unidas Montly Bulletin ofStatistics, varios números. 

por productos agrícolas. Tuvo como efecto tam-
bién un cambio en la importancia relativa de los 
mercados externos, al reducir el alto grado de 
dependencia del mercado del Reino Unido y au-
mentar las exportaciones a los Estados Unidos 
y el Canadá. 

L a favorable expansión de las exportaciones 
de Trinidad-Tabago está vinculada también a un 
producto particular, en este caso el petróleo y sus 
derivados. A esa expansión contribuyen tanto el 
crecimiento de la producción interna como, en 
mayor medida, las importanciones de petróleo 
crudo desde Colombia y Venezuela para ser tra-
tado en las refinerías locales. L a s dificultades 
de abastecimiento desde el Medio Oriente du-
rante la crisis de Súez en 1956 brindaron una 
coyuntura muy favorable para la expansión de 
las exportaciones desde Trinidad-Tabago, como 
se advierte por el incremento anual de 10 .4% 
que registran las exportaciones totales de ese 
país en el decenio de 1950. L a disminución de 
esa tasa de crecimiento en los años más recien-
tes refleja la mayor capacidad de competencia 
en el mercado internacional, de los productos del 
petróleo, que incluso ha obligado a algunos gran-
des exportadores mundiales a regular su pro-
ducción. 

La expansión de las exportaciones de Guyana, 
aunque ligeramente inferior a la de los dos países 
ya mencionados, también se concentró princi-
palmente en la primera parte de dicho decenio 
y estuvo determinada por incrementos en la pro-
ducción de arroz, azúcar y bauxita. 

L a negociación de un Acuerdo Regional sobre 
el Arroz, en 1956, por el que Guyana se convir-
tió en principal abastecedor de este producto 
en el área del Caribe, dio inicialmente gran im-
pulso a tales exportaciones, hasta que el aumento 
de la producción interna en algunos de esos te-
rritorios y países ha rebajado sus importaciones, 
lo que ha obligado a buscar nuevos mercados 
para este producto. 
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En el curso del período 1962-1969 el ritmo 
de crecimiento de las exportaciones de los tres 
productos citados disminuyó considerablemente, 
lo que se reflejó en la menor tasa de expansión 
de las exportaciones totales con respecto a la al-
canzada en los diez años anteriores. 

L a s exportaciones de Barbados fueron las que 
crecieron con más lentitud dentro del grupo de 
los países del Caribe. En el período 1950-1952 
a 1960-1962, la tasa anual de crecimiento fue so-
lamente de 2 .6% situación que contrasta agu-
damente con la de los otros tres países. L a ele-
vada importancia que tiene el azúcar en las ex-
portaciones de Barbados (más del 6 0 % de las 
exportaciones totales en los años recientes), ex-
plica en gran parte la insatisfactoria evolución 
del sector externo de este país, ya que en el 
curso de ese período no se registró una tenden-
cia de aumento en la producción azucarera. 

Entre 1962 y 1969 mejoró sustancialmente la 
tasa de crecimiento de las exportaciones totales, 
principalmente por el fuerte crecimiento de las 
rexportaciones y por la aparición de algunos pro-
ductos nuevos de exportación. Contribuyó tam-
bién, en cierta medida, la expansión de las ex-
portaciones de azúcar por la apertura del mer-
cado de los Estados Unidos, al cual no tenían 
anteriormente acceso los productores de esta 
área. La asignación de cuotas de importación 
en los Estados Unidos para el azúcar de los paí-
ses del Caribe no solamente amplió su mercado 
de exportación sino que elevó el valor medio del 
azúcar exportada por el nivel de precios más altos 
que generalmente ha prevalecido en aquel mer-
cado en comparación con los precios existentes 
en virtud del Convenio del Azúcar de la Comu-
nidad Británica. 

En general puede concluirse que, con excep-
ción de Barbados, la evolución de las exportacio-
nes totales de los países del Caribe ha sido un 
poco más favorable que la de muchos otros del 
área latinoamericana, hecho que en parte está 



Cuadro 2 

AMÉRICA LATINA: ÍNDICES DE CONCENTRACIÓN DE LAS EXPORTACIONES 
POR PRODUCTOS,^ 1960-1966 

Aumento 1960 1966 Disminución 1960 1966 

Guyana 54.3 55.4 
Cuba 76.6 86.4 
Ecuador 64.4 65.0 
Panamá 56.1 59.2 
República Dominicana 54.1 59.8 
Honduras 51.1 53.1 
Nicaragua 46.0 51.7 
Argentina 30.0 32.2 

Barbados 
Trinidad-Tabago 
Jamaica 
Colombia 
Venezuela 
El Salvador 
Guatemala 
Costa Rica 
Brasil 
México 

86.2 
78.4 
56.0 
74.3 
72.5 
71.2 
69.4 
60.9 
58.0 
27.2 

74.0 
74.4 
53.6 
66.4 
70.2 
50.0 
49.6 
46.2 
46.3 
24.3 

FUENTE: Handbook of International Trade and Development Statistics, publicación de las Naciones Unidas No. 
E/F.69 .n .D .15 . pág . 143. 

® El índice de concentración de las exportaciones es igual a 100 si solamente se exporta un producto y su valor 
disminuye con el grado de diversificación de las exportaciones. La fórmula de cálculo puede consultarse en 
la fuente citada. 

relacionado con las condiciones de acceso prefe-
rencial que tienen aquellos países al mercado del 
Reino Unido, y en parte también por el mayor 
dinamismo de la demanda mundial de la bauxita 
y los productos del petróleo con respecto a la de 
la mayoría de los productos agrícolas. 

Un breve examen de la composición de las 
exportaciones por principales productos mues-
tra, en efecto, que el crecimiento de aquéllas ha 
descansado básicamente en unos pocos productos 
tradicionales y que solamente en los años recien-
tes comienzan a registrarse algunos renglones 
nuevos de exportación. Estos últimos serían los 
primeros resultados de algunas medidas adopta-
das en materia de promoción de las exportacio-
nes, aspecto que se examinará más adelante. 

Por lo demás, el grado de concentración de 
las exportaciones de los países del Caribe en unos 
pocos productos es similar al de otras naciones 
de la región latinoamericana, conforme lo mues-
tran las cifras del cuadro 2. 

Las variaciones que muestran los índices de 
concentración de los exportaciones por produc-
tos son, en la mayoría de los casos, relativamen-
te pequeñas, en lo que probablemente influye el 
corto período que cubren los años que sirven de 
base a la comparación, así como cambios oca-
sionales en la participación de algunos produc-
tos. En todo caso, cabe señalar que solamente 
en el caso de Barbados ocurrió una disminu-
ción de cierta importancia relativa en el índice 
de concentración, mientras que las variaciones 
observadas en los otros tres países del Caribe 
son de escasa significación. 

Corresponde señalar, en primer lugar, que en 
Barbados el crecimiento de las exportaciones to-
tales ha sido superior al de las exportaciones de 
productos nacionales, es decir, que las rexpor-

taciones han adquirido mayor importancia en 
los últimos años. (Véase el cuadro 3 . ) 

En efecto, mientras las rexportaciones repre-
sentaban el 14% del comercio exterior en el pe-
ríodo 1958-1960, esa proporción se elevó al 2 8 % 
en 1966-1968. 

En las exportaciones nacionales, el azúcar 
cruda y las melazas constituyen los productos 
dominantes, pese a que en los años recientes se 
ha reducido su participación relativa en el total. 
Conviene anotar, a este respecto, que la produc-

Cuadro 3 

BARBADOS: EXPORTACIONES TOTALES Y POR 
PRINCIPALES PRODUCTOS 

Secciones de la 
CAICA 

Millones de 
dólares 

"fo sobre 
el total 

1958-60 1966-68 1958-60 1966-68 

Total general 
Exportaciones 
nacionales 

Sección 0: 
Crustáceos y 
moluscos 

Azúcar cruda 
Melazas 
Manteca y 
margarina 

Sección 1: 
Ron 

Sección 2: 
Sección 3: 
Sección 4: 
Sección 5: 
Sección 6: 
Sección 7: 
.Sección 8! 

24.9 

21.4 
19..'; 

16.4 
9.4 

1.3 
1 .í 

0 5 

39.6 — — 

28.7 
24.7 

2.8 
18.6 
1.9 

0.6 
1.8 
1.7 
0.2 
0.3 
0.1 
0.3 
0.4 
0.3 
0 . 8 

100.0 
91.1 

76.6 
n . 2 

6.1 
6.T 

2..Í 

100.0 
86.1 

9.7 
64.1 

6.6 

2.1 
6.3 
5.9 
0.6 
0.9 
0.3 
0.9 
1.4 
0.9 
í?.a 

FUENTE: Naciones Unidas, Yearbook of International 
Trade Statistics, varios números. 
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,ción de azúcar de Barbados ha estado sujeta a 
fluctuaciones relativamente amplias, sin mostrar 
una tendencia definida de crecimiento, de tal 
modo que el mayor valor que tienen esas expor-
taciones en 1966-1968 (y más aún en los años 
inmediatamente precedentes), se debe principal-
mente al mayor valor unitario de las exportacio-
nes destinadas a los Estados Unidos, una vez que 
se redistribuyó a los países del Caribe y otros 
latinoamericanos la cuota que antes de 1961 se 
concedía a Cuba. En este sentido es útil señalar 
también que la participación de Barbados en el 
Convenio Azucarero de la Comunidad Británica 
y el acceso al mercado de los Estados Unidos 
contribuyeron a que las exportaciones de azúcar 
de aquel país no sufrieran las consecuencias de 
la severa caída de los precios que afectó a dicho 
producto en el área de mercado libre. 

En los últimos años Barbados ha logrado des-
arrollar algunas exportaciones nuevas, que si 
bien todavía tienen escasa valoración en el total, 
s ignif ican el comienzo de una mayor variedad 
en las ventas al exterior. Entre esos nuevos pro-
ductos cabe destacar los crustáceos y moluscos, 
la manteca y la margarina, así como algunas ma-
nufacturas de textiles. 

L a s exportaciones de Guyana tienen una base 
un poco más diversificada que las de Barbados , 
aunque de todos modos solamente tres produc-
tos (arroz, azúcar y bauxita) representan en 
promedio el 8 3 % de su comercio exterior. 

En las cifras del cuadro anterior puede obser-
varse que las exportaciones de arroz crecieron 
a un ritmo bastante intenso entre 1958-1960 y 
1966-1968, mientras que en el mismo período 
las de azúcar experimentaron un relativo estan-
camiento. En realidad, tanto la producción de 
arroz como la de azúcar alcanzaron una alta tasa 
de expansión en los primeros años del decenio de 
1950, pero mientras la producción de arroz con-
tinuó aumentando en el decenio siguiente, la de 
azúcar sufrió algunos retrocesos sin lograr supe-
rar las cifras registradas en los años precedentes. 
De este modo, la apertura del mercado de los 
Estados Unidos para las exportaciones de azú-
car de Guyana (y los más altos precios obteni-
dos en dicho mercado) , solamente permitieron 
contrarrestar los efectos del menor volumen de 
exportaciones registrado en algunos años re-
cientes. El valor de las exportaciones de azúcar 
en 1966-1968 fue, así, aproximadamente igual 
al de 1958-1960, pero como en el mismo período 
aumentó el valor de las exportaciones de otros 
productos, la participación del azúcar en el va-
lor total de las mismas se redujo de 49 a 3 8 % , 
(Véase el cuadro 4 . ) 

El auge de las exportaciones de Guyana tuvo 
origen en el incremento de la producción de bau-
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Cuadro 2 

GUYANA: EXPORTACIONES TOTALES Y POR 
PRINCIPALES PRODUCTOS 

Secciones de la 
Millones de 

dólares 
% sohre 
el total 

1958-60 1966-68 1958-60 1966-68 

Total general 63.6 109.9 — — 

Exportaciones 
nacionales 62.7 106.8 100.0 100.0 

Sección 0: 39.8 50.4 63.5 47.2 
Crustáceos y 
moluscos 4.0 3.7 

Arroz 6.4 14.0 Í0.2 13.1 
Azúcar cruda 30.8 29.7 49.1 27.8 
Melazas 2.1 2.0 

Sección 1: 2.Ó 2.5 3.2 2.3 
Ron 1.9 2.5 3.0 2.3 

Sección 2: 17.7 49.6 28.2 4Í.4 
Maderas 1.6 1.7 2.6 1.6 
Bauxita 14.6 45.0 23.3 42.1 
Manganeso — 2.5 — 2.3 

Sección 3: — — — — . 

Sección 4: — — — — 

Sección 5: 0.7 0.8 1.1 0.7 
Sección 6: 1.8 3.2 2.9 3.0 

Diamantes 1.8 2.9 2.9 2.7 
Sección 7: 0.3 — 0.5 
Sección 8: 0.2 0.2 0.3 0.2 

FUENTE: Naciones Unidas, Yearbook of International 
Trade Statistics, varios números. 

xita. El valor medio de las exportaciones de este 
producto se triplicó en el curso del período in-
dicado y su participación en las exportaciones 
totales ascendió del 23 al 4 2 % , desplazando al 
azúcar del primer lugar. Este crecimiento de la 
producción y las exportaciones de bauxita ha 
resultado de las concesiones arancelarias y tri-
butarias extendidas en favor de las empresas ex-
tranjeras vinculadas a esta actividad. En el sec-
tor de las industrias extractivas hay que señalar 
también la iniciación de las exportaciones de mi-
neral de manganeso y el incremento en las de 
diamantes. 

Los cambios ocurridos en la participación re-
lativa de los tres productos más importantes en 
el comercio exterior de Guyana, si bien no han 
disminuido la proporción que tienen en conjunto 
en las exportaciones totales, (que alcanzó al 
8 3 % en 1958-1960 y en 1966-1968), significa-
ron al menos un cambio estructural en favor de 
productos como la bauxita y otros minerales, 
cuya demanda mundial ha mostrado en general 
una tendencia más dinámica y menos expuesta 
a fluctuaciones que la de la mayor parte de los 
productos agrícolas. 

Como se indicó antes, las exportaciones de 
J amaica registraron la tasa más alta de creci-
miento dentro del grupo de los países del Ca-



l ibe, particularmente en el curso del decenio de 
1950. Es también el país que exhibe mayor gra-
do de diversificación de las exportaciones, no 
obstante que solamente tres productos, el azúcar 
los bananos y la bauxita (incluida la a lúmina) , 
suministran la mayor parte de los ingresos de 
exportación. Entre 1958-1960 y 1966-1968 el va-
lor de las exportaciones de esos tres productos 
registró aumentos de diversa cuantía, siendo par-
ticularmente notables los de la bauxita y la alú-
mina ; sin embargo, la participación relativa del 
azúcar en el total se redujo de 27 a 2 0 % entre 
los dos períodos indicados, mientras que la de 
los bananos disminuyó de 10 a 8 % . Ello se debió, 
como lo indican las cifras anteriores, no a de-
clinación de los valores de exportación, sino al 
más rápido aumento de los valores correspon-
dientes a bauxita y alúmina, que en conjunto 
aportaron cerca del 4 8 % de las exportaciones to-
tales. L a expansión de estas exportaciones se ha 
visto apoyada por las diversas concesiones otor-
gadas a las empresas que controlan la produc-
ción y por la favorable evolución de la demanda 
externa. En el caso de los productos agrícolas 
(azúcar, bananos y frutas cítr icas) , los arreglos 
preferenciales existentes con el Reino Unido han 
garantizado las condiciones de acceso a dicho 

Cuadro 5 

JAMAICA: EXPORTACIONES TOTALES Y POR 
PRINCIPALES PRODUCTOS 

Cuadro 2 

TRINIDAD-TABAGO: EXPORTACIONES TOTALES 
Y POR PRINCIPALES PRODUCTOS 

Millones de % sobre 
Secciones de la dólares el total 

CUCI ¡958-60 1966-68 1958-60 1966-68 

Total general 144.S 229.3 — — 

Exportaciones 
100.0 nacionales 138.0 220.7 100.0 100.0 

Sección 0: 59.9 79.0 43.4 35.8 
Azúcar cruda 37.6 44.4 27.3 20.1 
Melazas 3.1 1.4 
Bananos 13.7 17.5 9.9 7.9 
Frutas en 
conserva 1.8 3.2 1.3 1.4 

Jugos de frutas 2.3 2.9 1.7 1.3 
Café 1.0 0.7 0.7 0.3 
Cacao 1.7 0.9 1.2 0.4 

Sección 1: 5:4 6.8 3.9 3.1 
Ron 3.5 2.9 2.5 1.3 

Sección 2: 66.8 109.1 48.4 49.4 
Bauxita 32.2 49.9 23.4 22.6 
Alúmina 32.8 57.6 23.8 26.1 

Sección 3: — 7.1 — 3.2 
Sección 4: — — — — 

Sección 5: 1.6 5.2 1.2 2.4 
Sección 6: 1.5 3.2 1.1 1.4 
Sección 7: — — — — 

Sección 8: 2.4 10.0 1.7 4.5 
Vestuario 7.8 3.5 

Millones de % sobre 
Secciones de la 

CUCI 
dólares el total Secciones de la 

CUCI 
1958-60 1966-68 1958-60 1966-68 

Total general 265.5 444.6 — — 

Exportaciones 
nacionales 257.5 439.4 100.0 100.0 

Sección 0: 31.4 34.5 12.2 7.9 
Azúcar cruda 19.5 22.2 7.6 5.1 
Melazas — 1.6 0.4 
Café 1.2 2.0 0.5 0.5 
Cacao 6.2 3.3 2.4 0.8 
Frutas 3.3 3.7 1.3 0.8 

Sección 1: 1.9 1.8 0.7 0.4 
Ron 1.7 1.2 0.7 0.3 

Sección 2: 2.7 2.8 1.0 0.6 
Asfalto natural 1.2 1.9 0.5 0.4 

Sección 3: 213.4 348.3 82.9 79.3 
Sección 4: 0.2 0.2 
Sección 5: 3.2 39.7 1.2 9.0 

Compuestos de 
amonio — 15.6 — 3.6 

Destilados de 
alquitrán 3.2 15.1 1.2 3.4 

Sulfato de amonio •— 4.9 — 1.1 
Sección 6: 3.0 4.6 1.2 1.0 
Sección 7: 0.1 2.5 0.6 
Sección 8: 1.5 4.4 0.6 1.0 

Vestuario — 2.3 — 0.5 

FUENTE: Naciones Unidas, Yearbook of International 
Trade Statistics, varios números. 

FUENTE: Naciones Unidas, Yearbook of International 
Trade Statistics, varios números. 

mercado a precios relativamente estables. La ex-
portación de bananos, además, logró mejorar el 
valor unitario de las ventas del producto al adop-
tarse el embarque del mismo en cajas de cartón 
en vez de racimos. L a s exportaciones de café y 
cacao, en cambio, resultaron afectadas por una 
ba ja de la producción. (Véase el cuadro 5 . ) 

Entre las actividades que han adquirido ma-
yor imporancia en los años recientes cabe des-
tacar las exportaciones de combustibles, las de 
vestuario y calzado, algunos productos químicos 
y cemento, todas las cuales, si bien representan 
valores relativamente pequeños dentro del total, 
contribuyen al mayor grado de diversificación 
que han alcanzado las exportaciones de este país . 

Las exportaciones de Trinidad-Tabago acusan 
alto grado de concentración en el petróleo y sus 
derivados, mientras que la participación corres-
pondiente a los productos agrícolas es la más 
ba ja en este grupo de países. L a expansión de 
las exportaciones del petróleo y sus derivados 
descansó, parcialmente, en el desarrollo de la 
producción interna y, en mayor medida, en las 
importaciones de crudo para procesamiento en 
las refinerías locales. En efecto, mientras la pro-
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ducción interna de petróleo crudo aumentó el 
7 9 % entre 1958 y 1968, las importaciones co-
rrespondientes aumentaron el 2 4 1 % entre los 
mismos años. Las actividades de refinación fue-
ron favorecidas por la inestabilidad que afectó 
a los países productores del Medio Oriente y pro-
bablemente también por la mayor liberalidad en 
el tratamiento de las inversiones extranjeras con 
respecto al régimen existente en otros países del 
área latinoamericana. (Véase el cuadro 6.) 

Paralelamente con la expansión de las activi-
dades de producción y refinación de petróleo, 
Trinidad-Tabago ha logrado desarrollar la pro-
ducción y exportación de algunos productos de 
la industria petroquímica, que en 1966-1968 al-
canzaron ya a representar el 9 % de las exporta-
ciones totales. L a elevada proporción de estas ex-
portaciones, así como los aumentos registrados 
en las de otros productos manufacturados, dan 
al sector exportador de Trinidad-Tabago carac-
terísticas un tanto diferentes a las de los demás 
países del Caribe. . 

Sin embargo, la proporción relativamente ba-
j a que tienen las exportaciones de productos 
agrícolas no guarda relación con la importancia 
que tienen esas producciones en el nivel del in-
greso personal y de la actividad económica in-
terna. En efecto, tanto la extracción como la re-
finación del petróleo y la industria petroquímica 
son actividades de alta densidad de capital y re-
lativamente ba jo requerimiento de mano de obra, 
de modo que su rápida expansión no ha contri-
buido a resolver en forma significativa el grave 
problema de desempleo que afecta aproximada-
mente al 2 0 % de la fuerza total de trabajo. La 
lentitud del crecimiento de las exportaciones 
agrícolas (que proporcionan la mayor fuente de 
ocupación) , ha dificultado aún más este proble-
ma del desempleo. 

3. Evolución de las importaciones 

El crecimiento de las importaciones totales entre 
1950-1952 y 1967-1969 mostró en cada uno de 

los países del Caribe tendencias similares a las 
que se observaron en relación con las exportacio-
nes. En efecto, como se indica en el cuadro 7, 
en tres de esos países (Guyana, J amaica y Tri-
nidad-Tabago) , la tasa de mayor crecimiento se 
registró en el período 1950-1952 a 1960-1962, 
mientras que entre estos últimos años y 1967-
1969 la expansión alcanzó un ritmo menor. Por 
el contrario, en Barbados la tasa de mayor creci-
miento correspondió al segundo período indica-
do. Por otra parte, mientras la tasa de creci-
miento de las importaciones totales de Barbados 
superó apreciablemente la de las exportaciones, 
en los otros tres países la expansión de las im-
portaciones se mantuvo a una tasa ligeramente 
inferior a la de las exportaciones. 

En la evolución general de las importaciones 
de estos países, es importante examinar la mag-
nitud de los cambios ocurridos en la composición 
de las mismas por grandes categorías de pro-
ductos. 

E n primer lugar, las importaciones de alimen-
tos, bebidas y tabaco representan una propor-
ción relativamente alta, particularmente en Bar-
bados, cuyo sector agrícola es el menos diversi-
f icado de la región. Sin embargo, tanto en este 
país como en Guyana y Jamaica estas importa-
ciones crecieron a un ritmo menor que las de 
otros productos y, consecuentemente, disminuyó 
en los últimos años su participación en el total. 
Esta tendencia no se registró en Trinidad-Taba-
go, país en el que este grupo de importaciones 
continúa representando aproximadamente la 
cuarta parte de las importaciones totales. 

Aunque los períodos que sirven de referencia 
para establecer los cambios registrados en la com-
posición de las importaciones no están muy se-
parados entre sí, y por lo tanto no cabría espe-
rar modificaciones sustanciales de esa compo-
sición, parecería razonable concluir que han sido 
modestos los resultados obtenidos por la políti-
ca de sustitución de importaciones de productos 
alimenticios, siendo éste un objetivo que ha figu-

Cuadro 7 

PAÍSES DEL CARIBE: VALOR MEDIO DE LAS IMPORTACIONES TOTALES 

Barbados 
Guyana 
Jamaica 
Trinidad-Tabago 
Total 

28 
40 
84 

123 
275 

Millones de dólares 7 sobre el total 

1950-52 1960-62 1967-69 
1960-62 

1950-52 

1967-69 

1960-62 

1967-69 

1950-52 

49 
82 

217 
329 
677 

87 
120 
392 
438 

1037 

5.8 
7.5 

10.0 
10.4 
9.4 

8.5 
5.6 
8.8 
4.2 
6.3 

6.9 
6.6 
9.5 
7.8 
6.3 

F U E N T E : Handbook oj International Trade and Development Statistics, publicación de las Naciones Unidas, No. 
E/F 69.II.D.15; Naciones Unidas, Montly Bulletin oj Statistics, varios números. 
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rado prominentemente en la política económica En el caso de Trinidad-Tabago las importacio-
de todos estos países. nes de petróleo tienen un papel diferente, ya 

Las importaciones de materiales crudos y acei- que no corresponden —como en los demás pai-
tes y grasas de origen animal y vegetal (Seccio- ses— a requerimientos del abastecimiento inter-
nes 2 y 4 de la CUCI) tienen escasa significa- no, sino a la expansión de las refinerías locales 
ción porcentual en todos los países del Caribe, para la exportación de productos derivados del 
aunque en todos ellos (con excepción de Trini- petróleo. 
dad-Tabago) ha disminuido su importancia re- El crecimiento de esas importaciones, que en 
lativa. 1958-1960 representó un 3 2 % y en 1966-1968 

En el sector de los combustibles y lubricantes, un 5 1 % de las importaciones totales, es valioso 
las importaciones de Barbados y Guyana regis- como índice del crecimiento de una rama de la 
traron una tendencia de crecimiento que aumen- actividad industrial del país, pero no tiene la 
tó su participación en el total; en Jamaica , en misma significación que en países en que esas 
cambio, el aumento de esas importaciones fue importaciones están destinadas al consumo in-
mucho menor y declinó su importancia en el to- temo. Por tal razón, ha parecido conveniente ex-
tal, hecho que está vinculado al desarrollo de la cluirlas, a fin de eliminar la distorsión que in-
producción interna de petróleo, que en los últi- troducen en la participación porcentual de todos 
mes años ha llegado a f igurar entre los productos los demás grupos de productos. (Véase el cua-
de exportación. dro 8 . ) 

Cuadro 8 

P A Í S E S D E L C A R I B E : I M P O R T A C I O N E S T O T A L E S , P O R S E C C I O N E S D E L A C U C I 

Millones de dólares % sobre el total 
1958-60 1966-68 1958-60 1966-68 

Barbados: Total 44.9 79.2 100.0 100.0 
Alimentos, bebidas y tabaco (secciones 0 y 1) 13.8 20.8 30.7 26.3 
Materias primas y aceites y mantecas (secciones 2 y 4) 2.6 3.4 5.8 4.3 
Combustibles y lubricantes (sección 3) 
Productos químicos (sección 5) 

2.3 7.6 5.1 9.6 Combustibles y lubricantes (sección 3) 
Productos químicos (sección 5) 3.4 6.0 7.6 7.6 
Artículos manufacturados diversos (secciones 6 y 8) 13.8 23.9 30.7 30.1 
Maquinaria y equipo de transporte (sección 7) 7.6 15.1 16.9 19.1 
Otras mercaderías (sección 9) 1.5 2.5 3.3 3.2 

Guyana: Total 72.9 118.8 100.0 100.0 
Secciones 0 y 1 14.5 19.9 19.9 16.7 
Secciones 2 y 4 1.4 2.0 1.9 1.6 
Sección 3 5.6 10.1 7.7 8.5 
Sección 5 5.6 11.1 7.7 9.3 
Secciones 6 y 8 26.2 38.4 35.9 32.3 
Sección 7 19.4 36.6 26.6 30.8 
Sección 9 0.3 0.6 0.4 0.5 

Jamaica: Total 196.7 353.5 100.0 100.0 
Secciones 0 y 1 44.3 71.7 22.5 20.3 
Secciones 2 y 4 8.9 12.1 4.5 3.4 
Sección 3 17.5 27.3 8.9 7.7 
Sección 5 16.1 28.5 8.2 8.1 
Secciones 6 y 8 66.0 121.2 33.6 34.3 
Sección 7 43.7 91.8 22.2 26.0 
Sección 9 0.3 0.6 0.2 0.2 

Trinidad-Tabago: Tota! 265.5 428.7 
Importaciones de combustibles (sección 3) 86.0 218.8 

Total, excluyendo sección 3 179.5 209.9 100.0 100.0 
Secciones 0 y 1 43.1 52.0 24.0 24.8 
Secciones 2 y 4 5.7 8.5 3.2 4.1 
Sección 5 12.5 20.2 7.0 9.6 
Secciones 6 y 8 68.7 72.4 38.3 34.5 
Sección 7 47.3 54.0 26.3 25.7 
Sección 9 2.1 2.6 1.2 1.2 

FUENTE: Naciones Unidas, Yearbook of International Trade Statistics, varios números. 
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4. Dirección del comercio 

L a distribución geográfica del intercambio de 
los países del Caribe por principales áreas o paí-
ses de origen y destino está en gran medida de-
terminada por sus tradicionales vínculos de de-
pendencia establecidos con el Reino Unido con 
anterioridad a su condición de países indepen-
dientes. 

Como integrantes del sistema preferencial de 
la Comunidad Británica, los países del Caribe 
disfrutan de libre acceso o de un tratamiento 
arancelario preferencial en el mercado del Reino 
Unido para sus principales productos de expor-
tación y en reciprocidad conceden también un 
tratamiento preferencial a las importaciones pro-
venientes de aquel país . Sin embargo, mientras 
que las ventajas concedidas por el Reino Unido 
se circunscriben a los productos agrícolas, las 
que otorgan los países del Caribe se extendieron 
a todos los productos de importación. Por ello, 
el Reino Unido ha tenido una posición dominan-
te en el comercio exterior de estos países, que en 
relación con las exportaciones varía según el vo-
lumen de los productos agrícolas en sus expor-
taciones totales. No obstante, en el curso del 
decenio de 1960 pudo observarse un descenso 
constante en la participación porcentual corres-
pondiente al Reino Unido en las exportaciones e 
importaciones de cada país del Caribe. En cuanto 
a las exportaciones, esa disminución se reflejó 
principalmente en que el crecimiento de éstas se 
concentró en productos mineros que, o bien no 
disfrutan de tratamiento arancelario preferencial, 
o bien se exportan a los países de origen de las 
compañías que controlan la producción. Respec-
to a las importaciones, la declinación muestra 
que el arancel preferencial no ha sido siempre 
el factor determinante del origen, porque sus 
efectos han sido contrarrestados o compensados 
por otras concesiones como las establecidas en 
favor de las importaciones de equipos, maquina-
rias y materiales para la instalación de nuevas 
industrias o para la expansión de algunas ya 
existentes. 

El rasgo sobresaliente de la evolución del in-
tercambio de los países del Caribe durante el úl-
timo decenio (por lo que se refiere al origen y 
destino de las importaciones y las exportaciones) , 
ha sido el gradual deterioro de la posición domi-
nante que tenía en ese comercio el Reino Unido 
y la creciente participación que ha adquirido el 
comercio con los Estados Unidos, que en algunos 
casos ha logrado desplazar del primer lugar al 
otro país. Cabría agregar, además, que la pérdi-
da relativa de posición del Reino Unido no ha 
obedecido a modificaciones en el sistema de re-
laciones comerciales preferenciales con los países 
del Caribe, sino que refleja más bien las carac-
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terísticas del proceso de expansión de las expor-
taciones de estos países y la afluencia de inver-
siones extranjeras (principalmente de los Estados 
Unidos) estimulada por la liberalidad de las con-
cesiones ofrecidas. 

Como es obvio, las exportaciones de Barba-
dos muestran el mayor grado de concentración 
en el mercado del Reino Unido, dada la prima-
cía en ellas del azúcar y del régimen preferencial 
establecido por el Convenio del Azúcar de la 
Comunidad Británica. En 1958-1960, el Reino 
Unido absorbió el 6 0 % de las exportaciones to-
tales de Barbados, mientras que el Canadá ocupó 
el segundo lugar, con el 1 6 % . Hacia 1966-1968, 
los cambios ocurridos en el mercado internacio-
nal del azúcar habían modificado ya la distri-
bución de las exportaciones de manera que la 
participación correspondiente al Reino Unido se 
había reducido a 4 3 % del total (sin que ello 
s ignif icara una disminución del valor absoluto 
de las exportaciones a ese pa í s ) , mientras que el 
Canadá había sido desplazado al tercer lugar, 
con solamente 8 % de las exportaciones totales. 

L a menor participación de estos dos países y 
el ascenso de los Estados Unidos como segundo 
mercado para las exportaciones de Barbados es-
tán relacionados con la entrada de este país (así 
como otros del Caribe) en el sistema de cuotas 
de importación de azúcar de los Estados Unidos, 
a raíz de la prohibición total del comercio con 
Cuba. El acceso al mercado de los Estados Uni-
dos significó, además, que aquella parte de las 
exportaciones de azúcar no cubierta por el Con-
venio Azucarero de la Comunidad Británica y 
que debía venderse bien al Reino Unido, o al 
Canadá o a cualquier otro país a los precios del 
mercado libre mundial, pudo destinarse a los Es-
tados Unidos a precios mucho más altos. Pese a 
los cambios ocurridos en la participación rela-
tiva del Reino Unido, los Estados Unidos y el 
Canadá, las exportaciones totales de Barbados 
continúan casi totalmente concentradas en esos 
tres países, lo que sin duda está determinado por 
la escasa diversificación de productos que pre-
sentan esas exportaciones.® 

Aunque aumentaron en cifras absolutas las 
exportaciones destinadas a países en desarrollo 
(casi totalmente otros territorios y dependencias 
del área del Car ibe) , representaron un porcen-
taje ligeramente inferior entre los dos períodos 
citados. (Véase el cuadro 9.) 

En la distribución geográfica de las exporta-
ciones de Guyana pueden observarse tendencias 

2 Los tres países citados absorbieron el 80% de las 
exportaciones totales en 1958-1960 y el 64% de las de 
1966-1968, pero en este último período hubo un alto 
porcentaje (18%) de exportaciones no clasificadas por 
país de destino. 



Cuadro 2 

PAISES DEL CARIBE: EXPORTACIONES TOTALES POR PRINCIPALES AREAS Y 
PAÍSES DE DESTINO, 1958-60 y 1966-68 

Millones de dólares % sobre el total 

1958.60 1966-68 1958-60 1966-68 

Barbados: Total 25 40 100 100 
Países desarrollados 20 26 80 65 
Países en desarrollo 5 7 20 18 
Países socialistas — — — — 

No clasificados'' — 7 — 18 
Estados Unidos 1 5 4 13 
Canadá 4 3 16 8 
Comunidad Económica Europea .— — . — — 

Asociación Europea de Libre Intercambio 15 17 60 43 
Reino Unido 15 17 60 43 
Japón — — — — 

América Latina'' — — — — 

Guyana: Total 63 110 100 100 
Países desarrollados 53 86 84 78 
Países en desarrollo 9 18 14 16 
Países socialistas — — — — 

No clasificados 1 5 2 4 
Estados Unidos 7 26 11 24 
Canadá 18 22 29 20 
Comunidad Económica Europea 2 4 3 4 
Asociación Europea de Libre Intercambio 26 32 41 29 
Reino Unido 26 25 41 23 
Japón ,— — — — 

América Latina — — — — 

Jamaica: Total 139 222 100 100 
Países desarrollados 134 204 96 92 
Países en desarrollo 5 14 4 6 
Países socialistas — — — — 

No clasificados — 3 — 1 
Estados Unidos 40 86 29 39 
Canadá 32 32 23 14 
Comunidad Económica Europea 3 4 2 2 
Asociación Europea de Libre Intercambio 58 80 42 36 
Reino Unido 47 57 34 26 
Japón — — — ,— 
América Latina — — — — 

Trinidad-Tabago: Total 258 444 100 100 
Países desarrollados 170 335 66 75 
Países en desarrollo 5 3 74 21 17 
Países socialistas — — — 

No clasificados 35 35 13 8 
Estados Unidos 4 7 188 18 42 
Canadá 1 3 18 5 4 
Comunidad Económica Europea 23 26 9 6 
Asociación Europea de Libre Intercambio 87 90 34 20 
Reino Unido 77 54 30 12 
Japón — — 

América Latina 12 9 5 2 

FUENTE: Fondo Monetario Internacional y Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento, Direction of In-
ternational Trade, A supplement to International Financial Statistics. 

® Comprende las exportaciones consideradas de "categoría especial" y aquellas que no pueden atribuirse a nin-
gún país en particular, principalmente abastecimientos a barcos, según indica la fuente citada. 
Comprende 19 repúblicas latinoamericanas, con exclusión de Cuba, que esta publicación incluye en el deno-
minado "bloque soviético". 
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similares a las indicadas en el caso de Barbados. 
El Reino Unido (con el 41% de las exportacio-
nes totales en 1958-1960) y el Canadá, en se-
gundo lugar, con 29% quedaron relegados al 
segundo y tercer lugar, respectivamente, por efec-
to del rápido incremento que registraron las ex-
portaciones destinadas a los Estados Unidos en 
el curso del decenio de 1960. En el período 1966-
1968, los Estados Unidos absorbieron el 24% 
de las exportaciones totales, mientras que al Rei-
no Unido y al Canadá correspondieron, en ese 
orden, el 23 y el 2 0 % . 

La preminencia alcanzada por los Estados Uni-
dos como mercado para los productos de Guyana 
determinada, en parte, por la apertura de este 
mercado mediante una cuota en las exportaciones 
de bauxita. Este mineral también fue determi-
nante en la expansión que mostraron las expor-
taciones a otros países (Noruega y Suecia en el 
área de la Asociación Europea de Libre Inter-
cambio; los Países Bajos e Italia en el área de 
la Comunidad Económica Europea) , que si bien 
no alcanzan cifras muy altas, representan nuevos 
mercados para las exportaciones guyanesas. La 
participación de los países en desarrollo, prin-
cipalmente dentro de la misma área del Caribe, 
que representó el 14% en 1958-1960, se elevó al 
16% en 1966-1968 esencialmente a causa de las 
exportaciones de arroz, del que Guyana se con-
virtió en principal abastecedor en virtud de un 
acuerdo firmado con algunos países y territorios 
de esa área. 

El mercado de los Estados Unidos para las 
exportaciones de Jamaica era ya muy importante 
entre los países del Caribe en 1958-1960 (cuan-
do alcanzó al 29% del total) y continuó eleván-
dose en los años siguientes hasta representar el 
39% en el período 1966-1968. En ello influye-
ron causas similares a las indicadas para el au-
mento de las exportaciones de Barbados y Gu-
yana con ese mismo destino, esto es, el acceso 
al mercado de los Estados Unidos para una parte 
de las exportaciones de azúcar y el incremento en 
la producción y las exportaciones de bauxita y 
alúmina. Contribuyó también, aunque en menor 
medida, el aumento logrado en las exportaciones 
de manufacturas textiles. 

Entre los mismos años, el porcentaje de las 
exportaciones destinadas al Reino Unido decli-
nó de 34 a 26% y el de Canadá de 23 a 14%. 
Las exportaciones a otros países europeos (prin-
cipalmente los miembros de la Asociación Eu-
ropea de Libre Intercambio, excluido el Reino 
Unido) mejoraron su posición, aumentando de 
8 % en 1958-1960 a 10% en 1966-1968. En cam-
bio, las destinadas a la Comunidad Económica 
Europea se mantuvieron a niveles relativamente 
insignificantes. 
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Por último, cabe señalar que a Jamaica —en-
tre los países del Caribe— corresponde la más 
baja participación en las exportaciones destina-
das a los países en desarrollo. 

Aunque la composición de las exportaciones 
de Trinidad-Tabago difiere fundamentalmente de 
la que caracteriza a las de los demás países del 
Caribe por la elevada importancia que tienen 
en ellas el petróleo y sus derivados, los cam-
bios ocurridos en su distribución geográfica son 
similares. En efecto, las exportaciones destina-
das a los Estados Unidos aumentaron de 47 a 
188 millones de dólares en promedio entre los 
períodos 1958-1960 y 1966-1968 (respectiva-
mente, 18 y 4 2 % del total), convirtiéndose por 
lo tanto en el mercado más importante para las 
exportaciones de este país. La mayor parte de 
ese incremento correspondió a los productos del 
petróleo y de la industria petroquímica (prin-
cipalmente fertilizantes) así como algunos pro-
ductos que se elaboran por empresas subsidiarias 
de f irmas estadounidenses. 

Del mismo modo, y en proporción mayor que 
la señalada para los demás países del Caribe, las 
exportaciones de Trinidad-Tabago al Reino Uni-
do disminuyeron su participación en el total, ba-
jando del 30 al 12% entre los dos períodos indi-
cados, siendo este el único país cuyas exporta-
ciones al Reino Unido declinaron en términos 
absolutos. Como el petróleo y sus productos no 
disfrutan de tratamiento arancelario preferencial 
en el Reino Unido, este mercado no tiene para 
Trinidad-Tabago las facilidades de acceso que sí 
ofrece a los demás países del Caribe que expor-
tan mayor proporción de productos agrícolas. El 
azúcar, el más importante producto agrícola 
de exportación, solamente representó el 5 % de 
las exportaciones totales en 1966-1968. 

El descenso registrado en las exportaciones al 
Reino Unido se vio compensado, sin embargo, 
por el aumento en las destinadas a otros países 
miembros de la Asociación Económica de Libre 
Intercambio, que del 4 % elevaron su participa-
ción al 8 % de las exportaciones totales. 

Trinidad-Tabago, es el único país del Caribe 
cuyas exportaciones a la Comunidad Económica 
Europea alcanzan cifras de cierta significación, 
aunque han estado sujetas a fluctuaciones más 
o menos amplias. Si bien los promedios registra-
dos entre los dos períodos ya citados aumenta-
ron levemente, su participación porcentual se 
redujo del 9 al 6 % . Una tendencia similar se 
observó en las exportaciones al Canadá, que por 
estar constituidas principalmente por azúcar, 
fueron parcialmente desplazadas al mercado de 
los Estados Unidos. Aunque las exportaciones de 
azúcar al Canadá no disfrutan de tratamiento 
preferencial, desde 1967 este país acordó restituir 



a los exportadores del Caribe parte de los gra-
vámenes aplicables a las mismas ; pero, dado el 
bajo nivel de los precios del azúcar en el merca-
do libre, esa restitución no fue suficiente para 
compensar los precios más altos existentes en el 
mercado de los Estados Unidos. 

Un rasgo común a todos los países del Cari-
be es la inexistencia de corrientes de exporta-
ción hacia el grupo de los países socialistas. De 
igual manera, las exportaciones al Japón han te-
nido solamente carácter ocasional y por valores 
prácticamente insignificantes. 

Cuadro 10 

PAÍSES DEL CARIBE: IMPORTACIONES TOTALES, POR 
Y AREAS DE ORIGEN, 1958-60 v 1966-68 

PRINCIPALES PAÍSES 

Millones de dólares % sobre el total 
1958-60 1966-68 1958-60 1966-68 

Barbados: Total 45 79 100 100 
Países desarrollados 35 62 78 78 
Países en desarrollo 9 17 20 22 
Países socialistas — — — — 

No clasificados — — — — 

Estados Unidos 5 10 11 13 
Canadá 6 7 13 9 
Comunidad Económica Europea 4 7 9 9 
Asociación Europea de Libre Intercambio 18 24 40 30 
Reino Unido 17 23 38 29 
Japón 1 1 2 1 
América Latina 1 7 2 9 

Guyana: Total 73 119 100 100 
Países desarrollados 60 98 82 82 
Países en desarrollo 12 19 16 16 
Países socialistas 1 1 1 1 
No clasificados — 1 — 1 

Estados Unidos 12 30 16 25 
Canadá 6 12 8 10 
Comunidad Económica Europea 7 13 10 11 
Asociación Europea de Libre Intercambio 31 36 42 30 
Reino Unido 31 35 42 29 
Japón 1 4 1 3 
América Latina — — — — 

Jamaica: Total 196 351 100 100 
Países desarrollados 167 306 85 87 
Países en desarrollo 26 41 13 12 
Países socialistas 1 — 

No clasificados 2 3 1 1 
Estados Unidos 44 133 22 38 
Canadá 21 37 11 11 
Comunidad Económica Europea 24 34 12 10 
Asociación Europea de Libre Intercambio 72 80 37 23 
Reino Unido 71 73 36 21 
Japón 4 9 2 3 
América Latina 4 23 2 7 

Trinidad-Tabago: Total 264 429 100 100 
Países desarrollados 158 190 60 44 
Países en desarrollo 94 233 36 54 
Países socialistas 1 — 

No clasificados 11 6 4 1 
Estados Unidos 36 64 14 15 
Canadá 16 22 6 5 
Comunidad Económica Europea 19 16 7 4 
Asociación Europea de Libre Intercambio 86 71 33 17 
Reino Unido 83 66 31 15 
Japón — 6 1 
América Latina 65 179 25 42 

FUENTE: Direction o} International Trade, op. cit. 
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Respecto a los países latinoamericanos, so-
lamente Trinidad-Tabago mantiene una co-
rriente estable de exportaciones que alcan-
zó en promedio a 12 millones de dólares en 
1958-1960, y se redujo a 9 millones en 1966-
1968. La mayor parte de esas exportaciones tu-
vieron como destino el Brasil y en menor propor-
ción la Argentina y Venezuela. Cabe agregar 
también que Jamaica ha logrado realizar, en los 
años recientes, algunas exportaciones de redu-
cido valor a Honduras. 

En cuanto a las importaciones, el hecho más 
destacado, como ya se indicó, es la creciente im-
portancia que han venido adquiriendo las pro-
venientes de los Estados Unidos. El aumento ma-
yor, en términos absolutos y relativos, se produ-
jo en Guyana y Jamaica, países en donde el des-
'arrollo de la producción de bauxita y alúmina 
fue financiado por nuevas inversiones estadouni-
denses. En Barbados y Trinidad-Tabago, aunque 
el aumento de las importaciones desde los Esta-
dos Unidos alcanzó un ritmo menor, de todos 
modos fue suficiente para elevar su participación 
porcentual en las cifras totales. (Véase el cua-
dro 10.) 

Este crecimiento de las importaciones desde 
los Estados Unidos tuvo como contrapartida el 
descenso en la participación porcentual corres-
pondiente a las del Reino Unido, aimque sola-
mente en el caso de Trinidad-Tabago se registró 
una disminución en el valor de las mismas. 

Considerando que todos los países del Caribe 
mantienen en favor del Reino Unido un margen 
de preferencia arancelaria relativamente alto, la 
declinación relativa que registraron las importa-
ciones desde ese país constituye una demostra-
ción de la ineficacia de ese tratamiento prefe-
rancial cuando existen otros factores que pueden 
contrarrestarlo. Entre ellas cabe mencionar las 
diferencias en precios, calidades y otros elemen-
tos del costo de las importaciones, así como las 
exenciones establecidas en favor de las impor-
taciones de maquinarias, equipos y materiales 
para la instalación de nuevas industrias sustituti-
vas de importaciones o productoras de bienes de 
exportación. En todos los países del Caribe los 
incentivos ofrecidos a la inversión extranjera 
han desempeñado un papel importante en la ex-
pansión de algunas actividades primarias y ma-
nufactureras, así como para el fomento de la 
industria del turismo, estimulando por consi-
guiente una corriente mayor de importaciones 
desde los países (principalmente los Estados 
Unidos y el Canadá) de origen de las nuevas 
inversiones. 

Las importaciones desde la Comunidad Eco-
nómica Europea tienen mayor significación por-

centual que las exportaciones a esa área y cre-
cieron a una tasa comparable a la de las impor-
taciones totales en los casos de Barbados y Gu-
yana, mientras que las de Jamaica y Trinidad-
Tabago registraron un crecimiento considerable, 
mente menor, sobre todo en este último país, en 
el qvie mostraron una pequeña declinación en tér-
minos absolutos. 

La evolución de las importaciones desde otros 
países latinoamericanos ha sido más favorable 
que la de las exportaciones. En efecto, mien-
tras éstas correspondieron exclusivamente a Tri-
nidad-Tabago, como ya se señaló, y su partici-
pación porcentual se redujo de 5 % en 1958-1960 
a 2 % en 1966-1968, las importaciones desde 
aquellos países registraron aumentos de conside-
ración en Barbados, Jamaica y Trinidad-Tabago. 

El rápido crecimiento alcanzado por las impor-
taciones de Trinidad-Tabago desde países latino-
americanos se concentró casi en su totalidad en 
el aumento de las compras de petróleo crudo a 
Venezuela y Colombia, y está relacionado por lo 
tanto con la expansión de las plantas refinadoras 
de petróleo para la exportación. El nivel que han 
adquirido las importaciones de petróleo de Tri-
nidad-Tabago desde los países mencionados se 
comprueba al observar que en 1958-1960 repre-
sentaron el 25% de las importaciones totales, 
proporción que se elevó al 4 2 % en 1966-1968. 
Entre los mismos períodos las importaciones he-
chas por Barbados desde otros países latinoame-
ricanos elevaron su participación porcentual de 
2 a 9 % y las de Jamaica de 2 a 7 % y corres-
pondió también, como en el caso de Trinidad-
Tabago, al incremento de las compras a Vene-
zuela. 

L a formación de la Asociación de Libre Co-
mercio del Caribe (CARIFTA) , mediante el 
acuerdo que entró en vigor el lo . de mayo de 
1968, dio gran impulso al comercio recíproco 
entre los países del Caribe. La aplicación de los 
dos primeros tramos de la desgravación auto-
mática establecida en aquel acuerdo (20% en 
mayo de 1969 y 20% en mayo de 1970) ha sido 
indudablemente un factor importante en la ex-
pansión del intercambio recíproco. En 1969, las 
importaciones de cada uno de los países del Ca-
ribe desde los otros tres habían aumentado, con 
respecto a 1967, en 50% en el caso de Barbados, 
3 1 % en Jamaica, 2 3 % en Trinidad-Tabago 
y 14% en Guyana. En cifras absolutas, sin em-
bargo, el comercio recíproco entre estos países 
es pequeño todavía y su crecimiento futuro se 
verá obstaculizado por el escaso grado de di-
versificación de las economías. 
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I I . LA POLÍTICA COMERCIAL 

Los lineamientos generales de la política comer-
cial de los países del Caribe pueden definirse de 
acuerdo con ciertas características y objetivos 
comunes a todos ellos. En primer lugar, esos 
países consideran necesario conservar su posición 
dentro del sistema preferencial de la Comunidad 
Británica, que les garantiza condiciones de libre 
acceso al mercado del Reino Unido para sus 
principales productos agrícolas de exportación, 
aunque ello significa también la concesión de 
ventajas arancelarias a los productos importados 
desde dicho país. En segundo lugar esa política 
se orienta a preservar el carácter "ab ier to" de 
las economías, dentro de las limitaciones com-
patibles con la necesidad de asegurar un grado 
mínimo de protección a la industria interna para 
acelerar la tasa de crecimiento económico. En 
tercer lugar, se ha iniciado un proceso de coope-
ración económica e integración subregional como 
elemento indispensable para superar las limita-
ciones que impone al desarrollo económico la 
pequenez relativa de los mercados internos. 

Estos rasgos básicos de la política comercial 
de los países del Caribe suministran el marco 
general para examinar su evolución en el perío-
do reciente, relacionándola además con aquellos 
aspectos del comercio internacional y del finan-
ciamiento externo que son de interés para todos 
los países en desarrollo. 

1. Participación de los países del Caribe en el 
sistema preferencial de la Comunidad Británica 

En todos los países del Caribe de habla inglesa 
existe el régimen arancelario de doble columna 
conforme al cual cada partida o subpartida tiene 
dos gravámenes: uno para los países miembros 
de la Comunidad Británica, y otro, más alto, 
para todos los demás. El establecimiento de este 
sistema, sin embargo, no obedeció a una negocia-
ción, sino a las relaciones de dependencia entre 
metrópoli y colonia que mantuvieron esos países 
con el Reino Unido hasta hace algunos años. 
Después de declararse independientes, en general 
han preservado en sus regímenes arancelarios los 
márgenes de preferencia establecidos con ante-
rioridad en favor del Reino Unido y otros países 
desarrollados de la Comunidad Británica. 

La contrapartida del tratamiento preferencial 
que ofrecen los países del Caribe a las importa-
ciones procedentes de la Comunidad Británica 
se encuentra en las disposiciones existentes en 
los aranceles del Reino Unido y el Canadá pa-
ra los productos exportados por esos países. Es 
útil destacar en este punto que mientras las pre-

ferencias que otorgan los primeros se extienden 
prácticamente a todos los países desarrollados de 
la Comunidad Británica, las que reciben provie-
nen, casi exclusivamente, del Reino Unido y el 
Canadá, es decir, que no existe completa recipro-
cidad en el tratamiento preferencial. 

Aunque los lineamientos del sistema preferen-
cial británico son el resultado de un proceso de 
largos años, sus características presentes se for-
malizaron en la Conferencia Económica de Otta-
wa de 1932. De ahí que al negociarse el Acuerdo 
General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio 
( G A T T ) en 1947, en el artículo I de dicho 
Acuerdo se estableció una excepción en cuanto 
al tratamiento de nación más favorecida en el 
sentido de que sus disposiciones no implicarían 
la supresión de los arreglos preferenciales exis-
tentes entre dos o más de los territorios enu-
merados en el Anexo A (esto es, los territorios 
dependientes del Reino Unido de Gran Bretaña 
e Irlanda del Norte, además de los restantes paí-
ses miembros de la Comunidad Bri tánica) . Sin 
embargo, el Reino Unido no hizo concesiones 
arancelarias a nombre de sus territorios depen-
dientes. 

Los cuatro países del Caribe, en el momento 
de adquirir su independencia, pasaron a ser Par-
tes Contratantes del G A T T en virtud del meca-
nismo de accesión establecido en el párrafo 5 c) 
del artículo XXVI .^ Por este motivo, tales países 
no tuvieron necesidad de entrar en negociaciones 
sobre concesiones arancelarias con las demás 
Partes Contratantes, como lo establece taxativa-
mente el artículo X X X I I I , quedando por lo tan-
to con mayor libertad de acción para introducir 
modificaciones sustantivas en su régimen aran-
celario y, en general, en su política comercial, por 
no existir la consolidación de gravámenes que 
resulta de una negociación, pudiendo además 
acogerse a las disposiciones de la Sección A del 
articulo X V I I I que permiten a los países en vías 
de desarrollo modificar o retirar concesiones 
cuando consideran que ellas son necesarias para 
la protección de industrias incipientes. En este 
caso, sin embargo, debe entenderse que el reti-
ro o la modificación se refiere a concesiones ne-

3 "Si un territorio aduanero, en nombre del cual una 
parte contratante haya aceptado el presente Acuerdo, 
goza de una autonomía completa en sus relaciones co-
merciales exteriores y en todas las demás cuestiones 
que son objeto del presente Acuerdo, o si adquiere 
esta autonomía, será reputado parte contratante tan 
pronto como sea presentado por la parte contratante 
responsable mediante una declaración en Ja que estable-
cerá el hecho a que se hace referencia más arriba." 
GATT, Instrumentos Básicos y Documentos Diversos, 
vol. IV, Ginebra, marzo 1969. 
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gociadas, pero como el Reino Unido no hizo con-
cesiones a nombre de los territorios que hoy son 
países independientes del Caribe, los limites a la 
libertad de acción que impone el G A T T se re-
fieren a los márgenes de preferencia existentes 
con los países de la Comunidad Británica. Es 
decir, que los países del Caribe pueden modifi-
car uniíateralmente sus aranceles aduaneros siem-
pre que tales modificaciones conserven o man-
tengan el margen de preferencia existente cuan-
do entró en vigor el Acuerdo General. 

Aun en este caso, conviene subrayar que las 
disposiciones del Acuerdo General han venido 
aplicándose con bastante flexibilidad en rela-
ción con los países en desarrollo, de modo que 
si los países del Caribe no han planteado la ne-
cesidad de proceder a la completa revisión del 
sistema de preferencias recíprocas con algunos 
países de la Comunidad Británica, es porque 
asignan mayor valor a las preferencias que re-
ciben en el Reino Unido y en el Canadá sobre 
sus principales productos primarios de exporta-
ción, que a las que conceden sobre las manufac-
turas importadas desde aquellos países. Por otra 
parte, cabría reconocer que tampoco ha surgido 
aquella necesidad, porque teniendo libertad para 
f i j a r el nivel de sus aranceles (ya que éstos no 
han sido consolidados en negociaciones con las 
Partes Contratantes), al modificarlos el único 
requisito que han tenido que satisfacer es el de 
mantener el margen de preferencia existente an-
tes de la modificación. A título ilustrativo pue-
den citarse las modificaciones hechas en los aran-
celes aduaneros aplicables a algunos productos en 
J a m a i c a : 

Partidas 
de la 
CÜCI 

Derechos vigentes en porcentaje ad valorem 

Diciembre 31,1964 Julio 4,1967 
Prefe- Gene-
rencml ral 

Prefe-
rencial 

Gene-
ral 

013-02 
013-09.9 
053-01 
053-02 
053-03.9 
053-04 
54.1-01 
541-04.9 
721-04.1 
811-01 
812-01 
812-04 
821.01 

10 
10 
25 
25 
10 
20 
20 
10 
20 
15 
20 
15 
3f) 

25 
25 
40 
40 
15 
30 
30 
15 
30 
25 
30 
20 
.3.5 

12.5 
12.5 
33 
33 
12.5 
26.5 
24.5 
12.5 
36.5 
18.5 
24.5 
18.5 
.365 

30.5 
30.5 
53 
53 
18.5 
40 
36.5 
18.5 
48.5 
30.5 
36.5 
24.5 
42.5 

FUENTE: Jamaica, Customs Tariff of import Duties, 
The Government Printer, Kingston, diciembre 1964; 
The Jamaica Gazette Supplement, No. 80, 7 de julio, 
1967. 
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Se debe señalar a este respecto que las modi-
ficaciones en las tasas de los gravámenes ad va-
lorem que se han citado como ejemplo han sig-
nificado un incremento del margen absoluto de 
preferencia acordado a las importaciones proce-
dentes de países de la Comunidad Británica. Ta-
les modificaciones parecen contravenir las dispo-
siciones del numeral 4 del artículo I del Acuer-
do General, como se desprende de las "Notas y 
disposiciones suplementarias" contenidas en el 
Anexo I de dicho Acuerdo. En efecto, con rela-
ción al párrafo 4 del Artículo I dice: 

"La expresión 'margen de preferencia' significa la 
diferencia absoluta que existe entre el derecho de adua-
na aplicable a la nación más favorecida y el derecho 
prefereneial para el mismo producto, y no la relación 
entre ambos. Por ejemplo: 1) Si el derecho de la na-
ción más favorecida es de un 36% ad valorem y el de-
recho prefereneial de un 24% ad valorem, el margen 
de preferencia será de un 12% ad valorem, y no un ter-
cio del derecho de la nación más favorecida." * 

En los ejemplos citados, se observa que al 
elevar las tasas ad valorem en Jamaica no se ha 
seguido estrictamente la norma establecida en el 
Acuerdo General, ya que se ha tratado de man-
tener la relación porcentual existente entre el 
gravamen prefereneial y el general, y no su di-
ferencia absoluta. Así, un producto que tenía 
previamente un gravamen prefereneial del 2 0 % 
ad valorem y uno general de 3 0 % ad valorem, 
disfruta de un margen absoluto de preferencia de 
1 0 % ad valorem; al modificar esos gravámenes 
al 26 .5% ad valorem, se mantiene la misma re-
lación porcentual pero el margen absoluto de pre-
ferencia ha aumentado a 13.5% ad valorem. 

L a razón por la cual se ha seguido esta prác-
tica en las modificaciones arancelarias hechas 
por Jamaica se encuentra aparentemente en las 
disposiciones del Acuerdo Comercial Canadá-
Indias Occidentales Británicas de 1925, en el que 
se estipuló que el margen de preferencia consis-
tirá en un determinado porcentaje del gravamen 
f i jado a las importaciones desde terceros países. 

S in embargo, no parece que esta práctica sea 
común a todos los países del Caribe. Algunas 
modificaciones de los aranceles aduaneros de 
Trinidad-Tabago se han hecho manteniendo el 
mismo margen absoluto de preferencia existen-
te con anterioridad. Los ejemplos del cuadro que 
inicia la página siguiente lo muestran. 

Como puede advertirse en los ejemplos cita-
dos, las modificaciones arancelarias adoptadas en 
Trinidad-Tabago conservan en general el mar-
gen absoluto de preferencia al nivel de 10% ad 
valorem con respecto al arancel general. Ahora 

^ GATT, Instrumentos básicos y documentos diversos, 
vol. IV. OD. cit.. náe. 67. 



Derechos vigentes en porcentaje ad valorem 
Partidas Abril 6,1962 Febrero 28,1969 
CUCI Prefe- Gene- Prefe- Gene-

rencial ral rencial ral 

652.02.001 20 30 40 50 
653.05 25 35 40 50 
653.07 25 35 40 50 
721.06.09 20 30 5 15 
721.06.01 20 30 35 45 
899.08 20 30 30 40 

FUENTE: Schedules of Impon Duties and Exemptions 
from Duties imposed under the Customs Ordinance, 
Government Printing Office, Trinidad, W.I. 1962; 
Combined Trade Classification List and Schedules of 
Import Duties and Exemptions from Duties imposed 
under the Customs Ordinance, Government Printery, 
Trinidad-Tabago, 1969. 

bien, es verdad que con ello disminuye el mar-
gen relativo de preferencia tanto más cuanto 
más alto se f i je el nuevo arancel; cuando la mo-
dificación consiste en la reducción de los niveles 
arancelarios anteriores ocurre el fenómeno in-
verso, esto es, aumenta considerablemente el mar-
gen relativo de preferencia. 

Conviene hacer algunas consideraciones en 
torno a este asunto. En primer lugar, como ya 
se indicó, las disposiciones del G A T T determi-
nan como margen de preferencia la diferencia 
absoluta existente entre el arancel general y el 
preferencial. A su vez, el Acuerdo Comercial Ca-
nadá-Indias Occidentales Británicas, establece 
como margen de preferencia la proporción rela-
tiva existente entre los dos aranceles. Trinidad-
Tabago aplicó la primera norma y J amaica la 
segunda. Como ambos son miembros del G A T T 
y también miembros de la Comunidad Británica 
participantes del Acuerdo Comercial a que se 
ha hecho referencia,® cabría considerar cuál de 
las dos normas tiene precedencia sobre la otra, 
o bien si los países comprometidos pueden optar 
por una u otra. En segundo lugar, convendría 
analizar cuál es la norma que podría resultar 
más ventajosa desde el punto de vista de la ex-
pansión del comercio recíproco entre los países 
del Caribe y otros en desarrollo, por ejemplo, 
los Estados latinoamericanos, tomando en con-
sideración su intercambio comercial con los la-
tinoamericanos e incluso vincularse a alguno de 

5 Aunque ese Acuerdo se firmó cuando los países 
del Caribe tenían la condición de territorios depen-
dientes del Reino Unido, en la Conferencia de los 
Países del Caribe de la Comunidad Británica y el Ca-
nadá, realiza en julio de 1966, se reafirmó que el 
Acuerdo de 1925 continuaba siendo un instrumento ade-
cuado para la conducción de las relaciones comerciales 
entre esos países. Véase Commonwealth Caribbean-
Canada Conference, Final Comuniqué, Guyana, 8 de 
julio de 1966. 

los esquemas de integración económica regional. 
Parece evidente que no puede darse una res-
puesta a priori a este interrogante, porque la 
comparación de los nuevos niveles arancelarios 
con los antiguos (sea que conserven el margen 
absoluto o el margen relativo de preferencia) 
no suministran por sí solos una base adecuada 
para establecer si tienen efectos más restrictivos 
o menos restrictivos sobre el comercio con los 
países que no disfrutan del arancel preferencial. 

A primera vista podría parecer que si las mo-
dificaciones arancelarias consisten en el aumento 
de las tasas aplicables a determinados productos 
(como han sido los casos más frecuentes) y tales 
modificaciones conservan el margen absoluto de 
preferencia, la reducción del margen relativo de 
preferencia colocaría a los productos proceden-
tes de "terceros pa í ses " en posición más favora-
ble con respecto a los provenientes del área pre-
ferencial. Sin embargo, es muy probable que esta 
reducción del margen relativo de preferencia no 
mejore esa posición sino, todo lo contrario, la 
empeore, debido a la mayor eficiencia y produc-
tividad de la industria manufacturera de los paí-
ses desarrollados con respecto a la de los países 
en desarrollo. Es este un problema que tendría 
que examinarse en relación con cada producto 
sobre el que se adopta una modificación de los 
gravámenes arancelarios y para el cual sería ne-
cesario analizar los niveles relativos de produc-
tividad y la posición competitiva entre abastece-
dores preferenciales y no preferenciales. 

En todo caso, parecería razonable concluir que 
mientras la política arancelaria de los países del 
Caribe otorgue tratamiento preferencial a las im-
portaciones provenientes de países de la Comuni-
dad Británica, la discriminación que ese trata-
miento envuelve en contra de los productos la-
tinoamericanos constituye un obstáculo mayor a 
la expansión del comercio entre aquellos países 
y otros del área latinoamericana. Dada la es-
tructura relativamente similar de las exportacio-
nes de los países del Caribe y de la mayoría de 
los restantes países latinoamericanos, las mayores 
posibilidades de expansión del comercio recí-
proco residen en el intercambio de manufacturas 
y semimanufacturas y, en menor medida, en al-
gunos productos primarios. Sin embargo, el tra-
tamiento preferencial en favor de los países de 
la Comunidad Británica tiende a reducir el cam-
po a que podría extenderse el intercambio co-
mercial entre los dos grupos de países. 

2. Arreglos preferenciales en favor de los países 
del Caribe 

El mantenimiento del trato preferencial que con-
ceden los países del Caribe está vinculado, como 
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es oBvio, a los arreglos preferenciales que a su 
vez estos países reciben en los mercados del Rei-
no Unido y el Canadá. No existe, desde luego, 
estricta equivalencia entre las concesiones que 
reciben y las que dan, puesto que éstas se ex-
tienden a toda la gama de sus importaciones, 
mientras que aquéllas comprenden solamente un 
reducido número de productos agrícolas, cuya 
importancia varía considerablemente entre los 
cuatro países de la región. 

A la luz de los conceptos que actualmente re-
gulan las relaciones comerciales entre países des-
arrollados y en desarrollo, principalmente el de 
que aquéllos no deben exigir una estricta reci-
procidad en las concesiones comerciales que ha-
cen en favor de los últimos, la situación de los 
países del Caribe parece caracterizarse por el 
concepto opuesto, esto es, que son mayores las 
concesiones que otorgan que las que reciben. Co-
mo explicación de ello habría que recordar que 
el sistema preferencial entre los países del Caribe 
y algunos de la Comunidad Británica se elaboró 
cuando aquellos países tenían la condición de 
territorios dependientes del Reino Unido y que 
con posterioridad a su independencia política no 
han considerado oportuno plantear a renego-
ciación de tal sistema, presumiblemente porque 
ello implicaría también renegociar las condicio-
nes del acceso preferencial para sus productos de 
exportación. 

Dentro de los países del Caribe no han faltado 
opiniones que apoyan la conveniencia de proce-
der a revisar el sistema, pero han predominado 
los intereses vinculados con el sector exportador, 
porque se a f i rma generalmente que las activida-
des de exportación tienen una estrutura de altos 
costos de producción, que no les permitirían so-
brevivir sin el apoyo que significan el mercado 
garantizado y el tratamiento preferencial en el 
Reino Unido y el Canadá. Incluso ante la even-
tualidad del ingreso del Reino Unido a la Comu-
nidad Económica Europea, que obligaría a aquel 
país a una revisión fundamental de sus vínculos 
preferenciales con los países de la Comunidad 
Británica, los países del Caribe han planteado la 
necesidad de mantener los arreglos preferencia-
Ies existentes.^ 

® A este respecto es útil mencionar la siguiente de-
claración: "La continua dependencia económica de la 
producción de azúcar y cítricos, que requiere amparo 
preferencial en los mercados metropolitanos, es signo 
de debilidad estructural. Sin embargo, dado el prolon-
gado fundamento histórico de esos vínculos preferencia-
les, sería utópico abogar por su abandono inmediato. 
En caso de ingresar el Reino Unido a la Comunidad 
Económica Europea es esencial que se mantenga la 
protección para nuestra producción de azúcar y cítri-
cos". (Traducción no oficial.) Drajt Third Five-year 
Plan, 1969-1973, Gobierno de Trinidad-Tabago, Impren-
ta del Gobierno, 1958. 
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L o s productos sujetos a este régimen y la na-
turaleza del tratamiento preferencial que reciben, 
se describen a continuación. 

a ) Azúcar 

El Convenio sobre el Azúcar, de la Comunidad 
Británica, es el instrumento que regula en el 
Reino Unido las importaciones de este producto 
provenientes de países de la Comunidad. Sus ras-
gos esenciales incluyen: Establecimiento de cuo-
tas de importación en favor de cada país miem-
bro ; f i jación de la parte de esa cuota que será 
adquirida a un "precio negociado" periódica-
mente y que está exenta de gravamen a la im-
portación; la diferencia entre la cuota total de 
cada país y la cuota sujeta a precio negociado se 
compra al precio mundial (precio del mercado 
libre) y está sujeta al gravamen preferencial; en 
su forma presente, el Convenio es de duración 
indefinida, pero será revisado cada tres años a 
partir de 1971; si el Reino Unido ingresa a la 
Comunidad Económica Europea, sus obligacio-
nes establecidas en el Convenio no tendrán ca-
rácter contractual después del 31 de diciembre 
de 1974, y en ese caso consultará con las otras 
partes sobre los modos de cumplir tales obliga-
ciones. Cabe anotar, además, que conforme al 
artículo 35 del Convenio Internacional sobre 
el Azúcar de 1968, las exportaciones hechas al 
Reino Unido en virtud del Convenio de la Co-
munidad Británica hasta el monto cubierto por 
las cuotas sujetas a precio negociado, no serán 
computadas a las cuotas de exportación que es-
tablezca dicho Convenio Internacional 

De acuerdo con las modalidades señaladas, el 
tratamiento preferencial de que disfrutan los 
países del Caribe exportadores de azúcar al mer-
cado del Reino Unido reúne las siguientes ven-
ta ja s : Mercado garantizado para la mayor parte 
de su producción mediante la asignación de 
cuotas de importación; precio garantizado (fija-
do mediante negociación entre las partes ) , que 
generalmente ha sido más alto que el precio mun-
dial ; el precio garantizado y la exención total 
de gravámenes aduaneros se aplican aproximada-
mente al 8 0 % de las cuotas f i jadas a estos países; 
solamente el 2 0 % restante de la cuota está su-
jeto al gravamen aduanero preferencial y se tran-
sa a los precios mundiales. El margen preferen-
cial es aproximadamente de 10% ad vahrem, 
pero como los gravámenes son de tipo específico, 
el equivalente ad vahrem fluctúa de acuerdo 
con los precios. 

El tratamiento preferencial concedido por el 
Canadá a los países de la Comunidad Británica 
s e rige por el Acuerdo Comercial Canadá-Indias 
Occidentales Británicas de 1925. L a s importacio-



nes de azúcar de ese país se transan a los pre-
cios mundiales y tienen también un margen de 
preferencia de aproximadamente 1 0 % ad va-
lorem. Además, conforme a una decisión adop-
tada por el Canadá en 1967, se acordó restituir 
a los exportadores del Caribe parte del grava-
men preferencial aplicado a las importaciones 
de este producto. 

Dadas estas condiciones de acceso preferen-
cial (particularmente al mercado del Reino Uni-
d o ) , no sorprende comprobar que hasta 1960 el 
total de las exportaciones de azúcar de los países 
del Caribe se concentrara exclusivamente en los 
mercados del Reino Unido y el Canadá. A partir 
de 1961, sin embargo, los cambios introducidos 
en la legislación azucarera de los Estados Unidos 
abren el mercado de este país a los exportadores 
del Caribe al que anteriormente no tenían ac-
ceso, y se establece una corriente de exportacio-
nes que alcanza cifras de significación para al-
gunos de ellos. En efecto, en las exportaciones 
de Guyana y Jamaica , las destinadas a los Esta-
dos Unidos alcanzan un volumen anual que os-
cila entre el 15 y el 3 0 % de sus exportaciones 
totales; en las que Trinidad-Tabago (que sufren 
fluctuaciones más erráticas) entre 5 y 2 0 % y en 
las de Barbados (las más b a j a s ) , entre 2 y 7 % 
del total. Es decir, la apertura del mercado de 
los Estados Unidos tiene efecto redistributivo so-
bre las exportaciones totales de azúcar de los 
países del Caribe, efecto que deriva del más alto 
nivel de precios que tiene este producto en aquel 
mercado. 

b ) Bananos 

El régimen preferencial que el Reino Unido 
mantiene sobre las importaciones de bananos 
opera a través de restricciones cuantitativas apli-
cables a todos los países no miembros de la Co-
munidad Británica, además de un derecho adua-
nero específico (cuya equivalencia ad valorem 
es de aproximadamente 1 5 % ) . L a s importacio-
nes provenientes de países de la Comunidad Bri-
tánica no están sujetas a restricciones ni al de-
recho arancelario indicado. Dentro del régimen 
de restricciones cuantitativas existe una cuota de 
4 000 toneladas anuales asignadas a "países del 
área dólar" , que abarca a los países latinoame-
ricanos exportadores de este producto. Esta cuota 
representa poco más del 1 % de las importacio-
nes totales del Reino Unido. Aproximadamente 
el 9 0 % de las importaciones totales provienen de 
países de la Comunidad Británica y proceden 
—cas i en su totalidad— de Jamaica y las Islas 
Windward. 

El Canadá concede también libre acceso a los 
bananos procedentes de países de la Comunidad 

Británica. Existe un gravamen específico (equi-
valente ad valorem de cerca del 7 % ) , aplicable 
a las importaciones de otras fuentes, pero ese 
margen preferencial no ha sido suficiente para 
estimular importaciones desde países del Caribe, 
aunque ello probablemente se debe también a 
que toda la producción exportable de estos paí-
ses se destina al Reino Unido. En consecuencia, 
prácticamente todas las importaciones canadien-
ses de bananos proceden de países latinoameri-
canos. 

L a distribución geográfica del comercio mun-
dial de bananos está influida, en parte, por los 
arreglos preferenciales existentes entre determi-
nados países desarrollados y países en desarrollo, 
y en parte también por las características espe-
ciales que tiene la producción, transporte y dis-
tribución en los mercados consumidores. Sin em-
bargo, como se ha señalado en el caso del Ca-
nadá, la existencia de un tratamiento aduanero 
preferencial no ha sido suficiente para establecer 
una corriente de importaciones desde los países 
que disfrutan de tal régimen. En el caso del Rei-
no Unido, pese a que el margen preferencial es 
mayor, las importaciones desde países sometidos 
a discriminación arancelaria están en realidad 
limitadas por la existencia de una cuota global. 
Estos hechos parecerían prestar fundamento a la 
argumentación generalmente sostenida por los 
países del Caribe en el sentido de que son muy 
altos sus costos de producción y que, por lo tanto, 
sin la existencia de restricciones cuantitativas no 
podrían enfrentar la competencia de los pro-
ductores de otras áreas. 

En otros mercados en que también operan re-
gímenes preferenciales (principalmente en Fran-
cia e Ital ia) se puede observar una situación si-
milar, esto es, que la preferencia arancelaria tiene 
que estar acompañada por algún tipo de restric-
ción (licencias, cuotas, etc.) . Pero además, con-
viene señalar que en este producto tiene gran im-
portancia el sistema de comercialización, ya que 
en la gran mayoría de los países exportadores la 
producción y la exportación, el transporte y la 
distribución en los países consumidores, están 
controlados por uno o dos grandes consorcios in-
ternacionales a través de empresas subsidiarias o 
filiales en dichos mercados. 

c) Frutas cítricas 

El régimen preferencial existente en el Reino 
Unido para los productos incluido en este grupo 
comprende tanto la exención total de graváme-
nes para las importaciones provenientes de países 
de la Comunidad Británica, como la aplicación de 
restricciones cuantitativas sobre aquellos prove-
nientes de países del área del dólar. El margen 
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arancelario preferencial (esto es, el derecho apli-
cable a las importaciones no preferenciales) , va-
ría para los diversos productos entre 3 y 1 8 % 
ad valorem (aproximación equivalente de los de-
rechos específicos respectivos) y además tiene 
una variación estacional. Las restricciones cuan-
titativas, aplicables a las importaciones desde el 
área dólar, se refieren principalmente a los jugos 
enlatados, las naranjas y pomelos. 

El régimen preferencial del Canadá para las 
frutas frescas tiene alcance menos discrimina-
torio. En efecto, la exención total de gravámenes 
que se concede a los países de la Comunidad Bri-
tánica, se extiende también a los países a los que 
se otorga el tratamiento de la nación más favo-
recida; el gravamen existente, por lo tanto, sólo 
se aplica a los restantes países. 

Las importaciones de jugo de limón tienen un 
gravamen preferencial del 1 0 % ad valorem que 
se aplica igualmente a los países con los que se 
ha pactado la cláusula de la nación más favore-
cida, en tanto que el gravamen general es de 
2 5 % ad valorem. Por último, los jugos de na-
ranja y pomelo tienen libre acceso cuando pro-
vienen de países de la Comunidad, un gravamen 
de 7 . 5 % ad valorem para los países de cláusula 
de nación más favorecida y uno de 2 5 % ad va-
lorem para los demás. 

En los países del Caribe las exportaciones de 
frutas cítricas corresponden principalmente a Ja-
maica y Trinidad-Tabago, aunque su importan-
cia en el valor total del comercio exterior es re-
lativamente reducida. Esta reducida significación 
se comprueba cuando se examina el origen de 
las importaciones totales de frutas cítricas del 
Reino Unido, ya que las procedentes de países 
del Caribe representaron, en volumen, menos del 
1% del total de los años 1966 a 1968. L a misma 
situación se advierte en las importaciones del 
Canadá. 

d) Otros productos 

El tratamiento preferencial arancelario existen-
te en el Reino Unido y en el Canadá para las 
importaciones de cacao en grano fue eliminado 
durante las Negociaciones Arancelarias Kennedy, 
reduciendo a cero el nivel de los gravámenes 
aplicables a las importaciones desde países con 
los cuales existe la cláusula de la nación más fa-
vorecida y, por lo tanto, equiparando el trata-
miento arancelario con el de las importaciones 
procedentes de países de la Comunidad Británica. 

En el Reino Unido esta eliminación se exten-
dió a los productos del cacao. En relación con 
el café en grano, el Canadá eliminó el derecho 
existente, en tanto que en el Reino Unido redujo 
el gravamen general del 4 al 2 % ad valorem, de 
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manera que el margen arancelario preferencial 
en favor de las importaciones provenientes de 
países de la Comunidad Británica (que no están 
g ravadas ) , es ahora del 2 % ad valorem. En los 
países del Caribe las exportaciones de café y 
cacao en grano corresponden a Jamaica y Tri-
nidad-Tabago, pero su significación en las ex-
portaciones totales es muy pequeña, menos del 
1 % del total de cada país. 

En el sector de los minerales, las exportacio-
nes de bauxita y alúmina constituyen actividades 
de gran importancia en Jamaica y Guyana. Las 
ventas de bauxita representaron en los años re-
cientes el 4 0 % de las exportaciones totales de 
Guyana y las de bauxita y alúmina cerca del 
5 0 % de las de Jamaica . No se aplican gravá-
menes a estas importaciones en el Reino Unido, 
pese a lo cual la casi totalidad de las exportacio-
nes de Jamaica y Guyana se destina a los mer-
cados de los Estados Unidos y el Canadá, en ra-
zón de que la producción de esos minerales en 
aquellos dos países está controlada por subsidia-
rias o filiales de empresas americanas y cana-
dienses. 

L a s exportaciones de petróleo crudo y deriva-
dos suministran la mayor parte de los ingresos 
externos de Trinidad-Tabago, en proporción que 
ha oscilado entre el 75 y 8 0 % del total en los 
años recientes. El Reino Unido no concede prefe-
rencia arancelaria para la importación de estos 
productos, pues aplica un gravamen específico 
igual para los tipos livianos y pesados de petró-
leo crudo de cualquier procedencia. En los últi-
mos años este mismo país absorbió entre el 6 y 
7 % de las exportaciones totales de petróleo y de-
rivados de Trinidad-Tabago, en tanto que al Ca-
nadá se destinó cerca del 5 % y a los Estados 
Unidos aproximadamente el 5 0 % . 

Este breve resumen de las características de 
los vínculos preferenciales que mantienen los paí-
ses del Caribe con el Reino Unido y el Canadá 
permite establecer que e! tratamiento preferen-
cial se circunscribe principalmente a dos pro-
ductos agrícolas : el azúcar y los bananos, que 
tienen una participación importante en las ex-
portaciones de Barbados, Guyana y Jamaica, y 
de menor magnitud en Trinidad-Tabago. 

Sin embargo, no cabría considerar que, por 
tratarse principalmente de sólo dos productos, el 
problema de las preferencias británicas en favor 
de los países del Caribe pueda resolverse fácil-
mente. Aparte de su importancia como fuentes 
de ingresos externos en tres de los cuatro países 
del Caribe, la producción de azúcar y bananos 
constituye una actividad que ocupa a un sector 
numeroso de la fuerza de trabajo y, por consi-
guiente, un cambio que afectase al volumen de 
esas exportaciones podría agravar más los proble-



mas de desempleo existentes. Pero además el pro-
blema debe examinarse en relación con otros as-
pectos de la política comercial internacional como 
el del probable establecimiento de un sistema 
general de preferencias en favor de todos los 
países en desarrollo, el eventual ingreso del Rei-
no Unido a la Comunidad Económica Europea 
y las perspectivas de la expansión del comercio 
recíproco con otros países del área latinoame-
ricana. 

3. Aspectos relacionados con el sistema de 
preferencias generales 

El mantenimiento de regímenes preferenciales 
especiales entre grupos de países en desarrollo y 
algunos países desarrollados, como son los de la 
Comunidad Británica y la Comunidad Económi-
ca Europea, ha planteado ciertos problemas en el 
curso de las negociaciones para el establecimien-
to, a nivel mundial, de un sistema de preferen-
cias generales en favor de las manufacturas y 
semimanufacturas exportadas por los países en 
desarrollo. 

Como es sabido, la hipótesis de trabajo con 
que se iniciaron tales negociaciones fue la de 
conceder el tratamiento preferencial, como nor-
ma general, a todos los productos comprendidos 
en los capítulos 25 a 99 de la Nomenclatura 
Arancelaria de Bruselas ( N A B ) , salvo algunos 
incluidos en una lista negativa. Por el contrario, 
todos los productos comprendidos en los capítu-
los 1 a 24 de la N A B estarían excluidos del tra-
tamiento preferencial, salvo aquellos colocados 
en una lista positiva. 

Los puntos principales referentes al sistema 
preferencial británico y a las concesiones que 
éste otorga a los países del Caribe, así como a 
otros países en desarrollo miembros de la Comu-
nidad Británica, serían los siguientes: 

a) Las franquicias concedidas por todos los 
países desarrollados participantes en el sistema 
sobre las manufacturas y semimaufacturas com-
prendidas en los capítulos 25 a 99 de la NAB 
(salvo las excepciones que se aprueben) , repre-
sentarían una ampliación de las oportunidades 
de mercado para los productos originarios de 
esos países, y por lo tanto una compensación 
de la pérdida que pudiera significarles el he-
cho de compartir con otros países en desarrollo 
las preferencias que actualmente tienen en el Rei-
no Unido. Esa ampliación del área preferencial 
podría constituir alguna de las "ventajas equi-
valentes" que los países del Caribe, y otros en 
situación similar, han demandado como requi-
sito para renunciar a los tratamientos preferen-
ciales especiales que ahora obtienen, conforme a 
las declaraciones hechas por representantes de 

tales países en diversos organismos internaciona-
les, incluida la CEPAL.'^ Aún más, cabría pen-
sar que la ampliación del área preferencial po-
dría brindar incentivos al surgimiento de nuevas 
exportaciones o al crecimiento de las ya existen-
tes que los que pueden proveer el tratamiento 
en un solo mercado. 

b) El presente, la importancia de las manufac-
turas en las exportaciones de los países del Ca-
ribe es sumamente reducida y varios de los pro-
ductos que las componen (textiles, calzado) están 
en las listas de excepción presentadas por algu-
nos de los principales países desarrollados. En 
consecuencia, cabría anticipar que los perjuicios 
que podrían experimentar los países del Caribe 
(en el supuesto de que la ampliación del área 
preferencial se los ocas ionara) , serían mínimos 
a corto plazo, y a largo plazo en cambio mejo-
rarían sensiblemente sus posibilidades de incre-
mentar el volumen de esas exportaciones. 

c) L a lista positiva de aquellos productos com-
jrendidos en los capítulos 1 a 24 de la N A B a 
os cuales se extenderá el tratamiento preferen-

cial ofrece indudablemente ventajas más inme-
diatas a los países del Caribe pues incluye reduc-
ciones arancelarias o franquicias que pueden es-
timular nuevas corrientes de exportación a los 
mercádos de los Estados Unidos, la Comunidad 
Económica Europea y otros países desarrollados. 
Conviene señalar a este respecto, que tanto el 
Reino Unido como el Canadá han insistido, 
al presentar sus ofertas, en que los países en des-
arrollo de la Comunidad Británica deben obte-
ner acceso preferencial en otros mercados como 
compensación por el hecho de compartir con 
otras naciones en desarrollo la preferencia de 
que disfrutan actualmente en el Reino Unido y 
el Canadá.® Es importante destacar también 
que el Reino Unido ha condicionado la exten-

Véase, por ejemplo, el párrafo 405 del Informe 
Anual, Comisión Económica para América Latina, 
E/CN.12/784/Rev. 1, Naciones Unidas, Nueva York, 
1967. 

8 Los párrafos pertinentes dicen: "La oferta del Ca-
nadá se ha preparado sobre la base de las hipótesis, 
reservas y condiciones siguientes: Que, a título de com-
pensación, se facilite a los países en desarrollo del 
Commonwealth el acceso a los mercados de otros países 
que conceden preferencias, en la medida en que ten-
gan que compartir su acceso preferente al mercado del 
Canadá". "Una de las consideraciones que el Reino 
Unido tendrá presente al determinar cualesquiera mo-
dificaciones en el trato arancelario preferencial ahora 
propuesto será el grado en que los países y territorios 
en desarrollo del Commonwealth reciban nuevas ven-
tajas en los mercados de otros países donantes que Ies 
compensen de compartir con otros países las ventajas 
preferenciales de que disfrutan en la actualidad en el 
mercado del Reino Unido". (Documentación básica so-
bre el sistema generalizado de preferencias, TD/B/AC. 
5/34, Add. 4, pág. 4 y Add. 8, pág. 3). 
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sión del tratamiento preferencial a productos de 
otros países en desarrollo al asentimiento de los 
países de la Comunidad Británica que en virtud 
de acuerdos comerciales gozan de ese beneficio. 
Este sería el caso de los bananos y las f rutas 
cítricas, comprendidos en los capítulos 1 a 24 
de la NAB, así como otros de menor importancia 
que el Reino Unido incluyó en la lista positiva 
de ofertas y que tienen significación en las ex-
portaciones de los países del Caribe. 

No parece muy claro, sin embargo, si el con-
cepto de compensación en forma de acceso a 
otros mercados debe entenderse en un sentido 
restringido (es decir, limitado a los productos 
en los que se comparte el acceso preferencial en 
el Reino U n i d o ) , o en un sentido más amplio, 
esto es, franquicia o concesión extendida por 
otros países incluso sobre productos diferentes 
a los que actualmente tienen acceso preferencial 
en el Reino Unido. Parece obvio que los países 
del Caribe (así como otros que tienen acceso 
preferencial a determinados mercados) obtienen 
una compensación cuando se amplía el área pre-
ferencial, ya sea en los mismos productos o en 
otros diferentes. 

L o s países del Caribe participaron, como 
miembros del Grupo Latinoamericano, en las ta-
reas de la Comisión Especial de Preferencias de 
la U N C T A D , y se identificaron con los objeti-
vos y las aspiraciones de todos estos países en 
relación con el sistema de preferencias generales. 
Al término de las labores de aquella Comisión, 
uno de estos países fue precisamente el encarga-
do de señalar la posición de todo el Grupo La-
tinoamericano sobre las conclusiones acordadas 
para el establecimiento del sistema de preferen-
cias y expresar las limitaciones que aún tienen 
las ofertas revisadas hechas por los países des-
arrollados sobre algunos productos de interés en 
las exportaciones de los países latinoamericanos.® 

4. Aspectos relacionados con el ingreso del 
Reino Unido a la CEE 

L a reiniciación de las negociaciones para la am-
pliación de la Comunidad Económica Europea 
mediante el ingreso del Reino Unido y otros 
países europeos plantea a los países del Caribe la 
necesidad de considerar la naturaleza de los arre-
glos o acuerdos que se adopten en relación con 

® Véase, "Declaraciones del Representante de Jamai-
ca a nomljre de los países latinoamericanos miembros 
del Grupo de los 77", "Informe de la Comisión de Pre-
ferencias sobre la segunda parte de su 4 ' período de 
sesiones", documento TD/B/329/Add. 6. El documento 
completo TD/B/329 y sus addenda 1 a 6 incluye el 
informe de todo el período de sesiones, las conclusio-
nes acordadas para el establecimiento del sistema de 
preferencias y el resumen de los debates. 
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el sistema preferencial británico, por una parte, 
y por otra, si algunos o todos los países en des-
arrollo miembros de la Comunidad Británica po-
drán optar por la negociación de acuerdos de 
asociación a la C E E ampliada. 

En los términos en que se ha planteado la re-
iniciación de aquellas negociaciones, el ingreso 
del Reino Unido a la C E E tiene como prerrequi-
sito la aceptación de los instrumentos de la po-
lítica comunitaria como la Tar i f a Externa Co-
mún y la política agrícola común. Respecto de 
la primero, ello significaría remplazar —dentro 
del período de transición que se acuerde— el 
sistema actual de cuatro diferentes columnas 
arancelarias^® por la Tar i fa Común Externa de la 
CEE. Respecto de lo segundo, supone la adop-
ción del régimen de sostenimiento de los precios 
internos y de recargos f i jos y variables sobre 
la importación de productos agrícolas desde "ter-
ceros países" . Todo ello incide sobre la economía 
interna del Reino Unido (nivel de los precios in-
ternos, posición del balance de pagos, etc.) y 
además significa cambios sustantivos en la orien-
tación de las corrientes de importación y ex-
portación. 

Desde el punto de vista de los países del Ca-
ribe, lo que interesa examinar aquí son las di-
ferencias en el tratamiento comercial otorgado 
por el Reino Unido y la CEE a la importación de 
los productos procedentes de aquellos países. 

a ) Azúcar 

Al considerar el Convenio sobre el Azúcar, de 
la Comunidad Británica, se indicó que si el Rei-
no Unido ingresa a la CEE, sus obligaciones con-
tenidas en ese documento no tendrán carácter 
contractual después del 31 de diciembre de 1974, 
y que deberá consultar con las otras partes con-
tratantes sobre la forma como continuarán cum-
pliéndose las disposiciones de dicho Convenio. En 
otros términos, el Convenio tendrá que negociar-
se sobre nuevas bases, conforme a las obliga-
ciones que haya aceptado el Reino Unido con 
respecto a la política agrícola común. 

En la CEE, el azúcar es uno de los productos 
sujetos a organización común de los mercados 
desde el lo . de julio de 1968, conforme al Re-
glamento No. 1009 de diciembre de 1967, mo-
dif icado por el No. 2485/69 de diciembre de 
1969. De acuerdo con esos reglamentos, la Comi-
sión de la C E E f i j a anualmente el precio indica-

1® El sistema arancelario británico contempla actual-
mente cuatro tratamientos diferentes: el aplicado a lo8 
países miembros de la Comunidad Británica; el de la 
Asociación Europea de Libre Intercambio; el de la zo-
na de libre comercio con Irlanda, y el tratamiento ge-
neral, aplicado a todos los demás países. 



tivo, (esto es, el precio que sirve de orientación 
a los productores), el precio de intervención (es-
to es, el precio garantizado a los productores) 
y el precio de umbral o de esclusa (esto es, el 
precio que se utiliza como base para f i j a r los 
recargos variables con el fin de igualar el pre-
cio de importación desde terceros países con el 
precio indicativo interno 

La regulación del mercado azucarero dentro 
de la CEE configura, así, un régimen altamente 
proteccionista, que no solamente garantiza el au-
toabastecimiento total, sino que además estimula 
la producción de excedentes, que son volcados al 
mercado internacional mediante la concesión de 
"restituciones" (subsidios) pagados por el Fon-
do de Orientación y Garantía Agrícola. 

El ingreso del Reino Unido a la C E E plantea, 
por lo tanto, cambios sustantivos en las condicio-
nes de abastecimientos de azúcar de aquel país. 
Dentro del período de transición que se acuerde, 
el Reino Unido deberá adoptar los reglamentos 
del mercado comunitario ampliado, esto es, sus-
tituir sus importaciones desde países de la Co-
munidad Británica por las de otros países de la 
Comunidad Económica Europea. Un primer efec-
to de esta sustitución gradual será, obviamente, 
el mayor costo de esas importaciones, dado el 
más alto nivel de los precios vigentes en el mer-
cado comunitario con respecto al abastecimiento 
proveniente desde terceros países. Como en la 
actualidad, por lo menos, los excedentes de pro-
ducción de la C E E son inferiores al volumen 
total de las importaciones del Reino Unido, cabe 
suponer que proseguirá la necesidad de importar 
azúcar desde terceros países, y que tales impor-
taciones estarán sujetas a los recargos variables 
establecidos por el reglamento comunitario sobre 
el azúcar. 

Para los países del Caribe exportadores de 
azúcar al Reino Unido la situación presenta va-
rias posibilidades. Una es que al 3 1 de diciembre 
de 1974 (cuando cesan las obligaciones con-
tractuales del Reino Unido en el Convenio Azu-
carero de la Comunidad Br i tánica) , pierdan to-
talmente las condiciones de acceso preferencial 
y sus exportaciones queden sujetas a los arreglos 
previstos durante el período de transición, al 
término del cual quedarán bajo los reglamentos 
de la política agrícola común. Otra posibilidad es 
que, dada la necesidad de mantener cierto vo-
lumen de importaciones desde terceros países, 
se establezca en favor del Reino Unido un ré-
gimen especial que cubra esas importaciones des-
de países en desarrollo miembros de la Comuni-

al Una descripción detallada de los reglamentos adop-
tados sobre los productos sujetos a la política agrícola 
común se encuentra en Las relaciones entre América 
Latina y la CEE (E/CN.12/L.4B/Add.l/A). 

dad Británica. Un arreglo de este tipo probable-
mente incluiría, además de los países del Caribe, 
otros de la misma área así como de Afr ica y 
Asia, y aunque significaría la reducción de las 
exportaciones amparadas por ese tratamiento es-
pecial, por lo menos no implicaría —como en la 
primera posibil idad— la pérdida total de las 
ventajas que actualmente tienen en forma de cuo-
tas de importación y precio garantizado más 
alto que el del mercado mundial. 

La negociación de un arreglo especial que cu-
bra las importaciones de azúcar del Reino Unido 
desde países en desarrollo miembros de la Co-
munidad Británica y que vendría a sustituir al 
actual Convenio Azucarero, parecería ser la so-
lución más viable para los problemas que pre-
senta el ingreso del Reino Unido a la CEE, es-
pecialmente tomando en consideración que ni el 
mantenimiento de aquel Convenio en su forma 
actual, ni la eliminación completa de los vínculos 
preferenciales del Reino Unido con ciertos países 
en desarrollo, constituyen soluciones que tengan 
mayores probabilidades de aceptación. Por lo 
demás, aunque en ningún momento se ha plan-
teado de manera explícita la naturaleza de los 
arreglos que se negociarían con los países en des-
arrollo vinculados al sistema preferencial bri-
tánico, ha existido siempre el entendimiento de 
que por lo menos algunos de esos países podrían 
optar por algún tipo de acuerdo de asociación 
con la C E E ampliada. Ahora bien, ya se trate de 
arreglos especiales sobre algunos productos o 
de un convenio de asociación, el hecho es que 
ello añadiría varios eslabones más a la ya ex-
tensa cadena de acuerdos discriminatorios que 
han caracterizado la política comercial de la 
C E E durante los últimos años. 

b) Bananos 

Como se indicó anteriormente, las importacio-
nes de bananos del Reino Unido provienen casi 
en su totalidad de países del área del Caribe 
pertenecientes a la Comunidad Británica. Aun-
que estas importaciones están exentas del gra-
vamen específico aplicable a las que provienen 
de países no miembros de dicha Comunidad, se 
señaló igualmente que no es este margen de pre-
ferencia con respecto a terceros países el factor 
determinante del origen de esas importaciones 
sino la existencia de restricciones cuantitativas 
que excluyen las importaciones de otras fuentes, 
salvo las correspondientes a una pequeña cuota 
global (4 000 toneladas anuales) autorizadas 
desde países pertenecientes al área dólar. 

El ingreso del Reino Unido a la C E E plantea, 
por lo tanto, problemas un tanto diferentes a los 
que se examinaron en el caso del azúcar. L o s ba-



nanos no son un producto cubierto por la políti-
ca agrícola común (pese a que uno de los países 
miembros de la C E E ha propuesto incluirlos en-
tre el los) , pero sus importaciones están sujetas 
a una tarifa común externa de 2 0 % ad valorem 
(la tar i fa más alta en el grupo de productos tro-
picales) , de la cual están exentas las importa-
ciones procedentes de los Estados Africanos y 
Malgache Asociados. Sin embargo, dentro de este 
régimen general para las importaciones de ba-
nanos en la CEE, algunos países miembros man-
tienen regulaciones que les permiten establecer 
preferencias en favor de determinados países 
proveedores. Así, mediante la administración de 
cuotas y la concesión de licencias, las importa-
ciones francesas provienen casi en su totalidad 
de Guadalupe y Martinica (provincias france-
sas de ultramar) y de algunos países de la zona 
del franco. Italia, por su parte, controla las im-
portaciones de bananos a través de un monopo-
lio estatal y concede tratamiento fiscal preferen-
cial a las procedentes de Somalia. Por último, la 
República Federal de Alemania tiene una cuota 
arancelaria libre que le ha permitido continuar 
realizando el grueso de sus importaciones desde 
países latinoamericanos. 

L a adopción de la tarifa común externa por 
parte del Reino Unido significaría, por lo tanto, 
mayor costo de las importaciones de bananos, a 
menos que —como en el caso de algunos de los 
actuales miembros de la C E E — se establezca 
algún arreglo especial que abarque total o par-
cialmente dichas importaciones. Esto, por su-
puesto, plantea algunos conflictos con los países 
afr icanos asociados (que gozan de libre acceso 
en la C E E ) , por una parte, y con los exportado-
res latinoamericanos (que participan en la cuota 
arancelaria libre de la República Federal de Ale-
m a n i a ) , por otra parte. Cualquier trato especial 
en favor de las importaciones del Reino Unido, 
además, aunque no significaría aumentar el gra-
do de discriminación contra el producto de ori-
gen latinoamericano (puesto que éste ya está 
prácticamente excluido del mercado del Reino 
Unido) , redundaría en ampliar el círculo de in-
tereses creados en favor del mantenimiento de la 
discriminación comercial entre países en des-
arrollo y postergar, por lo tanto, la solución que 
pueda darse al problema del acceso de los pro-
ductos tropicales en los mercados de los países 
desarrollados. 

c) Frutas cítricas 

A diferencia de los dos productos examinados 
anteriormente, las exportaciones de frutas cí-
tricas tienen menor importancia relativa en los 
ingresos de exportación de los países del Caribe, 
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aunque no por ello pueden desestimarse las ven-
tajas que tienen para ellos las condiciones de li-
bre acceso al mercado del Reino Unido. 

Desde el punto de vista de "terceros pa í ses " 
(esto es, países que no participan en arreglos 
ireferenciales) , el tratamiento arancelario para 
as frutas cítricas en el Reino Unido y en la C E E 

es relativamente restrictivo, con derechos ad va-
lorem que van del 3 al 18% en el Reino Unido 
y del 6 al 2 0 % en la CEE. Esos derechos tienen 
una variación estacional en las dos áreas. Pero 
mientras en el Reino Unido las importaciones 
desde los países del Caribe (y otros de la Co-
munidad Británica) disfrutan de exención total 
durante todo el año, la C E E ha negociado varios 
acuerdos preferenciales con otros países a los 
cuales ha concedido una reducción de la tarifa 
común externa aplicable a cada producto de este 
grupo, reducción que tiene también una varia-
ción estacional. Los primeros dos acuerdos pre-
ferenciales en los que se otorgan concesiones 
arancelarias sobre las frutas cítricas se negocia-
ron con Túnez y Marruecos, países a los cuales 
se concedió una rebaja del 8 0 % de la tarifa co-
mún externa. Más recientemente se negociaron 
acuerdos preferenciales con España e Israel, en 
los que la reducción de la tari fa externa sobre las 
frutas cítricas es del 6 0 % 

L a s discusiones realizadas en el GATT sobre 
la compatibilidad de los acuerdos con Túnez y 
Marruecos y el Acuerdo General (que se inicia-
ron a mediados de 1969) no han llegado a resul-
tados conclusivos. En cambio, la exención 
(waiver) solicitada por la C E E para otorgar tra-
tamiento preferencial a España e Israel fue re-
chazada por la mayoría de los miembros del 
GATT. L a C E E anunció su propósito de buscar 
un entendimiento con España e Israel a fin de 
completar los arreglos comerciales que le permi-
ten extender a los productores de frutas cítricas 
de la cuenca del Mediterráneo alguna forma de 
tratamiento preferencial. En las negociaciones 
para el ingreso del Reino Unido a la C E E po-
drán contemplarse, por lo tanto, las bases de un 
acuerdo de carácter más amplio que incluye a 
otros países en desarrollo exportadores de frutas 
cítricas. 

d) Otros productos 

El café en grano y el cacao son productos de 
pequeña significación en las exportaciones de los 
países del Caribe sobre los cuales el Reino Uni-
do efectuó algunas concesiones durante las Nego-
ciaciones Arancelarias Kennedy, confome se se-
ñaló en párrafos anteriores. Con anterioridad a 
esas concesiones, los países exportadores miem-
bros de la Comunidad Británica disfrutan de li-



lire acceso al mercado del Reino Unido, mientras 
que ios demás exportadores estaban sujetos a un 
gravamen específico aproximadamente equivalen-
te a 4 % ad valorem para el café y 3 % para el 
cacao. La reducción acordada sobre el café a un 
equivalente ad valorem de aproximadamente 2 % 
y la eliminación del gravamen sobre el cacao, 
configuran un tratamiento arancelario en el Rei-
no Unido más favorable que el existente en la 
CEE. En este último mercado, las importaciones 
de estos productos procedentes de los Estados 
Africanos y Malgache Asociados disfrutan de 
exención completa de gravámenes, pero las im-
portaciones desde otras fuentes están sujetas a 
la tarifa común externa de 9 .6% ad valorem. 
para el café y 5 .4% para el cacao.^^ 

El ingreso del Reino Unido a la CEE, por lo 
tanto, no solamente plantea la necesidad de con-
siderar la posición de los países del Caribe sino 
también la de los demás países en desarrollo 
(principalmente latinoamericanos) exportadores 
de café y cacao, que resultarían afectados por la 
aplicación de la tarifa común externa en el mer-
cado ampliado de la CEE. 

5. El problema de las preferencias especiales 
y las preferencias inversas 

El Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros 
y Comercio, que entró en vigencia en 1947, esti-
puló que la aplicación generalizada del trata-
miento de la nación más favorecida entre los 
países miembros no comprometía al Reino Uni-
do a eliminar el sistema arancelario preferencial 
vigente entre los países de la Comunidad Bri-
tánica. Desde entonces el área preferencial bri-
tánica no ha sido ampliada sino, por lo contrario, 
ha tendido a restringirse en algunos aspectos 
mediante la equiparación del tratamiento comer-
cial aplicado a diversos productos sin discrimi-
nar por el país de procedencia. 

Muy distinta ha sido la evolución registrada 
en la Comunidad Económica Europea que, desde 
su creación en 1958, ha negociado una extensa 
red de acuerdos comerciales preferenciales que 
actualmente abarca un total de 28 países. Algu-
nos de esos acuerdos preferenciales incluyen los 
elementos y requisitos necesarios para la forma-
ción de una unión aduanera o una zona de libre 
comercio entre los participantes y, consecuente-
mente, han sido aprobados por el GATT. En 
otros casos, más numerosos, se han presentado 
divergencias en el seno del G A T T sobre la com-

12 La nueva Convención firmada por la CEE y los 
Estados Africanos y Malgache Asociados estipuló una 
reducción de estos gravámenes al nivel de 7% para el 
café y 4% para el cacao, que entró en vigor el 1' de 
enero de 1971. 

oatibilidad de tales acuerdos con las normas re-
ativas a uniones aduaneras y zonas de libre co-

mercio y no se ha logrado adoptar una decisión 
al respecto, de manera que no han sido ni apro-
bados ni rechazados por el GATT. 

L a falta de una decisión que establezca clara-
mente la compatibilidad o incompatibilidad de 
algunos de esos acuerdos preferenciales con los 
principios del G A T T explica en buena medida 
el incumplimiento de la recomendación sobre 
eliminación gradual de las preferencias especia-
les incluida en el Anexo A . I I . l del Acta Final 
de la Primera U N C T A D . En efecto, no solamen-
te no se ha tomado ninguna iniciativa para ter-
minar, en un lapso prestablecido, con las prefe-
rencias especiales que se habían negociado hasta 
1964', sino que, por el contrario, el proceso de 
proliferación de esos acuerdos cobró nuevo im-
pulso, de manera que el número de países que 
tienen actualmente vínculos preferenciales con 
la C E E tiene dentro del mismo G A T T una re-
presentación tan importante como para eventual-
mente inclinar en su favor una decisión en esta 
materia. 

La ampliación de la C E E con el ingreso del 
Reino Unido y otros países europeos podría dar 
nueva y mayor significación al problema de las 
preferencias especiales. En primer lugar, habría 
una ampliación considerable del mercado prefe-
rencial para los países que ahora tienen condi-
ciones de libre acceso al actual territorio de la 
C E E ; en segundo lugar, cierto número de las 
naciones en desarrollo que tienen vínculos pre-
ferenciales con el Reino Unido podrían ser in-
corporadas a la C E E ampliada, reforzando así 
el grupo de países con intereses creados en el 
mantenimiento del trato discriminatorio contra 
otros países en desarrollo. 

En las condiciones presentes parecería que la 
solución al problema de la subsistencia de las 
preferencias especiales dependería de la actitud 
que asuman los Estados Unidos con respecto a 
los países en desarrollo que participan en esos 
arreglos. En la fase preliminar de las negociacio-
nes para el establecimiento del sistema de pre-
ferencias generales en favor de las exportaciones 
de manufacturas y semimanufacturas de los paí-
ses en desarrollo, los Estados Unidos estaban dis-
puestos a excluir del tratamiento preferencial a 
aquellos países en desarrollo que no aceptaran 
el compromiso de eliminar, dentro de un período 
de cinco años, los acuerdos preferenciales en que 
estuviesen participando. L a oposición con que 
tropezó este planteamiento indujo a aquel país 
a modificar parcialmente su actitud que qugdó 
expresada en los siguientes términos: 

"El representante de los Estados Unidos de América 
anunció que su país ya no insistía en la eliminación 
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total de las preferencias especiales en un plazo de cinco 
años para que los países que disfrutaban de ellas pu-
dieran tener derecho a recibir preferencias generaliza-
das de los Estados Unidos. Por consiguiente, su Go-
bierno había decidido permitir que los países que dis-
frutaban de preferencias especiales se incluyeran desde 
un principio como beneficiarios en el sistema de los 
Estados Unidos. Recalcó que esa decisión no afectaba 
a la posición de su país acerca de las preferencias in-
versas, posición que no se había alterado. Su Gobierno 
reconocía que la aplicación de los sistemas de prefe-
rencias generalizadas contribuiría apreciablemente a la 
eliminación de las preferencias especiales existentes, 
particularmente en el sector de las manufacturas, y ex-
presó la esperanza de que prosiguiesen los progresos en 
ese sector. 

No obstante, dijo que su país seguía oponiéndose a 
las preferencias especiales. Agregó que si el comercio 
basado en la concesión de preferencias especiales a 
ciertos productos incluidos en el sistema aimientaba 
y alcanzaba proporciones considerables, los Estados 
Unidos se verían obligados a declarar que su sistema 
no se aplicaría a los beneficiarios de esas preferencias 
especiales. Además, si otros países mantenían las pre-
ferencias especiales, los Estados Unidos se reservaban 
el derecho a otorgar preferencias especiales equipa-
rables".^® 

L a declaración transcrita, a la vez que define 
la posición de los Estados Unidos con respecto 
a las preferencias especiales, reaf irma también 
su oposición al mantenimiento de las preferencias 
inversas. En realidad, las concesiones arancela-
rias que hacen los países en desarrollo en favor 
de los países desarrollados con los cuales man-
tienen vínculos preferenciales no solamente en-
vuelven un elemento de reciprocidad contrario 
al principio establecido en el párra fo 8 del ar-
tículo X X X V I del GATT, sino que además cons-
tituyen un tratamiento discriminatorio en contra 
de todos los demás países que no participan en 
tales arreglos y, especialmente, en contra de las 
posibilidades de mayor expansión del comercio 
recíproco entre los mismos países en desarrollo. 

No son éstos, por supuesto, los únicos aspec-
tos negativos de las preferencias inversas ; se ha 
señalado también que tienden a preservar el 
mantenimiento de economías predominantemen-
te agrícolas, entorpeciendo el proceso de indus-
trialización de los países en desarrollo y que, 
contrariamente a lo que cabría esperar, las im-
portaciones hechas al amparo de esas preferen-
cias inversas generalmente han resultado más 
costosas que las importaciones de productos si-
milares desde otras fuentes.^^ 

En todo caso, lo que interesa destacar aquí 

13 Informe de la Comisión Especial de Preferencias 
sobre la segunda parte de su cuarto período de sesiones. 
Junta de Comercio y Desarrollo, TD/B/329/Add. 4, 
págs. 4-5. 

14 Ver sobre estos puntos, "América Latina y el se-
gundo período de^ sesiones de la UNCTAD", Boletín 
Económico de América Latina, vol XIII. No. 1, septiem-
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es que el problema de las preferencias inversas 
no pudo resolverse durante las negociaciones pa-
ra el establecimiento del sistema de preferencias 
generales, pero se llegó a un compromiso en vir-
tud del cual se adelantarán las consultas necesa-
rias a fin de encontrar las soluciones adecuadas 
antes de poner en vigencia aquellas preferencias. 
En las "Conclusiones de la Comisión Especial 
de Preferencias" se dice: 

"La Comisión Especial toma nota de que, de confor-
midad con la Resolución 21 (II) de la Conferencia, 
se está de acuerdo en cuanto al objetivo de que todos 
los países en desarrollo deberían en principio partici-
par desde el comienzo como beneficiarios. Toma nota 
igualmente de que el logro de este objetivo en relación 
con la cuestión de las preferencias inversas, que queda 
por resolver, exigirá nuevas consultas entre las partes 
directamente interesadas. Estas consultas deberían pro-
seguirse urgentemente con miras a encontrar soluciones 
antes de poner en práctica los esquemas. El Secretario 
General de la UNCTAD prestará su concurso a estas 
consultas con el acuerdo de los gobiernos interesados."!" 

L a realización de esas consultas podrá avanzar 
paralelamente con las negociaciones entre la 
C E E y el Reino Unido. Parece razonable pensar 
que estas negociaciones proveerán una excelente 
oportunidad para examinar todos los problemas 
relativos a las preferencias especiales, las prefe-
rencias inversas y, en general, a la liberalización 
de las condiciones de acceso a los mercados de 
los países desarrollados para los productos de los 
países en desarrollo. 

Por lo demás, la intensificada actividad que 
han desplegado en los dos últimos años los órga-
nos de la Junta de Comercio y Desarrollo (par-
ticularmente las Comisiones de Productos Bási-
cos y de Manufacturas) así como el Comité 
Agrícola y el Comité sobre Comercio de Pro-
ductos Industriales del GATT, permiten dispo-
ner de un conjunto de estudios e investigaciones 
que suministran una base adecuada para que 
los Gobiernos puedan adoptar, a nivel políti-
co, las decisiones necesarias para dar cumpli-
miento a los diferentes compromisos aceptados 
en la esfera del comercio internacional.^® 

bre de 1968, y "Economic Integration and preferencial 
trade: the Caribbean experience". The World Today, 
The Royal Institute of International Affairs, Londres, 
octubre, 1969. 

15 Informe de la Comisión Especial de Preferencias 
sobre la segunda parte de su cuarto período de sesiones, 
TD/B/329, págs. 5-6. 

Refiriéndose en particular al programa de traba-
jo adoptado por las Partes Contratantes del GATT en 
su 26' período de sesiones, el Director General de esa 
organización señalaba recientemente que los Gobiernos 
tienen ahora a su disposición estudios sobre las ca-
racterísticas de la protección arancelaria en los países 
industrializados, incluidos los problemas del proteccio-
nismo agrícola, así como propuestas sobre las cuestio-
nes relativas a las restricciones no arancelarias, todo lo 
cual facilitaría la adopción de decisiones para la reduc-



6. La expansión del comercio con otros países 
latinoamericanos 

Por razones, tanto políticas como económicas, 
los países del Caribe han mostrado interés, en 
los últimos años, por establecer vínculos o am-
pliar los existentes con otros países latinoame-
ricanos. L a s primeras manifestaciones en ese sen-
tido se advirtieron a comienzos del decenio pa-
sado cuando el Reino Unido emprendió las pri-
meras negociaciones para ingresar a la CEE . 
También por esa época dos de los países del Ca-
ribe obtenían su independencia y se hacía evi-
dente, por lo tanto, la necesidad de consolidar 
la base política que les permitiera participar acti-
va y solidariamente en las agrupaciones regiona-
les que defienden los intereses de los países en 
desarrollo, a la vez que explotar las posibilidades 
de nuevos contactos comerciales para contrarres-
tar el gradual deterioro de sus vínculos prefe-
renciales con el Reino Unido. 

Así, en los años recientes. Barbados, Jamaica 
y Trinidad-Tabago adquirieron el carácter de 
miembros de la Comisión Económica para Amé-
rica Latina ( C E P A L ) , la Organización de los 
Estados Americanos ( O E A ) y el Banco Inter-
americano de Desarrollo ( B I D ) , integrándose 
por lo tanto a todos los organismos de coopera-
ción económica regional. Dentro de la misma lí-
nea de acción, los citados países pasaron a ser 
miembros, junto con Guyana en calidad de ob-
servador, de la Comisión Especial de Coordina-
ción Latinoamericana ( C E C L A ) , organismo que 
en los últimos años ha servido para definir una 
posición común latinoamericana y promover una 
acción conjunta en relación con los problemas 
que afectan a los intereses de los países en des-
arrollo. 

Simultáneamente, la acción de los países del 
Caribe se orientó a elaborar y fortalecer los me-
canismos de cooperación dentro de la subregión 
mediante la creación de la Asociación de Libre 
Comercio del Caribe, el Mercado Común del Ca-
ribe Oriental y el Banco de Desarrollo del Caribe. 

El movimiento hacia un mayor grado de co-
operación económica entre los países del Caribe 
y los latinoamericanos, hasta ahora, se ha mani-
festado principalmente en la participación de los 
primeros en las organizaciones de carácter re-
gional y en algunas acciones conjuntas dentro de 
determinados organismos de las Naciones Uni-
das, especialmente la U N C T A D . Sin embargo, 

ción de las barreras comerciales en favor de los países 
en desarrollo. Véase "Trade of the developing countries: 
Opportunity and response", discurso pronunciado por 
el Sr. Olivier Long, Director General del GATT, en el 
Indian Institute of Foreign Trade, Nueva Delhi, 12 de 
noviembre de 1970. Comunicado de Prensa GATT/1970. 

han sido escasas o inexistentes las iniciativas pa-
ra elaborar fórmulas prácticas de cooperación 
comercial, excepto el envío de misiones comer-
ciales al Caribe por parte de algunos Estados la-
tinoamericanos. Hay que reconocer, indudable-
mente, que la expansión del intercambio comer-
cial recíproco entre esos dos grupos tropieza 
con dificultades de cierta envergadura. Incluso 
en los años más recientes, las exportaciones de 
los países del Caribe a otros latinoamericanos 
apenas representaron el 1 .3% del valor total de 
las mismas en el período 1966-1968. Si bien las 
importaciones desde otros países latinoamerica-
nos muestran una participación más importante 
(21 .5% en el período indicado) , ello se debe 
principalmente a las elevadas importaciones de 
petróleo crudo que realiza Trinidad-Tabago des-
de Venezuela y Colombia para ser refinado y 
rexportado a otros mercados de países desarro-
llados. 

Del lado de las exportaciones, la escasa signi-
ficación de las destinadas a otros países latino-
americanos refleja en gran medida el carácter 
competitivo de los productos que constituyen el 
grueso de esas exportaciones (azúcar, bananos, 
frutas cítricas, café, etc.) , productos que son 
también exportados por los demás países latino-
americanos o en los cuales existen condiciones 
más o menos adecuadas de autoabastecimiento. 
Aun en aquellos casos excepcionales de países 
latinoamericanos que importan algunos de esos 
productos, los exportadores del Caribe tienen en 
el Reino Unido y el Canadá mercados más atrac-
tivos ya sea por las ventajas arancelarias o por 
la existencia de vínculos comerciales tradicio-
nales heredados de su reciente pasado colonial. 
Aunque es verdad que la preeminencia del Reino 
Unido como mercado para los productos de los 
países del Caribe ha declinado en los años re-
cientes, ello se debe en gran parte al surgimiento 
de exportaciones nuevas, como la bauxita y la 
alúmina, controladas por inversionistas privados 
extranjeros (principalmente estadounidenses) y 
a la apertura del mercado de los Estados Uni-
dos para determinadas cuotas de azúcar. 

En lo referente a las importaciones, si se ex-
cluyen las compras de petróleo crudo a Vene-
zuela y Colombia, son de escaso volumen. Como 
es obvio, el margen arancelario preferencia! re-
lativamente amplio que los países del Caribe 
conceden a las importaciones procedentes del 
Reino Unido y otros países de la Comunidad se 
convierte en obstáculo casi insuperable para las 
importaciones de productos de origen latino-
americano. 

Como ya se indicó, las modificaciones de gra-
vámenes arancelarios hechas por los países del 
Caribe después de su independencia han mante-
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nido el margen absoluto o el margen relativo de 
preferencia en favor de las naciones de la Co-
munidad Británica, de manera que no se ha in-
tentado realmente reducir o atenuar la discri-
minación comercial en contra de las importa-
ciones provenientes de Latinoamérica. S i a esa 
política discriminatoria se agregan los mayores 
niveles de eficiencia y productividad que tienen 
los países desarrollados, se comprende fácilmen-
te la naturaleza de los obstáculos que tendrían 
que superar las naciones latinoamericanas para 
tener acceso al área del Caribe. 

El carácter competitivo de la mayor parte de 
la producción para exportación y la extensión 
de los vínculos preferenciales con los países de 
la Comunidad Británica (principalmente el Rei-
no Unido) no son, sin embargo, los únicos obs-
táculos en el camino a una expansión del inter-
cambio comercial recíproco entre los países del 
Caribe y los latinoamericanos. Inciden también, 
con mayor o menor fuerza, el desconocimiento 
de los mercados, el escaso desarrollo de los me-
dios de comunicación y transporte, las limitadas 
facilidades de crédito y de servicios bancarios e 
incluso, en algunos casos, la existencia de pro-
blemas fronterizos o disputas territoriales.^^ 

Muchos de estos problemas podrían resolverse 
a través de negociaciones bilaterales o multila-
terales, precedidas por una etapa de investiga-
ción y estudios para identificar claramente la 
naturaleza de los obstáculos existentes y las po-
sibles fórmulas para vencerlos. Las negociaciones 
comerciales entre países en desarrollo iniciadas 
últimamente en el seno del G A T T y en las que 
participan 33 países (entre ellos 9 latinoameri-
canos además de Jamaica y Tr inidad-Tabago) , 
proporcionan también un marco multilateral en 
el que cabría esperar avances más sustantivos 
de los que se han logrado hasta ahora. Sin em-
bargo, ninguno de los dos países del Caribe par-
ticipantes en esas negociaciones ha llegado a pre-
sentar listas de productos sobre los cuales esta-
ría dispuesto a negociar. 

7. Orientación general de la política comercial 

Si se quisiera resumir, a grandes rasgos, la orien-
tación general de la política comercial de los 
países del Caribe en los años recientes, cabría 
señalar : 

— E l mantenimiento de los vínculos preferen-
ciales existentes con el Reino Unido, particular-
mente en el sector de los productos agrícolas de 
exportación, tanto por la importancia que estos 

Sobre estos aspectos puede consultarse también 
"The relevance of Latin America to the foreign policy 
of Commonwealth Caribbean States", en Journal oj 
Inter American Studies, vol XI, N ' 2, abril 1969. 
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productos tienen en sus exportaciones totales 
como porque esas actividades proveen la mayor 
ocupación de mano de obra ; 

— L a diversificación de sus mercados exterio-
res, a fin de atenuar los resultados del ingreso 
del Reino Unido a la C E E y eventuales modifi-
caciones a los arreglos preferenciales existentes; 

—Medidas orientadas a lograr la gradual sus-
titución de importaciones de ciertos abasteci-
mientos básicos por producción interna y a es-
timular la manufactura local de algunos bienes 
con fines de abastecimiento interno y para el 
mercado exterior; 

—Régimen liberal de incentivos a las inver-
siones extranjeras tanto en el sector primario 
como en la industria manufacturera y el turis-
rao, y 

—Política de cooperación económica e inte-
gración regional, principalmente a través de la 
Asociación de Libre Comercio del Caribe. 

L a naturaleza de los arreglos preferenciales 
que regulan el acceso al mercado del Reino Uni-
do para algunos productos básicos en las expor-
taciones de los países del Caribe han sido exa-
minados con anterioridad y se han señalado tam-
bién algunos problemas que plantea el eventual 
ingreso del Reino Unido a la CEE. El mante-
nimiento de esos vínculos ha sido una preocupa-
ción central de los Gobiernos de los países del 
Caribe, en particular por las repercusiones que 
pueda tener sobre sus exportaciones la adopción 
de la política agrícola común, por una parte, y 
por otra, la competencia de otros abastecedores 
(como los países africanos asociados) , que ten-
drían acceso libre al mercado del Reino Unido. 
En el estado actual de las negociaciones, sin em-
bargo, no puede anticiparse aún cuáles serán las 
modificaciones que se introducirán en el sistema 
preferencial de la Comunidad Británica ni qué 
tipo de compensaciones recibirán ios países del 
Caribe en el mercado de la C E E ampliada. 

Por lo demás, las preocupaciones por el fu-
turo de su posición en el mercado del Reino 
Unido y las exigencias de su propio desarrollo 
económico, han llevado a los países del Caribe 
a considerar con prioridad las medidas que con-
tribuyan al mayor grado de diversificación de 
sus exportaciones y de los mercados para las mis-
mas. Con esos fines se han utilizado principal-
mente dos instrumentos: en primer lugar, la ela-
boración de listas de productos cuya importación 
queda totalmente prohibida o sujeta a licencias 
individuales, que son concedidas conforme a las 
necesidades del abastecimiento interno. En se-
gundo lugar, se ha mantenido un régimen libe-
ral de fomento de las inversiones extranjeras me-
díante la exención de derechos aduaneros y car-
gas tributarias por períodos relativamente am-



pilos y garantías de repatriación de los capitales 
extranjeros y sus beneficios. Recientemente, sin 
embargo, la política con respecto a las inversio-
nes extranjeras registró un cambio de gran signi-
ficación, cuando el Gobierno de Guyana adoptó 
medidas tendientes a obtener mayor participación 
en la explotación de los minerales de bauxita, 
mediante el control del 51% de las inversiones 
extranjeras en este sector. 

a) Regímenes de incentivos a las inversiones 
extranjeras 

La legislación sobre incentivos a las inversiones 
extranjeras ha sido el instrumento de uso más 
generalizado en los países del Caribe para pro-
mover la diversificación y el crecimiento de sus 
economías. Las diferencias existentes en las mo-
dalidades y amplitud de las concesiones ofrecidas 
han planteado la necesidad de alcanzar cierta 
uniformidad como uno de los requisitos de avan-
ce en el proceso de integración económica re-
gional. Las principales concesiones ofrecidas son 
las siguientes: 

i ) Impuesto sobre la renta. En Barbados, una 
empresa que obtenga la aprobación del gobierno 
puede optar por una de estas dos alternativas. 
La exención del impuesto a la renta por un pe-
riodo de diez años desde la fecha en que inicia su 
producción, o bien la exención completa durante 
los siete primeros años, dos tercios de exención 
durante el octavo año y un tercio durante el no-
veno año, a partir de la fecha elegida por la em-
presa dentro de los tres primeros años de inicia-
ción de su producción. En Guyana la exención se 
extiende por un período de cinco años a partir 
de la fecha de aprobación, pero puede prorro-
garse por otros cinco años; las exenciones, sin 
embargo, no se otorgan a las explotaciones de 
oro o de diamantes. En Jamaica la exención com-
pleta puede extenderse por un período de siete 
años, o bien, como segunda opción, por un pe-
ríodo de cuatro años a partir de la fecha elegida 
por la empresa dentro de los años siguientes a 
la iniciación de su producción. Cuando se trata 
de un producto nuevo, la exención puede exten-
derse por un período de diez años y a quince 
años si se trata de empresas localizadas en áreas 
específicamente designadas o cuya producción 
está destinada a la exportación. En Trinidad-Ta-
bago las actividades manufactureras reconocidas 
como "industrias pioneras" reciben la exen-
ción por un período inicial de cinco años, que 
puede ser prorrogado hasta por otros cinco años, 
cuando las circunstancias lo justifiquen. Sin em-
bargo, en el caso de las industrias del cemento, 
fertilizantes y productos petroquímicos, las con-

cesiones se han extendido desde el comienzo por 
un lapso de diez años. 

ii) Dividendos. En general todos los países 
eximen del impuesto a la renta los dividendos 
distribuidos a los accionistas durante el período 
de exención otorgado a la empresa, con algunas 
regulaciones sobre la fecha de distribución. 

Además de las exenciones anteriores, en todos 
los países existe un régimen relativamente com-
plejo sobre los intereses pagados por las empre-
sas y la depreciación de los activos, que comple-
mentan los incentivos antes descritos. 

iii) Derechos arancelarios. La exención de 
derechos arancelarios sobre la importación se 
extiende en Barbados a toda la maquinaria, equi-
po y materiales de construcción necesarios para 
la instalación de la industria autorizada, inclui-
dos los elementos para reparación y reposición 
de los equipos, por un período de diez años a 
partir de la fecha de autorización. Para las em-
presas dedicadas exclusivamente a la exporta-
ción, la exención de gravámenes arancelarios se 
concede sin limitación de tiempo o de disponibi-
lidad de sustitutos locales. En Guyana la libera-
ción se concede a la maquinaria y equipo direc-
tamente relacionados con el establecimiento y 
operación de la empresa, pero no a la reposición 
o renovación del equipo. La exención se concede 
previa solicitud de la empresa autorizada por un 
período que no exceda de diez años para las 
empresas mineras y de cinco años para las demás 
industrias. En Jamaica la exención alcanza al 
50% en unos casos y al 100% en otros, con res-
pecto a todos los elementos necesarios para la 
construcción, modificación, reconstrucción o ex-
pansión de la industria, pero no a los elementos 
pava reparación o remplazo. Sin embargo, no se 
concede la liberación a la importación de los ma-
teriales disponibles localmente si reúnen las con-
diciones de oferta suficiente y precios y calida-
des comparables con los extranjeros. La exen-
ción total ( 1 0 0 % ) se extiende por siete años a 
las empresas que optaron por el período de siete 
años para la exención del impuesto a la renta 
(véase el punto i anterior), o por seis años a las 
empresas que optaron por la segunda alterna-
tiva. Para las industrias de productos nuevos y 
las dedicadas a la exportación, la exención se 
extiende por un período de diez a quince años 
e incluye los elementos necesarios para repara-
ción y reposición. En Trinidad-Tabago la libe-
ración se extiende por un período de cinco años, 
y puede ser prorrogada hasta por otros cinco 
años en casos justificados, para todo el equipo 
relacionado con la construcción, modificación o 
expansión de la industria, pero no a los elemen-
tos para reparación. 
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iv) Materias primas. Barbados concede la exen-
ción de derechos arancelarios a las materias pri-
mas y materiales semiprocesados para las indus-
trias dedicadas exclusivamente a la exportación, 
aunque condicionada a la disponibilidad local de 
sustitutos adecuados en cantidad suficiente. En 
Guyana la legislación de incentivos a la indus-
tria no prevé exenciones en favor de las materias 
primas, pero la Ley de Aduanas autoriza al go-
bierno para conceder esa exención en casos es-
pecíficamente determinados. En Jamaica esta 
exención se concede únicamente a las industrias 
para la exportación. En Trinidad-Tabago, al 
igual que en Guyana, la legislación de incentivos 
a la industria no establece la exención sobre las 
importaciones de materias primas, pero la legis-
lación aduanera la concede para algunas indus-
trias específicas. 

Esta breve descripción de las concesiones ofre-
cidas a las inversiones extranjeras sirve para 
ilustrar el alcance de los diversos incentivos con 
que los países del Caribe han tratado de estimu-
lar la afluencia de capitales extranjeros a sus te-
rritorios y para señalar las diferencias más im-
portantes existentes en las legislaciones respec-
tivas. Sin embargo, en 1969 se iniciaron los 
estudios tendientes a lograr cierto grado de ar-
monización y actualmente se encuentran bien 
adelantadas las negociaciones que podrían con-
ducir al establecimiento de un régimen uniforme 
en materia de exenciones sobre impuesto a la 
renta y gravámenes sobre la importación, que 
constituirán las primeras dos etapas de ese pro-
ceso. 

b ) Regulaciones sobre la exportación 

En general la mayor parte de los productos 
de exportación no requieren licencia previa, aun-
que Jamaica y Trinidad-Tabago la exigen para 
una lista reducida de productos (principalmente 
agr ícolas) . El requisito de vender al Banco Cen-
tral las divisas provenientes de la exportación 
se aplica a aquellas destinadas a países fuera 
del área esterlina. En Jamaica y Trinidad-Tabago, 
además, algunos exportadores pueden ser auto-
rizados para retener, en una cuenta especial, 
parte de sus ingresos de exportación a fin de fa-
cilitar los pagos al exterior necesarios para la 
conducción de sus operaciones; esta autorización 
se extiende principalmente a las compañías pe-
troleras en Trinidad-Tabago. Todos los países tie-
nen prohibidas las exportaciones a Rodesia y 
Sudáfr ica . J amaica extendió esta prohibición 
a los países socialistas de Europa oriental, Viet-
Nam del Norte y Cuba, en agosto de 1968. 
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c ) Regulaciones sobre la importación 

L a s importaciones están sujetas a múltiples re-
glamentos que frecuentemente son modificados. 
Todos los productos no incluidos en una lista 
negativa pueden ser importados ba jo el sistema 
de licencia general abierta. L a lista negativa in-
cluye un número variable de productos en los 
distintos países y se ha elaborado en el curso de 
los años a medida que se establecían nuevas in-
dustrias al amparo de las leyes de promoción 
industrial e incentivos a las inversiones extran-
jeras. En la actualidad incluye, entre los produc-
tos más importantes, café, azúcar, ciertos vege-
tales, carnes, cereales, copra, grasas y aceites ve-
getales y animales, productos del petróleo, ma-
teriales de construcción, ciertos productos quí-
micos, radiorreceptores y otros aparatos eléctricos 
domésticos. La concesión de licencias para las 
importaciones de productos colocados en la lista 
oiegativa está sujeta a las condiciones corrientes 
del mercado interno. Para las importaciones pro-
cedentes de los países socialistas de Europa orien-
tal y China (continental) se necesita licencia 
previa en Guyana y Jamaica . Todos los países 
del Caribe prohiben además las importaciones 
desde Rodesia y Sudáfr ica . 

8. Políticas de promoción de las exportaciones 

L a elaboración y formulación de una política y 
un programa de promoción de las exportaciones 
se encuentra en etapa muy incipiente en todos 
los países del Caribe. En general, las principales 
medidas en este campo se circunscriben a los in-
centivos fiscales y arancelarios establecidos en 
las leyes de fomento industrial y de inversiones 
extranjeras, a los que ya se hizo referencia. 

Sin embargo, en algunos países de la región 
se han tomado ya algunas decisiones para dar 
mayor coherencia y eficacia a la política de pro-
moción de exportaciones. Así, en Trinidad-Ta-
bago fue creada una División de Promoción de 
Exportaciones dentro del Ministerio de Indus-
tria y Comercio, que funciona en estrecha co-
ordinación con la Oficina de Normas fStandards 
Bureau) y el Centro de Investigaciones Indus-
triales (localizado en la Universidad de las In-
dias Occidentales), y que tiene a su cargo 
formular las bases para la orientación de la polí-
tica de promoción de exportaciones. Simultánea-
mente, el gobierno está alentando la constitución 
de cooperativas en el sector de las industrias ar-
tesanales y el establecimiento de una compañía 
de exportación, con el fin de ayudar a la peque-
ña industria manufacturera local en la coloca-
ción de sus productos en los mercados externos. 
En los restantes países se están considerando 



diversas iniciativas tendientes a crear los meca-
nismos institucionales adecuados para promover 
las exportaciones de manufacturas, a fin de com-
plementar los incentivos ofrecidos en las diversas 
leyes sobre fomento industrial e inversiones ex-
tranjeras. 

9. La cooperación económica y la integración 
regional 

El Acuerdo que creó la Asociación de Libre Co-
mercio del Caribe (CARI FT A ) entró en vigor el 
10. de mayo de 1968 y en él participan, además 
de los cuatro países del Caribe, otros territorios 
de la región (Antigua, Dominica, Granada, San 
Cristóbal-Nieves-Anguila, Santa Lucía, San Vi-
cente y Monserrat) . Se han completado las ne-
gociaciones para la incorporación de Honduras 
Británica (Belice) a esta Zona de Libre Comer-
cio, y a requerimiento del Gobierno de la Repú-
blica Dominicana, se están preparando los es-
tudios encaminados a examinar las posibilidades 
de que ese país pueda incorporarse. 

Conforme a los compromisos establecidos en 
el Acuerdo, el período de transición para los 
cuatro países mayores (Barbados, Guyana, Ja-
maica y Trinidad-Tabago) es de 5 años, duran-
te los cuales tendrán que hacer reducciones anua-
les del 20 de los aranceles aduaneros existentes 
al momento de entrar en vigencia el Acuerdo. 
Para los demás territorios, el período de transi-
ción es de 10 años, pero deberán hacer reduc-
ciones que rebajen los aranceles en 5 0 % al lo . 
de mayo de 1973 y alcanzar la eliminación total 
el lo . de mayo de 1978. Al l o . de mayo de 1970, 
los cuatro países mayores habían efectuado ya los 
primeros dos tramos de la reducción. 

El cumplimiento del Acuerdo de Zona de Libre 
Comercio parece estar avanzando conforme a las 

metas previamente establecidas. El comercio in-
trarregional en los primeros dos años de vigen-
cia logró aumentos de cierta significación y, co-
mo se señaló anteriormente, se están haciendo 
progresos para armonizar los incentivos fiscales 
establecidos en la legislación de los diferentes 
países y territorios. En este proceso se ha llega-
do a un acuerdo conforme el cual un país puede 
aplicar una legislación más restrictiva, si lo de-
sea, pero no una más liberal que la prevista en 
el convenio sobre armonización, aunque se ha-
rán excepciones con respecto a algunos territo-
rios menos desarrollados. 

Paralelamente con el Acuerdo de Zona de Li-
bre Comercio, se estableció el Mercado Común 
del Caribe Oriental, del que forman parte única-
mente los territorios (es decir, excluidos Barba-
dos, Guyana, Jamaica y Tr inidad-Tabago) . Los 
territorios miembros del Mercado Común han 
completado las negociaciones para la adopción 
de una tarifa común externa y la unificación de 
sus políticas de comercio exterior. 

En el campo financiero y de promoción del 
desarrollo, el proceso de integración regional de 
los países del Caribe está complementado por el 
establecimiento del Banco de Desarrollo del Ca-
ribe, que inició operaciones a mediados de 1970. 
En esta institución participan, además de los 
países miembros de la C A R I F T A , el Canadá, y 
el Reino Unido, y recientemente se aprobó la in-
corporación de Colombia. 

L a creación de este Banco constituye uno de 
los pasos más positivos para promover el des-
arrollo de los países del Caribe y refuerza consi-
derablemente la cooperación financiera que ya 
recibían de parte del Banco Interamericano de 
Desarrollo, Barbados, J amaica y Trinidad-Taba-
go, que se habían incorporado anteriormente a 
esa institución. 
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A C T I V I D A D E S DE LA CEPAL EN EL A P R O V E C H A M I E N T O DE LOS RECURSOS 
H I D R Á U L I C O S EN A M É R I C A L A T I N A 

1. Introducción 

L a Comisión Económica para América Latina 
aprobó en 1955 la resolución 99 (VI en la 
que recomendaba a su secretaría hacer un exa-
men preliminar de la situación de los recursos 
hidráulicos en la región y su aprovechamiento 
actual y futuro, recabando para ello la coopera-
ción de las dependencias pertinentes de los orga-
nismos de las IN'aciones Unidas y de otras insti-
tuciones interesadas. 

Se encomendó esa tarea al Programa de Re-
cursos Naturales y Energía de la Comisión. Per-
sonal de ese Programa integró el Grupo de Re-
cursos Hidráulicos con expertos proporcionados, 
desde la iniciación de sus labores en 1957, por 
la Dirección de Operaciones de Asistencia Téc-
nica de las Naciones Unidas (actualmente Ofici-
na de Cooperación Técnica) y por la Organiza-
ción Meteorológica Mundial ( O M M ) . Desde 1965 
se cuenta además, para estos estudios, con un ex-
perto de la Organización Mundial de la Salud 
( O M S / O P S ) . 

Los principales campos de acción han sido: 
« ) estudios generales por países (a grandes re-
giones) en los que se analiza el papel que des-
empeña el agua en el desarrollo económico y so-
cia l ; b) asistencia técnica prestada a solicitud 
de los gobiernos; c ) colaboración con equipos 
asesores de planificación económica y social ; 
d) participación en simposios, conferencias, se-
minarios, etc., y e) investigaciones y estudios 
que interesan a todos los países de América La-
tina o a conjuntos de ellos. 

En su décimo período de sesiones, en mayo de 
1963, la Comisión presentó un documento^ en 
el que se daba cuenta de la labor cumplida por el 
grupo conjunto, se hacían apreciaciones sobre 
los principales problemas que plantea el apro-
vechamiento del agua en la región y se ofrecían 
sugerencias para resolverlos. Desde entonces se 
han cumplido nuevas misiones y se han termi-

1 Otras resoluciones pertinentes son: Aprovecha-
miento dé ríos y lagos (resolución 131 (VII ) ) ; Plani-
ficación del aprovechamiento hidroeléctrico (resolu-
ción 164 (VIII)) ; Recursos hidráulicos (resoluciones 
166 (VIH) j 204 ( IX) ) . 

2 Véase "Los recursos hidráulicos de América La-
tina. Reseña y evaluación de la labor realizada por la 
CEPAL", E/CN.12/650, mayo de 1963. 
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nado nuevos estudios, que abarcan la mayor par-
te de los países y de las situaciones representa-
tivas del tema. 

Ahora se ha estimado oportuno hacer una 
nueva evaluación de las labores y un estudio re-
trospectivo de los progresos que ha experimen-
tado el sector en el último decenio con miras a 
orientar la acción futura. Este es el objetivo del 
presente documento, que mantiene aún vigentes 
los conceptos del anterior.® 

Se observará que aunque se registran avances 
paulatinos en casi todos los frentes y se tiene 
mayor conciencia de la trascendencia de los pro-
blemas más críticos, subsiste gran parte de las 
deficiencias del sistema institucional que se no-
taban hace ocho años, y no se han logrado supe-
rar las etapas iniciales en la planificación del 
uso del agua. Sin embargo, muchos países reco-
nocen la necesidad de revisar los criterios con 
que abordan el tema y con el ánimo de contri-
buir a esa tarea se ofrecen estas páginas. 

En el anexo se resumen las principales misio-
nes que se han cumplido desde la presentación 
del citado informe al décimo período de sesiones 
de la Comisión, de modo que, en conjunto, ambos 
ofrecen el panorama de la región, en la forma 
como lo fueron viendo los grupos de trabajo. 

2. La planificación del uso del agua 

Durante muchos años la técnica para aprovechar 
el agua en casi todos los países del mundo (y so-
bre todo en los menos desarrollados) , se ha con-
centrado principalmente en la ingeniería de las 
obras y sólo recientemente se observa mayor 
preocupación por la planificación global del sec-
tor. Esta tendencia es fruto de la agudización 
de los problemas que plantea la escasez o el ex-
ceso de agua y de la voluntad y posibilidad de 
resolverlos con los mayores recursos de capital 
y de técnica disponibles. 

América Latina no se ha sustraído a esta ten-
dencia y sus técnicos van jjasando de la visión 
restringida del proyecto individual —represas. 

3 La primera versión de este documento se presentó 
a la Conferencia Técnica sobre el Papel de los Servi-
cios Meteorológicos en el Desarrollo de América Latina, 
organizada por la OMM con la colaboración de la 
CEPAL (Santiago de Chile, diciembre de 1970). 



centrales hidroeléctricas, canales, sistemas de 
agua potable, etc., (en lo que generalmente han 
dado muestras de gran capac idad)— a la consi-
deración del recurso en general, sus posibilida-
des, limitaciones, y, sobre todo, su relación di-
recta con el desarrollo económico y social. 

Ello exige, en primer lugar, el conocimiento 
adecuado de la riqueza de los países en esta ma-
teria. Es obvia la importancia de conocer el ciclo 
hidrometeorológico, sus características y los va-
lores relativos de las fases que lo componen. Con 
ser el agua absolutamente indispensable, rara 
vez hasta ahora se ha justificado transportarla a 
grandes distancias. Su uso está condicionado, en 
forma bastante rígida, a su distribución geográ-
fica, dentro de radios que sólo en circunstancias 
especiales pasan de decenas de kilómetros. Al 
tornarse relativamente escasa, como está suce-
diendo en muchas de las regiones más pobladas 
de América Latina, pasa a desempeñar un papel 
cada vez más importante en el proceso de plani-
ficación. Por otro lado, la verdadera evaluación 
de este recurso —como de otros similares— no 
puede hacerse sino en este marco del desarrollo 
económico y social tratando de definir clara-
mente los objetivos nacionales y regionales que 
debe cumplir. 

En general, los países tienen mayores recursos 
de agua de lo que suponen y suelen contar con 
más información de la que aparentan. Hay in-
formaciones no aprovechadas por falta de proce-
samiento y análisis. Se estima que con una le-
gislación apropiada, sumada a un ordenamiento 
y debida coordinación entre los organismos que 
se ocupan del agua, podría mejorarse mucho el 
grado y volumen de su aprovechamiento. 

3. Labor del Grupo de Recursos Hidráulicos 

El objetivo que ha orientado la labor de este 
Grupo ha sido afianzar en los medios técnicos y 
económicos de la región la idea de que el agua 
debe aprovecharse de manera oportuna y racio-
nal para dar mayor bienestar a a población. 

Con ese fin se siguieron varias modalidades: 
desde el envío de un experto en misión con fines 
exploratorios o de asistencia técnica en un campo 
o problema específico, hasta la realización de es-
tudios amplios destinados a evaluar diversos as-
pectos importantes del tema. El Grupo se ha for-
mado alrededor de un núcleo compuesto por un 
economista-coordinador, un experto en uso múlti-
ple del agua y un hidrometeorólogo. Además, 
siempre se ha procurado contar con los servicios 
de expertos en asuntos legales y administrati-
vos del agua, agua potable, riego y electricidad. 

El Grupo ha formado equipos de trabajo con-
juntamente con los técnicos nacionales, coordi-
nando con ellos sus labores, en procura princi-

palmente de que las investigaciones e inquietu-
des de planificación así iniciadas continúen y se 
profundicen en el futuro, comprometiendo los 
estudios y decisiones de los organismos de pla-
nificación general de más alto nivel. 

Los estudios por países (o regiones) intentan 
analizar el pape del agua en el desarrollo econó-
mico y social, examinando —en lo posible por 
cuencas hidrográf icas— las disponibilidades del 
recurso frente a la demanda actual y futura (pro-
yecciones a diez o quince años) . El aprovecha-
miento del agua se aborda por usos separados 
(abastecimiento doméstico e industrial, riego, 
hidroelectricidad, etc.) , y por zonas geográf icas 
(análisis de las necesidades de agua para los 
distintos usos en relación con su disponibil idad). 
Se considera la estructura legal e institucional 
que condiciona las actividades de cada servicio 
y su coordinación. Se estiman las inversiones ne-
cesarias en obras hidráulicas derivadas de la ma-
yor demanda de agua. Al estudiar la utilización 
del agua con fines múltiples, se examina en for-
ma conjunta el uso combinado en varias funcio-
nes. Todos estos antecedentes sugieren los linea-
mientos de política que más convienen a cada 
país, y las recomendaciones finales atañen a las 
medidas que convendría adoptar para facilitar 
su formulación. 

El Grupo ha realizado estudios generales de 
esa naturaleza en los siguientes países y regio-
nes: Chile, Patagonia Norte (Argentina) , Ecua-
dor, Venezuela, Bolivia, Colombia, Argentina, 
Perú, Uruguay, Paraguay, Distrito Federal del 
Brasil, Cuenca del río Paraíba do Sul (Bras i l ) , 
e Istmo Centroamericano (Guatemala, Honduras, 
El Salvador, Nicaragua, Costa Rica y P a n a m á ) . 

En cada país la profundidad de los estudios e 
investigaciones ha sido diferente según las in-
formaciones y antecedentes disponibles. 

L a s solicitudes de asistencia técnica de los go-
biernos atendidas por el Grupo no se detallan por 
su elevado número (aproximadamente 100 misio-
nes-experto) y su gran variedad. La asistencia 
se orienta básicamente hacia los aspectos econó-
micos y sociales de los planes y proyectos sobre 
los cuales se pide asesoramiento. Las misiones 
suelen durar unas pocas semanas y muchas veces 
suponen la presencia simultánea de dos o más 
expertos. En ellas se procura esclarecer aspectos 
como la función que desempeñará el proyecto 
o plan de la economía del país y en la región 
de que se trate; proyectos optativos para lograr 
los mismos f ines ; interferencia o complementa-
ción del proyecto para el uso del agua con otros 
objetivos; relaciones de beneficio-costo, rentabi-
lidad interna, etc., del proyecto; magnitud de la 
inversión requerida en relación con otras necesi-
dades nacionales; su influencia sobre la ocupa-
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L a experiencia del Grupo de Recursos Hidráu-

licos, reconociendo la eficacia de un buen pro-
yecto de riego para aumentar la productividad 
y producir efectos indirectos de desarrollo, acon-
seja mayor rigor en la planificación económico-
social de esos proyectos, tanto para evitar los 
muchos f racasos relativos que se registran en la 
región (proyectos no terminados, no totalmente 
utilizados, que han producido efectos adversos 
de salinización y anegamientos de suelos, que se 
han constitudo en enclaves económicos, etc.) co-
mo para asegurarse que son la solución de menor 
costo frente a otras soluciones para cumplir los 
objetivos de producción, empleo, etc., que los han 
orientado. 

d ) Potencial hidroeléctrico 

L a demanda de electricidad ha venido cre-
ciendo a razón de 8 % al año (igual que el pro-
medio mundia l ) , lo que ha servido de estímulo 
para desarrollar los servicios, que registran en 
general un progresivo nivel de eficiencia. L a s 
fuertes adiciones de capacidad instalada que se 
hacen necesarias cada año están exigiendo pro-
yectos que ya justifican recurrir a las mayores 
concentraciones de potencial hidroeléctrico. Han 
mejorado, asi, el inventario de estos potenciales 
y la planificación de líneas de interconexión da-
do que muchos de los lugares más interesantes 
están relativamente lejos de los centros de consu-
mo. L a capacidad instalada pasó de cerca de 7 
millones de kW en 1960 a unos 15 millones en 
la actualidad, ci fra esta última que representa 
más del 4 0 % de la capacidad instalada total. L a 
capacidad hidroeléctrica es apenas el 3 % del po-
tencial utilizable económicamente, según se co-
noce en la actualidad. En esta riqueza basan 
muchos países grandes realizaciones para el fu-
turo. El ejemplo del potencial del río Caroní en 
la Guayana Venezolana que contribuyó decisiva-
mente a crear un gran polo de desarrollo; el 
enorme impacto que han tenido en la economía 
brasileña las grandes plantas hidroeléctricas que 
se han terminado en los últimos años y, en gene-
ral, las realizaciones y expectativas de casi todos 
los países en torno a proyectos de plantas hidro-
eléctricas, justifican el permanente interés por 
este recurso. 

Aunque por lo menos dos países ya están cons-
truyendo plantas núcleo-eléctricas, y varios otros 
tienen planes al respecto, no se espera que esta 
fo rma de generación llegue en el próximo dece-
nio a modificar el interés por los potenciales hi-
droeléctricos. E n un continente en que el manejo 
del agua tiene consecuencias sociales de difícil 
f inanciamiento, las plantas hidroeléctricas se-
guirán constituyendo una valiosa forma de con-
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tribuir a él. Quizá lo único que cabe observar 
es que debe existir mayor enlace de planifica-
ción entre los dos sectores de que forma parte 
una central hidroeléctrica: el energético y el hi-
dráulico, lo que en la práctica latinoamericana 
no se ha logrado debidamente. 

Las centrales hidroeléctricas de interés muhi-
nacional han tenido lugar preminente entre los 
proyectos que se consideran más viables en el 
movimiento de integración latinoamericano, si 
bien las realizaciones a la fecha son modestas y 
los grandes proyectos esperan fórmulas de arre-
glo y oportunidad política. 

e) Navegación 

L a navegación fluvial está progresando poco, 
cuando no perdiendo terreno, como medio alter-
nativo de transporte. Es el caso del río Uruguay, 
del Magdalena, del cabotaje argentino en el Pa-
raná, etc. Sin embargo, el sistema del Amazonas 
y los ríos con caracteres de estuario como El 
Plata y el Guayas, siguen teniendo importancia. 
La navegación internacional en el s istema Para-
guay-Paraná, es destacada; el Paraguay depende 
exclusivamente de ella para llegar al mar por vía 
acuática, y Bolivia examina la construcción de 
un puerto en ese mismo río que también le dará 
una salida navegable. 

Mucho hace pensar que la navegación fluvial 
se ha descuidado en los planes de transporte y, 
en muchos casos, se justifica poner en tela de jui-
cio los conceptos arraigados sobre el particular. 

f) Contaminación 

L a contaminación de los cursos de agua está 
lejos de constituir el problema generalizado que 
)reocupa a varios países industrializados como 
os Estados Unidos, el Japón y algunos de Euro-

pa. S in embargo, existen ya graves problemas 
sanitarios en las principales concentraciones ur-
bano-industriales en algunos ríos y playas. El 
tratamiento de las aguas servidas y de as descar-
g a s industriales es aún incipiente, y normalmente 
se confía en la capacidad de dilución de los cuer-
DOS de agua, capacidad que en algunos casos se 
l a superado ampliamente. Una acción regulado-
ra oportuna es imprescindible a fin de evitar da-
ños mayores en el futuro próximo. 

g ) La planificación para el uso integral y 
múltiple del agua 

L a técnica de planificación del sistema hidráu-
lico (el formado por el río y sus afluentes y la 
demanda que atiende) ha progresado considera-



blemente en el decenio y, a pesar del buen núme-
ro de latinoamericanos capacitados en esta ma-
teria, ha tenido hasta ahora escasa aplicación. 
El desarrollo integral y múltiple de cuencas hi-
dráulicas se ha reconocido como aspiración, pero 
en la práctica son pocas las realizaciones. Como 
también se está imponiendo en los países la ne-
cesidad de acentuar la planificación económica 
regional como forma de paliar las disparidades 
geográficas, sólo parece faltar un encuentro más 
efectivo entre estas dos formas de planificación 
—^hidráulica y regional— para que ambas ten-
gan mayor vigencia y eficacia. 

h) Cuestiones institucionales, legales y 
administrativas 

La posibilidad de materializar los avances en 
planificación hidráulica se vio siempre dificul-
tada por un aparato institucional frenado por vie-
jos hábitos, fuertes intereses creados y escasez 
de personal calificado. Esta situación se ha veni-
do modificando en la medida en que se han ido 
introduciendo cambios en el orden nacional y al 
impulso de algunos proyectos importantes. S e 
están aplicando nuevas fórmulas de organización 
para el planeamiento y desarrollo hidráulico por 
cuencas o por región y en algunos países se están 
echando las bases para la planificación hidráu-
lica nacional. 

En los últimos años se han suscrito acuerdos 
especiales para realizar estudios en cuencas in-
ternacionales e investigaciones multinacionales, 
aunque no todavía para la construcción de obras. 

Casi todos los países tienen en proyecto nue-
vas normas regulatorias del recurso o las han 
sancionado en los últimos años. El proceso de 
reforma procura tener en cuenta la realidad fí-
sica del ciclo hidrológico, ampliando la interven-
ción del Estado en el manejo de las aguas para 
adecuarlo a los requerimientos de la programa-
ción económica y social. Las resistencias y pre-
siones que registra su marcha ponen de relieve 
la necesidad de evaluar los intereses que afecta, 
no sólo del punto de vista jurídico, sino también 
político y económico. 

5. Reflexiones sobre la labor realizada y las 
tareas futuras 

Con el análisis crítico de la situación del sector 
del agua en casi todo el continente (conocimiento 
del recurso y su disponibilidad, aprovechamiento 
actual y perspectivas futuras, su planificación, 
régimen jurídico y organización institucional, 
etc.), la Comisión ha cumplido en cierto modo 
una etapa de las tareas que se le encomendaron 
en este campo. 

Los estudios por países realizados por la se-
cretaría se han discutido en simposios y mesas 
redondas y han servido de guías para estudios 
más profundos, con el mismo enfoque de planifi-
cación integral por cuencas, predominio de cri-
terios económicos en la toma de decisiones sobre 
proyectos alternativos, y construcción de obras. 
Sus conclusiones se han incorporado, en cierta 
medida, a los planes nacionales de desarrollo, y 
su influencia se deja sentir, además, en diversas 
formas, como mayor participación de los téc-
nicos en aprovechamiento de los recursos hi-
dráulicos en los organismos de planificación na-
cional ; adopción de criterios económicos en la 
evaluación de proyectos; solicitudes de asisten-
cia técnica y económica para investigaciones 
específ icas ; ampliación y perfeccionamiento de 
las redes de estaciones hidrometeorológicas; re-
formas en la organización institucional y robus-
tecimiento de las recomendadas como más impor-
tantes ; modernización de los códigos de aguas ; 
revisión de las tarifas en los servicios vinculados 
al uso del agua (agua potable, alcantarillado, 
energía eléctrica, riego, etc.) , con el objeto de re-
forzar su financiamiento y asegurar la extensión 
de esos servicios; mayor énfasis en los aprove-
chamientos hidráulicos con objetivos múltiples; 
incremento de la investigación y el empleo del 
agua subterránea como otra fuente de abasteci-
miento; toma de conciencia del peligro que en-
traña la contaminación cada vez mayor de los 
cursos de agua, lagunas y playas, etc. 

A pesar de estos progresos, justo es reconocer 
que el panorama regional del sector es todavía 
muy irregular y que mientras algunos países 
abordan el aprovechamiento de sus recursos hi-
dráulicos con razonable coherencia y establecen 
prioridades e incluso tienen planes nacionales, 
otros buscan sin mayor éxito nuevos caminos y 
entretanto se ocupan de casos aislados, descui-
dando frecuentemente cuestiones importantes lo 
que se traduce en las crisis periódicas a que se 
ha hecho referencia. 

No es fácil, ni quizá procedente, generalizar 
en materia de recomendaciones, pero la expe-
riencia del Grupo de Recursos Hidráulicos lleva 
a destacar en esta oportunidad tres líneas de ac-
ción que parecerían requerir la atención prefe-
rente de los países : 

i) Proseguir en la ampliación, sistematización, 
procesamiento y difusión de la información hi-
drológica a hidrometeorológica, única base só-
lida para reconocer el recurso y aprovecharlo 
económicamente; 

ii) Promover el uso de las modernas técnicas 
de planificación hidráulica en el marco de la 
planificación nacional para ir superando el em-
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pirismo y la improvisación y para aprovechar 
más plenamente la dinámica que el sector aguas 
puede aportar ai desarrollo regional; y 

iii) Continuar la revisión de las legislaciones 
y los esquemas institucionales vigentes con miras 
a que la administración de aguas llegue a apli-
car realmente las políticas y planes que existen 
en el papel. 

El Grupo podría colaborar en estas áreas re-
forzando la capacidad nacional y de los equipos 

asesores para dilucidar los problemas concretos 
que requieren más atención, y para ofrecer solu-
ciones, proponer estudios de preinversión y con-
tribuir a identificar, formular y poner en prác-
tica programas y proyectos concretos. 

Muy especialmente, el Grupo está en condicio-
nes de prestar apoyo a la materialización de ini-
ciativas multinacionales —estudios y proyectos 
de inversión— que por su naturaleza requieren 
enlaces y asesoría especiales. 

Anexo 

LOS RECURSOS H I D R Á U L I C O S EN A L G U N O S PAÍSES Y R E G I O N E S 

En este anexo se resumen algunos aspectos y observa-
ciones de las misiones cumplidas en Argentina, Perú, 
Uruguay, Paraguay, Distrito Federal del Brasil, la Cuen-
ca del Río Paraiba do Sul y los seis países del Istmo 

Centroamericano."- Los datos corresponden, en general, a 
las situaciones existentes cuando se preparaban los es-
tudios respectivos. 

AMÉRICA DEL SUR 

Argentina 

La misión fue auspiciada por el Consejo Federal de 
Inversiones (CFI), organismo interesado en estudiar 
los problemas hidráulicos como parte de su preocupa-
ción por levantar un inventario de los recursos natu-
rales. 

La amplitud geográfica, la diversidad de los proble-
mas y dificultades de fuerza mayor demoraron la en-
trega de la versión preliminar del informe (1965). 
Luego de recabar ampliamente de los organismos y pro-
fesionales interesados los comentarios pertinentes y de 
actualizar los datos, el CFI se encargó de publicarlo 
in extenso^' 

La Cuenca del Río de la Plata que alberga el 67% 
de la población del país, concentra también la mayor 
parte de la producción; sin embargo, muchas otras cuen-
cas la superan en el valor de la producción por ha-
bitante, como las de los ríos Tunuyan, del área Cen-
tro-este y sur de la Provincia de Buenos Aires, Chubut-
Senguer-Chico, Diamante, etc. 

La disposición general de las isoyetas es en la di-
rección norte sur; comienzan en la zona de Misiones 
con el valor de 1 600 mm y disminuyen progresivamen-
te hacia la región andina. Los menores valores se en-
cuentran en la región noroeste del país, o sea en el oeste 
de Salta, Catamarca, La Rioja y San Juan donde no 
llega a los 100 mm. El 31.1% de la superficie del país 
tiene precipitaciones anuales inferiores a 200 mm y el 
52.4%, inferiores a 500 mm. 

" En el documento "Los recursos hidráulicos de 
América Latina-Reseña y evaluación de la labor rea-
lizada por la CEPAL" (E/CN.12/650), se hizo una bre-
vísima síntesis de las correspondientes misiones cum-
plidas en Chile, Norpatagonia, Ecuador, Venezuela, 
Bolivia, Colombia, Guyana y Haití. 

Consejo Federal de Inversiones, Los recursos hi-
dráulicos de Argentina, análisis y programación tenta-
tiva de su desarrollo, Buenos Aires, 1969. 
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El agua subterránea tiene gran importancia en algu-
nas zonas del país, principalmente en las provincias de 
Mendoza y San Juan, donde más de 9 000 pozos perfo-
rados rinden un caudal superior a 120 m® por segundo, 
valor que excede del total de agua superficial de los 
ríos del mismo nombre. El 90% de ese caudal se des-
tina al riego, con resultados económicos muy favorables; 
lamentablemente tal aprovechamiento de aguas subte-
rráneas carece de planificación y de controles adecua-
dos. Otras provincias hidrogeológicas importantes son 
las que comprenden La Rioja y Catamarca; Tucu-
mán, el oeste de Salta y el sudeste de Jujuy; la Chaco-
Pampeana, etc. 

Una proporción relativamente alta de habitantes ur-
banos (75%) está atendida por las redes de servicio 
público de agua potable. En contraposición, es bajísimo 
el porcentaje de la población rural que cuenta con agua 
potable. En cuanto a dotación, las diferencias son tam-
bién muy grandes pues van desde 700 litros diarios 
por persona en el aglomerado bonaerense hasta poco 
más de 100 en Comodoro Rivadavia, Calvez y Rafaela. 
La falta de medidores en los servicios origina pérdidas 
y derroches que se estiman en más de 25%. Por la ca-
lidad o cantidad de los servicios existentes, la Argentina 
se encuentra entre los primeros países de la región. 

La acción del gobierno central en materia de riego 
sólo se inició en el segundo decenio de este siglo con 
la promulgación de la ley nacional de regadío y la 
creación de la Dirección General de Irrigación de 
la Nación, precursora de la actual empresa del Estado 
Agua y Energía Eléctrica. 

De casi 1.2 millones de hectáreas regadas, más del 
75% se debe a la labor provincial y particular en los 
principales sistemas de riego, aunque alrededor del 
60% de la capacidad de los embalses que operaban 
en 1965 se debía a la iniciativa del gobierno nacional. 

Existen unas 150 000 hectáreas de superficie rega-
bles que disponen de obras básicas en las que se han 
realizado importantes inversiones pero que hasta ahora 



permanecen incultas; se prueba así que en las condi-
ciones actuales no basta la acción oficial —nacional o 
provincial— en obras de infraestructura si no va acom-
pañada de una política muy dinámica en materia de 
créditos, extensión y asistencia agrícola y facilidades 
para la comercialización. 

Aproximadamente el 18% de los caudales superfi-
ciales del país escurren por las zonas de menor preci-
pitación pluvial y mayor evaporación que comprenden 
cerca de 190 millones de hectáreas. 

Por la calidad de los suelos se estima que aproxi-
madamente la mitad de tan extensa superficie podría 
aprovecharse para la agricultura si se dispusiera de 
agua de riego; sin embargo, se calcula que menos del 
2% tiene posibilidades de ser regado económicamente 
en las condiciones actuales del mercado. 

La superficie agrícola regada va lentamente en au-
mento (1% anual en promedio) pero su participación 
relativa crece por el valor de los productos obtenidos. 
Así, en la actualidad, con algo más del 4% de la su-
perficie agrícola total del país, contribuye con casi el 
30% de la producción sectorial. Casi el 10% de la su-
perficie regada obtiene el agua de los caudales sub-
terráneos. 

Aunque la situación varía mucho de una a otra pro-
vincia y de una a otra zona, las deficiencias más signifi-
cativas y frecuentes se relacionan con el planeamiento y 
ejecución de las obras principales y con las dotaciones 
del riego. En general, mientras se ha prestado bastante 
atención a algunos aspectos de la ingeniería de los 
proyectos de riego, no se ha analizado —o se ha he-
cho muy superficialmente— la conveniencia económica 
de su realización. 

También ha sido frecuente, por ausencia del concep-
to económico en el proyecto de las obras, la falta de 
planes completos en el establecimiento de los sistemas 
de riego. Por ejemplo, se han proyectado y construido 
embalses desvinculados de los canales que harían po. 
sible su aprovechamiento, y se han iniciado obras im-
portantes sin proyectos acabados y sin prever el finan-
ciamiento de las obras complementarias para su empleo. 

Sí en un mismo plano o proyecto han estado ausen-
tes la programación y coordinación de sus partes, no 
puede extrañar que en el plano nacional tampoco se 
hayan establecido órdenes de prioridad para ejecutar 
los distintos aprovechamientos. 

Descontando del área cultivada la regada con agua 
subterránea, se tiene en la Argentina una dotación me-
dia (medida en las obras de cabecera) de 12 000 mS por 
hectárea, valor elevado si se considera que incluye zo-
nas cuyo riego se realiza sólo con carácter comple-
mentario. 

El uso del agua para producir energía eléctrica está 
lejos de tener la significación que, dados el desarrollo 
económico y social y la disponibilidad de recursos na-
turales del país, debiera corresponderle. A fines del de-
cenio de 1960 existían poco más de 60 centrales hidro-
eléctricas con una capacidad nominal de 346 MW, valor 
equivalente a sólo 9.3% de la capacidad instalada total. 
La potencia media de esas centrales hidráulicas (con 
menos de 2 800 horas de utilización al año) significa 
haber aprovechado sólo el 1% del potencial hidroeléc-
trico "económico actual" de que se estima dispone el 
país. 

Pronunciadas variaciones estacionales de los cauda-
les de sus ríos íaue exigen grandes regulaciones), arras-

tre excesivo de materiales sólidos en algunos casos, y 
apreciables distancias entre los principales centros de 
consumo y algunos de los recursos hidroeléctricos, ex-
plicarían sólo parcialmente la demora en aprovecharlos. 

La participación mucho más amplia de los recursos 
hidráulicos en la producción eléctrica permitirá el abas-
tecimiento más económico del país y a la vez el apro-
vechamiento óptimo del agua para satisfacer otras nece-
sidades. 

En proyectos y anteproyectos avanzados había, al rea-
lizarse los estudios, casi 2.5 millones de kW ínstalables, 
y en estado de anteproyectos básicos, 4.8 millones, lo 
que daba unos 7.3 millones de kW de capacidad insta-
lable de plantas. Con un coeficiente de utilización de 
0.5, se tendría localizado aproximadamente un tercio 
del potencial "económico actual" (con el caudal me-
dio de escurrimiento) de los recursos hidroeléctricos 
estimados para todo el país. 

La degradación de los suelos y de la vegetación en 
las cuencas imbríferas, hace que la actividad del fenó-
meno torrencial constituya un problema de primera im-
portancia en la Argentina y plantee una situación grave 
para la seguridad de la población, cultivos, embalses 
de riego y producción de energía, así como para la 
economía del agua en las regiones áridas y semiáridas 
que coinciden con las torrenciales. El 41% de la super-
ficie del país está afectada por el fenómeno torrencial, 
y si se actuara solamente sobre el 10% de dicha su-
perficie se controlarían eficientemente los daños que 
ocasiona. Hasta el presente, no se han adoptado medi-
das racionales para controlarlo, pese a que se invier-
ten centenares de millones de pesos en trabajos de de-
fensas en las partes bajas de los cursos. 

Se señaló la importancia de controlar la fuerte ero-
sión en los faldeos de la preeordillera de los Andes, 
sobre todo en las provincias de Salta, Catamarca, La 
Rioja, San Juan y Mendoza, y se recomendó emprender 
un plan de corrección de torrentes.'^ 

El río Bermejo, con extraordinaria capacidad de ero-
sión y arrastre de materiales denudados, contribuye 
de manera importante a las dificultades que experi-
menta la navegación en el Paraná inferior, el Río de la 
Plata y posiblemente el puerto de Buenos Aires. El sis-
tema de navegación fluvial abarca más de 3 000 kiló-
metros en jurisdicción argentina y otros 1 300 más allá 
de sus fronteras, estando constituido por el Río de la 
Plata y sus afluentes, el Paraná, el Uruguay, el Pa-
raguay y el Alto Paraná. El comercio exterior movUiza 
por los puertos fluviales aproximadamente 15 millones 
de toneladas anuales, y el interior 40 millones. 

Ey Río de la Plata con sus accesos y canales nave-
gables de oneroso mantenimiento absorbe como el 70% 
de los gastos anuales que demandan los dragados en 
todo el sistema. Este último se estimó en un promedio 
anual equivalente a 11 millones de dólares. La profun-
didad garantizada en los accesos al puerto de Buenos 
Aires es, en todo momento, sólo de 23 pies, de modo 
que frecuentemente tanqueros de más de 20 000 tone-
ladas (hoy pueden considerarse de reducida capaci-

" En 1969, un fuerte aluvión irrumpió en la ciudad 
de Mendoza causando más de 100 muertos. Esta catás-
trofe originó un programa para el control de cuencas 
en la región, con la asistencia de organismos de las 
Naciones Unidas. 
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dad) deben alijar carga a decenas de kilómetros para 
poder ingresar al puerto. 

La interacción de las crecientes de los ríos Paraná y 
Uruguay provoca en sus desembocaduras el avance in-
exorable del delta, formado por los depósitos más pe-
sados, en dirección al puerto de Buenos Aires (30 a 50 
metros por año) y el atarquinamiento progresivo del 
Río de la Plata, con una rapidez que debería justifi-
car una gran preocupación por el futuro relativamente 
próximo del puerto principal del país. 

Se anotó que, hasta entonces, las autoridades com-
petentes restringían su labor a la remoción de los de-
pósitos de arena en el lugar y en el momento en que 
obstaculizaban la navegación sin ocuparse debidamente 
de las causas que los provocaban. Tampoco en los pro-
yectos examinados se encontró la orientación conve-
niente para solucionar racionalmente el problema.^ 

El Paraná cumple un importantísimo papel en el sis-
tema nacional e internacional de transportes, no obs-
tante sus limitaciones, pero estas últimas son excesivas 
y determinantes en los 80 kilómetros del tramo Itu-
zaingó-Posadas por sus rápidos (Apipé y Carayá), re-
molinos y escasísima profundidad. Este grave obstáculo 
perjudica principalmente a la economía de la Provincia 
de Misiones, que debe pagar fletes casi cuatro veces 
superiores a los cotizados en el Paraná Inferior. 

Llamó sin embargo la atención que, no habiéndose 
realizado ninguna obra importante y eficiente en esta 
arteria principal de la navegación argentina y regional 
—Paraná y Plata— se alentaran y se dedicaran cuan-
tiosos recursos para proyectar obras que hicieran na-
vegables ríos como el Bermejo (o en menor escala el 
Negro) cuyas condiciones naturales son adversas para 
ese objeto y sin justificación económica alguna. 

La misión hizo una evaluación preliminar de algunos 
proyectos, de modo que pudo formular una serie de re-
comendaciones concretas en la materia. 

Entre los principales aprovechamientos hidroeléctri-
cos que se recomendaron figuraban, con primera prio-
ridad, Chocón-Cerros Colorados, Salto Grande (pro-
yecto conjunto con la República Oriental del Uruguay), 
Zanja del Tigre y Cabra Corral. 

A continuación la programación incluía Apipé (pro-
yecto conjunto con el Paraguay) y Potrero del Clavi-
llo, entre otros. 

En 1970 se encuentran avanzadas las obras de Chocón-
Cerros Colorados y Cabra Corral, así como la prepa-
ración de los demás proyectos. 

Tanto en la Argentina como posteriormente en el 
Uruguay y el Paraguay, el grupo de expertos destacó 
la necesidad de abordar el estudio sobre el aprovecha-
miento de toda la cuenca del Plata con la participación 
de los cinco países interesados: Argentina, Bolivia, Bra-
sil, Paraguay y Uruguay. 

En materia de riego, el grupo informó que simple-
mente desarrollando la capacidad alcanzable en las 
grandes áreas de riego con obras de infraestructura ya 
construidas (como Río Hondo) y con las que están en 
construcción, podían alcanzarse las metas fijadas con 

En 1970, con nuevos enfoques técnicos, las auto-
ridades convinieron con el Programa de Naciones Uni-
das para el Desarrollo la ejecución de un proyecto 
para mejorar la navegación en el Paraná dentro de 
los acuerdos suscritos por los países que integran la 
Cuenca del Plata. 
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máxima eficiencia. Asimismo, se alertaba contra la ten-
dencia a realizar inversiones dispersas y a ejecutar obras 
poco convenientes ante la presión de intereses locales, 
y se recomendaba una política de concentración de las 
inversiones en los aprovechamientos de interés regio-
nal o nacional, de eficiencia y mercados probados. 

Perú 

El estudio de los recursos hidráulicos del Perú se rea-
lizó principalmente en el curso de 1964, con el patro-
cinio de la Oficina Nacional de Evaluación de los Re-
cursos Naturales (ONERN). Cinco miembros del grupo 
de expertos participaron en él. 

He aquí algunas de sus principales conclusiones. 
Los ríos de la costa habían sido relativamente bien 

estudiados, aunque quedaba amplio margen para mejo-
rar la información y sobre todo su análisis. El aprove-
chamiento adicional de caudales mediante obras de re-
gulación en los ríos de la vertiente del Pacífico no 
sería muy grande, salvo en la cuenca del Santa. 

Por el contrario, los ríos de la vertiente atlántica en 
general se han estudiado poco. Ellos ofrecen grandes 
posibilidades de aprovechamiento incluso por deriva-
ción de caudales a cuencas de la vertiente pacífica. 

El conocimiento de las aguas subterráneas deja mu-
cho que desear. El inventario de los recursos hidro-
geológicos es fragmentario y muy parcial la informa-
ción sobre el agua extraída y sus usos. 

Los datos que pudieron obtenerse sobre el uso del 
agua para riego indicaban apreciable desperdicio de 
ella. Mejores prácticas agrícolas y de riego permitirían 
introducir importantes economías, ya que podrían re-
garse mayores superficies con el agua disponible actual-
mente, postergando la ejecución de grandes obras. 

Los inventarios de suelos realizados en diversas re-
giones del país indican que el factor limitante de la 
producción agropecuaria es el agua y no el suelo. Esta 
afirmación no se refiere sólo al balance físico de ambos 
elementos, sino al costo del agua para regar determina-
das zonas. 

El Perú posee grandes recursos hidroeléctricos de 
aprovechamiento económico. Cuando se realizó el es-
tudio, dos tercios de la capacidad instalada era de esa 
fuente. Se consideró que esta tendencia se mantendría 
en el futuro y se señaló la conveniencia de establecer 
cronológicamente sistemas zonales y regionales para 
luego tender a un sistema nacional. 

Los servicios de agua potable en las ciudades deben 
ampliarse y mejorarse considerablemente. El programa 
rural que acaba de iniciarse se consideró que debía 
recibir un fuerte impulso. En materia de alcantarilla-
dos y desagües debían adoptarse enérgicas medidas de 
saneamiento. Se notaban ya entonces graves efectos 
de contaminación en algunos cursos de agua. 

La falta de planificación integral del uso del agua 
en determinadas cuencas plantea conflictos en el uso 
del agua para fines similares en proyectos distintos; 
tales casos se han presentado en el complejo de Are-
quipa (Majes, La Joya, etc.) y en el complejo Olmos-
Tinajones-Sierra. 

Al estudiarse con criterio realista los costos y bene-
ficios de las diversas obras hidráidicas, se vio que era 
imprescindible analizar también a fondo las tarifas de 
los servicios correspondientes, vale decir, agua (pota-



ble o industrial), riego y energía eléctrica principal-
mente. El criterio aconsejable en todos los casos fue 
que los usuarios paguen los costos totales del servicio. 
En casos especiales los subsidios que la autoridad juz-
gare convenientes deberán otorgarse sin afectar la ren-
tabilidad de los servicios correspondientes. 

Distintos centros de decisión programan el aprovecha-
miento del agua (los Ministerios de Agricultura, de 
Fomento y de Salud Pública, el Fondo Nacional de Des-
arrollo Económico y las Corporaciones Regionales). Se 
ha recomendado la planificación inmediata del sector 
y la coordinación en etapas sucesivas, comenzando por 
la constitución de un comité interministerial de recur-
sos hídricos y de comités de cuenca. 

No existía un organismo central para coordinar los 
planes de desarrollo eléctrico en los diferentes depar-
tamentos, capaz de apreciar y establecer órdenes de 
prioridad entre proyectos optativos con distintas fuen-
tes de abastecimiento para una región, basados en con-
ceptos económicos. Tampoco existía coordinación ade-
cuada entre las dependencias que se ocupan del riego 
y las encargadas del suministro de energía. Algunas cor-
poraciones como la del Cuzco y Tacna estaban cons-
truyendo centrales eléctricas sin un estudio conveniente 
de las cargas respectivas. 

Las autoridades centrales en el campo del agua y de 
la energía deberían estudiar los diferentes proyectos y 
elegir los que más convengan al interés nacional, que 
permitan aprovechar los grandes recursos de agua y 
energéticos de la vertiente amazónica en favor de 
áridas regiones de la costa, que son las más densamen-
te pobladas. 

A raíz del desprendimiento de una gran masa de 
hielo del nevado de Huascarán que sepultó en pocos 
minutos a la población de Ranrahirca (Callejón de 
Huaylas) en 1962, se señaló en el informe que algo si-
milar "era susceptible de repetirse en el mismo u otros 
lugares". Se recomendaba emprender allí urgentemente 
y con especial prioridad estudios glaciológicos. 

El terremoto y las avalanchas sepultaron nuevamente 
la mencionada población y la de Yungay en mayo de 
1970 provocando decenas de miles de víctimas y demos-
trando en forma lamentable la procedencia de tales 
recomendaciones. 

Uruguay 

El informe resume algunas características sobresalien-
tes del desarrollo económico del país en los años re-
cientes, al que se liga directamente el uso del agua. 

Sin grandes desniveles orográficos y con un clima 
templado húmedo, el Uruguay tiene un derrame medio 
anual de sus ríos (excluidos los cursos internacionales) 
del orden de los 60 500 hmS (1920 mS/s) . 

La demanda bruta total de agua de los principales 
sectores de consumo, apreciada en 650 hm3 para el año 
1965, se aproximaría a 1 000 hm® en 1974 y a más de 
2 000 hm® en 1990. Esta última cifra significaría du-
plicar la demanda actual de agua potable, quintuplicar 
las correspondientes necesidades para riego y dupli-
car los requerimientos de agua para las industrias. 

En un extenso análisis de la meteorología e hidrolo-
gía (superficial y subterránea) del país, se estudia la 
influencia de la repetición errática de períodos de se-
quía relativamente largos (con altos índices de evapo-
ración) e intensas precipitaciones pluviales, en la pér-

dida de cosechas y producción ganadera, así como en 
catastróficas inundaciones. 

Las observaciones pluviales se realizan a través de 
620 estaciones, varias de las cuales disponen de regis-
tros fidedignos de más de 50 años. En general, las ob-
servaciones meteorológicas se distribuyen bastante bien 
por todo el territorio y se realizan en buenas condicio-
nes. De las hidrológicas (escalas limniraétricas) la ma-
yoría no se ha relacionado con aforos, de modo que su 
utilidad se reduce a la determinación de niveles de agua 
y no a caudales. De esta situación se exceptúa el río 
Negro —cuyos caudales se registran regularmente por 
estar ligado íntimamente a la economía eléctrica del 
país— y algunos ríos de la cuenca del Santa Lucía y 
la laguna Merín. 

Al grupo de expertos le correspondió señalar la gran 
riqueza del acuífero de las areniscas de Tacuarembó, 
de considerable valor económico. Perforaciones profun-
das realizadas por la Administración Nacional de Com-
bustibles, Alcohol y Portland (ANCAP) con fines de 
investigación petrolífera en Dayman, Arapey y Artigas 
arrojaron bastante luz sobre la formación geológica, 
junto a informaciones obtenidas por Obras Sanitarias 
del Estado (OSE) con perforaciones poco profundas en 
Rivera, Tranqueras y Tacuarembó. Debe estudiarse la 
posibilidad de explotar económicamente este acuífero 
con fines de riego. Los antecedentes disponibles indi-
can que podría rendir hasta 40 m V s con gran ventaja 
para asegurar el suministro de pastos y abrevado al ga-
nado aun en períodos de sequía, en una extensa zona 
del país. Ello contribuiría a elevar apreciablemente los 
bajos rendimientos por hectárea de la excelente carne 
de vacuno, mejorando sustancialmente el balance del 
comercio exterior. 

En cuanto a los principales usos funcionales del agua, 
el informe señala que el abastecimiento de agua potable 
en el Uruguay se cumple en condiciones que colocan al 
país entre los mejores servidos de América Latina. Un 
millón y medio de habitantes contaba en 1968 con este 
servicio de las redes públicas, cifra que representaba 
el 69% de la población total y el 80% de la urbana. 

La buena información disponible permitió analizar la 
situación más en detalle, ya que la categoría del servi-
cio no sólo implica disponibilidad física sino además 
calidad del agua, presión en las redes, continuidad del 
servicio, etc. Así, se definieron cuatro categorías de ser-
vicio, las que se examinaron por grupos de ciudades: 
mayores de 50 000 habitantes, entre 10 000 y 50000, 
entre 1000 y 10 000 y menores de 1000 habitantes. 

Se comprobó, como resultado de un encomiable es-
fuerzo en la materia, que se cumplía ya con las metas 
fijadas por la Alianza para el Progreso en la Carta de 
Punta del Este, para los servicios de la población 
urbana. 

Numerosas industrias toman agua para sus activida-
des de los servicios públicos, pero las más importan-
tes por el volumen empleado tienen captaciones y aun 
plantas de tratamiento propias; tal es el caso de al-
gunas industrias alimenticias, textiles, de papel, etc. 

Se recomendó que, en el marco de la política de 
desconcentrar la polarización actual alrededor del Gran 
Montevideo, se tomaran medidas para prever conflic-
tos graves entre diversos usos consuntivos especialmen-
te entre el industria], el doméstico y el de riego. 

La misión realizó un estudio bastante detenido del 
grado de contaminación de las aguas en el Departamento 
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de Montevideo en períodos secos y principalmente de 
las descargas en las playas de la capital. Se sugirió 
un plan de investigaciones y obras para salvar a las 
mismas de consecuencias muy perjudiciales que ya se 
perciben. 

El potencial hidroeléctrico económicamente instala-
ble suma unos 1500 MW, de los cuales se encuentran 
instalados 236 MW en la cuenca del río Negro, o sea 
aldededor del 15%. Sin embargo, el Uruguay es, entre 
los países de América del Sur, el que proporcional-
mente ha desarrollado más hasta ahora esa fuente ener-
gética. Entre 1975 y 1980 se estaría en condiciones de 
instalar otros 990 MW en centrales que ya disponen de 
proyectos en ejecución o muy avanzados (Salto Grande 
720 MW y Palmar 270 MW). Se llegaría, así, a utili-
zar aproximadamente 4/5 partes del total económica-
mente aprovechable. Para ello, teniendo en cuenta las 
restricciones propias de tipo técnico, económico y fi-
nanciero, se consideró conveniente realizar a la breve-
dad la interconexión eléctrica con la República Argen-
tina, y asegurar los medios financieros para un plan 
de desarrollo eléctrico a mediano y largo plazo. 

Parece urgente, además, corregir las graves distor-
siones del consumo eléctrico, especialmente en el sec-
tor doméstico (calefacción y cocción de alimentos) que 
dañan a la economía del país. Se recomienda estable-
cer una política energética y eléctrica que ordene ra-
cionalmente la oferta y el consumo, así como llevar ade-
lante el programa de obras eléctricas fijado por el or-
ganismo correspondiente. 

En los últimos 7 años la agricultura de riego ha 
crecido notablemente (40 000 hectáreas en la actuali-
dad frente a 26 000 en 1963) mientras que ha habido 
un estancamiento relativo de la de secano. El informe 
señala el papel importante que puede representar el 
agua en el mejoramiento de la producción ganadera 
(abrevado de ganado y mejora de pasturas), en la in-
corporación de nuevas áreas a la economía nacional (es-
pecialmente en la cuenca inferior del río Negro), etc. 
Se admite como económicamente factible la incorpora-
ción de unas 100 000 hectáreas regadas hasta 1985. 

Los mayores problemas del manejo y el control del 
agua en la agricultura son la erosión, las inundaciones 
y el drenaje. Generalmente ellos se relacionan entre 
sí y en conjunto afectan y limitan el uso de 3.8 millo-
nes de hectáreas, o sea, aproximadamente una cuarta 
parte de todo el país. 

La navegación fluvial es de escasa magnitud relativa. 
Sus perspectivas de desarrollo están estrechamente 
vinculadas con la mayor expansión económica regional, 
la realización de las obras de Salto Grande, las medi-
das de concentración y especialización portuaria, etc. 

Los estudios integrales de cuencas han experimenta-
do progresos notables en los últimos años. El informe 
analiza los trabajos realizados por los principales orga-
nismos y comisiones que tienen a su cargo esos estu-
dios, que abarcan cerca de dos tercios de la superficie 
del país. Se recomienda formular una política de apro-
vechamiento de los recursos hídricos, en el plano na-
cional y por cuencas, y coordinar mejor los esfuerzos 
aislados de distintos organismos que, por lo general, 
están superpuestos y son a menudo conflictivos. Ello 
se lograría a través de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto, y del Consejo Nacional del Agua, actuan-
do en forma armónica. Un análisis detallado de los 
aspectos jurídico-administrativos recomienda replantear 
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aspectos fundamentales de la actual legislación de 
aguas del país, orientándola a promover la acción de 
los particulares para permitir el racional cumplimiento 
de los programas estatales y crear un mecanismo elás-
tico que permita el planeamiento de los recursos hidráu-
licos integrado en el proceso de planificación nacional. 

Las necesidades de inversión para alcanzar metas ra-
zonables en el aprovechamiento integral y múltiple del 
agua, entre 1968 y 1985, serían equivalentes a Jinos 
490 millones de dólares (29 millones por año, en pro-
medio). Se supuso como hipótesis de trabajo que el 
producto bruto crecería al 4% anual, de modo que la 
citada inversión anual en el desarrollo de los recursos 
hidráulicos (hidroelectricidad, agua potable, alcantari-
liado, riego, etc.) representaría en total aproximada-
mente el 10% de la inversión bruta fija. 

Paraguay^ 

Con una extensión territorial de 406 752 kirfi, el país 
se divide en dos grandes regiones naturales: una de-
nominada Oriental y la otra Chaco Boreal (u Occiden-
tal) separadas por el río Paraguay. Esta última con es-
casa población y desarrollo incipiente abarca 247 000 
km^. 

En el extremo norte el clima es tropical mientras en 
el centro y sur es subtropical. Los veranos son caluro-
sos y los inviernos templados. En la localidad de Ma-
riscal Estigarribia se han registrado temperaturas má-
ximas de 43.6 grados centígrados a la sombra. 

Las lluvias son frecuentes pero más abundantes en 
los meses de octubre a abril, y escasas de mayo a agos-
to. El promedio anual oscila alrededor de 600 mm en el 
extremo oeste, sobre el río Paraná en las inmediacio-
nes de Presidente Stroessner. 

Mientras el viento sur es frío y seco, el norte es cá-
lido y húmedo. La evaporación llega a 1 500 mm anua-
les en el Chaco y a 1 000 mm en la Región Oriental. 

En esta última, los recursos de agua tanto superfi-
cial como subterránea son abundantes y no se prevé 
ningún conflicto por usos optativos en los programas 
de desarrollo; por el contrario, en el Chaco la escasez 
e incluso la carencia temporal de agua adecuada para 
el riego y la bebida serían el principal obstáculo para su 
desarrollo. Allí se dispone de agua abundante y de 
buena calidad sólo en las inmediaciones de los ríos 
Paraguay y Pilcomayo. 

La zona meridional del Chaco, con varios cursos su-
perficiales de agua, pasa de un régimen de inundación 
a otro de sequía; además el agua es frecuentemente 
salobre (con salinidades que sobrepasan 10 000 p.p.m.), 
inadecuada para los usos doméstico, agrícola y gana-
dero. En la zona central, los ríos y riachos disminuyen 
su caudal en estiaje hasta desaparecer, y en el extremo 
norte y noroeste, con excepción del río Timanes que 
desemboca en una depresión cerrada, no hay ningún 
curso de agua digno de mención. 

Los estudios geológicos, preliminares e incompletos, 
así como los resultados de algunas perforaciones que 
existían al realizarse la misión, parecían indicar que 
sólo podría obtenerse agua subterránea relativamente 
abundante y de buena calidad con pozos de menos de 

® La Secretaría Técnica de Planificación de la Pre-
sidencia de la República auspició la Misión en el Pa-
raguay. Los trabajos en el terreno demoraron aproxi-
madamente dos meses, a fines de 1966. 



200 metros de profundidad, en la zona de Benjamín 
Aceval (extremo sur de la ruta Transcliaco) y en la 
Zona Noroeste desde Siracuas hasta la frontera con 
Bolivia. En el resto del Chaco se obtiene, según las 
informaciones que se dispusieron, solamente agua poco 
abundante y erráticamente dulce o salada, en la prime-
ra napa acuífera. 

Por el reducido conocimiento geológico que existe 
de la región es recomendable realizar un programa de 
perforaciones exploratorias profundas (hasta 1500 m) 
para asegurarse si existen o no posibilidades de agua 
subterránea surgente o semisurgente en capas inferiores. 

En materia de agua potable con redes de distribu-
ción domiciliaria, sólo Asunción gozaba de ella (desde 
1959). En consecuencia, únicamente 20% de la pobla-
ción urbana y 7% de la total disponían de tal servicio. 
Con ayuda del UNICEF se realizó el Plan de Sanea-
miento Básico Rural del Ministerio de Salud Pública 
entre 1959 y 1963, que dio agua a algunos grupos de 
población pero sin distribución domiciliaria. 

El servicio en Asunción es muy bueno pero relativa-
mente caro, circunstancia que ha hecho que muchos 
de sus habitantes continúen sirviéndose de pozos pri-
vados. 

La reducida actividad industrial no tiene problemas 
de abastecimiento de agua en la Región Oriental; en 
Asunción se recurre principalmente al servicio público, 
pero fuera de la capital se surten privada e indivi-
dualmente de los ríos próximos o de pozos. 

En materia de alcantarillados sólo Asunción cuenta 
con un servicio público, el que descarga por ocho pun-
tos al río Paraguay sin ningún tratamiento. La gran 
dilución y la acción conjunta de otros factores como 
los rayos solares y la abundacia de oxígeno hacen que 
tal modo de proceder no tenga efecto perjudicial al-
guno, ni siquiera en la misma bahía. 

El Paraguay es, esencialmente, un país agropecuario 
y sus recursos de tierra son la base de su economía. 
Dos tercios de la población son rurales. Las plantacio-
nes agrícolas ocupan el 2% del país y la ganadería el 
35%. Los rendimientos agrícolas y ganaderos son ba-
jos, en promedio, aun en comparación con los de al-
gunos países latinoamericanos. 

No se necesita riego y su uso actual es reducidísimo 
en la Región Oriental; pero es necesario en el Chaco, 
donde no se practica porque las producciones que allí 
podrían obtenerse por ese medio resultan más eco-
nómicas en la parte oriental del país. 

Sólo los cultivos de arroz se riegan, alcanzando a 
20 400 hectáreas, aunque tal práctica no es estricta-
mente necesaria; la labor del riego en este cultivo en 
la Región Oriental se explica, sobre todo, como un me-
dio regulador de la temperatura y de control de ma-
lezas. 

El potencial del Chaco es enorme. Los suelos predo-
minantes aon de arenas finas algo arcillosas con un 
alto índice de producción agrícola y baja capacidad de 
retención para el agua. El subsuelo es más arcilloso 
con índices de producción y capacidad de retención 
del agua opuestos a los anteriores. 

Los mayores problemas relacionados con el manejo 
y control de aguas son la erosión, las inundaciones y 
el drenaje. Ellos afectan a casi todo el Paraguay y li-
mitan gravemente el uso de un octavo del área total, 
haciéndola improductiva. 

Actualmente hay una central hidroeléctrica en ope-
ración. Está situada en el río Acaray; tiene una capa-
cidad instalada de 47 MW que en una etapa final 
se elevará hasta 248 MW, que exportará energía al 
Estado de Paraná (Brasil) y a la Provincia de Misiones 
(Argentina). Las líneas de transmisión entrarían a 
operar en 1972. 

Se ha estimado que el potencial hidroeléctrico eco-
nómico del país se aproxima a 5.5 millones de kW co-
rrespondientes a caudales medios (la capacidad a ins-
talar en centrales podría ser el doble). Más del 90% 
de ese potencial corresponde a dos posibles aprovecha-
mientos internacionales: Guayrá (o Sete quedas) con 
el Brasil y Apipé con la Argentina. 

La navegación es el más importante uso no consun-
tivo de las aguas en el Paraguay. Desde el tiempo de 
la Colonia los ríos han sido allí las arterias de explo-
ración, comunicación y comercio. El sistema de los ríos 
Paraguay-Paraná da al pais acceso al Atlántico por el 
Río de la Plata, y es la vía de transporte de la mayor 
parte de sus importaciones y exportaciones. 

No existe ningún control artificial en el sistema 
que acusa grandes variaciones en los niveles de agua. 
En algunas bajantes, que se prolongan hasta 150 días, 
es necesario transbordar pasajeros y carga en puertos 
argentinos. La capacidad de dragado de que dispone 
la Oficina de Hidrología es muy reducida. No se ha 
realizado ninguna rectificación u obra de estabilización 
en el río de modo que los cambiantes canales han de-
jado algunas obras portuarias, como las de Pilar, lejos 
de la línea de navegación. Con la colaboración del 
Fondo Especial de las Naciones Unidas se está realizan-
do un estudio para mejorar las condiciones de navega-
ción del río. 

La multiplicidad de los organismos encargados del 
manejo de las aguas contrasta con la intensidad relati-
vamente reducida de su acción. Sin embargo, ni esta 
circunstancia ni la actual legislación estimulan el des-
arrollo de los aprovechamientos hídricos presentes y 
programados, pero tampoco lo impiden. 

El desarrollo en gran escala de aprovechamientos hi-
dráulicos en el Paraguay depende en gran parte de 
factores extranacionales. Por ello, parece aconsejable 
una restructuración administrativa que aproveche los 
organismos existentes, un mejoramiento de la legisla-
ción con vista a futuros proyectos y un fortalecimiento 
de la actividad estatal relacionada con la acción multi-
nacional sobre los recursos hídricos de la región. 

Distrito Federal del Brasil 

La misión realizada conjuntamente con la Oficina Sa-
nitaria Panamericana/Organización Mundial de la Salud 
se propuso plantear los lincamientos generales de la 
planificación del aprovechamiento de los recursos hi-
dráulicos del Distrito y dio origen a un convenio para 
elaborar un plan director con el objeto de programar 
el abastecimiento de agua potable con la participación 
de las organizaciones citadas. 

El Distrito Federal del Brasil abarca unos 5 814 km^ 
y ocupa una extensa región denominada "Planalto Cen-
tral", que es una verdadera divisoria de aguas de ríos 
tributarios a las cuencas del Plata, Amazónica y del 
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San Francisco.' El relieve es ligeramente ondulado, con 
alturas que oscilan entre los 800 y los 1330 metros 
sobre el nivel del mar. 

Se halla en una zona límite entre el clima tropical 
de sabana y el templado moderadamente lluvioso con 
inviernos secos. 

Las precipitaciones son muy variables a lo largo del 
año, los valores medios anuales oscilan entre 1500 y 
1 700 mm, con una estación extremadamente seca de 
junio a agosto, en la cual llueve menos del 10% del 
promedio anual. 

La población dei Distrito ha crecido vertiginosa-
mente: de 12 700 habitantes en 1957 a 320 000 habi-
tantes, en 1967. 

La construcción de Brasilia ofreció grandes oportu-
nidades de ocupación, atrajo miles de familias de obre-
ros y técnicos del resto del país que se concentraron 
en la capital federal y en las poblaciones satélites, con 
una distribución demográfica que se estimaba en más 
del 90% de la población urbana. 

Los organismos oficiales suponen que la ciudad de 
Brasilia debería albergar un máximo de unos 600 000 
habitantes, y la totalidad del Distrito, alrededor de 
1000000 de habitantes en un futuro no muy preciso, 
que oscilaría entre 20 y 30 años. 

El agua es un elemento crítico para el desarrollo de 
las actividades humanas y económicas en el Distrito 
por su relativa escasez. El inventario del recurso y su 
aprovechamiento racional, requieren una planificación 
cuidadosa, especialmente frente a las necesidades de 
agua potable, generación de energía, riego, abrevado, 
recreación y a la disposición de las aguas servidas pa-
ra salvaguardar el medio ambiente. 

Se anotó escasez de información pluviomélrica, de 
temperaturas, de evaporación, heliofanía y vientos, pues 
se cuenta con pocas estaciones de observación y los 
registros históricos son en general cortos. Sin embargo, 
a base de la información disponible se caracterizaron 
los principales parámetros hidrometeorológicos, nece-
sidades teóricas da riego para siete especies diferentes 
de cultivos, etc. 

El derrame medio anual del Distrito Federal es del 
orden de los 3 700 hm^ en año hidrológico medio, equi-
valente a unos 109 m^/s. 

Tal caudal estaría disponible en el caso teórico de 
alcanzarse una regulación total. Una regularización me-
nor que permitiera aprovechar los caudales con una 
permanencia del 75%, sólo permitiría disponer de 
1500 hmS (47 mS/s). 

Estas cifras son inferiores a las estimadas como pro-
bables demandas de agua para las distintas actividades 
humanas y económicas que se prevén cuando el Dis-
trito Federal y Brasilia alcancen su pleno desarrollo, 
en un futuro no muy lejano. 

No existen estimaciones de disponibilidad de aguas 
subterráneas. La misión constató que los suelos, bas-
tante permeables, permiten una importante acumulación 
de las aguas de lluvia, que en la época seca invernal 
realimentan los cursos superficiales y aseguran el ré-
gimen permanente o semipermanente de la mayoría de 
ellos. 

' Del Distrito Federal, el 63% de su territorio aporta 
sus aguas a la cuenca del Plata, el 24% al San Fran-
cisco y el 13% al Tocantins, de la cuenca Amazónica. 
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La misión prestó especial atención a los problemas 
que plantea el uso múltiple del agua. 

En materia de agua potable, se estimó una demanda 
futura de 120 hm® por año, para una población má-
xima de 600 000 habitantes en Brasilia de acuerdo a 
los planes vigentes. 

El abastecimiento de agua se lleva a cabo de acuer-
do con e¡ plan original que atiende la demanda en 
forma satisfactoria. Se constató que el consumo por 
habitante y por día era muy elevado (del orden de 
los 800 litros) y se sugirieron algunas medidas prácti-
cas para evitar derroches de agua, que significaban ele-
vados gastos sin justificación económica ni social. 

El abastecimiento de agua a las ciudades satélites de 
Brasilia presentaba entonces características menos fa-
vorables. 

La misión comprobó la buena disposición de las 
plantas de tratamiento de las aguas servidas duc pei-
mitía atender una población de unos 150 000 habitan-
tes en 1966 y otros 75 000 a breve plazo, en Brasilia. 
Las redes de alcantarillado estaban en plena expansión. 
En cambio en las ciudades satélites (salvo en Sobra-
dinho), todavía no disponían de plantas de tratamiento 
ni de redes de alcantarillado, en el momento de la pre-
paración del informe de la misión. 

El documento concentra mucha atención en los pro-
blemas que se originan en el lago Paranoa. Se alertó 
sobre el peligro eventual de ciertas contaminaciones 
que hacen aconsejable mantener una actitud vigilante 
debido al ambiente ecológico existente. Este lago sirve 
fines estéticos y recreativos, permite mejorar la hume-
dad ambiental, generar energía eléctrica y es el cuerpo 
receptor de las aguas tratadas del ala sur del Plan 
Piloto. 

Las aguas servidas provenientes de distintas fuen-
tes alcanzarían, según estimaciones de la misión, un 
caudal de alrededor de 1 mS/seg. (86 000 mVdía). Se 
sugirió que el Departamento de Aguas e Esgotos 
(DAE) conjuntamente con el Instituto de Ingeniería 
Sanitaria de Guanabara, emprendiera un programa ru-
tinario de toma de muestras y análisis, a fin de con-
trolar los procesos biológicos nocivos. 

La misión estimó en 1400 millones de m^ anuales 
la demanda bruta en el Distrito cuando se llegue a un 
millón de habitantes, sin descontar la reutilización del 
agua en distintos usos. De este consumo, el riego re-
presentaba el uso consuntivo más importante (del 12% 
al 40% según que el año fuera hidrológicamente abun-
dante o pobre). 

Comparando esta demanda con las disponibilidades 
de aguas superficiales se llegó a la conclusión de que 
pueden presentarse situaciones críticas en el futuro por 
falta del recurso. Aun suponiendo que los recursos 
subterráneos pudieran contribuir, en cierta medida, a 
cubrir parte de esos déficit, la misión anotaba que las 
restricciones al desarrollo pueden ser aún más graves 
si a un crecimiento demográfico mayor que el supuesto 
se agrega la demanda de agua para industrias, no con-
siderada en el balance citado. 

También se analizaron los problemas de abasteci-
miento de energía eléctrica para 1970-1975 y 1980 te-
niendo en cuenta las dificultades para apreciar el cre-
cimiento de la demanda, por un lado, y por otro las 
diferentes fuentes posibles de abastecimiento eléctrico. 

La diversidad de posibles fuentes de abastecimiento 
permite adaptar el equipamiento eléctrico del modo 



más conveniente al crecimiento de la demanda, de difí-
cil pronóstico. 

Entre las sugerencias y recomendaciones que presen-
ta el informe, destacan: 

—La creación de un centro de investigación sanita-
ria para controlar la contaminación ambiental en todas 
sus formas y cuya acción pudiera extenderse incluso 
fuera del Distrito Federal, a los Estados de Goias y 
Minas Gerais. 

—La creación de un "cinturón verde" con riego, al-
rededor de Brasilia para proveer las verduras, horta-
lizas, frutas y productos lácteos requeridos por la ciu-
dad, así como la selección de algunas áreas especial-
mente aptas para el cultivo con riego, de arroz, banano 
y otros productos. 

—La investigación del agua subterránea, y la plani-
ficación conjunta de todos los recursos hídricos, in-
cluidas las obras de embalse, y la aplicación de polí-
ticas de prioridades y economía en los usos a fin de 
evitar déficit graves en un plazo no muy lejano. 

Cuenca del río Paraiba do Sul 

La cuenca del río Paraiba do Sul constituye una región 
importante del Brasil pues parles de ella se encuentran 
bajo la influencia de los dinámicos polos de desarrollo 
que son las ciudades de Río de Janeiro y Sao Paulo. 
Tiene una superficie próxima a los 60 000 km^ y con-
taba con una población de 3 700 000 habitantes en 1967 
(densidad media de 65 habitantes por km2). 

El crecimiento demográfico en el último decenio ha 
sido mayor en la parte de la cuenca que pertenece al 
Estado de Sao Paulo y algo menos intenso en las par-
tes de los Estados de Río de Janeiro y Minas Gerais. 

Las estaciones de medición hidrometeorológicas e hi-
drológica en la cuenca son numerosas y su densidad 
media es aceptable, pero su distribución no es unifor-
me y en algunos casos sería aconsejable su reubicación, 
para el mejor conocimiento básico en esos campos. 

El caudal medio anual del río Paraiba do Sul en la 
ciudad de Campos, que está próxima a su desemboca-
dura, es poco superior a los 900 m®/seg y su coeficien-
te de irregularidad en esa región es de 0.23 pero en los 
tramos iniciales del río disminuye a 0.16. 

Las actividades agropecuarias contribuyen de manera 
importante a la formación del producto bruto de la 
cuenca del Paraiba y ocupan elevadas proporciones 
de la población. La superficie regada se ha estimado 
en unas 30 000 ha, y los principales cultivos permanen-
tes son el café, los citrus y las bananas y entre los 
anuales, el arroz, los frijoles, el maíz, la caña de azú-
car y la mandioca. La población rural de la cuenca al-
canzaba en 1967 a 1 550 000 personas. 

La extracción de agua por parte del sector industrial 
era, en 1968, algo superior a 13 m3/seg, aunque el uso 
consuntivo posiblemente sea sólo 10% de ese caudal. 
La principal extracción se efectúa en Volta Redonda, 
para uso de la planta siderúrgica. 

Las estimaciones de los potenciales hidroeléctricos 
calculados sobre las principales corrientes de agua de la 
cuenca arrojan como valor bruto lineal 5 000 MW y 
como bruto económico, 1 900 MW de potencia media 
(16.6 millones de MWh). 

El abastecimiento eléctrico de la cuenca no se hace 
separadamente desde fuentes propias, salvo casos muy 
marginales, sino que sus fuentes están en el gran siste-
ma Centro-Sur del Brasil. El consumo medio anual de 
la cuenca era, en 1968, de 700 kWh por habitante 
superando al medio del Brasil de 400 kWh. 

En materia de agua potable, se extrajo un volumen 
medio de 327 000 mVdía para el área urbana de la 
cuenca, lo que corresponde a una dotación de 150 li-
tros por día por habitante urbano; sin embargo, en 
lugares como Volta Redonda ese consumo subía a 300 
litros diarios por habitante. El consumo rural se estimó 
en unos 50 litros diarios por habitante. Los consumos 
netos absorbían la tercera parte de los extraídos para 
el abastecimiento urbano y la mitad de los rurales. En 
cuanto a las fuentes de abastecimiento, se estimó que 
menos del 10% de los centros urbanos obtienen agua 
de pozos y el resto, de las fuentes superficiales. Con 
relación a la población servida, se ha estimado que de 
la población urbana el 60% tiene abastecimiento 
de agua a domicilio y el 40% servicio de alcantarillado. 
En una primera aproximación estos valores superan en 
50% a los de todo el Brasil. 

Un aspecto que se ha descuidado, pese a su gran in-
cidencia en el manejo racional de la cuenca, es el 
control de la erosión, especialmente por medio de la 
forestación de los tramos altos. 

Los organismos que desarrollan actividades hidráu-
licas en la cuenca adolecen de duplicaciones, conflic-
tos y lagunas en sus tareas, por falta de planificación 
integral del aprovechamiento hidráulico; además no 
existe un mecanismo eficiente de coordinación de pro-
gramas y obras. Estas deficiencias se manifiestan secto-
rial y geográficamente y afloran también en las es-
feras estaduales. En general, llama la atención la mul-
tiplicidad de órganos de asesoramiento y lo precario de 
los recursos financieros para ejecutar los programas 
parciales y las tareas consideradas prioritarias. 

Entre las proyecciones efectuadas se estimó que para 
1980 la población urbana de la cuenca subirá del actual 
58% a un 65-70% y la población ocupada incrementa-
ría del 40 al 45%. 

En cuanto a las tierras regadas se consideró que po-
drían llegar en 1980 a unas 60 000 ha incorporando 
2 500 ha por año. Esta ampliación, unida a una mayor 
productividad basada en el uso adecuado de abonos, 
utilización de las variedades culturales más convenien-
tes, rotación de cultivos, uso racional del agua de riego 
y la obtención de más de una cosecha al año, signifi-
caría multiplicar aquella superficie disponible por 2.2. 
Si el plan se ejecutara racionalmente el consumo de 
agua podría ser menor que el consumo actual de la ve-
getación natural por la intensa evapotranspiración que 
tiene lugar, en parte por las zonas pantanosas exis-
tentes. 

El aumento del consumo eléctrico estimado para 1980 
exigirá la instalación en la cuenca de una potencia adi-
cional de unos 760 MW distribuida por partes casi 
iguales entre el curso principal y los afluentes más im-
portantes. La operación de las centrales existentes, de 
las que están en construcción y de las que se necesita-
rán para cubrir esa potencia adicional, deberá tener 
en cuenta el uso integral más conveniente del agua y no 
sólo la generación de energía hidroeléctrica. 
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Si bien en el año 1980 aumentará apreciablemente la 
demanda de agua en toda la cuenca, no se prevé que 
para ese año haya escasez para satisfacer todos los usos, 
ni siquiera en los meses de menor escurrimiento. Sin 
embargo, en lo que respecta a mantener un grado de 
contaminación aceptable, se deberán terminar los es-
tudios que se recomiendan. 

No se prevén incompatibilidades de los usos consun-
tivos con la generación hidroeléctrica, porque ésta será 
complementaria o residual, tanto con respecto a otros 

usos como a las importaciones de energía de fuentes 
externas a la cuenca del Paraiba. 

Para liacer viables los proyectos de aprovechamiento 
racional del agua y de desarrollo económico en la cuen-
ca será necesario establecer un organismo central para 
la administración de este sector en la región entre cu-
yas funciones esté la de asegurar la explotación combi-
nada óptima del sistema de embalses considerando los 
diversos usos y la necesidad de aplicar medidas de 
protección. 

ISTMO CENTROAMERICANO 

La misión fue auspiciada por el Subcomité Centroame-
ricano de Electrificación y Recursos Hidráulicos del 
Comité de Cooperación Económica del Istmo Centro-
americano. Coordinada por la Misión Centroamericana 
de Electrificación y Recursos Hidráulicos de la CEPAL, 
contó con la cooperación de los expertos en riego y 
usos múltiples del agua, en aspectos legales e institu-
cionales, en hidrometeorología y en ingeniería sanita-
ria, del Grupo Conjunto CEPAL/OCT/OMM/OSP/ 
OMS. 

Comprendió una visita preliminar a los seis países 
del Istmo Centroamericano (Guatemala, Honduras, El 
Salvador, Nicaragua, Costa Rica y Panamá) en mayo y 
junio de 1967 para discutir con las autoridades nacio-
nales sus objetivos a iniciar la búsqueda de la infor-
mación, y una segunda visita a fines de ese mismo año 
y principios de 1968 para completar la acumulación de 
antecedentes y discutir las conclusiones de los informes 
sectoriales de cada experto. 

Aunque todavía no se ha terminado el informe con-
solidado correspondiente a cada país, pueden adelantar-
se algunas conclusiones. 

Los principales procesos meteorológicos que ocasio-
nan las precipitaciones en el Istmo Centroamericano 
son: la zona de convergencia intertropical, las ondas 
de) este u ondas de inestabilidad, los huracanes, los 
temporales, las circulaciones meteorológicas locales y 
los frentes fríos o polares. 

El elemento meteorológico de mayor variación es la 
precipitación que está comprendida entre 500 y algo 
más de 6 000 milímetros al año, con un promedio de 
2 170. En la mayor parte del Istmo hay una época llu-
viosa, de mayo a octubre, y otra de lluvias escasas, de 
noviembre a abril. La zona costera del Atlántico es la 
excepción, donde las precipitaciones tienen un período 
más extendido o llueve todo el año. 

La temperatura puede considerarse relativamente uni-
forme y sus modificaciones las ocasiona la topografía; 
así, es posible encontrar, además de las calurosas y hú-
medas regiones al nivel del mar, zonas con climas más 
agradables como las de las ciudades de Guatemala, San 
José y Tegucigalpa, 

Los ríos se agrupan en dos grandes vertientes: la del 
Atlántico o mar Caribe y la del Pacifico. La primera, 
representa el 70% de la superficie del Istmo (incluye 
Belice (Honduras Británica)) y la segunda, el resto. 
Los de la vertiente del Atlántico tienen, en general, 
cuencas y caudales mayores y pendientes medias me-
nores que los de la del Pacífico. Los caudales de los 
ríos, calculados principalmente a base de las precipita-
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clones, suman 19 829 m^/s, de los cuales 14162 m-¡/s 
se dirigen al Atlántico y 5 667 m''/s al Pacífico. En ge-
neral, los regímenes de los ríos tienen un período de 
grandes caudales que comienza en mayo y se extiende 
hasta noviembre (en algunos casos hasta diciembre) y 
otro de aguas bajas en el resto del año. 

Aunque en toda la región el promedio de las precipi-
taciones es abundante, la impermeabilidad de los sue-
los disminuye los caudales de estiaje en la vertiente 
del Pacífico. En las zonas altas de la región se regis-
tra una fuerte erosión hídrica, agravada en ciertas áreas 
de Guatemala, El Salvador y la Meseta Central de Costa 
Rica, por deficientes prácticas de cultivo. Los sólidos 
arrastrados obstruyen el curso de las aguas lo que fa-
cilita la inundación de las tierras bajas. Aunque toda-
vía pueden mejorarse los sistemas de riego sin necesi-
dad de emprender de inmediato grandes obras de re-
gulación es obvia la conveniencia de recurrir a proyec-
tos de fines múltiples. 

Muchas cuencas centroamericanas son internaciona-
les e interesan a más de un país. Además, México com-
parte con Guatemala las cuencas de los ríos Azul-Hon-
do, Salinas-Usumacinta, Grijalva y Suchiate. Por otra 
parte, los Estados Unidos han instrumentado sus dere-
chos con el objeto de usar aguas para navegación in-
teroceánica (Canal de Panamá) mediante distintos tra-
tados en curso de revisión. 

Aunque el proceso integracionisía centroamericano 
incluye los recursos hidráulicos, por una parte las obras 
y labores multinacionales no han superado aún la etapa 
de estudios y, por otra, las estructuras jurídicas y ad-
ministrativas internas no se han adaptado todavía a la 
integración en esa materia. Sin embargo, la existencia 
de los organismos regionales permitiría programar una 
acción en ese sentido para lograr la evolución corres-
pondiente. 

Un paso importante para la ampliación y mejora-
miento integral de los servicios hidrometeorológicos e 
hidrológicos de la región es el proyecto que con la asis-
tencia del Fondo Especial del Programa de las Na-
ciones Unidas para el Desarrollo se efectúa actuando 
como organismo ejecutivo la Organización Meteoroló-
gica Mundial. Se están tomando las medidas necesarias 
para mejorar la medición y el conocimiento de las aguas 
en toda la región, pero todavía no existen los mecanis-
mos administrativos adecuados para concentrar esa y 
toda la información complementaria que requiere la 
planificación integral del agua en los organismos per-
tinentes. 



Desde hace tiempo se están analizando las posibili-
dades de interconectar los sistemas de energía de los 
países de la región y aprovechar los beneficios eco-
nómicos que reporta la operación conjunta o integrada 
de centrales hidroeléctricas y térmicas. 

Los beneficios financieros que se obtengan de la in-
terconexión de los sistemas eléctricos de los diferentes 
países dependen del grado de autonomía que se desee 
conservar en los sistemas nacionales. Así, ésta puede 
efectuarse sobre las bases de simples intercambios de 
energía y aprovechamiento de reservas conjuntas, sin 
alterar en lo fundamental los programas de desarrollo 
de las empresas tendientes a satisfacer las necesidades 
nacionales. Otras modalidades de la interconexión com-
prenden hasta la planificación de los sistemas eléctri-
cos sobre bases regionales y, finalmente, el desarrollo y 
utilización de proyectos multinacionales. 

Por lo compacto de la región y las características 
técnicas favorables para los sistemas de energía, existe 
un campo económicamente atractivo para las siguientes 
interconexiones: Guatemala-El Salvador; El Salvador-
Honduras; Nicaragua-Costa Rica y Costa Rica-Panamá. 
La sustitución de generación cara mediante turbinas a 
gas o grupos diesel instalados en Guatemala, por ener-
gía más barata proveniente de turbinas a vapor de El 
Salvador, y la utilización de potenciales hidroeléctricos 
en Honduras y Costa Rica para complementar la pro-
ducción térmica de El Salvador, Nicaragua y Panamá, 
podrían justificar económicamente las interconexiones 
entre los países interesados. En ninguno de los casos se 
ha llegado a decisiones finales, sobre todo por la falta 
de programas de desarrollo a largo plazo de los siste-
mas nacionales y la carencia de instrumentos legales de 
carácter general para normalizar el desarrollo de los 
programas de interconexión eléctrica entre países, así 
como para facilitar las negociaciones y acuerdos a que 
podría llegarse en el plano de las empresas publicas 
y privadas. Sin embargo, se están profundizando estos 
estudios con miras a superar los obstáculos existentes 
y facilitar las interconexiones. 

A continuación se señalan algunas conclusiones por 
países. 

Costa Rica 

Las precipitaciones anuales varían entre 1 500 y 6 200 
milímetros, siendo el promedio para todo el país de 
2 790 milímetros. 

Los recursos hidráulicos superficiales, estimados se-
gún el agua caída anualmente sobre un territorio, al-
canzan a 3 019.4 m^/s, de los cuales poco más de 
la mitad vierten al Atlántico. 

Los coeficientes de irregularidad de caudales varían 
entre 0.10 y 0.37, siendo mayores en la vertiente del 
Pacífico. 

La ubicación de su tierra regable es factor limitante 
de la producción agrícola, que podría mitigarse tras-
vasando hacia la vertiente del Pacífico el río San Juan 
que corre por territorio nicaragüense para desarrollar 
el proyecto Arenal-Cote para riego y generación de 
electricidad. También necesitarían agua de ese río los 
proyectos de abastecimiento de las poblaciones y simul-
táneamente los de riego para Liberia y el Valle del 
Tempisque. En otros casos, la demanda de agua podría 
atenderse recurriendo al agua subterránea, maneiando 

integralmente algunas cuencas y aun optando entre dis-
tintos aprovechamientos posibles. 

Si bien el Ministerio de Agricultura y Ganadería se 
interesa cada vez más en el riego, sólo la iniciativa 
privada se ha ocupado de él hasta el momento. 

La empresa estatal denominada Instituto Costarricen-
se de Electricidad atiende con eficiencia parte aprecia-
ble del servicio público de electricidad con aprovecha-
miento dominante del potencial hidráulico. De la capa-
cidad total instalada en el país (236.0 MW en 1959) 
el 87% es hidroeléctrico. 

La legislación vigente no proporciona al Estado los 
instrumentos necesarios para acelerar el desarrollo hi-
dráulico, pero tampoco se han aprovechado cabalmente 
todas las posibilidades que ofrece para hacerlo. Coin-
cidiendo con recomendaciones formuladas durante la 
realización del presente estudio, se creó el Consejo 
Nacional de Aguas como primer paso para coordinar la 
actividad estatal. 

El Salvador 

El país tiene una precipitación media de 1820 milí-
metros al año, pero sus extremos van desde 1 450 hasta 
unos 2 500. 

Según el agua caída en el país, sus recursos hidráu-
licos superficiales alcanzarían a 383.4 m®/s como cau-
dal medio, pero a este valor se debería sumar el aporte 
del Lempa y sus afluentes al entrar a territorio na-
cional. 

El crecimiento de la población salvadoreña frente a 
una disponibilidad rígida de tierra y más aún de agua, 
aconseja acelerar el aprovechamiento de los recursos 
hídricos. Se calcula que de las 320 000 hectáreas aptas 
para cultivo con que cuenta el país, 250000 podrían 
regarse. Para atender esa superficie puede recurrirse 
de inmediato a los caudales naturales, sobre todo de 
los ríos Bandera y Sonsonate, a la vez que proyectar el 
aprovechamiento con fines múltiples de las cuencas de 
los ríos Grande y San Miguel. 

La Dirección de Obras de Riego constituye un ins-
trumento adecuado para ese fin, en concurrencia con 
la Comisión Ejecutiva Hidroeléctrica del río Lempa 
(CEL) que está completando obras que permitirían 
ampliar en 40000 hectáreas la superficie regada. 

La capacidad eléctrica total instalada en el país lle-
gaba a 250 MW en 1969 de los cuales el 53% es hi-
droeléctrico. Existen proyectos de aprovechamientos 
hidráulicos que triplicarían los aprovechamientos de esa 
fuente. La creciente demanda de agua para abasteci-
miento doméstico y urbano podría obligar a recurrir 
con ese fin a aguas usadas actualmente para riego, si-
tuación que tanto la planificación como el derecho de-
berían prever. La limitada extensión de tierras obliga 
al aprovechamiento intensivo, circunstancia que, aña-
dida a prácticas culturales deficientes y a la inten-
sidad de las lluvias, provoca la erosión de las tierras 
agrícolas. 

Disposiciones legales dispersas facultan al sector pri-
vado para impulsar el desarrollo del recurso e institu-
yen organismos estatales para atender distintos usos 
del agua, pero no concentran en el gobierno su manejo 
integral. Ello produce una acción discordante de distin-
tos sectores del gobierno y de los particulares, incon-
venientes para un país en que la disponibilidad de 
aguas comienza a plantear problemas críticos. Por ello 
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se ha recomandado sancionar un código de aguas pa-
ra ser aplicado por una autoridad de aguas centrali-
zada. El podér ejecutivo se apresta a implantar una ley 
de riego recientemente aprobada que permite al Estado 
intervenir activamente en el sector. 

Guatemala 

Las precipitaciones anuales están comprendidas entre 
500 y 6 000 milímetros, con un promedio para todo el 
país de 2 180 milímetros. 

Por el agua caída anualmente en el país se ha esti-
mado que los recursos hidráulicos alcanzan a 3 693.8 
m^/s de los cuales el 75% escurre al Atlántico. 

El sector agrícola es el más perjudicado por las 
inundacipnes y la erosión. Aunque esta última afecta a 
todo el país, se acentúa en las tierras altas sobreculti-
vadas por la población autóctona. Salvo en contadas 
zonas, el desarrollo de la agricultura no está limitado 
por el agua. 

Aunque el riego, que es el uso dominante, no se ha 
expandido durante los últimos veinte años, compite con 
el consumo doméstico y urbano en la capital y en 
Quezaltenango. 

El informe recomendó mejorar la tecnología de la 
producción agropecuaria, intensificar el programa de 
pequeñas obras de riego que cumple la Dirección Ge-
neral de Recursos Naturales Renovables y acelerar la 
solución del problema del abastecimiento de agua po-
table a la capital. 

Aunque sólo aprovecha actualmente una fracción ín-
fima de su potencial hidroeléctrico, el Instituto Nacio-
nal de Electrificación (INDE) ha formulado proyectos 
de desarrollo, principalmente sobre la vertiente del Pa-
cífico, que podrían servir también a otros fines. De 
una capacidad total instalada en 1969 de 164 MW, el 
40% es hidroeléctrico. 

Una legislación provisional atiende algunos de los 
problemas de las aguas en espera de una legislación 
específica que se está estudiando desde hace varios 
años. También la estructura administrativa está orien-
tada hacia algunos problemas. Se ha recomendado po-
ner en práctica un sistema de coordinación administra-
tiva y concentrar el ejercicio de la autoridad en un 
solo sector de la administración nacional. 

Honduras 

Es el país del Istmo Centroamericano que tiene la me-
nor precipitación media, con 1 710 milímetros anuales, 
pero sus extremos van desde 700 hasta 4 200 milíme-
tros. En la costa del Caribe el semestre más lluvioso 
es de agosto a enero, pero al sur de la latitud de 15° 
es de mayo a octubre (como en el resto del Istmo), 
y en ese semestre cae más del 80% anual. 

La precipitación sobre el país causa escurrimientos 
que equivalen a un caudal de 3 206.5 m^/s. De éstos, 
92% van al Atlántico. 

Ni el agua ni la tierra son actualmente factores li-
mitantes de la producción ni se prevé que lo sean du-
rante mucho tiempo. Las principales obras construidas 
permitirían expandir considerablemente la superficie 
regada que supera las 21000 hectáreas, pero para al-
canzar la meta de 100 000 hectáreas fiiada nor el eo-

bierno sería necesario proceder a la regulación de al-
gunos ríos. 

Los aprovechamientos hidroeléctricos en estudio (Río 
Lindo, Choluteca, el Cajón, El Naranjito, etc.) superan 
ampliamente la demanda de electricidad que se prevé 
en el país para los próximo decenios, por lo que se 
aconsejó estudiar la factibilidad de exportar energía 
aprovechando las perspectivas que abre el Programa de 
Integración Económica Centroamericana. Actualmente, 
tiene una capacidad hidroeléctrica instalada de 33 MW 
frente a un total de 91 MW que tenía en 1969. 

Para abastecer de agua potable a la capital fue ne-
cesario recurrir al agua que antes se destinaba a la 
generación hidroeléctrica, pero no se han planteado 
otros casos de usos conflictivos. 

Las circunstancias imperantes imponen a la formula-
ción de la política de aguas en Honduras modalidades 
distintas a las de los demás países del Istmo. La defo-
restación y la intensidad de las lluvias provocan una 
erosión progresiva que causa, en el curso inferior de 
los ríos, inundaciones de las zonas bajas. Se reco-
mendó prestar especial atención a las obras de rectifi-
cación de cauces de ríos, de avenamiento de algunas 
zonas e intensificación de la forestación en áreas crí-
ticas. 

La legislación vigente satisface los requerimientos de 
los regantes que son los principales usuarios del agua, 
pero no da al gobierno atribuciones suficientes para 
cumplir adecuadamente con un amplio aprovechamiento 
de los recursos hidráulicos. Por otra parte, con muy po-
cas modificaciones de la actual estructura administra-
tiva sería posible la programación nacional del recurso.^ 

Nicaragua 

En Nicaragua las precipitaciones anuales medias varían 
entre unos 1 000 y algo más de 6 000 milímetros y su 
promedio para todo el país es 2 140 milímetros. Con ex-
cepción de la costa atlántica, en la que llueve todo el 
año, en el resto hay un período lluvioso de mayo a oc-
tubre y otro relativamente seco de noviembre a abril. 
El agua caída anualmente sobre todo el territorio na-
cional provoca un escurrimiento superficial de 5 521.1 
mS/s. De él un 96% va al Atlántico. 

Para aumentar la producción agropecuaria al ritmo 
de crecimiento de su demanda, Nicaragua debería, entre 
otras medidas, aumentar su superficie regada calculada 
en 25 000 hectáreas a 275 000 que se estiman aptas 
para ese fin. Los bajos ingresos de los campesinos y la 
insuficiencia del presupuesto nacional para cubrir múl-
tiples requerimientos dificulta la realización de obras 
de riego de cierta magnitud, por lo que se recomendó 
emprender la construcción de pequeñas obras, aprove-
chando los caudales de estiaje, las aguas subterráneas 
poco profundas, los lagos y las lagunas, y sólo en eta-
pas posteriores, después de acumular experiencia en 
esta materia, intentar obras de mayor importancia. 

La erosión y las inundaciones afectan únicamente a 
algunas áreas. Por otra parte, el deterioro progresivo del 
lago de Managua, en cuyas márgenes se encuentra la 
capital, dificulta su uso con fines de abastecimiento 
urbano, el recreativo y aun el agrícola. La capacidad 
eléctrica total instalada alcanzaba a 160 MW en 1969, 
de los cuales el 36% son de fuente hidráulica y perte-
necen en su gran mavoría a la Empresa Nacional Luz y 
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Fuerza (ENALUF). Actualmente está en construcción 
el aprovechamiento hidroeléctrico de Santa Bárbara que 
agregará otros 50 MW. 

Indudablemente, las obras de mayor importancia en 
todo el Istmo serían el aprovechamiento de la cuenca 
del río San Juan con fines múltiples, necesario para Ni-
caragua pero que también interesa a Costa Rica y even-
tualmente a la construcción de un nuevo canal inter-
oceánico. 

Para obviar la relativa falta de normas legales en ma-
teria de aguas, se ha recomendado dictar una nueva 
legislación sobre bases menos estrictas que las pro-
puestas para otros países, tarea emprendida ya con la 
colaboración del Programa de las Naciones Unidas 
para el Desarrollo y que se ha concretado en un ante-
proyecto de ley. En materia institucional se ha recomen-
dado crear un organismo para programar el aprove-
chamiento integrado de los recursos hidráulicos dentro 
del sistema nacional de planeamiento y concentrar en 
una autoridad las funciones de decisión. 

Panamá 

Después de Costa Rica, Panamá es el país del Istmo 
Centroamericano con más precipitaciones medias anua-
les. Llueve, en promedio, 2 580 milímetros pero geo-
gráficamente varía entre 1000 y 5 500 milímetros. Se 
presenta una época lluviosa de mayo a diciembre y una 
seca de enero a abril, y en general el semestre más 
lluvioso es el que va de junio a noviembre en el que 
cae entre el 70 y el 80% del total anual. 

Del agua caída anualmente escurre un caudal medio 
de 4,005.2 m^/s. De éstos el 40% va a desaguar al Atlán-
tico, La cuenca del río Chagres provee el agua necesa-
ria para el íuncionamiento del canal interoceánico que 
es el uso de aguas más importante del país. Como a 

los fines prácticos equivale a un uso consuntivo, y la 
disponibilidad de la cuenca es limitada, también lo está 
la capacidad de operación del canal. Se subraya la im-
portancia económica de esta obra para el país. Si se 
construye el proyectado canal a nivel, se liberarían 
para otros usos (principalmente hidroelectricidad) cau-
dales equivalentes a 80 m^ por segundo y la superficie 
hoy cubierta por los lagos agregaría aproximadamente 
50 000 hectáreas de tierra agrícola ubicada en la zona 
más densamente poblada del país. 

Actualmente se practica el riego complementario so-
bre una superficie aproximada de 18 000 hectáreas. En 
las zonas en que el clima lo exige se podrían regar 
hasta unas 36 000 hectáreas con caudales naturales, 
superficie que con regulación podría extenderse a 
100000 hectáreas. Su necesidad es más acentuada en el 
oeste y durante los meses de enero a abril. 

Los aprovechamientos hidroeléctricos alcanzan a una 
capacidad instalada de 61.6 MW, de los cuales 46.5 pro-
vienen de la cuenca del río Chagres y se proyectan 
instalar 200 MW en la cuenca del río Rayano. La po-
tencia total instalada en el país llegaba a 317 MW en 
1969. No han adquirido caracteres agudos la erosión, 
las inundaciones ni la contaminación que registran 
algunas áreas. 

La falta de títulos legales sobre las tierras en explo-
tación constituye un obstáculo jurídico a la agricultura 
que debe preocupar a las autoridades. Una reciente ley 
que nacionaliza todas las aguas rige las cuestiones re-
lativas al recurso. Para aplicarla se creó una Comisión 
Nacional de Aguas que, en el momento de efectuarse 
el estudio, se limitaba a instruir y resolver solicitudes 
de concesión para usos del agua, por insuficiencia de 
presupuesto y personal técnico. 

Se recomendó activar el funcionamiento de la Comi-
sión y correlacionarlo con la programación global y 
sectorial. 
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